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La fortaleza del Poder Ejecutivo en debate: una reflexión sobre el siglo XIX argentino 

 The strength of the Executive Power in debate: a reflection on the Argentine 19th century 

 

Marcela  Ternavasio 




RESUMEN 

 

Este artículo se ocupa de analizar las formas de configuración histórica del poder ejecutivo en Argentina 

durante el siglo XIX a través de tres argumentos: el primero es de carácter teórico y postula que el poder 

ejecutivo fue el eslabón más problemático e inseguro de la ingeniería política moderna; el segundo es de 

carácter  histórico  y  revisa  la  imagen  clásica  de  un  ejecutivo  escasamente  limitado  en  sus  cursos  de 

acción.  Finalmente,  el  tercero  es  de  orden  metodológico  y  apunta  a  distinguir  la  doble  dimensión  que 

asume el concepto de concentración del poder en todo el período: la que remite a al principio de división 

de poderes y la que refiere al binomio centralismo/federalismo. 



Palabras claves: Ejecutivo, concentración, desconcentración, unidad. 




ABSTRACT 

 

This article is aimed to the ways in which the executive branch of government in Argentina was formed 

during  the  19th  century  presented  through  three  arguments.  The  first  has  a  theoretical  nature  and 

postulates  that  the  executive  power  was  the  most  problematic  and  insecure  link  of  modern  political 

engineering.  The  second  argument  is  referred  to  a  historical  nature  and  revises  the  classic  image  of  a 

narrowly limited executive power in its courses of action and finale The third one is methodological and 

aims to distinguish the double dimension assumed by the concept of concentration of power throughout 

the period: on the one hand, it is referred to the principle of division of powers, and on the other hand, 

binomial centralism / federalism. 
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Introducción 



En 1911, en el clima de debate político desplegado durante el Centenario de la revolución de 

1810 y en vísperas de la reforma electoral de 1912, el publicista Raymundo Wilmart publicaba 

en  la   Revista  Argentina  de  Ciencias  Políticas  ( RACP)  un  artículo  titulado  “Diferencias  de 

atribuciones entre el Ejecutivo de los Estados Unidos y el nuestro”; allí presentaba una lectura 

heterodoxa sobre el sistema presidencialista plasmado en la Constitución argentina de 1853 al 

afirmar  que  “desde  este  punto  de  vista,  el  sistema  de  nuestra  Constitución  sigue  al  de 

Inglaterra,  no  al  de  los  Estados  Unidos”1.  Si  bien  reconocía  que  aquélla  adoptaba  el  sistema 

federal  de  establecido  en  la  constitución  de  Filadelfia  –“aunque  mucho  menos  federal”  que 

ésta, admitía Wilmart– 2 no ocurría lo mismo con la figura del presidente. El publicista sostenía 

que “el  nombre de   ejecutivo   conviene perfectamente  al  llamado  gobierno  presidencial de los 

Estados  Unidos”,  pero  en  el  caso  argentino  “con  ministros  responsables  sin  cuya  firma  nada 

puede hacerse” es un error llamarlo “presidencial” y “es mucho más de lo que dice el nombre 

de  ejecutivo”3. De hecho, decía el autor, “lo llamamos siempre gobierno, aún oficialmente”4. 

Desafiando  las  interpretaciones  más  habituales  que  atribuían  el  problema  del  supuesto 

hiper-presidencialismo  argentino  a  una   desviación  de  la  Constitución  de  1853  respecto  del 

modelo  presidencial  norteamericano  –al  haber  aquélla  dotado  de  mayores  atribuciones  al 

poder  ejecutivo–,  Wilmart  buscaba  difundir  una  clave  de  lectura  constitucional  que 

parangonaba  la  filiación  del  ejecutivo  argentino  con  el  sistema  de  gabinete  británico;  la 

hipótesis  se  fundaba  en  la  cláusula  que  establecía  que  ningún  acto  del  presidente  argentino 

“valdría  sin  la  firma  de  un  ministro  responsable  y  con  facultad  para  ir  a  discutir,  proponer  y 

objetar en el recinto de las leyes”5. Desde esta perspectiva sostenía que “nuestra constitución 

[…] es indudablemente superior a la de Estados Unidos”6. 

Como ha demostrado Darío Roldán, la propuesta de Wilmart se encuadraba en la del grupo 

de publicistas que conformó el elenco estable de la  RACP,  creada en 1910 con el propósito de 

debatir  reformas  políticas  e  institucionales,  y  que  se  caracterizó  por  la  originalidad  de  sus 

miras7. Los dichos antes citados de Wilmart se inscribían –siguiendo las reflexiones de Roldán– 



1 Wilmart, Raymundo. 1911. “Diferencias de atribuciones entre el ejecutivo de los estados Unidos y el nuestro”, en 

 Revista Argentina de Ciencias Políticas,  Buenos Aires, Tomo 2, p. 316. 

2 Ibíd., p. 323. 

3 Ibíd., p. 320. 

4 Ídem. 

5 Ibíd., p. 325. 

6 Ídem. 

7 Roldán, Darío (comp.). 2006.  Crear la democracia. La Revista Argentina de Ciencias Políticas y el debate en torno de 

 la República Verdadera,  Buenos Aires, Fondo de Cultura Económica. 
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en  el  objetivo  de  este  grupo  de  discutir  una  reforma  parlamentarista  para  superar  el 

presidencialismo  que,  según  esta  visión,  se  había  impuesto  en  los  hechos  y  derivaba  de  una 

confusión  histórica  que  había  trastocado  el  diseño  original  de  la  constitución.  La  estrategia 

gradualista planteada por estos  publicistas consistía  en  iniciar  el debate sobre  el papel  de los 

ministros  para  luego  promover  una  interpretación  constitucional  “en  un  sentido 

parlamentarista” impulsando a que los ministros del presidente se convirtieran en un gobierno 

de  gabinete  con  responsabilidad  ministerial8.  La  deriva  parlamentarista  buscaba  limitar 

cualquier  acción  arbitraria  del  presidente  y  sustraerlo,  al  mismo  tiempo,  de  las  inestables 

situaciones a las que podía someterlo la presión mayoritaria de la soberanía popular. 

Esta  original  lectura  de  comienzos  del  siglo  XX,  que  miraba  el  pasado  con  ojos  críticos  al 

evaluar como presidencialismos autoritarios las experiencias históricas recientes, comparte dos 

puntos  centrales  con  algunas  interpretaciones  contemporáneas.  En  primer  lugar,  que  el 

presidencialismo  es  fuente  de  distorsiones,  inestabilidad  política  y  amenazas  al  sistema 

democrático.  Ciertos  estudios  que  han  cuantificado  los  porcentajes  de  democracias  estables 

concluyen que la democracia presidencialista ha sido una fórmula mucho menos exitosa que la 

parlamentarista  y  atribuyen  este  resultado  a  la  “fortaleza”  de  los  presidentes  derivada 

básicamente  de  los  poderes  constitucionales  y  partidarios9.  Tal  fortaleza,  sin  embargo, 

presentada como una evidencia, ha sido escasamente sometida a una reflexión sobre la propia 

naturaleza de la figura presidencial. En este sentido, desde la ciencia política se ha destacado la 

debilidad  de  los  estudios  sobre  el  poder  ejecutivo  en  contraste  con  la  atención  prestada  al 

legislativo10.  Una  debilidad  que  se  observa  no  sólo  en  Argentina  sino  también  en  los  Estados 

Unidos,  donde  según  algunos  autores  la  investigación  ha  sido  más  descriptiva  que 

conceptualizada,  más  atenta  a  las  figuras  presidenciales  que  a  las  cuestiones  teóricas  que  la 

atraviesan11. Los debates en torno a las perspectivas conductistas que pusieron el acento en las 

características personales de los presidentes y el retorno del interés por las instituciones y por 



8 Roldán, Darío. 2006. “La República Verdadera impugnada”, en Roldán, Darío (comp.). 2006.  Crear la democracia,  p. 

86. 

9 Véase, entre otros, el estudio de Mainwaring, Scott y Soberg Shugart, Matthew (comp.). 2002.  Presidencialismo y 

 democracia en América Latina,  Buenos Aires-Barcelona-México, Paidós, p. 26. 

10  Para  el  caso  argentino  véanse  Mustapic,  Ana  María, Bonvecchi,  Alejandro,  Zelaznik,  Javier  (coords.).  2012.    Los 

 legisladores en el Congreso Argentino:  prácticas y estrategias,  Buenos Aires, Instituto Torcuato Di Tella. 

Bonvecchi, Alejandro  y    Mustapic,   Ana  María.  2011.  “EL  secreto  eficiente  del  presidencialismo  argentino”,  en  

Alcántara Sáez,  Manuel y García Montero,  Mercedes (Eds.),   Algo más que presidentes:  el papel del poder legislativo en América Latina,  Zaragoza, Fundación Manuel Giménez Abad. 

11 Alessandro, Martin. 2010.  El elefante en la habitación: propuestas para el estudio de la institución presidencial en 

 la Argentina, Dirección de Investigaciones, INAP. Documento de Trabajo N° 2. Dickinson, Matthew. 2004. “Agendas, 

agencies and unilateral action: new insights on residential power?”, en  Congress & The Presidency, 31(1), pp. 99-109. 



7 





el  análisis  de  los  comportamientos  presidenciales  en  términos  de  incentivos  y  restricciones 

exhiben las dificultades para encarar exploraciones sobre un poder del estado que se halla muy 

marcado  por  las  personas  que  lo  detentan12.  Como  ha  señalado  Aníbal  Pérez  Liñán  para  el 

análisis de las presidencias argentinas en las décadas posteriores al regreso de la democracia en 

1983, mientras la figura presidencial continúa dominando el escenario político y el imaginario 

social, “Argentina se caracteriza por la presencia de ciclos rápidos y dramáticos de acumulación 

y  disolución  del  poder  presidencial”,  lo  cual  obliga  a  revisar,  según  el  autor,  los  supuestos 

convencionales sobre el liderazgo presidencial13. 

En segundo  lugar, algunas perspectivas  actuales  comparten  con  las de  comienzos del siglo 

XX  una  común  recurrencia  al  pasado  colonial  y  al  siglo  XIX  cuando  tratan  los  casos 

latinoamericanos, para encontrar allí las huellas de un proceso de concentración del poder que, 

por lo general, se expresa a través de líneas históricas impregnadas de visiones teleológicas que 

apelan  a  ciertos  lugares  comunes.  Los  más  frecuentados  para  explicar  los  presidencialismos 

latinoamericanos  se  apoyan  en  variables  como  la  herencia  absolutista  y  centralizadora  de  las 

monarquías metropolitanas, la inercia de las instituciones y experiencias de origen colonial, el 

militarismo y el caudillismo surgidos de las guerras de independencia, la inexistencia o debilidad 

de procesos de institucionalización del poder político durante las décadas post revolucionarias, 

o  la ausencia de una cultura política que contribuya a la estabilización de un sistema basado en 

la representación política y la división de poderes. Estas líneas históricas no siempre recuperan 

los  procesos  en  sus  tramas  más  complejas  ni,  en  los  casos  de  estudios  contemporáneos,  las 

revisiones historiográficas más novedosas sobre los problemas en debate. 

En el marco del tema convocante para este dossier acerca de los procesos de concentración 

del poder e inestabilidad política en América Latina, el presente ensayo se focaliza en el análisis 

sobre los modos en que se fue configurando el poder ejecutivo en el Río de la Plata/Argentina 

durante el siglo XIX. El poder ejecutivo es aquí, pues, un mirador que permite examinar desde el 

campo específicamente histórico e historiográfico las variaciones, convergencias y divergencias 

que  van  experimentando  las  diferentes  dimensiones  de  un  proceso  atravesado  por  las 

tendencias a la concentración y desconcentración del poder. 

Los argumentos que se desarrollan a continuación se despliegan en tres registros de análisis. 

El  primero  es  de  carácter  teórico  y  apunta  a  interrogarse  sobre  la  naturaleza  intrínseca  del 



12 Moe, Terry. 1993. “Presidents, institutions and theory”, en Edwards, G., Kessel, J. y Rockman,  B.,  Researching the 

 Presidency:  vital  questions,  New  Approaches,  Pittsburgh,  University  of  Pittsburgh  Press.  Fabbrini,  Sergio.  2009.  El 

 ascenso del príncipe democrático. Quién gobierna y cómo se gobiernan las democracias,  Buenos Aires, FCE. 

13  Pérez-Liñán,  Aníbal.  2013.  “Liderazgo  presidencial  y  ciclos  de  poder  en  la  Argentina  democrática”,  en   Revista 

 S.A.A.P. , vol. 7, n° 2. 



8 





poder ejecutivo y los dilemas que presenta la invención de una autoridad unipersonal en molde 

republicano  sometida  a  los  mecanismos  electivos  que  trajo  consigo  la  soberanía  popular  y  la 

invención  de  una  ingeniería  política  fundada  en  el  principio  de  división  de  poderes.  En  este 

registro se postula que la figura del poder ejecutivo fue el eslabón más problemático e inseguro   

de  la  ingeniería  política  moderna.  El  segundo,  de  carácter  histórico,  se  dirige  a  revisar  los 

desafíos  que  dicha  invención  implicó  para  los  actores,  las  respuestas  que  éstos  fueron 

ensayando a lo largo del siglo XIX y las variantes que adoptó en cada coyuntura; tales variantes 

no  se  agotan  ni  se  explican  analizando  sólo  la  definición  constitucional  de  los  poderes  sino 

también –y fundamentalmente– las prácticas políticas que fueron dando forma a los sucesivos 

poderes  ejecutivos.  En este plano  se  argumenta  que  el  poder  ejecutivo  rioplatense/argentino 

durante el siglo XIX no replica la imagen clásica de un superpoder, escasamente limitado en sus 

cursos de acción, sino más bien el de un espacio siempre inestable, disputado por otros poderes 

y sometido de manera constante a la reserva de desconfianza que implicaba la amenaza de un 

poder despótico unipersonal. El tercer registro es de orden metodológico y apunta a distinguir 

la doble valencia que asume el concepto de  concentración del poder en todo el período: la que 

remite a la  unidad de gobierno articulada al principio de división de poderes y la que refiere al 

proceso  de   unidad  territorial   articulada  al  binomio  centralismo/federalismo.  Ambas 

dimensiones  –aunque  íntimamente  vinculadas  pero  de  naturaleza  diferente–  no  siempre  

discurrieron por los mismos senderos en las décadas precedentes a la sanción constitucional ni 

en las que le sucedieron. En este punto se sostiene que las herencias hispánicas no tendían a la 

concentración del poder funcional ni a la centralización territorial, sino todo lo contrario,  y que 

la crisis revolucionaria debió hacerse cargo de esa herencia pluri-jurisdiccional enfrentando los 

dilemas a los que la doble valencia del concepto de concentración sometió a las élites dirigentes 

a la hora de reemplazar la unidad del cuerpo político compuesto de la monarquía garantizada 

por la figura del rey. 

La  confluencia  en  este  proceso  de  las  viejas  tradiciones  –tanto  las  que  provenían  de  la 

monarquía católica hispánica como del republicanismo clásico– con los desafíos que colocaron 

los nuevos lenguajes políticos liberales y democráticos revelan la búsqueda por encontrar en el 

tránsito  de  la  monarquía  a  la  república  quién  encarnaba  ahora  la   unidad  y  trascendencia  del 

poder político. 

 

Sobre las herencias y legados en el punto de partida 



La fuerte presencia en el campo de las ciencias sociales de las corrientes neoinstitucionalistas, 

la  mayor  atención  que  la  historia  política  ha  prestado  al  estudio  de  los  cursos  de  acción 

emprendidos por los actores del pasado en contextos de profundos cambios en las instituciones 
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y en las reglas de juego en las que se fundaba la obediencia política, y los aportes producidos 

dentro  de la nueva historia crítica del derecho  que  analiza  desde nuevos enfoques el  tránsito 

del  Antiguo  Régimen  a  un  orden  político  moderno,  han  puesto  de  relieve  el  tema  de  las 

continuidades,  inercias  y    resistencias  de  los  legados  o  herencias  del  pasado.  Las  nuevas 

perspectivas buscan superar lugares comunes muy arraigados y ofrecer evidencias e hipótesis 

que permiten ajustar la comprensión sobre los procesos históricos que estamos revisando. 

Si  tomamos  el  ejemplo  comparativo  clásico  que  contrastó  el  derrotero  de  la  experiencia 

política  norteamericana  con  la  latinoamericana  después  de  las  independencias  podemos 

observar los aportes mencionados14. Para delinear muy rápidamente los lugares comunes a los 

que  hago  referencia  basta  retomar  el  artículo  ya  citado  de  Wilmart,  quien  recuperaba  las 

variables más frecuentadas a comienzos de siglo XX para trazar tal comparación: 



“No  hemos  sido,  y  no  somos  todavía,  un  país  que  haya  producido  instituciones 

constitucionales  por  la  acción  directa  y  lenta  del  seno  de  su  sociedad.  Nuestra  formación 

colonial,  artificial  y  dictada  desde  afuera,  no  nos  tenía  en  manera  alguna  preparados  para 

obra  semejante.  Éramos  un  país   criollo,  o  sea,  ajeno;  esa  formación  criolla  no  conocía 

además  nada  parecido  a  la  autonomía  de  las  colonias  inglesas.  El   pecado  original   de  país 

ajeno o criollo no se lava tan pronto. 

Los norteamericanos, creyendo  imitar el  gobierno  metropolitano  inglés, no  imitaron  en 

realidad sino el gobierno colonial inglés de entonces con su   governor  llamado  president  en 

viarios  estados  según  su  carta  orgánica.  Los  norteamericanos,  nacidos  en  las  diversas 

colonias formadas por cartas escritas ( charters) que fijaban y limitaban todas las funciones, 

se  dieron  en  un  solo  acto  una  sola  constitución  escrita  y   rígida  (como  dicen  los 

constitucionalistas) […] 

Nosotros hemos andado fatalmente mucho peor que los Estados Unidos en un principio; 

hemos vivido en la anarquía o el despotismo (salvo en brevísimos momentos y no en todo el 

territorio) desde la guerra de independencia hasta 1852”15. 



En la cita se condensan los argumentos más usuales para contrastar los dos casos. El pasado 

colonial de las colonias británicas, dependientes de una monarquía limitada con representación 



14 Sobre la comparación entre Estados Unidos y Latinoamérica véase, entre muchos otros trabajos, el más reciente de 

Chiaramonte, José Carlos. 2016.  Raíces históricas del federalismo latinoamericano, Buenos Aires, Sudamericana. Para 

una comparación con el caso argentino véase Saguir, Julio. 1996.  Entre el conflicto y la organización institucional: los 

 procesos  constituyentes  de  Argentina  (1810-60)  y  Estados  Unidos  (1777-1787),  Universidad  Torcuato  Di  Tella, 

Working Paper N° 33. 

15 Wilmart, Raymundo. 1911. “Diferencias de atribuciones…”, pp. 322-323. 
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parlamentaria,  les  habría  habilitado  el  camino  para  actuar  con  autonomía,  crear  asambleas 

representativas,  inventar  la  división  de  poderes,  institucionalizar  tales  dispositivos  en  cartas 

constitucionales y confluir sin conflicto en la unidad creada con la Constitución de Filadelfia que 

inventó, por primera vez, una república representativa y federal de grandes dimensiones. En el 

Río de la Plata, en cambio, la experiencia colonial dependiente de una monarquía absoluta, sin 

experiencia  representativa  y  con  tendencias  a  la  concentración  del  poder  en  los  magistrados 

coloniales y en la figura del monarca, habría dejado por herencia la inmadurez de estos pueblos 

para el autogobierno. La oscilación entre la anarquía y el despotismo es la imagen más habitual 

sobre la primera mitad del siglo XIX rioplatense, la cual habría desembocado, finalmente, en la 

sanción  de  una  constitución  que,  para  adaptar  su  realidad  a  esa  herencia,  debió  atenuar  las 

autonomías provinciales respecto  del sistema  federal  norteamericano  y  reforzar con  mayores 

poderes  al presidente. 

En  el  marco  de  esta  imagen  estereotipada  –que  como  todo  estereotipo  se  funda  en  la 

fijación y repetición de elementos extraídos de la realidad, pero también en la invisibilidad de 

otras  dimensiones  de  esa  misma  realidad–  se  montan  muchas  veces  los  diagnósticos  sobre 

nuestros  sistemas  políticos  decimonónicos  utilizados  como  insumos  o  antecedentes  para 

explicar  los  derroteros  que  exhiben  en  el  siglo  XX.  Sin  embargo,  si  tomamos  como  punto  de 

partida  el  quiebre  del  orden  colonial  y  monárquico,  la  construcción  de  los  estados 

hispanoamericanos enfrentaron el mismo desafío que experimentaron las colonias del norte: el 

de cómo reconstituir una unidad política que ya no contaba con la legitimidad del monarca en 

su vértice y que ponía en juego la doble valencia ya señalada del concepto de concentración del 

poder referida a la unidad de gobierno y al proceso de unidad territorial. Si los legados eran por 

cierto diferentes en uno y otro caso, es preciso volver a revisar dónde residían esas diferencias y 

si dichos legados pueden asumir la fuerza explicativa que suele atribuírseles. 

En la historiografía norteamericana, la noción de herencia  colonial ha ocupado siempre un 

lugar preeminente en  las interpretaciones.  Si  nos  atenemos  al  tema que nos ocupa del poder 

ejecutivo, las visiones tradicionales consideraron que la combinación de la división de poderes 

con  la  doctrina  de   checks  and  balances  cristalizada  en  1787  fue  producto  de  la  experiencia 

colonial y no el mero efecto de aplicación de las ideas de autores consagrados. La pertenencia a 

la  monarquía  limitada  inglesa  sumada  a  la  evolución  del  sistema  representativo  y  a  las 

conflictivas relaciones entre las asambleas y los gobernadores en las colonias inglesas, habrían 

sentado  las  bases  para  la  rápida  adopción  del  principio  de  soberanía  popular  y  para  una 

identificación  del  principio  de  división  de  poderes  con  la  idea  de  equilibrio  de  poderes.  Estas 

interpretaciones  presuponen  que  los  hombres  que  hicieron  la  Constitución  Federal 
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norteamericana  trabajaron  con  materiales  que  les  eran  familiares  en  sus  estados  y  que  la 

experiencia  colonial  habría  sido  clara  y  relativamente  homogénea.  Por  ello  deducen  que  el 

debate  sobre  el  principio  de  división  de  poderes  no  habría  encontrado  en  el  Congreso  serias 

oposiciones, alcanzándose rápidamente un acuerdo16. 

Estos presupuestos han sido, en parte, revisados. El primer cuestionamiento apunta a la idea 

de  una  experiencia  colonial  homogénea,  señalándose  las  variaciones  de  las  experiencias 

provinciales  en  los siglos XVII  y  XVIII17.  El segundo  impugna  la  idea de que  existía una noción 

clara de división de poderes antes de la revolución. Al respecto se ha destacado que la nitidez 

de  la concepción  moderna  de  una división  tripartita  de  las  funciones gubernamentales,  entre 

los  poderes  legislativo,  ejecutivo  y  judicial,  no  era  conocida  por  los  colonos.18  El  tercer 

cuestionamiento reside en revisar la afirmación de un rápido acuerdo en el Congreso en torno a 

la división de poderes19. 

Entre los matices que estas perspectivas subrayan respecto de las posiciones que enfatizan 

la continuidad colonial se contempla el hecho de que, si bien  los gobernadores y las asambleas 

coloniales  estaban  en  oposición  uno  de  otro  como  órganos  separados  en  continuo  conflicto, 

sería  un  error  pensar  que  los  gobiernos  coloniales  actuaron  bajo  la  forma    que  supone  la 

separación de poderes, o que los colonos en tiempos de la revolución asociaron la práctica de 

estos gobiernos con la teoría de la separación de poderes. A comienzos del período colonial, la 

perspectiva  de  la  distribución  de  funciones  de  gobierno  se  aproximaba  mucho  a    la  teoría 

inglesa de la constitución  equilibrada;  pero dadas  las  tensiones desarrolladas a fines de dicho 

período,  esta  teoría  se  rompió  en  sus  diversos  componentes  y  las  colonias  se  dedicaron  a 

criticar  a  los  gobiernos  coloniales  porque  ellos  no  encarnaban  la  verdadera  separación  de 

poderes.  En  el  período  revolucionario,  por  lo  tanto,  los  colonos  no  estaban  recreando  al 

gobernador  colonial  sino  que  estaban  intentando  despojarlo  de  todas  sus  prerrogativas  para 



16  Véanse,  entre  otros  autores,  Wright,  Benjamin.  1933.  “The  origins of the Separation of Powers in America”, en 

 Economica, nº 1; Seal Carpenter, William. 1968.  El desarrollo del pensamiento político americano,  New York, Howard 

Ferting; Stuart Anderson, Ann. 1986. “A 1787 perspective on separation of Powers”, en Goldwin, R. y Kaufman (ed), 

‘ Separation  of  powers’  –Does  it  still  work? ,  Washington,  American  Enterprise  Institute  for  Public  Policy  Research; 

Gwyn,  W.B.  1965.  The  meaning  of  the  separation  of  powers.  An  analysis  of  the  doctrine  from  its  origin  to  the 

 adoption of the United States Constitution, New Orleans, Tulane University. 

17 Green, Jack. 1994. Negotiated Authorities: Essays in Colonial Political & Constitutional History, University Press of 

Virginia. 

18 Bailyn, Bernard. 1972.  Los orígenes ideológicos de la revolución norteamericana, Buenos Aires, Paidós, p. 77. 

Bailyn, Bernard. 2002. American Constitutionalism: Atlantic Dimensions, London, Institute of United States Studies, 

University of London. 

19 Manin, Bernard. 1994. “Checks, balances and boundaries: the separation of powers in the constitutional debate of 

1787”, en Fontana, Bianca María (Ed),  The invention of the modern republic, Cambridge University Press. 
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dejarlo en su pura posición ejecutiva. Estaban instituyendo, por primera vez, un poder ejecutivo 

en el propio sentido del término20. 

Por un  corto período  (1776-1787) la división  de  poderes  emergió  en  Norteamérica bajo  la 

forma  de  la   separación  –similar  a  lo  ocurrido  durante  la  guerra  civil  inglesa  de  mediados  del 

siglo XVII y de lo que ocurriría en Francia poco después–  y fue incorporada en diversos grados 

en  la  estructura  institucional  de  los  gobiernos  revolucionarios  de  los  estados.  Pero  a  medida 

que la  revolución  progresaba, la  extrema  visión  de  la  pura  separación  de poderes encontraba 

pocos  adherentes,  hasta  llegar  a  la  Convención  Federal  en  Filadelfia,  donde  se  sentaron  las 

bases  del  pensamiento  constitucional  americano  que  proveyó  una  nueva  combinación  –

típicamente americana– de separación de poderes y de  checks and balances 21 .  

Bernard Manin critica, en este sentido, la supuesta rapidez con la que se habría acordado en 

el Congreso la doctrina de  checks and balances. Lejos de la posición tradicional, que identificó 

como débil la postura de los antifederalistas respecto a la división de poderes, el análisis de los 

debates estaría mostrando una realidad diferente y más compleja. Tal complejidad deriva de la 

contradicción en la que se vieron envueltos los antifederalistas al querer  favorecer la doctrina 

de  separación  de  poderes  con  respecto  a  los  gobiernos  estaduales,  y  no  poder  proponer  un 

sistema  similar  para  el  gobierno  federal.  En  1787  era  claro  que  tal  arreglo  conduciría  a  una 

legislatura central extremadamente poderosa; legislatura central que ellos no deseaban por su 

apego a las libertades de los estados miembros, donde se dirimía el problema de la soberanía 

territorial.  La  posición  triunfante  de  los  federalistas  se  fundó,  por  un  lado,  en  el  temor  ya 

comprobado por la experiencia de los gobiernos estaduales de la revolución a una tiranía de la 

legislatura,  lo  cual planteaba la necesidad  de  un  ejecutivo  independiente, y  por  el otro, en  la 

vacilación  que  provenía  de  la  incertidumbre  sobre  si  ciertas  funciones  eran  realmente 

ejecutivas  o  legislativas22.  La  ambigüedad  doctrinaria  del  principio  de  división  de  poderes 

emergía a cada paso en el debate norteamericano. 

Similares  revisiones  historiográficas  se  presentan  para  el  mundo  hispánico  y  para  el  caso 

argentino  en  particular  cuando  se  exploran  los  legados  o  herencias.    En  primer  lugar  la  que 

atañe a la naturaleza de la monarquía y del sistema colonial plantea que no estaríamos frente a 

una  monarquía  centralizada  cuya  vocación  al  absolutismo  se  ponía  en  evidencia  en  su 

estructura institucional, sino ante una monarquía compuesta de reinos y dominios muy diversos 



20 Vile, M. J. C. 1998.  Constitutionalism & the Sepa ration of  Powers , Indianapolis, Liberty Fund. 

21 Morgan, Edmund. 1988.  Inventing the People: The Rise of Popular Sovereignty in England and America,  Norton and 

Company. 

22 Manin, Bernard. 1994. “Checks, balances and boundaries: the separation of powers in the constitutional debate of 

1787”, en Fontana, Bianca María (Ed),  The invention of the modern republic, Cambridge University Press. 
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cuya estructura jurisdiccionalista tenía a la cabeza un rey que no gobernaba  –reinar significaba 

hacer justicia– ni monopolizaba la gestión de la jurisdicción –sólo era la fuente de ésta y por ello 

gozaba  de  una posición preeminente23.  Más allá  de  los  intentos  reformistas  del último  cuarto 

del siglo XVIII de la dinastía borbónica de concentrar el poder en la Corona y sus funcionarios, 

las autonomías que siempre detentaron los cuerpos territoriales y las élites criollas americanas 

siguieron gozando  de buena salud, como  demostraron  en  el  momento  en  que esa monarquía 

entró en crisis en 1808. Lo que dicha crisis dejó al desnudo fue la inmediata federalización de 

hecho de toda la monarquía y el dilema de cómo resolver el problema de la soberanía vacante 

en un contexto de absoluta desconcentración del poder territorial y político24. 

La  segunda  revisión  concierne  a  lo  ocurrido  en  las  décadas  posteriores  a  la  revolución  e 

independencia.  La  nueva  historia  política  ha  demostrado  que  a  la  disgregación  del  poder 

monárquico y colonial le continuaron inmediatamente ensayos de institucionalización del poder 

a  través  de  los  nuevos  dispositivos  de  organización  política  que  tenían  por  base  la 

representación  y  la  división  de  poderes.  La  ambigüedad  que  ya  habían  experimentado  las 

colonias inglesas al diseñar sus mecanismos se replicaba en el extremo austral del continente, 

con el agregado de que aquí ya se contaba con modelos constitucionales ensayados –y muchos 

fracasados– de los cuales se hacía, como es habitual, una lectura selectiva de sus componentes. 

Las  constituciones  estaduales  americanas,  la  sancionada  en  Filadelfia,  las  sucesivas 

constituciones  francesas  post  revolucionarias,  la  Constitución  de  Cádiz  de  1812  (de  la  que 

participaron muchos de los dominios españoles, no así el territorio que quedó bajo la órbita del 

gobierno  revolucionario  de  Buenos  Aires),  los  primeros  procesos  constituyentes 

hispanoamericanos, y la referencia omnipresente del gobierno mixto británico, fueron insumos 

fundamentales  para  los  ensayos  de  organización  política  rioplatense.    Ahora  bien,  que  tales 

ensayos no  hayan  confluido  en  la formación  de  una  república  unificada bajo una constitución 

nacional, sino recién después de cinco conflictivas décadas, no significa que en ese transcurso 

haya  dominado  un  vacío  institucional,  la  anarquía  o  el  despotismo  de  los  caudillos.    En  todo 



23 Clavero, Bartolomé. 1996. “La monarquía, el derecho y la justicia”, en Martínez Ruiz, E., de Pazzis Pi, M. (coords), 

 Instituciones de la España moderna. I. Las jurisdicciones,  Madrid, Actas Editorial, pp. 15-16. 

24 Para una visión renovada sobre la naturaleza de la monarquía hispánica y el tránsito entre el antiguo orden y los 

procesos  revolucionarios  americanos  véanse:  Garriga,  Carlos  y  Lorente,  Marta.  2007.    Cádiz  1812.  La  constitución 

 jurisdiccional,  Madrid,  CEPC;  Guerra,  François. 1993.  Modernidad  e  Independencias.  Ensayos  sobre  las  revoluciones 

 hispánicas.   México,  Fondo  de  Cultura  Económica;  Lorente,  Marta  y  Portillo  Valdés,  José  (Dirs.).  2012.  El  momento 

 gaditano.  La  constitución  en  el  orbe  hispánico  (1808-1826).  Madrid,  Cortes  Generales;  Portillo  Valdés,  José  María. 

2000.  Revolución  de  nación.  Orígenes  de  la  cultura  constitucional  en  España,  1780-1812,   Madrid,  CEPC;  Portillo 

Valdés, José María. 2006.  Crisis Atlántica. Autonomía e independencia en la crisis de la monarquía hispana, Madrid, 

Marcial Pons. 
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caso, la disputa por definir el nuevo sujeto de imputación soberana sometió a estos territorios a 

un  proceso  de  fragmentación  que  asistirá  a  la  coexistencia  de  ensayos  institucionales  y  de 

enfrentamientos armados que no se resolverán fácilmente con la carta magna de 185325. 

La  tercera  revisión  alude  a  la  puesta  en  práctica  de  la  Constitución  nacional.  Los  nuevos 

enfoques han destacado que la figura de los presidentes constitucionales de la segunda mitad 

del  siglo  fue  enérgica  y  central  pero  que  estuvo  lejos  de  traducirse  en  ejecutivos  todo 

poderosos,  no  limitados  por  otros  poderes,  por  conflictos  facciosos  o  partidarios  y  por  una 

intensa opinión pública que se expresaba a través de la prensa periódica y de una cultura de la 

movilización  popular.  La  política  de  notables  que  se  consolida  en  esta  etapa  para  dirimir  las 

disputas entre las dirigencias estuvo siempre subtendida por una intensa movilización popular 

urbana  y  rural  activada  desde  la  revolución  y  por  un  uso  de  la  violencia  política  que  por  lo 

general se expresaba como el derecho de resistencia a la opresión. El derecho del ciudadano a 

armarse  fue  consagrado  en  la  Constitución  de  1853  en  su  artículo  21  que  establecía  la 

obligación  ciudadana  de  armarse  no  solo  en  defensa  de  la  patria  sino  también  “de  esta 

Constitución”. Por tal motivo, su persistente presencia en el siglo XIX no puede ser naturalizada 

como  una  idiosincrática  anomalía  hispanoamericana  sino  entendida  en  el  marco  de  las 

tensiones  que  atravesaron  la  construcción  del  nuevo  orden  político  republicano  en  toda  la 

región.  A  su  vez,  la  llamada  política  de  notables  fue  directamente  dependiente  en  sus 

coaliciones y apoyos de la estructura federal adoptada en 1853, expresándose tensiones entre 

los  tres  poderes  acerca  de  cómo  definir  los  límites  del  presidente  en  la  práctica  política 

concreta.  Las  candidaturas  presidenciales  fueron  así  directamente  dependientes  de  la 



25 La producción de la nueva historia política sobre la primera mitad del siglo XIX, tanto a escala hispanoamericana 

como  argentina  es  inmensa  y  sería  imposible  citar  aquí  todos  los  aportes  que  la  nutrieron.  Véanse,  entre  muchos 

otros,  los siguientes  trabajos:  Botana,  Natalio.  2016.  Repúblicas  y  monarquías.  La  encrucijada  de  la  independencia, 

Buenos  Aires,  Edhasa;     Chiaramonte,  José  Carlos.  1997.  Ciudades,  provincias,  estados:  orígenes  de  la  Nación 

 Argentina (1800-1846), Buenos Aires, Ariel; Entin, Gabriel.  2014. “República y federalismo en América del Sur, entre 

la monarquía hispánica y las revoluciones de independencia”, en De Francesco, A., Migliorini, L., Noccera, R. (coords). 

 Entre  el  mediterráneo  y  el  Atlántico.  Circulaciones,  conexiones  y  miradas,  1756-1867,   Santiago  de  Chile,  FCE; 

Goldman,  Noemí  (ed).  2008.  Lenguaje  y  Revolución.  Conceptos  políticos  clave  en  el  Río  de  la  Plata,  1780-1850,  

Buenos Aires, Prometeo; Goldman, Noemí y Salvatore, Ricardo. 1998.   Caudillismos rioplatenses. Nuevas miradas a un 

 viejo  problema.  Buenos  Aires,  Eudeba/Facultad  de  Filosofía  y  Letras;  González  Bernaldo,  Pilar.  2001.  Civilidad  y 

 política  en  los  orígenes  de  la  Nación  Argentina.  Las  sociabilidades  en  Buenos  Aires,  1829-1862,  Buenos  Aires,  FCE; 

Halperin Donghi, Tulio. 1979.  Revolución y guerra. Formación de una elite dirigente en la Argentina criolla, México, 

Siglo  XXI;  Myers,  Jorge.  1995.  Orden  y  Virtud.  El  discurso  republicano  en  el  régimen  rosista,  Bernal,  Universidad 

Nacional de  Quilmes;  Ternavasio,  Marcela.  2007.  Gobernar  la  Revolución.  Poderes  en  disputa  en  el  Río  de  la  Plata, 

 1810-1816, Buenos Aires, Siglo XXI; Ternavasio, Marcela. 2002.  La revolución del voto. Política y elecciones en Buenos 

 Aires,  1810-1852.   Buenos  Aires,  Siglo  XXI;  Verdo,  Geneviève.  2006.  L’indépendance  argentine  entre  cités  et  nation 

 (1808-1821).  Publications De La Sorbonne. 
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articulación  entre  la  política  provincial  y  la  nacional  y  los  presidentes  en  ejercicio  se  vieron 

sometidos, con mayor o menor énfasis según la coyuntura, a las presiones surgidas del poder 

legislativo, caja de resonancia de las disputas entre las dirigencias26. 

En suma, las herencias o legados habitualmente invocados en muchos estudios dedicados a 

explorar  el  siglo  XX  recuperan  visiones  hoy  superadas  por  la  historiografía  del  XIX.  Desde  las 

nuevas  perspectivas, ni el caso  norteamericano  ni  los  latinoamericanos estuvieron  exentos de 

las  “cuestiones inseguras y  problemáticas”  que  se  fueron  sucediendo  en los diversos ensayos 

constituyentes de las distintas latitudes, tal como afirma Bartolomé Clavero en su esclarecedor 

estudio  sobre   El  orden  de  los  poderes 27 .   En  el  mismo  sentido,  José  Antonio  Aguilar  Rivera 

advierte  sobre  la  falacia  del  presupuesto  que  sostiene  que  los  latinoamericanos  del  siglo  XIX 

recurrieron a modelos teóricos y diseños constitucionales claros y exentos de ambigüedades y 

que  los  fracasos  devinieron  de  las  desviaciones  y  adaptaciones  de  sus  postulados  en  las 

constituciones  locales  como  asimismo  de  las  características  de  las  sociedades  criollas  que 



26  Sobre  las  nuevas  perspectivas  acerca  de  la  historia  política  de  la  segunda  mitad  del  siglo  XIX  vale  el  mismo 

comentario  de  la  nota  anterior.  Entre  muchos  otros  aportes  sobre  el  tema  de  este  ensayo  se  destacan:  Agüero, 

Alejandro.  2014.  “Autonomía  por  soberanía  provincial.  Historia  de  un  deslizamiento  conceptual  en  el  federalismo 

argentino  (1860-1930),  en   Quaderni  Fiorentini,   n°  43;  Alonso,  Paula.  2000.  Entre  la  revolución  y  las  urnas.  Los 

 orígenes de la Unión Cívica Radical y la política argentina en los años ’90,  Buenos Aires, Sudamericana-Universidad de 

San  Andrés;  Alonso,  Paula.  2010.  Jardines  secretos,  legitimaciones  públicas.  El  Partido  Autonomista  Nacional  y  la 

 política  argentina  de  fines  del  siglo  XIX,  Buenos  Aires,  Edhasa;  Alonso,  Paula  y  Bragoni,  Beatriz  (edits.).  2015.  El 

 sistema  federal  argentino.  Debates  y  coyunturas  (1860-1910),  Buenos  Aires,  Edhasa;  Botana,  Natalio.  2013.  La 

 tradición  republicana.  Alberdi,  Sarmiento  y  las  ideas  políticas  de  su  tiempo,  Buenos  Aires,  Edhasa;  Botana,  Natalio. 

1994.  El orden conservador. La política argentina entre 1880 y 1916,  Buenos Aires, Editorial Sudamericana;  Botana, 

Natalio  y  Gallo,  Ezequiel.  1997.  De  la  República  posible  a  la  república  verdadera  (1880-1910),  Buenos  Aires,  Ariel; 

Bragoni,  Beatriz  y  Míguez,  Eduardo  (coords.).  2010.  Un  nuevo  orden  político.  Provincias  y  Estado  Nacional.  1852-1880, 

Buenos  Aires,  Biblos;  Cucchi,  Laura  y  Romero,  Ana.  2015.  “Tensions  between  Congress  and  the  Executive  in 

nineteenth  Century  Argentina:  Federal  Intervention  and  Separation  of  Powers”,  en  Posada  Carbó,  Eduardo.  En 

prensa.  Special Issue: Congresses versus caudillos: The  Untold History of Democracy in Latin America, 1810-1910. A 

 new research agenda,  University of Oxford; De la Fuente, Ariel. 2007.  Los hijos de Facundo. Caudillos y montoneras en la 

 provincia  de  La  Rioja  durante  el  proceso  de  formación  del  Estado  Argentino  (1853-1870),  Buenos  Aires,  Prometeo; 

Halperín Donghi, Tulio. 2012.  Una nación para el desierto argentino,  Buenos Aires, Centro Editor de América Latina, 

1982;  Míguez, Eduardo. 2011.  Mitre montonero. La revolución de 1874 y las formas de la política en la organización 

 nacional,  Buenos Aires, Sudamericana;  Sabato, Hilda. 2012.  Historia de la Argentina 1852-1890,  Buenos Aires, Siglo 

XXI;  Sabato,  Hilda.  2005.  Pueblo  y  política.  La  formación  de  la  república,  Buenos  Aires,  Capital  Intelectual;  Sabato, 

Hilda.  1998.  La  política  en  las  calles.  Entre  el  voto  y  la  movilización.  Buenos  Aires,  1862-1889,   Buenos  Aires, 

Sudamericana;  Sabato,  Hilda.  2008.  Buenos  Aires  en  armas.  La  revolución  de  1880,  Buenos  Aires,  Siglo  XXI; 

Zimmermann, Eduardo. 1995.  Los liberales reformistas: la cuestión social en la Argentina, 1890-1916,  Buenos Aires, 

Sudamericana/Universidad de San Andrés. 

27 Clavero, Bartolomé. 2007.  El orden de los poderes. Historias constituyentes de la trinidad constitucional,  Madrid, 

Editorial Trotta, p. 26. 
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impedían  su  correcto  funcionamiento28.  En  realidad,  los  nuevos  experimentos  republicanos 

tuvieron que negociar con el pasado, crear instituciones para el presente con materiales viejos y 

nuevos, y proyectar hacia el futuro una estabilidad que estaba lejos de verse asegurada con las 

nuevas  ingenierías  políticas29.  Establecer  “herencias”  es  pues  siempre  problemático,  tal  como 

ha destacado Hilda Sabato al iniciar un texto en el que se la convocó para reflexionar sobre los 

“legados” de la historia política del siglo XIX en el siglo XX: “como buena historiadora, sospecho 

de las continuidades”30. 

Volver  pues  sobre  una  clave  de  análisis  histórica  y  comparativa  parece  indispensable, 

siempre que se desplace la atención desde el clásico abordaje de los modelos constitucionales o 

de autores consagrados a un registro que recupere un punto fundamental: que en la base de las 

variadas  respuestas  que  ofrecen  los  ensayos  políticos  sucedidos  en  el  período  se  encuentran 

tramas de temores y amenazas diferentes. Si el dato común a todos era establecer un gobierno 

limitado, garantizar la libertad y evitar el despotismo, cada país y cada grupo de poder definirá, 

según la coyuntura, su propio fantasma respecto a la fuente de despotismo. 

 

De la monarquía a la república: el dilema del sujeto de imputación soberana 



Si las herencias coloniales no explican por sí mismas los diferentes derroteros de las repúblicas 

creadas a lo largo y a lo  ancho de todo  el continente americano desde fines del siglo XVIII, es 

oportuno  llamar  la  atención  sobre  un  momento  crucial  de  esas  formaciones  republicanas 

vinculado  a  sus  puntos  de  partida;  esto  significa  interrogarse  sobre  la  diversa  naturaleza  que 

asumió  la  doble  crisis  del  orden  colonial  y  monárquico  en  los  casos  anglo,  luso  e  hispano 

americanos.  La  comparación  es  aquí  ilustrativa  para  avanzar  sobre  el  tema  en  el  que  se 

concentra este ensayo: el del lugar que fue ocupando el poder ejecutivo durante el siglo XIX. 



28 Aguilar Rivera, José Antonio. 2001.  El manto liberal.  Los poderes de  emergencia en México, 1821-1976,  México, 

UNAM. Sobre la revisión de estos presupuestos véanse también: Negretto,  Gabriel y Aguilar Rivera, Aguilar Rivera, 

José Antonio. 2000. “Rethinking the Legacy of the Liberal State in Latin America: the cases of Argentina (1853-1912) 

and  México  (1857-1910)”,  en   JLAS   32;  Palti,  Elías  (Org.).  2010.  Mito  y  realidad  de  la  “cultura  política 

 latinoamericana”. Debates en Iberoideas,  Buenos Aires, Prometeo. 

29 Sabato, Hilda. 2007. “La reacción de América: la construcción de las repúblicas en el siglo XIX”, en Roger Chartier y 

Antonio Feros (comps.),  Europa, América y el mundo: tiempos históricos. Madrid, Marcial Pons; Aguilar, José Antonio 

y  Rojas,  Rafael.  2002.  El  republicanismo  en  Hispanoamérica.  Ensayos  de  historia  intelectual  y  política,  México, 

FCE/CIDE;  Rojas,  Rafael.  2010.  Las  repúblicas  de  aire.  Utopía  y  desencanto  en  la  revolución  de  Hispanoamérica, 

Buenos Aires, Taurus; Palti, Elías. 2007.  El tiempo de la política. El siglo  XIX reconsiderado, Buenos Aires, Siglo XXI; 

Sabato,  Hilda  y  Ternavasio,  Marcela.  2015.  “De  las  repúblicas  rioplatenses  a  la  República  Argentina.  Debates  y 

dilemas sobre la cuestión republicana en el siglo  XIX”, en González Bernaldo de Quirós, Pilar (dir.),  Independencias 

 iberoamericanas. Nuevos problemas y aproximaciones,  Buenos Aires, FCE. 

30  Sabato,  Hilda.  1999.  “Virtudes  cívicas,  política  criolla”,  en  Altamirano,  Carlos  (Ed.),  La  Argentina  en  el  siglo  XX, 

Buenos Aires, Ariel, p. 12. 
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Detengámonos por un momento en la comparación del punto de partida. El tránsito de un 

orden monárquico a uno republicano fue, como sabemos, muy diferente en las trece colonias 

británicas,  en  las  dependientes  de  España  y  en  el  imperio  portugués.  En  la  revolución 

norteamericana  el  tránsito  fue  abrupto  puesto  que  allí  confluyó  casi  simultáneamente  el 

cuestionamiento al orden colonial y a la monarquía. El Acta de independencia del 4 de julio de 

1776 fue el inicio de un inédito proceso que en el transcurso de una década colocó en el vértice 

de  la  nueva  unidad  política  a  un  poder  ejecutivo  unipersonal  electivo  y  controlado  por  el 

sistema  de  pesos  y  contrapesos  diseñado  en  la  Constitución  Federal  de  1787.  Como  ha 

destacado  Natalio  Botana,  a  diferencia  de  los  experimentos  republicanos  de  las  colonias 

británicas convertidas en estados independientes en el período confederal, donde las funciones 

de  gobierno  se  concentraron  en  las  asambleas  legislativas  y  en  los  tribunales  de  justicia  con 

ejecutivos débiles, la creación de un ejecutivo federal “a imagen de una monarquía despojada 

del  principio  hereditario”  inspirada  en  un  régimen  de  gobierno  mixto  fue  una  de  las  grandes 

creaciones de la Convención de Filadelfia: “le dio a la teoría republicana [continúa Botana] junto 

con el sentimiento de seguridad derivado de la protección judicial, la herramienta más efectiva, 

entonces conocida, para asegurar la unidad del Estado”31. 

En  el  mundo  portugués,  el  tránsito  fue  muy  gradual  y  estuvo  asociado  a  la  situación 

extraordinaria que vivió su monarquía en 1807. El inédito traslado de la familia real portuguesa, 

con toda su corte y funcionarios, a su principal colonia en Brasil, implicó el cambio de sede de la 

Corona  y  la  alternativa  de  contar  en  América  con  un  príncipe  de  linaje  dinástico  –que  no 

poseían ni las colonias británicas ni las hispánicas– al momento de producirse el conflicto con la 

metrópoli. La independencia de Brasil, en el marco de la revolución liberal lusa de comienzos de 

la década de 1820 que obligó al regreso del rey a Lisboa, se concretó creando una monarquía 

imperial  que,  encabezada  por  un  Braganza,  pudo  mantener  la  legitimidad  monárquica  bajo  

formato  constitucional, aunque el proceso  constituyente  de  1824 haya  derivado  en  una  carta 

otorgada por el rey. De allí en más, la trayectoria del imperio brasileño hasta el advenimiento 

de  la  república  en  1889  no  estuvo  exenta  de  los  conflictos  autonomistas  regionales  ni de  los 

encabezados por los grupos  republicanos, pero  pudo  crear  una unidad  política  independiente 

sin tener que lidiar con el dilema de definir un poder ejecutivo republicano por varias décadas. 

En el mundo hispánico, la peculiar naturaleza de la crisis monárquica de 1808 derivó en una 

crisis  de  soberanía  que  la  monarquía  portuguesa  supo  evitar  al  trasladarse  a  Río  de  Janeiro 



31 Botana, Natalio. 2013.  La tradición republicana. Alberdi, Sarmiento y las ideas políticas de su tiempo,  Buenos Aires, 

Edhasa, p. 80. 
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frente al avance de las tropas napoleónicas32. Mientras la Corona lusa, como símbolo del cuerpo 

político  de  la monarquía,  viajaba  con  el cuerpo  físico  del  rey  –para volver a  la clásica  imagen 

analizada  por  Ernst  Kantorowicz  en   Los  dos  cuerpos  del  rey–,    los  Borbones  renunciaban 

ilegalmente a la Corona en Bayona para entregarla a un rey extranjero sin que el cuerpo físico 

del  rey  hubiera  muerto33.  Esta  crisis  sin  precedentes  que  resultó  en  el  desconocimiento  del 

nuevo  monarca  francés  por  parte  de  las  juntas  formadas  en  la  península,  obligó  al  mundo 

hispano  a  enfrentar  el   vacío  del  monarca.  El  resultado,  muy  conocido,  fue  que  las  juntas 

peninsulares  y  luego  la  Junta  Central  asumieron  en  depósito  la  soberanía  del  rey  para 

posteriormente buscar una solución más estable, frente a la incertidumbre acerca del regreso 

del monarca. La convocatoria a Cortes Generales y Extraordinarias en  Cádiz en septiembre de 

1810  produjo  un  cambio  rotundo  al  trasladar  el  sujeto  de  imputación  soberana  del  rey  a  la 

nación  y  sancionar  una  Constitución  en  1812  que  adoptaba  los  mecanismos  de  la 

representación  y  la  división  de  poderes,  con  un  legislativo  unicameral  destinado  a  limitar 

notablemente  el  poder  del  monarca.  Pero  al  mismo  tiempo,  las  Cortes  tuvieron  que  resolver 

quién ocuparía provisionalmente el nuevo poder ejecutivo hasta el regreso del rey. La creación 

de ejecutivos colegiados de cinco miembros bajo el nombre de Regencia no dejaba de exhibir 

que se trataba de  ejecutivos republicanos, elegidos por las Cortes y sometidos totalmente a su 

control. 

Esta experiencia novedosa que vivía la península se trasladó  muy rápidamente a América. A 

casi  dos  años  de  un  trono  vacante,  en  1810  comenzaron  a  formarse  juntas  en  América  que, 

siguiendo el guión de las peninsulares, reclamaron sus derechos a asumir la soberanía del rey 

en depósito. Tal fue el caso de la Junta formada en Buenos Aires el 25 de mayo de ese año que 

dio  inicio  al  proceso  revolucionario.  Pero  es  oportuno  advertir  que  dicha  revolución  (como  la 

mayoría  de  las  revoluciones  hispanoamericanas)  no  nació  como  un  movimiento 

independentista de la Corona aun cuando el cuestionamiento al orden colonial se actualizó muy 

rápidamente.  A  diferencia  de  las  trece  colonias  británicas,  donde  se  produjo  la  doble  y 

simultánea ruptura con  el orden  colonial y  con  la  monarquía,  en  el  Río  de la  Plata  habrá que 

esperar seis años para la declaración de la independencia. En ese lapso, signado por la guerra 

revolucionaria  en  diversos  frentes,  los  gobiernos  provisionales  rioplatenses  tuvieron  que 

diseñar  sus  formatos  institucionales,  buscar  bases  de  legitimidad  y  gobernar  el  territorio 



32  Para  una  comparación  entre  las  crisis  de  las  monarquías  lusa  e  hispana  en  1808  véanse:  Annino,  Antonio  y 

Ternavasio,  Marcela  (coords.). 2012.  El  laboratorio constitucional  Iberoamericano: 1807/1808-1830.  Estudios AHILA de 

Historia  Latinoamericana,  9,  Madrid,  Iberoamericana  Editorial  Vervuert;  Ternavasio,  Marcela.  2015.  Candidata  a  la 

 Corona. La infanta Carlota Joaquina en el laberinto de las revoluciones hispanoamericanas.  Buenos Aires, Siglo XXI. 

33 Kantorowicz, Ernst. 2012.  Los dos cuerpos del Rey. Un estudio de teología política medieval.  Madrid, Akal. 
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navegando  en  la ambigüedad  jurídica de ser  depositarios  de  una soberanía que pertenecía al 

monarca ausente. La restauración de  Fernando VII al trono en 1814, dispuesto a dar por tierra 

con  la  experiencia  liberal  de  las  Cortes  gaditanas  y  a  imponer  el  absolutismo  en  todos  sus 

dominios, aceleró la ya iniciada desacralización de la figura del rey y contribuyó a la declaración 

de independencia en julio de 181634. 

En ese tumultuoso escenario, la puesta en marcha de procesos electorales bajo reglamentos 

muy variados para legitimar a las nuevas autoridades rioplatenses fue inmediata, mientras que 

diseñar  la  distribución  del  poder  entre  los  cuerpos  territoriales  y  dentro  del  mismo  gobierno 

resultó ser más complicada. La incorporación de la noción de división de poderes fue gradual y 

quedó atada a la pregunta acerca de dónde residía la soberanía. Los conflictos que emergieron 

a partir de la disputa por la definición del sujeto de imputación soberana pusieron en juego la 

dimensión  territorial del concepto  de concentración  del  poder  y tuvieron  por protagonistas a 

los  pueblos, identificados primero con las ciudades y luego con las provincias, que se resistían a 

aceptar una organización centralizada donde la soberanía fuera imputada a una  nación única e 

indivisible. El enfrentamiento entre posiciones centralistas, federales o confederales signó todo 

el  período  abierto  en  1810  y  el  debate  sobre  división  de  poderes  desde  el  punto  de  vista 

funcional fue en gran parte dependiente de aquel conflicto35. 

Si bien en el Río de la Plata sobrevolaba la potente idea que desde hacía dos siglos circulaba 

en el orbe occidental de que el poder debía ser limitado en cualquier formato que adoptara, la 

noción  de  dividir  el  poder  según  la  moderna  fórmula  trinitaria  inaugurada  en  Estados Unidos 

era todavía un lenguaje poco familiar. Aun cuando ya circulaban las nuevas ingenierías políticas 

aplicadas en otras latitudes, los primeros gobiernos descansaron en  el carácter colegiado de la 

nueva autoridad  –las juntas–  para hacer reposar  la  toma  de  decisiones en  un cuerpo  plural y 

garantizar  de  este  modo  el  control  mutuo  entre  sus  miembros.  Habrá  que  esperar  hasta  la 



34 Ternavasio, Marcela. 2016. “La independencia y sus silencios”, en Entin, Gabriel (ed.),  Crear la Independencia. Historia 

 de un problema Argentino,  Buenos Aires, Editorial Capital Intelectual; Ternavasio, Marcela. 2016.  “Reflexiones sobre 

la  declaración  de  la  Independencia.  ¿Qué  significaba  en  1816  constituir  una  nación  libre  e  independiente?”,  en 

Revista  Ciencia Hoy,  N° 149, Buenos Aires. 

35 Las reflexiones que continúan en el texto acerca del principio de división de poderes en el Río de la Plata en las 

primeras  décadas  del  siglo  XIX  se  encuentran  desarrolladas   in  extenso  en  las  siguientes  trabajos  de  mi  autoría: 

Ternavasio,  Marcela.    2007.  Gobernar  la  revolución;  Ternavasio,  Marcela.  2010.  “Limitar  el  poder:  un  dilema 

republicano. Reflexiones sobre el caso rioplatense durante la primera mitad del siglo XIX”, en Palti, Elías (org.).  Mito y 

 realidad;  Ternavasio Marcela. 2004. “La división de poderes en los orígenes de la política argentina”, en  Ciencia Hoy, 

vol.  14,  nº  80;  Ternavasio,  Marcela.  2004.  “Construir  poder  y  dividir  poderes.  Buenos  Aires  durante  la  ‘feliz 

experiencia’ rivadaviana”, en   Boletín del Instituto de Historia Americana y Argentina "Dr. Emilio Ravignani” , tercera 

serie, nº 26. 
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reunión  del  primer  Congreso  Constituyente  de  1813  para  que  el  principio  de  división  de 

poderes aparezca con perfiles más nítidos. 

Dicho  congreso, que comenzó  reforzando  el  poder  legislativo  y  constituyente asumido  por 

sus diputados terminó concentrando luego el poder en un doble sentido: delegando   facultades 

 extraordinarias en el Triunvirato a cargo del ejecutivo y transformando a éste, poco después, en 

un poder unipersonal bajo la figura del Director Supremo. Esta dimensión de la concentración 

se  sumaba  a  otra:  la  que  ponía  en  juego  la  cuestión  territorial.  En  el  congreso  había 

predominado  la  moción  de  los  grupos  que  pretendían  imponer  una  forma  centralista  de 

gobierno  al  establecer  que  los  representantes  eran   “diputados  de  la  nación”  aclarándose, 

además, que no podían de  “ningún modo obrar en comisión” ; esto significaba que los diputados 

perdían  todo  anclaje  territorial  con  las  ciudades  que  representaban  para  subordinarse  a  un 

sujeto único e indivisible de soberanía imputada a la nación36. 

En  el  contexto  de  este  primer  congreso  es  oportuno  señalar  cómo  fue  selectivamente 

observada  la  experiencia  norteamericana,  en  la  medida  que  habilitó  argumentos  para  apoyar 

posiciones  muy  disímiles.  Por  un  lado,  era  invocada  por  algunos  diputados  para  defender  la 

forma confederal de organización de los pueblos, exhibiéndose la confusión que provenía de la 

peculiaridad  del lenguaje de la  época  que englobaba  en  la  común  denominación de federalismo 

cosas  tan  distintas  como  la  experiencia  confederal  norteamericana  hasta  1787  y  el  novedoso 

estado  federal  instaurado  con  la  Constitución  de  Filadelfia37.  Por  otro  lado,  en  ese  mismo 

escenario, los defensores de un gobierno  centralizado  apelaban  a la constitución  de 1787, no 

para  recuperar  la  noción  de   gobierno  federal  sino  para  pensar  la  concentración,  ahora  sí  en 

clave  de  división  de  poderes.  El  lenguaje  de  los  poderes  procedente  de  la  experiencia 

norteamericana ingresaba para justificar la delegación de facultades   que en ese momento hacía 

la  asamblea  constituyente  hacia  el  poder  ejecutivo.  Si  bien  este  mecanismo  no  estaba 

contemplado  en  la  constitución  del  norte,  la  idea  de  un  poder  ejecutivo  fuerte  resultaba 

instrumental para apoyar tal delegación. 

La  delegación  de  facultades,  sin  embargo,  justificadas  por  sus  impulsores  por  motivos  de 

“salud  pública”, no  fue aprobada sin  discusión38.  La  moción  de  “concentrar el  poder mientras 

dure  el  conflicto  de  los  riesgos”  y  de  “disminuir  las  trabas  de  la  autoridad  ejecutiva”  fue 



36 Ravignani, Emilio. 1937. “El Redactor de la Asamblea”,  Asambleas Constituyentes Argentinas seguidas de los textos 

 constitucionales,  legislativos  y  pactos  interprovinciales  que  organizaron  políticamente  la  Nación,  Buenos  Aires, 

Facultad de Filosofía y Letras, Tomo I, p. 20. 

37 Chiaramonte, José Carlos. 1995. "El federalismo argentino en la primera mitad del siglo XIX", en Carmagnani, Marcello 

(coord),  Federalismos latinoamericanos: México-Brasil-Argentina. México, Fondo de Cultura Económica. 

38 Ravignani, E.  1937. “El Redactor de la Asamblea”,  Asambleas Constituyentes, Tomo I, p. 72. 
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resistida por varios diputados, celosos de crear con este gesto un nuevo despotismo39. Pero más 

resistida  fue  la  reducción  del  ejecutivo  colegiado  de  tres  miembros  a  una  autoridad 

unipersonal.  Si  bien  esta  reforma  se  aprobó  en  enero  de  1814,  la  aversión  a  concentrar  el 

ejecutivo  en  una  sola  persona  atravesó  la  asamblea  constituyente  según  revelan  diversos 

testimonios.  A  comienzos  de  1815  la  asamblea  y  el  Director  Supremo  fueron  desalojados  del 

poder por una  revolución, acusados de ser responsables  de  la  doble concentración  del poder 

por ellos liderada: la que afectaba a la distribución territorial y la que ponía en juego la figura 

del poder ejecutivo. 

Con  la  declaración  de  la  independencia,  la  división  de  poderes  comenzó  a  penetrar  de 

manera  sostenida  en  los  debates  públicos.  El  nuevo  congreso  reunido  en  1816  y  la  prensa 

periódica de esos años incorporaron el tema con mayor énfasis por cuanto se imponía definir la 

futura  forma  de  gobierno  que  debía  plasmarse  en  una  constitución.  Los  debates  sobre 

regímenes  republicanos  y  monárquicos  constitucionales  se  combinaban  en  formatos  que 

oscilaban  entre  modelos  centralistas,  federales  o  confederales.  A  esa  altura  existía  un  mayor 

conocimiento de los autores y modelos institucionales externos en la medida que se hacían más 

familiares las alusiones a ellos y más sofisticados los argumentos en torno a las variantes que 

podía  asumir  la  noción  de  división  de  poderes.  En  este  segundo  quinquenio  de  la  década  de 

1810,  las  citas  más  recurrentes  fueron  las  referencias  anglosajonas  de  gobierno  mixto, 

equilibrado y de cooperación de poderes. 

La  Constitución  de  1819,  sancionada  finalmente  por  el  congreso  reunido  desde  1816, 

procuró erigirse en un vehículo de ese equilibrio. Dicha  c onstitución estableció que en la Nación 

residía  originariamente  la  soberanía,  exhibiendo  así  su  carácter  centralista  desde  el  punto  de 

vista territorial y diferenciándose del orden federal impuesto en la constitución norteamericana 

de  1787.  En  el  plano  de la  división  de  poderes,  el  Manifiesto    que  presentaba  la  nueva  carta 

constitucional  advertía  que  ésta  organizaba  de  “un  modo  mixto  los  poderes  legislativo, 

ejecutivo y judicial” en la medida en que los “dividía” al mismo tiempo que los “equilibraba”40. 

Alejándose de los modelos ensayados en Francia y durante la España gaditana de  absolutismo 

parlamentario  o  gobierno  de  asamblea  con  un  formato  unicameral,  los  diputados  platenses 

adoptaron  un poder legislativo bicameral,  otorgándole  al  Senado  un papel preeminente.  Pero 

este Senado, a diferencia del de Estados Unidos, no venía a representar el interés de los estados 



39 Ídem. 

40  “Manifiesto  del  Soberano  Congreso  general  Constituyente  de  las  Provincias  Unidas  en  Sud  América  al  dar  la 

Constitución”,  Asambleas Constituyentes,  tomo 6, 2º parte,  p. 725. 
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miembros  –o  provincias  en  el  Río  de  la  Plata–  sino  el  de  corporaciones  como  la  Iglesia,  la 

universidad, el ejército y senadores civiles de prosapia41. 

El legislativo bicameral debía contrarrestar a un poder ejecutivo unipersonal ejercido por el 

Director  Supremo  con  atribuciones  amplias  y  fuertes,  elegido  por  ambas  cámaras  por  un 

mandato por cinco años con  la opción de ser reelecto por una sola vez. El proceso de reducción 

a la unidad territorial en una única soberanía de la nación tenía aquí, en el ejecutivo, una pieza 

clave,  especialmente  en  el  plano  militar,  en  un  contexto  de  guerra  todavía  contra  España  y 

contra las regiones díscolas a aceptar tal unidad  sin  condiciones.  Como  afirma  Natalio  Botana 

“el poder ejecutivo  remedaba  de esta manera  un  principado  militar en  el sentido en  que una 

constitución,  con  los  debidos  límites,  asignaba  al  Director  Supremo  la  función  más 

determinante en tiempos de guerra”42. No obstante, el mismo autor destaca que las discusiones 

en el congreso sobre la figura del ejecutivo no tuvieron la misma intensidad que las referidas al 

legislativo  y  tampoco  se  encuentran  pistas  en  dicho  debate  acerca  de  los  mecanismos  para 

afianzar la influencia del ejecutivo sobre el legislativo. 

En suma, durante la década revolucionaria, la apuesta de concentrar el poder para alcanzar la 

unidad  territorial  no  mostró  un  consenso  unánime  en  torno  a  hacer  girar  su  futuro  éxito  en  un 

poder  ejecutivo  unipersonal  y  todo  poderoso.  El  temor  de  los  grupos  centralistas  frente  a  la 

fragmentación  que  los  grupos  federales  proponían  en  su  formato  más  extremo  de 

confederacionismo no dejaba de mostrar la potencia de otro temor muy difundido en el marco de 

la  politización  y  movilización  revolucionaria:  el  de  recrear  el  despotismo  de   uno.  El  congreso 

reunido  en  1816,  mientras  debatía  sobre  la  futura  constitución,  prefirió  buscar  la  garantía  de 

unidad del gobierno apoyando la alternativa de instaurar una monarquía constitucional, a tono con 

el  clima  europeo  de  la  Restauración.  Si  bien  la  búsqueda  de  linajes  autóctonos  –como  la  de 

instaurar  un  rey    descendiente  de  la  dinastía  incaica–  y  de  linajes  emparentados  con  las  casas 

soberanas  europeas  fracasaron  en  sus  diversas  propuestas  y  misiones  secretas,  quedaba  en 

evidencia  la  dificultad  por  encontrar  una  fórmula  que  conciliase  la  soberanía  popular  con  una 

autoridad unipersonal que no se viera sometida a un doble riesgo: el de la debilidad derivada de su 

legitimidad de origen o el del despotismo derivado de su legitimidad de ejercicio. 

La  efímera  vida  de  la  constitución  centralista  de  1819  terminó  con  la  disolución  del  poder 

central  en  1820  frente  al  avance  de  las  fuerzas  federales  del  Litoral.  A  esa  altura,  la  figura 

monárquica  se  hallaba  desacralizada  y  desprestigiada  en  el  marco  de  una  guerra  que  ya  no  se 

libraba en nombre del rey sino que se hacía contra el monarca absoluto, Fernando VII. El umbral 



41 Botana, Natalio. 2016.  Repúblicas y monarquías. La encrucijada de la independencia,  Buenos Aires, Edhasa. 

42 Ibíd., p. 166. 
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de la monarquía, aunque ésta fuera constitucional, ya no tenía retorno y reconstituir la unidad 

del cuerpo político seguía siendo, por el momento, un enigma. 



Las repúblicas provinciales y la deriva hacia un ejecutivo plebiscitario  



Después  de  1820,  las  provincias  se  erigieron  en  entidades  independientes  con  sus  propios 

estatutos  y  constituciones,  adoptando  formas  republicanas  de  gobierno.  Además  de  fundarse 

todas  ellas  en  el  principio  de  la  soberanía  popular  y  en  sistemas  electorales  para  designar  a  las 

autoridades, la división de poderes emergió con distintos matices y solidez jurídica en cada caso. Se 

crearon  legislaturas  provinciales  unicamerales  electas  por  sufragio  popular,  poderes  ejecutivos 

nombrados por las salas de representantes, y estructuras de justicia que, al suprimirse los cabildos, 

estuvieron formadas por jueces inferiores dependientes del ejecutivo y tribunales superiores. Los 

nuevos  estados  provinciales  parecían  comenzar  a  transitar,  a  partir  de  allí,  la  experiencia  de  los 

estados  norteamericanos  entre  1776  y  1787.  Pero  a  diferencia  de  éstos  durante  el  período 

confederal, los gobernadores rioplatenses a cargo de los ejecutivos no exhibieron la debilidad de 

los del norte frente a potentes legislaturas43. 

Las  tramas  institucionales  de  las  nuevas  repúblicas  provinciales,  aunque  formalmente 

semejantes, presentaron situaciones diversas tanto por los matices introducidos al plantear las 

atribuciones  de  los  órganos  de  gobierno,  por  el  mayor  o  menor  grado  de  sofisticación  de  la 

técnica jurídica expuesta y, sobre todo, por el tipo de prácticas a las que dieron lugar. De hecho, 

algunas experiencias resultaron ser más epidérmicas desde el punto de vista institucional que 

otras  al  coexistir  la  legalidad  que  recogía  los  principios  del  constitucionalismo  liberal  con 

situaciones conflictivas que la historiografía  tradicional  redujo por mucho  tiempo  a la  imagen 

unívoca del caudillismo44. Imágenes que, como se mencionó más arriba, han sido revisadas en 

los  últimos  años  a  la  luz  de  trabajos  que  revelan  la  adopción  de  los  nuevos  principios  de 

legalidad y legitimidad para organizar los gobiernos provinciales y el modo en que se valieron 

de ellos muchos de los denominados caudillos para afianzar su poder territorial45. El caso de la 

provincia  de  Buenos  Aires  es  tal  vez  el  más  emblemático  en  este  sentido,  al  presentar  un 

significativo proceso de institucionalización política.  A pesar de ser una de las pocas provincias que 



43 Sobre el papel de los gobernadores véase Botana, Natalio. 2007. “El primer republicanismo en el Río de la Plata, 

1810-1826”,  en  Álvarez  Cuartero,  Izaskun  y  Sánchez  Gómez,  Julio  (eds.),  V isiones  y  Revisiones  de  la  Independencia 

 Ibeoramericana.  La  Independencia  de  América:  La  Constitución  de  Cádiz  y  las  Constituciones  Iberoamericanas, 

Salamanca, Ediciones Universidad de Salamanca. 

44 Para una síntesis sobre las situaciones provinciales en este período véase, Ternavasio, Marcela. 2009.  Historia de la 

 Argentina, 1806-1852, Buenos Aires, Siglo XXI. 

45 Goldman, Noemí y Salvatore, Ricardo (comp). 1998.  Caudillismos rioplatenses. Nuevas miradas a un viejo problema. 

Buenos Aires, Eudeba/Facultad de Filosofía y Letras 
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no  sancionó  una  constitución,  sino  solo  leyes  fundamentales,  la  legislatura  ocupó  allí  un  lugar 

central en la definición de las políticas de reformas implementadas en el primer tramo de su vida 

política autónoma46. 

En  ese  marco  de  fragmentación,  las  provincias  como  entidades  soberanas  no  renunciaron 

nunca  a  conformar  una  unidad  republicana  supra-provincial,  y  en  1824  volvió  a  convocarse  a 

Congreso  Constituyente47.  En  los debates del  congreso  que  sesionó hasta  1827 ya  no  asomaron 

alternativas  monárquicas  sino  disputas  entre  quienes  postulaban  una  forma  centralizada  de 

gobierno  –que  tomaron  el  nombre  de  Partido  Unitario–  y  defensores  de  alguna  variante  de 

federalismo  que  se  acercaba  más  que  en  el  pasado  a  la  adoptada  por  la  Constitución 

norteamericana  de  1787.  Las  provincias,  por  su  parte,  llegaban  a  este  congreso  provistas  de 

constituciones  o  leyes  fundamentales  para  garantizar,  en  muchos  casos,  sus  derechos  al 

autogobierno y  negociar un pacto de unidad que los reconociera. 

En  febrero  de  1826  el  congreso,  dominado  por  una  mayoría  unitaria  y  antes  de  sancionar 

una  constitución,  dictó  la  Ley  de  Presidencia  que  creaba  un  ejecutivo  permanente, 

designándose en el cargo a Bernardino Rivadavia. La oposición federal fundamentó su rechazo a 

dicha ley porque nacía como una magistratura destinada a perdurar en el futuro ordenamiento 

constitucional cuando aún no se había llegado a un consenso. Asociando la figura unipersonal 

del  presidente  con  el  despotismo  de  los  reyes,  los  calificativos  utilizados  por  los  opositores 

fueron  el  de  un  poder  “arbitrario,  absoluto,  omnipotente”  y  aclaraban  que  mandando  los 

“gobernadores”  según  “reglamentos”  tenían  “el  derecho  de  reclamar”48.  El  fantasma  de  la 

monarquía  era  todavía  una  experiencia  cercana  y  alimentaba  los  discursos  de  quienes 

pretendían, en realidad, crear una república federal con un presidente a la cabeza. 

A fines de 1826 se presentó y sancionó el proyecto constitucional. Aunque los miembros de 

la  comisión  redactora  afirmaron  haber  tomado  como  base  la  Constitución  de  1819,  el 

centralismo de aquélla había sido relativamente atenuado al crear en las provincias Consejos de 

Administración electivos con derecho  a proponer ternas de candidatos para la designación de 

los  gobernadores  por  parte  de  las  autoridades  nacionales,  y  al  fijar  un  poder  legislativo 

bicameral que  le  daba al Senado  una representación  territorial  igualitaria a las provincias y  la 



46  Ternavasio,  Marcela.  2004.  “Construir  poder  y  dividir  poderes  Buenos  Aires  durante  la  ‘feliz  experiencia’ 

rivadaviana”, en  Boletín del Instituto de Historia Americana y Argentina "Dr. Emilio Ravignani” , tercera serie, nº 26. 

47 A esa altura el Alto Perú y Paraguay se hallaban separados definitivamente del ex tronco virreinal, y la Banda Oriental 

del  Uruguay,  ocupada  por  Portugal  desde  1817,  era  parte  del  imperio  de  Brasil  ya  independiente.  En  el  marco  del 

congreso se desatará la guerra entre Brasil y las Provincias Unidas por la cuestión oriental desembocando en la formación 

de la República del Uruguay. 

48  Salas,  Rubén  Darío.  1998.  Lenguaje,  Estado  y  Poder  en  el  Río  de  la  Plata  (1816-1827),  Buenos  Aires,  Instituto  de 

Investigaciones de Historia del Derecho. 
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capital; el poder ejecutivo unipersonal era muy similar en sus atribuciones al de 1819, solo que 

ahora era llamado presidente de la República Argentina. Una república que en ese momento no 

pudo  tener  acta  de  nacimiento  puesto  que  la  constitución  fue  rechazada  por  casi  todas  las 

provincias. El centro de la disputa seguía siendo el poder concentrador a nivel territorial en el 

gobierno central y el papel que habría de tener Buenos Aires en ese proceso. 

El  fracaso  del  tercer  congreso  constituyente  derivó  en  guerras  civiles  entre  facciones 

unitarias  y  federales  e  hizo  regresar  a  las  provincias  a  su  condición  de  soberanías 

independientes,  bajo  una  situación  confederal  de  hecho  que  se  institucionalizó  con  el  Pacto 

Federal  de  1831.  Pero,  simultáneamente,  esa  confederación  estuvo  atravesada  por  una 

experiencia inédita en la provincia  de Buenos Aires protagonizada por la figura de Juan Manuel 

de Rosas. Dicha experiencia marcó a fuego el derrotero posterior de la república. 

Rosas  se erigió  en  el máximo  líder del Partido  Federal  y  ocupó  al cargo  de gobernador  de 

Buenos  Aires  entre  1829-1832  y  1835-1852.  Durante  ese  prolongado  período  se  fue 

construyendo a nivel provincial un tipo de régimen que utilizando las leyes fundamentales y los 

instrumentos institucionales heredados de la etapa formativa a comienzos de la década del ’20 

–sufragio amplio para la elección directa de los miembros de la Legislatura encargada a su vez 

de elegir cada tres años al titular del ejecutivo provincial–  resignificó su sentido y aplicación en 

pos de imponer un sistema de tipo plebiscitario y unanimista. La división partidaria cristalizada 

en  el  Congreso  de  1824  entre  unitarios  y  federales  fue  utilizada  por  Rosas  para  extremar  al 

máximo el faccionalismo y con ello cancelar cualquier tipo de oposición. El Partido Unitario fue, 

así, literalmente proscripto a través de retóricas, leyes y mecanismos variados. En un escenario 

de creciente control de la opinión pública, con una libertad de prensa cercenada al máximo por 

leyes  dictadas  por  la  legislatura,  se  fue  configurando  el  sistema  de  lista  única  para  las 

elecciones,  de  signo  federal  y  elaborada  por  el  propio  Rosas,  donde  no  estuvo  ausente  el 

amedrentamiento y el uso de la coacción49. 

El  unanimismo  electoral  que  intentó  imponer  Rosas  desde  su  ascenso  al  poder  estuvo 

acompañado por el otorgamiento de  facultades extraordinarias al poder ejecutivo por parte de 

la legislatura. Esta delegación de facultades no era nueva; ya se había practicado en el congreso 

de 1813 y en varias provincias a partir de la década de 182050. Lo que resultó novedoso fue su 

duración, alcances y, sobre todo, el engranaje en el que se inscribió y ritualizó. Los argumentos 

vertidos  por  quienes  presentaron  la  moción  de  revestir  al  gobernador  de  tales  facultades  se 



49 Ternavasio, Marcela. 2002.  La revolución del voto. Política y elecciones en Buenos Aires, 1810-1852.  Buenos Aires, Siglo 

XXI. 

50 Tau Anzoátegui, Víctor. 1961. “Las facultades extraordinarias y la suma del poder público en el derecho provincial 

argentino (1820-1853)”, en  Revista del Instituto de Historia del Derecho, núm. 12, pp.  66-105. 
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centraron  en  tópicos  que,  poco  tiempo  después,  se  convirtieron  en  asuntos  recurrentes  del 

discurso  rosista: la apelación  a  un  estado  de   excepción    –caracterizado  por la amenaza  al  orden 

interno–,  la  referencia  al  modelo  de  la  república  romana  para  justificar  el  fortalecimiento  del 

ejecutivo y la recurrente utilización de imágenes que colocaban al primer mandatario como  piloto 

de  una  nave  a  la  deriva  o,  en  su  versión  criolla,  como   baqueano  de  un  itinerario  político  que 

intentaba  mostrarse  atenazado  por  los  más  graves  peligros.  Las  reticencias  presentadas  por 

quienes ya no eran parte de la oposición unitaria, sino miembros del heterogéneo partido federal, 

se  expresaron  a  través  de  la  defensa  de  las  libertades  individuales  y  la  división  de  poderes, 

imponiendo límites temporales y rendición de cuentas sobre el uso de las facultades delegadas al 

ejecutivo51. 

En  1835,  con  el ascenso  de  Rosas  a  su segunda  gobernación,  se  redobló  la  apuesta:  por un 

lado,  el  unanimismo  electoral  logró  doblegar  a  los  grupos  disidentes  hasta  imponerse  la  lista 

única;  por  el  otro,  las  facultades  extraordinarias  cedidas  en  la  primera  gobernación  fueron 

reemplazadas  por  el  otorgamiento  de  la  “suma  del  poder  público”,  sin  límites  de  tiempo  ni 

control.  En  esta  segunda  etapa,  además,  se comenzó  a  implementar  el  novedoso  mecanismo 

del plebiscito para someter al veredicto de la “voluntad popular”  tal delegación de poderes por 

parte de la legislatura. Rosas potenció al máximo la soberanía del número y el vínculo directo 

con el “pueblo” para reforzar su poder personal desplazando la centralidad que había tenido la 

Sala de Representantes, la que continuó funcionando y renovándose en elecciones anuales de 

lista única hasta la caída de su gobierno en 1852. La legislatura se convirtió  así en una suerte de 

asamblea electoral de segundo grado para designar al gobernador y en un cuerpo ratificador de 

sus iniciativas. 

Durante  todo  este  período,  Rosas  proclamaba  ser  el  vértice  de  un  orden  republicano  y 

federal que excedía los contornos  de la provincia  de  Buenos  Aires.  Si bien  el  uso  del término 

Federación como el de Confederación siguió siendo muy flexible en esos años, la invocación al 

federalismo  presuponía  al  menos  tres  cosas.  En  primer  lugar,  apelaba  a  un  orden  superior 

supraprovincial que buscaba reemplazar el vínculo constitucional que Rosas se negaba a dar al 

país. En segundo lugar, significaba que ese orden supraprovincial no se reducía al manejo de las 

relaciones exteriores por parte del gobernador de Buenos Aires avalado por el Pacto Federal de 

1831  y  por  la  delegación  que  de  esas  facultades  hacían  las  provincias,  sino  que  se  fundaba 

también  en  un  control  que  apelaba  a  mecanismos  de  consenso  y  negociación  interprovincial 



51 Ternavasio, Marcela. 1998. "Entre la deliberación y la autorización. El régimen rosista frente al dilema de la sucesión 

política",  en  Goldman,  Noemí  y  Salvatore,  Ricardo  (comp),  Caudillismos  rioplatenses.  Nuevas  miradas  a  un  viejo 

 problema. Buenos Aires, Eudeba/Facultad de Filosofía y Letras. 
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como al uso de los ejércitos para imponer la “voluntad federal” que encarnaba Rosas como jefe 

máximo  de  esa  Confederación52.  En  tercer  lugar,  la  invocación  al  federalismo  fue  un 

instrumento  muy  potente  que  venía  a  dotar  de  unidad  a  un  cuerpo  político  dividido, 

sustituyendo así al concepto de nación como sujeto de imputación soberana como al concepto 

de nación de raíces románticas que comenzaba a perfilarse por parte de la generación del ’37 

opositora  al  régimen  rosista.  El federalismo  identificado  con  un  partido  o  facción  en  la etapa 

precedente pasó a representar un  todo identitario con el que se pretendió extender al resto del 

territorio de la Confederación el sistema unanimista impuesto en Buenos Aires. 

En  la  experiencia  rosista  confluían  pues  distintas  tradiciones  y  se  abrían  nuevos 

interrogantes derivados de un ensayo que supo hacer del pragmatismo político un instrumento 

muy  eficaz  de  construcción  de  poder.  La  tradición  republicana  clásica  expresada  en  la 

invocación  de la dictadura romana para justificar  los  poderes  extraordinarios convivía con  los 

componentes  de  la  república  moderna  fundada  en  la  legitimidad  de  la  soberanía  popular 

expresada  en  elecciones  periódicas  y  en  la  vigencia    de  los  tres  poderes53.  Tal  confluencia 

permitió  consolidar  la  supremacía  del  ejecutivo  y  dejar  al  desnudo  una  de  las  aporías  más 

inquietantes de los regímenes republicanos modernos: el poder legislativo elegido por el voto 

popular renunciaba a sus atribuciones, delegaba   legalmente en el ejecutivo la suma del poder 

público y éste a su vez la ratificaba en plebiscitos que buscaban expresar  la  voluntad general. 

 

¿Un presidente monárquico?  



Con  la  caída  de  Juan  Manuel  de  Rosas  en  1852,  y  en  el  fragor  del  debate  sobre  el  desafío 

pendiente de sancionar una constitución  nacional,  Juan  Bautista  Alberdi publicaba  ese  mismo 

año sus  Bases y puntos de partida para la organización política de la República Argentina; una 

obra  que  fue  utilizada  por  los  constituyentes  de  1853  y  en  la  que  el  estadista  tucumano 

sintetizaba  su  proyecto  para  el  poder  ejecutivo  en  la  frase  atribuida  a  Simón  Bolívar:  “Los 

nuevos estados de la América antes españolas necesitan reyes con el nombre de presidentes”54. 

Al evocar la cita de Bolívar, Alberdi procuraba fundamentar un punto central de la ingeniería 

constitucional que trazó en sus  Bases: que el poder ejecutivo debía ser “determinante de toda 

su  fisonomía”  y  de  la  “reconstrucción  del  gobierno  central”.  Cinco  décadas  de  disputas  y  de 

fragmentación territorial habían demostrado que el republicanismo y el federalismo se habían 



52 Tau Anzoátegui, Víctor. 1996.  Formación del Estado Federal Argentino 1820-1852, Buenos Aires, Editorial Perrot. 

53 Sobre los componentes del republicanismo clásico en el régimen rosista véase: Myers, Jorge. 1995.  Orden y Virtud. 

Bernal, Universidad Nacional de Quilmes 

54  Alberdi,  Juan  Bautista.  1914.  Bases  y puntos  de  partida  para la organización  política de  la República Argentina. 

Buenos Aires, La Cultura Argentina, p.75. 
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impuesto  en  los  hechos  y  que  el  presidente  debía,  en  la  perspectiva  alberdiana,  garantizar  el 

proceso de reducción a la unidad55. El poder ejecutivo diseñado en las   Bases,  según reconocía 

su propio autor, se asemejaba mucho más al de Chile que al de Estados Unidos y se proyectaba 

“republicano  en  la  forma  y  casi  monárquico  en  el  fondo,  central  como  en  dos  siglos,  hasta 

donde lo permitía el individualismo provincial creado de hecho por la revolución”56. 

La  variante  republicana  y  federal  argentina  consagrada  finalmente  en  la  Constitución  de 

1853,  y  que  pervivirá  sin  interrupciones  hasta  el  primer  golpe  militar  de  1930,  aún  cuando 

siguió  los  lineamientos  básicos  de  la  propuesta  alberdiana  se  alejó  de  ella  –entre  otros 

aspectos–  al  atenuar  las  facultades  omnímodas  que  pretendía  para  el  presidente.  Entre  las 

“facultades de un rey” o “facultades especiales” que Alberdi postulaba y que los constituyentes 

rechazaron  se  destaca  aquella  que  le  habría  permitido  legislar  en  ciertas  circunstancias  por 

delegación  del  Congreso  a  quien  encarnara  el  ejecutivo57.  Muy  sensibles  a  la  experiencia  del 

pasado reciente, en la que Juan Manuel de Rosas gobernó la provincia de Buenos Aires con la 

delegación de facultades extraordinarias y la suma del poder público, los diputados prohibieron 

explícitamente  la  posibilidad  de  tal  delegación.  En  el  artículo  29  de  la  Constitución  –sin 

antecedentes en el derecho comparado– dejaron establecido lo siguiente: 



“El  Congreso  no  puede  conceder  al  Ejecutivo  nacional,  ni las  Legislaturas  provinciales  a 

los  gobernadores  de  provincia,  facultades  extraordinarias,  ni  la  suma  del  poder  público,  ni 

otorgarles  sumisiones  o  supremacías  por  las  que  la  vida,  el  honor  o  las  fortunas  de  los 

argentinos queden a merced de gobiernos o persona alguna. Actos de esta naturaleza llevan 

consigo una nulidad insanable, y sujetarán a los que los formulen, consientan o firmen, a la 

responsabilidad y pena de los infames traidores a la patria". 



El artículo  citado refleja la paradoja  antes  señalada;  la  de  un poder legislativo  dispuesto  a 

renunciar  y  delegar sus poderes  constitucionales  exhibiendo  en  simultáneo  la doble  amenaza 

de un despotismo de procedencia legislativa capaz de empoderar al ejecutivo. Esa amenaza que 

heredaban de la  experiencia rosista  se  sumaba  a  otra  que  devenía del riesgo  de un liderazgo 

personalista  encarnado  en  el  ejecutivo.  En  este  caso  no  había  instrumentos  constitucionales 

que pudieran evitar los rituales que Juan Manuel de Rosas supo desplegar durante su gobierno, 

convirtiendo  el culto  a su persona en  un instrumento  formidable de propaganda política  y  de 



55  Botana,  Natalio.    2013.  La  tradición  republicana;  Halperín  Donghi,  Tulio.  2012.  Una  nación  para  el  desierto 

 argentino.  Buenos Aires, Centro Editor de América Latina, 1982 

56  Alberdi,  Juan  Bautista.  1914.  Bases  y puntos  de  partida   para la organización  política de  la República Argentina. 

Buenos Aires, La Cultura Argentina, p. 34 

57 Torres Molina, Ramón. 2001.  El presidencialismo argentino y la división de poderes,  Buenos Aires, EDIAR, 2001. 
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adhesión de los sectores populares, activados además a través del voto sin restricciones y de la 

celebración de plebiscitos. Esta suerte de  cesarismo democrático no tenía antecedentes en los 

ensayos republicanos rioplatenses ni en los conocidos hasta el momento, si consideramos que 

Napoleón  III  recién  comenzaba  a  mostrar  este  rostro  en  sede  europea;  el  cesarismo  que 

algunos  autores  destacan  para  caracterizar  el  período  inmediatamente  posterior  a  las 

revoluciones hispanoamericanas con la emergencia de fuertes liderazgos militares y ejecutivos 

no  reunían  estos  rasgos58.  De  manera  que  el  único  recurso  constitucional  para  atenuar  esta 

amenaza era la prohibición de la reelección consecutiva del presidente, tal como se instituyó en 

la carta magna de 1853. 

En  ese  contexto,  el  resultado  fue  el  de  una  república  que  sometió  tanto  al  paradigma 

presidencialista  norteamericano  como  al  alberdiano  de  base  portaliana  a  un  proceso  de 

selección  y  adaptación,  cuyo  formato  constitucional  de  división  de  poderes  se  definió 

adoptando  el sistema de frenos y contrapesos  norteamericano  pero  “desequilibrando  a  favor 

del  presidente”,  con  facultades  relativamente  expandidas,  el  equilibrio  que  se  supone  ese 

sistema  propone  en  relación  con  los  otros  poderes59.  La  rama  ejecutiva,  unipersonal,  estuvo 

ocupada  por  la  figura  del  presidente,  quien  a  la  vez  era  jefe  del  Estado  y  del  Gobierno, 

desempeñando  su  tarea  con  la  colaboración  de  los  ministros  que  no  formaban  un  órgano 

colectivo con facultades decisorias propias ni confirmaban su responsabilidad ante el Congreso 

sino  que  dependían  de  manera  exclusiva  del  presidente.  La  fórmula  para  los  cargos  de 

presidente y vicepresidente era elegida por un sistema de voto indirecto a través de un colegio 

electoral. El poder de veto del presidente fue similar al de los Estados Unidos pero resultó muy 

diferente de éste al poseer autoridad reglamentaria sobre una ley sancionada por el Congreso. 

El  poder legislativo fue bicameral y  acogió la  representación  igualitaria de las provincias en  el 

Senado,  elegido  por  las  legislaturas  provinciales,  mientras  que  la  cámara  de  diputados  era 

elegida  por  voto  directo.  El  poder  de iniciativa  legislativa  estuvo  en  ambas  ramas,  pero  en  lo 

que  atañe  a  impuestos  y  servicio  militar  quedó  reservada  a  la  Cámara  de  Diputados.  El 

presidente no podía disolver el Congreso ni éste podía hacer obligatoria su renuncia ni la de su 

gabinete  según  métodos  ordinarios  sino  por  medio  de  un  juicio  político.  El  principio  de 

intervención federal en las provincias y  la declaración del estado de sitio fueron atribuciones de 



58  Véase  al  respecto  Crespo,  María  Victoria.  2013.  Del  rey  al  Presidente.  Poder  Ejecutivo,  formación  del  Estado  y 

 soberanía en la Hispanoamérica revolucionaria, 1810-1826, México, El Colegio de México. De la misma autora, 2013. 

“Del republicanismo clásico a la modernidad liberal: la gran mutación conceptual de la dictadura en el contexto de las 

revoluciones hispanoamericanas (1810-1830)”, en  Prismas, vol. 17, núm. 1, pp. 67-87. 

59 Gargarella, Roberto. 2014.  La Sala de Máquinas de la Constitución. Dos siglos de constitucionalismo en América 

 Latina (1810-2010),  Buenos Aires, Katz, p. 70. 
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ambos  poderes  según  las  circunstancias  estipuladas  por  la  carta  magna,  y  la  apertura  de  las 

sesiones  anuales  del  congreso  quedó  sujeta  a  la  convocatoria  específica  del  presidente,  sin 

quedar claro si las sesiones ordinarias podían ser prorrogadas por el propio congreso (aunque 

en  la  práctica  éste  reconoció  la  iniciativa  presidencial),  mientras  que  en  el  caso  de  las 

extraordinarias  fue  una  clara  atribución  del  ejecutivo.  El  poder  judicial,  por  su  parte, 

conformado por la Corte Suprema y tribunales inferiores,  tenía reservado en el caso de la Corte 

el  significativo  papel  del  “control  de  constitucionalidad”  que  implicaba  interpretar  la 

constitución  y  la  concordancia  de  las  leyes  y  los  actos  del  poder  ejecutivo  con  respecto  a 

aquélla60. 

Por  cierto  que  las  respectivas  atribuciones  de  los  poderes  ha  sido  tema  de  una  prolífica 

producción  jurídica  y  no  es  mi  intención  detenerme  en  ellas  sino  para  revisar  la  puesta  en 

práctica de  algunos de sus mecanismos según  los  resultados  de estudios más recientes.  En lo 

que atañe al ejecutivo y legislativo, hace más de dos décadas, en un libro destinado a observar 

el largo plazo, Guillermo Molinelli llamó la atención sobre ciertos “mitos y realidades” acerca de 

las  relaciones  entre  los  presidentes  y  los  congresos  en  Argentina.  Para  ello  recurrió  a  la 

información  disponible  para  los  siglos  XIX  y  XX  y  puso  en  juego  diversos  indicadores  con  el 

objeto de “medir” la supuesta debilidad del legislativo frente al ejecutivo teniendo siempre en 

el horizonte el recurso de la comparación con el modelo norteamericano61. Si bien los datos que 

posee  son  discontinuos  y  fragmentarios  –una  debilidad  que  el  propio  autor  reconoce 

especialmente  para  la  segunda  mitad  del  siglo  XIX–  su  interpretación  sobre  el  derrotero  de 

ambos  poderes  a  lo  largo  de  la  historia  argentina  cuestiona  la  idea  de  parlamentos  débiles 

frente a la omnipotencia presidencial. 

En  este  sentido,  y  según  se  mencionó  al  comienzo,  los  estudios  más  renovados  sobre  la 

historia política de la segunda mitad del siglo XIX demuestran que en el campo de la división de 

poderes, las tensiones existentes en la práctica política expresan una constante puja por definir 

sus respectivos roles. Se han explorado dichas tensiones entre el Congreso y el poder ejecutivo 

–a través, por ejemplo, de los debates en torno al principio de intervención federal como de la 

aplicación  del estado  de sitio–  para  arribar  a  conclusiones  que  revisan  el  papel del Congreso, 

tanto como un foro en el que se debatieron los temas clave del período como en su papel de 



60 Molinelli, Guillermo, Palanza M., Valeria, Sin, Gisela. 1999.  Congreso, Presidencia y Justicia en Argentina.  Buenos 

Aires, Temas Grupo Editorial. 

61 Molinelli, Guillermo. 1991.  Presidentes y Congresos en Argentina: mitos y realidades,  Buenos Aires, Grupo Editor 

Latinoamericano, pp. 101-179. 
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control y freno al poder presidencial62. De igual manera se han explorado las tensiones con el 

poder judicial, especialmente con la justicia federal, y su incidencia en los conflictos políticos del 

período que atravesaron la relación nación-provincias63. 

Respecto  de  la  fórmula  federal  es  preciso  recordar  que  las  reformas  constitucionales  de 

1860,  aplicadas  a  instancias  de  la  provincia  de  Buenos  Aires,  le  dieron  a  la  carta  de  1853  un 

contenido más federal al dotar de mayor autonomía a las provincias, en sintonía con el modelo 

norteamericano.  En  esta  dirección,  las  coaliciones  conformadas  en  este  período  fueron 

dependientes de la estructura federal adoptada como lo fueron las candidaturas presidenciales. 

La historiografía destaca que quienes arribaron a la máxima magistratura del estado lo hicieron 

en función de tramas y redes que combinaban la política partidaria de base local con un fuerte 

componente  notabiliar  que  ponía  frenos,  en  la  práctica,  a  los  atisbos  de  unanimismos 

personalistas64. Ya Natalio Botana lo había advertido en su  Orden Conservador  al señalar que si 

su hipótesis del control de la sucesión presidencial a partir de 1880 “puede alumbrar la acción 

de los gobiernos electores” es cierto también que esa aventura de éxitos y fracasos fue factible 

por    la  prohibición  constitucional  de  la  reelección  inmediata  que  “vacunó  al  sistema  político 

contra  los  riesgos  del  personalismo  y  abrió  la  puerta  para  que,  aceptados  esos  límites 

normativos,  circularan  diversos  mecanismos  de  control  entre  el  gobierno  nacional  y  los 

gobiernos provinciales”65. Esta dinámica, según el autor, fue  a su vez favorecida por el diseño 

institucional de la elección indirecta para los cargos de presidente y vicepresidente vehiculizada 

a  través de un  colegio  electoral que  dejaba  en  manos  de  las  provincias la llave de la elección 

presidencial. 

Luego de esta obra seminal, diversos autores exploraron la dinámica política de la segunda 

mitad del XIX para señalar, como es el caso de Paula Alonso al analizar el Partido Autonomista 

Nacional  liderado  por  Julio  Argentino  Roca,  que  las  tres  décadas  que  transcurren  hasta  la 



62  Cucchi,  Laura  y  Romero,  Ana.  2015.  “Tensions  between  Congress  and  the  Executive  in  nineteenth  Century 

Argentina:  Federal  Intervention  and  Separation  of  Powers”,  en  Posada  Carbó,  Eduardo.  En  prensa.  Special  Issue: 

 Congresses versus caudillos: The Untold History of Democracy in Latin America, 1810-1910. A new research agenda, 

University of Oxford; Cucchi, Laura y Romero, Ana. 2017. “Controversias sobre la regulación y el uso de los poderes 

de emergencia  en la República Argentina durante la  segunda mitad del siglo XIX. Debates en  el Congreso Nacional 

sobre el estado de sitio”, ponencia presentada en Congress of the Latin American Studies Association, Lima. 

63  Zimmermann,  Eduardo.  2015.  “Soberanía  nacional  y  soberanías  provinciales  ante  la  Corte  Suprema  de  Justicia. 

Argentina siglo XIX”,  en   Estudios Sociales,  núm. 48; Zimmermann, Eduardo. 2007. “Centralización, justicia federal y 

construcción del estado en la organización nacional”, en  Revista de Instituciones, Ideas y Mercados,  núm. 46. 

64  Sobre  el  caso  de  Bartolomé  Mitre  véase  Miguez,  Eduardo.  2015.  “Mitrismo  y  federalismo.  Los  alienamientos 

provinciales  en  las  elecciones  de  1968”,  en  Alonso,  Paula  y  Bragoni,  Beatriz  (edits.).  2015.  El  sistema  federal 

 argentino. Debates y coyunturas (1860- 1910),  Edhasa, Buenos Aires. 

65  Botana,  Natalio.  1994.  El  orden  conservador.  La  política  argentina  entre  1880  y  1916,  Buenos  Aires,  Editorial 

Sudamericana, p. 28. 
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reforma  electoral  de  1912  exhiben  la  presencia  de  un  partido  hegemónico  conformado  por 

coaliciones  de  bases  provinciales  que  no  “desarrolló  estándares  firmes  para  seleccionar 

candidatos a los puestos electivos o procedimientos para coordinar el accionar entre el poder 

ejecutivo  y  el  Congreso,  o  entre  el  presidente  y  las  provincias”66.  La  sucesión  presidencial  se 

resolvió con el “protagonismo de notables” favoreciendo “no la centralización o concentración 

del poder en manos del presidente sino más bien  la descentralización del sistema federal”67. 

Si regresamos entonces al  diseño  institucional  alberdiano,  y  al propósito  que albergaba  su 

autor  de  que  el  ejecutivo  fuera  la  llave  de  la  reconstrucción  del  gobierno  central  bajo  un 

régimen  federal,  observamos  que  dicho  diseño,  además  de  sufrir  modificaciones  en  la  carta 

constitucional y en su posterior reforma, derivó en un sistema que si bien tomó distancia de sus 

expectativas  iniciales  resultó  eficaz  para  imponer  un  orden  republicano  unificado  que  costó 

varias décadas consolidar y sobre todo para emprender la titánica tarea de construir el Estado. 

La Constitución, luego  de cincuenta años de conflictos  y  desacuerdos en  torno  a la definición 

sobre la forma de gobierno, se erigió en garante de la institucionalidad, y en los momentos más 

virulentos que incitaba a los ciudadanos a alzarse contra el gobierno nunca se invocó la bandera 

de cambio de la Constitución, sino la de su defensa. Los conflictos se desplazaron pues desde la 

vieja práctica de la impugnación hacia las diversas formas de interpretar la cuestión federal, los 

dispositivos de la representación y el principio de división de poderes68. 

Los  debates  sobre  tales  cuestiones  fueron  muy  intensos  en  diversos  foros,  los  cuales  se 

fueron  reconfigurando  en  el último  cuarto  del  siglo  XIX  cuando  comenzó  a ser  cuestionado  el 

horizonte  unanimista  que  dominó  el  tránsito  de  la  monarquía  a la  república,  en  el  que no  se 

contemplaba  como  un  valor  deseable  la  división  del  cuerpo  político  en  intereses  y  opiniones 

diversas y que alcanzó durante el rosismo su versión más extrema. La discusión ahora sobre el 

papel  de los partidos y  de las mayorías  y  minorías    en  el sistema político  incidía, sin duda,  en 

todos los temas69. 

En ese nuevo contexto, la reserva de desconfianza ya exhibida desde comienzos de siglo XIX 

hacia  un  poder  ejecutivo  capaz  de  concentrar  el  poder,  especialmente  en  la  dimensión    que 



66 Alonso, Paula. 2015. “Dinámicas federales en las dos últimas décadas del siglo XIX”, en Alonso,  Paula y Bragoni, 
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67 Ibíd., p. 205. Véase también Alonso, Paula. 2010.  Jardines secretos, legitimaciones públicas. El Partido Autonomista 

 Nacional y la política argentina de fines del siglo XIX,  Buenos Aires, Edhasa. 

68 Alonso, Paula y Ternavasio, Marcela. 2011. “Liberalismo y ensayos políticos en el siglo XIX”, en  Iván Jaksic y Posada 

Carbó, Eduardo (editores),   Liberalismo y  Poder.  Latinoamérica  en  el siglo  XIX, Santiago de Chile, Fondo de Cultura 

Económica. 

69 Hirsch, Leonardo. 2017.  La República Proporcional de Buenos Aires (1890-1898). La consagración de los partidos 
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implicaba  condensar  en  una  autoridad  unipersonal  las  riendas  de  lo  que  –como  afirmaba 

Wilmart a comienzos de siglo– “llamamos siempre gobierno”, se hacía evidente. Cuando Alberdi 

postulaba la idea de crear un presidente que asumiera los atributos de un monarca no ignoraba 

esa desconfianza ni la incógnita acerca de dónde hacer anclar su autoridad al no contar con la 

legitimidad  del  linaje  dinástico  sino  con  la  más  inestable  del  voto  ciudadano.  Así  lo  dejaba 

entrever cuando afirmaba que “una vez elegido, sea quien fuere el desgraciado a quien el voto 

del país coloque en la silla difícil de la presidencia, se le debe respetar con la obstinación ciega 

de  la  honradez,  no  como  a   hombre,  sino  como  a  la   persona  pública  del  presidente  de  la 

Nación”70. 

La distinción alberdiana entre el  hombre y la  persona pública del presidente no puede sino 

evocar la ya mencionada ficción mística de los  dos cuerpos del rey en la que se apoyó desde el 

Medioevo la monarquía; sólo que el desdoblamiento del  cuerpo físico del rey del  cuerpo político 

e inmaterial de la Corona que sacralizó a la realeza y garantizó el principio hereditario de una 

casa  soberana  difícilmente  pudiera  emularse  al  secularizado  desdoblamiento  de  un  poder 

ejecutivo  que,  más  allá  del   hombre  que  ocupara  el  cargo,  exigía  la  obediencia   ciega  a  la 

investidura  de  su   persona  pública.  Y  he  aquí  uno  de  los  argumentos  que,  anunciado  al 

comienzo, subtiende el problema aquí analizado: que la figura del poder ejecutivo fue siempre 

el eslabón más inseguro   de la ingeniería política moderna. 

En  las  nuevas  repúblicas,  cuyo  principal  escenario  de  experimentación  fue  el  continente 

americano, el tránsito de la monarquía a la república dejaba abierta la pregunta acerca de quién 

encarnaba ahora la  unidad y trascendencia del poder político. Puesto que el cuerpo legislativo 

no  podía encarnar la unidad  política  de los miembros  y  cuerpos de la sociedad  por su  misma 

naturaleza representativa de opiniones e intereses diversos, la nueva ficción legitimadora de la 

soberanía  popular  era  insuficiente  para  alcanzar  la   unidad   antes  encarnada  por  la  ficción  del 

origen divino del monarca71. El siglo XIX fue, en este sentido, un siglo de búsqueda de fórmulas 

capaces de superar esa brecha; una brecha que se explica no solamente a través del análisis de 

los  sistemas  constitucionales  o  de  los  sistemas  de  partidos  con  las  inestables  mayorías  y 

minorías electorales, sino además desnaturalizando los presupuestos del punto de partida. Los 

ejecutivos fueron el eslabón más inestable de las nuevas ingenierías políticas republicanas por 

la  dificultad  –práctica  e  intelectual–  en  tomar  distancia  de  la  idea  del  relevo  del  poder 

monárquico como símbolo de unidad y por la dificultad en compatibilizar la nueva legitimidad 



70  Citado  en  Botana,  Natalio.  1994.  El  orden  Conservador.  La  política  argentina  entre  1880  y  1916,  Buenos  Aires, 

Editorial Sudamericana,    p. 49. 

71 Manent, Pierre. 1990.  Historia del pensamiento liberal,  Buenos Aires, Emecé. 
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política  que  ponía  en  tensión  la  unidad  del  sujeto  de  imputación  de  la  soberanía  con  la 

diversidad que deviene de los particularismos de la sociedad. 

Como se mencionó al comienzo, la escasa atención que han merecido los estudios sobre el 

poder  ejecutivo  y  el  menor  interés  teórico  por  conceptualizar  su  naturaleza  es  un  dato  que 

recupera  Pierre  Rosanvallon  al  destacar  que  el  ejecutivo,  identificado  con  la  “cuestión  del 

gobierno” y la “gestión de las particularidades”, se mantuvo por mucho tiempo como un objeto 

marginal  de  la  teoría  política,  en  contraste  con  la  importancia  atribuida  al  legislativo 

identificado  con  el  “poder  legítimo  de  la  generalidad”72.  En  la  medida  en  que  la  idea  de 

gobierno  era  percibida  como  carente  de  consistencia  propia,  quedó  invisibilizada  tras  las 

decisiones que emanaban de su ejercicio efectivo. Rosanvallon afirma que “tomar en cuenta la 

relativa autonomía de la esfera de la acción gubernamental resultó muy progresivo debido a la 

fuerza de los obstáculos intelectuales para su reconocimiento”73. Por ello el poder ejecutivo fue 

por mucho tiempo considerado sólo desde el contenido de la acción y la decisión sin detenerse 

a reflexionar sobre su inestable naturaleza. 

Cuando  a  finales  del  siglo  XIX  Joaquín  V.  González  publicó  su   Manual  de  la  Constitución 

 Argentina   consagraba  la  naturalización  de  este  presupuesto  al  afirmar  que  “el  ejecutivo  es 

principalmente una acción, y según las leyes de la naturaleza, la acción es propia de la unidad”. 

Luego  de  desestimar  cualquier  forma  de  autoridad  ejecutiva  colegiada  concluía  que  “siendo 

uno  el  presidente,  y  dada  la  condición  humana,  la  dignidad  del  gobierno,  su  grandeza  y  su 

acción  son  más  fáciles,  porque  tendrá  energía,  individualidad  y  carácter  uniforme”74.  Sin 

embargo,  la  búsqueda  por  encarnar  la  unidad  de  acción  del  poder  político  fue  siempre  un 

dilema  para  la  nueva  legitimidad  republicana.  Las  respuestas  a  dicho  dilema  variaron  en  el 

transcurso  del siglo  XIX y  éstas, a la  vez, fueron  muy  diferentes a  las exhibidas en  el siglo  XX. 

Ante  la  muy  frecuentada  afirmación  de  que  la  concentración  del  poder  de  los  sistemas 

presidencialistas  del  siglo  XX  hunde  sus  raíces  en  los  presidencialismos  del  XIX  es  preciso 

advertir sobre las profundas transformaciones producidas en el tránsito entre ambos siglos con 

la emergencia de la sociedad de masas, la complejidad que asumen los aparatos estatales y los 

cambios exhibidos en los sistemas de partidos y las formas de la representación política. Pero 

además es oportuno considerar las implicancias que tuvo la confluencia de la tradición liberal y 

la republicana con la irrupción del lenguaje democrático. 



72  Rosanvallon,  Pierre.    2009.  La  legitimidad  democrática.  Imparcialidad,  reflexividad,  proximidad,  Buenos  Aires, 

Manantial, pp. 38-39. 

73 Ibíd., p. 39. 

74 González, Joaquín V. 1897.  Manual de la Constitución Argentina.  Buenos Aires, Estrada, pp. 531-532. 
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Los  cambios que muestran  los liderazgos presidenciales  a  partir  de la reforma electoral  de 

1912 estuvieron lejos de la expectativa inicial de quienes en la  RACP apostaban por una deriva 

parlamentarista.  En  realidad  comenzaba  a  asomar  como  amenazante  el  temor  expresado  en 

esa misma revista de que el cesarismo democrático fuese –o se convirtiese en– una derivación 

del régimen  presidencial, agravado  y  a  la  vez  afianzado  en  el  marco de la sociedad  de  masas 

que  emergía.  Así  lo  dejó  planteado  uno  de  sus  publicistas,  José  Nicolás  Matienzo,  cuando 

recuperaba la experiencia rosista y la comparaba con el tránsito entre la segunda república y el 

segundo  imperio  en  Francia.  “Un  plebiscito  dio  a  Luis  Napoleón  el  imperio  en  Francia,  como 

poco  antes  un  plebiscito  había  dado  la  suma  del  poder  público  a  Rosas  en  la  provincia  de 

Buenos Aires”75. Esa amenaza dejaba  abierta la incógnita acerca del papel del poder ejecutivo 

en un sistema que, a esa altura, asumía el nombre de república democrática. 

Las tensiones inherentes a las dignidades de los poderes y a la legitimidad política tuvieron 

diferentes  derivas  a  lo  largo  de  un  siglo  XX  signado  por  la  alternancia  de  gobiernos 

democráticos  y  golpes  militares.  No  obstante,  en  el  marco  de  esas  tensiones,  es  preciso 

destacar  una  que  marcó  a  fuego  la  historia  de  algunos  de  los  gobiernos  democráticos 

argentinos más emblemáticos y que se asienta en una paradoja: en el mismo contexto en el que 

se hacía ineludible contemplar el reclamo en torno a la representación de las minorías y de la 

pluralidad  de  opiniones  e  intereses  se  actualizaba  de  manera  recurrente  la  asimilación 

originaria  del  principio  abstracto  de  legitimación  –el  de  la  soberanía  del  pueblo–  con  el 

expediente técnico y procedimental de la regla mayoritaria76. Esta asimilación de dos cuestiones 

de  naturaleza  diferente  derivó  en  liderazgos  presidenciales  que  asumieron  la  voz  de  una 

entidad  inmanente  y  a  la  vez  trascendente  –la  del  Pueblo  o  la  Nación–  para  restituir  la 

representación del  todo desde un poder ejecutivo que se colocó por encima de las divergencias 

que emergen  de  una sociedad  dividida.  Esta forma  de  encarnar la unidad  y  trascendencia del 

poder  político  no  tiene  sus  antecedentes  en  el  siglo  XIX,  al  menos  en  el  caso 

rioplatense/argentino. 
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RESUMEN

Es bien conocido que la democracia uruguaya es una de las más estables de América Latina.  En cambio, 

se  conoce  menos,  fuera  de  Uruguay,  el  complejo  proceso  que  precedió  a  su  instauración.  Entre  1830, 

fecha en la que se juró la primera constitución y 1917, cuando se aprobó la segunda, el proceso político 

uruguayo  se  caracterizó  por  su  alto  grado  de  violencia  y  conflictividad.  Aunque  pueda  parecer 

contradictorio, es precisamente en ese extenso período de fracasos donde hay que buscar las claves del 

éxito ulterior. La democracia nació de una extensa secuencia de intentos de exclusión frustrados seguidos 

de pactos políticos. A su vez, los intentos de exclusión ejecutados por los sucesivos gobiernos fracasaron 

porque las estructuras del Estado heredadas de la colonia eran manifiestamente débiles. Legado colonial, 

intentos  hegemónicos  frustrados  (a  lo  largo  de  la  segunda  mitad  del  siglo  XIX),  y  negociaciones 

interpartidarias (consumadas a principios del siglo XX) componen la cadena causal que explica, en última 

instancia la comparativamente exitosa instauración de la democracia en Uruguay. 
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ABSTRACT 

It is well known that Uruguayan democracy  is one of the most stable in Latin America. In contrast, the 

previous complex process prior to its establishment is less known outside Uruguay. Between 1830, when 

the first constitution was sworn, and 1917, when the second one was approved, the Uruguayan political 

process  was  characterized  by  its  high  degree  of  violence  and  conflict.  Although  it  may  seem 

contradictory, it is precisely in this long period of political failures that we must seek the keys  of further 

success. Democracy was born out of an extensive sequence of frustrated attempts of exclusion followed 

by  political  deals.  In  turn,  the  attempts  of  exclusion  executed  by  the  successive  governments  failed 

because the State structures inherited from the colony were manifestly weak. Colonial legacy, frustrated 

hegemonic  attempts  (throughout  the  second  half  of  the  19th  century),  and  interparty  negotiations 

(consummated at the beginning of the 20th century) make up the causal chain that explains, ultimately, 

the comparatively successful establishment of democracy in Uruguay. 
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Introducción  



Uruguay,  a  diferencia  de  otros  países  de  la  región  como  México  o  Perú,  no  tuvo  pueblos 

originarios  con  culturas  avanzadas  ni  una  historia  colonial  prolongada  y  densa.  Tampoco  se 

realizaron,  después  de  la  independencia  y  a  lo  largo  del  siglo  XIX,  experimentos  político-

institucionales de signos distintos como en Brasil (que recorrió el camino desde el Imperio a la 

República)  o  Chile  (que,  manteniendo  el  formato  presidencialista,  llegó  a  funcionar  con  una 

lógica parlamentarista  a fines del siglo  XIX). En  el  contexto  de  la discusión  general acerca del 

proceso  de  adopción  y  adaptación  del  paradigma  presidencialista  en  América  Latina1,  mirado 

desde  ese  punto  de  vista,  el  caso  de  Uruguay  –que  tuvo  una  sola  constitución  entre  1830  y 

1917-2 no parece demasiado apasionante. 

Sin  embargo,  la  dinámica  política  uruguaya  sí  es  del  mayor  interés  en  otro  sentido,  de 

especial significación desde el punto de vista que nos interesa profundizar en este proyecto: fue 

a lo largo del siglo XIX que se sentaron las bases políticas que hicieron posible, más tarde, que la 



1 Mi primer ensayo sobre esta temática puede leerse en: Garcé, Adolfo.  El giro republicano. Bases conceptuales del 

 déficit democrático de América Latina, Ediciones Trilce, Montevideo, 2009. 

2  Daniel  Chasquetti  ofrece  una  reconstrucción  sintética  y  precisa  de  la  evolución  institucional  de  Uruguay  en:  “El 

proceso constitucional del Uruguay en el siglo XX”, Benjamín Nahum  (coord.),  El Uruguay del siglo XX. Tomo II. La 

 Política, Ediciones de la Banda Oriental, Montevideo, 2003, pp. 65-93. 
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democracia  uruguaya  fuera  de  las  más  estables  de  la  región3.  De  hecho,  su  desempeño  en 

términos  de  estabilidad  desde  la  instauración  de  lo  que  Buquet  y  Chasquetti  denominan  la 

“primera  poliarquía”4  en  1916 en  adelante  contrasta  fuertemente con  el de la mayoría de los 

demás  países  latinoamericanos.  La  pregunta,  de  interés  teórico  es,  precisamente,  por  qué  se 

verificó este resultado. ¿Qué tuvo de peculiar la dinámica política uruguaya? ¿Cómo fue posible 

que,  pese  a  recibir  el  mismo  legado  institucional  y  cultural  que  sus  vecinos,  terminara 

levantándose, en la Banda Oriental, una de las democracias más estables de la región? 

La respuesta es muy sencilla. La democracia uruguaya es hija de la dispersión del poder. Esta 

conclusión se apoya, en primer lugar, en aportes clásicos. No hay estabilidad sin dispersión del 

poder, como enseña la tradición teórica que comienza con Solón y Aristóteles en Atenas, pasa 

por  la  república  romana  (y  por  la  elaboración  de  Polibio),  transita  desde  John  Locke  a  los 

“padres fundadores” de la democracia norteamericana nutriéndose de la obra de Montesquieu, 

hasta  llegar  a  Arend  Lijphart  y  su  discusión  sobre  cómo  crear  democracias  estables  en 

sociedades plurales. No hay democracia sin oposiciones fuertes, capaces de hacer que el costo 

de  suprimirlas  sea  mayor  que  el  de  admitirlas,  como  explicara  paciente  y  definitivamente 

Robert  Dahl  en   La  poliarquía.  Uruguay,  en  ese  sentido,  es  un   typical  case  study:  ofrece 

evidencia  empírica  representativa  de  relaciones  causales  bien  elaboradas  por  la  literatura 

especializada. 

En segundo lugar, la respuesta al enigma del éxito de la democracia uruguaya se apoya en 

una  convicción  de  carácter  más  general  que  las  dos  anteriores  porque  es,  al  mismo  tiempo, 

teórica y metodológica: el pasado importa. No hay forma de entender por qué Uruguay terminó 

siendo, en términos de democracia, lo que es hoy, sin remontarnos en el tiempo. La poliarquía 

uruguaya, su  relativamente temprana  instauración  y  comparativamente  exitosa  reproducción, 

no puede entenderse sin tomar nota de las guerras y pactos entre blancos y colorados. Pero, en 

un plano más general, el éxito obtenido por quienes resistieron las tendencias hegemónicas se 



3 Un panorama general de la dinámica de la democracia uruguaya y de la construcción del Estado puede leerse en: 

Lanzaro,  Jorge,  “Fundamentos  de  la  democracia  pluralista  y  estructura  política  del  estado  en  el  Uruguay”,  Revista 

 Uruguaya de Ciencia Política, Volumen 14, 2004, pp. 103-135. 

4 Chasquetti, Daniel y Daniel Buquet, "La democracia en Uruguay: una partidocracia de consenso",  Política, 2004, 42, 

pp. 221-247. Los autores distinguen tres momentos en la historia de la democracia uruguaya a lo largo del siglo XX. 

La “primera poliarquía” empieza en 1916 y termina en 1933, en el Golpe de Terra. La “segunda” comienza en 1942 y 

finaliza en 1973, con la disolución del parlamento. La “tercera poliarquía”, en curso, tiene como punto de partida el 

año  1985.  El  concepto  poliarquía  fue  acuñado  por  el  politólogo  norteamericano  Robert  Dahl  para  referirse  a 

regímenes  que  permiten  la  acción  de  la  oposición  y  que  reconocen  los  derechos  políticos  de  la  mayoría  de  la 

población. 
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entiende  más  fácilmente  cuando  se  lo  coloca  en  el  contexto  general  de  la  configuración  del 

poder en la Banda Oriental durante la era colonial. 

Esto  es,  precisamente,  lo  que  se  propone  este  artículo:  recorrer  la  historia  uruguaya  para 

presentar  evidencia  respecto  al  vínculo  causal  entre  legado  colonial,  construcción  de 

oposiciones  no  triviales  (esto  es,  con  capacidad  efectiva  de  desafiar  intentos  hegemónicos), 

dispersión  del  poder  y  democratización.  Ése  fue  el  camino  recorrido  por  Uruguay.  Los 

constituyentes,  luego  de  la  independencia,  adoptaron  y  adaptaron  el  paradigma 

presidencialista  de la Constitución  de Filadelfia.  No  fueron  muy  originales.  De hecho, en gran 

medida, como se verá, copiaron la constitución argentina de 1826. Los 86 años de vigencia de la 

Constitución  de  1830  pueden  inducir  al  error  de  creer  que  la  vida  política  uruguaya  fue  tan 

estable  como  su  marco  institucional.  Todo  lo  contrario.  Lo  que  signó  esta  fase  fue  la 

inestabilidad, los desafíos sistemáticos a la legalidad, la crisis  permanente de legitimidad. Pero 

el  violento  conflicto  entre  los  bandos  político-militares  que  competían  por  imponer  su 

hegemonía se resolvió, finalmente, por el camino de los pactos. La constitución de 1917 deriva, 

precisamente, de un acuerdo político entre los principales actores de la época. Y, a través de la 

distribución del poder, por la vía republicana, terminó prosperando la democracia. 

El  argumento  anterior  se  apoya  en  dos  líneas  interpretativas  largamente  divulgadas  y 

ampliamente compartidas por la historiografía uruguaya. En primer lugar, en la reconstrucción 

de la tradición de competencia y negociación entre colorados y blancos  (las “divisas” en pugna) 

elaborada  por  Juan  Pivel  Devoto  a  lo  largo  de  su  extensa  obra.  La  mirada  piveliana  dejó  una 

huella  profunda  en  las  ciencias  sociales  uruguayas.  La  democracia,  según  esta  interpretación, 

nació de pactos, y los pactos, a su vez, derivaron del empate entre los actores en conflicto. En 

segundo lugar, es tributaria de los análisis sobre la clase dirigente realizados por Carlos Real de 

Azúa,  una  de  las  figuras  centrales  de  las  ciencias  sociales  uruguayas  de  los  años  sesenta  y 

setenta.  En diversos trabajos, desde  El patriciado uruguayo en adelante, este autor argumentó 

respecto  a la “debilidad” de la oligarquía uruguaya, desde los tiempos coloniales en adelante. 

En la combinación de estos dos argumentos radica el aporte interpretativo de este trabajo.  La 

 debilidad  congénita  de  la  clase  dirigente  y  de  la  configuración  inicial  de  las  estructuras  del 

 Estado habría facilitado el equilibrio de fuerzas entre los bandos en disputa que derivó, luego de 

 décadas de intentos de exclusión fallidos, en el pacto constitucional que permitió la instauración 

 de la poliarquía entre 1916 y 1917 5 .    



5  Este  argumento  que  alejándose  de  las  visiones  sociocéntricas  (v.g.  Barrington  Moore)  o  economicistas  (v.g. 

Seymour  Martin  Lipset)  insiste  en  el  origen  político  de  la  democracia,  y  que  conecta  causalmente  la  capacidad 

coactiva  del  Estado  con  la  instauración  de  la  democracia  tiene  puntos de  contacto  con  el  propuesto por  Fernando 

López-Alves,  inspirado  en  Charles  Tilly,  en   State  Formation  and  Democracy  in  Latin  America,  1810-1900  (Duke 
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El  artículo  se  estructura  del  modo  siguiente.  En  la  primera  sección  se  presentan  claves 

analíticas  básicas  sobre  el  Uruguay  colonial.  En  la  segunda,  se  examina  el  proceso  de 

independencia  y  la  construcción  de  las  instituciones  políticas  de  la  naciente  república.  En  la 

tercera  se  analiza el período  de mayor inestabilidad  política  (desde la primera presidencia  en 

1830  a la “Paz de abril” en 1872). La cuarta sección explora la conexión entre dos procesos que 

ocurren de modo simultáneo: la construcción del Estado por el Partido Colorado (instalado en el 

gobierno  desde  1865)  y  la  imposición  de  restricciones  a  la  hegemonía  colorada  por  parte  del 

Partido Nacional (propiciando revoluciones para imponer, con suerte diversa, distintas formas 

de distribución del poder). En las conclusiones, se recupera el hilo teórico principal, es decir, el 

vínculo entre legado colonial, dispersión del poder e instauración de la democracia. 



1.  La colonia y su legado político y social 

 

Así  como  es  necesario  remontarse  al  siglo  XIX  para  entender  mejor  la  dinámica  de  la 

democracia en el siglo XX, para entender el proceso de forja de las nuevas repúblicas después 

de  la  independencia  es  imprescindible  preguntarse  por  el  vínculo  entre  ellas  y  el  pasado 

colonial. Desde luego, formularse la pregunta es mucho más fácil que responderla. En el caso 

uruguayo, en ese sentido, cabe señalar una paradoja y proponer una afirmación. 

  

 La paradoja: una colonia periférica y tardía que se convirtió en bastión de los “realistas” 



Ciudad  de  México,  luego  de  haber  sido  devastada  durante  la  conquista,  fue  refundada  como 

Capital del Virreinato de Nueva España en 1535. Santiago de Chile fue establecida en 1541 por 

Pedro de  Valdivia. Santiago de los Caballeros de Guatemala (la actual Antigua Guatemala) fue 

designada  ese  mismo  año  capital  de  la  Capitanía  General  de  Guatemala.  Montevideo, 

comparada  con  estas  tres  ciudades,  es  mucho  más  joven.  Fue  fundada  recién  dos  siglos 

después,  entre  1724  y  1730  por  Bruno  Mauricio  de  Zabala.  Estos  datos  ayudan  a  ilustrar  un 

punto  relevante en la trayectoria histórica del  poder  político  en  la  región: en  el momento  de 

estallido de la independencia, la principal ciudad de la “Banda Oriental” tenía menos de un siglo 

de  vida  y,  por  tanto,  una  densidad  político-institucional  sensiblemente  menor  que  otras 

colonias de la región. 

La Banda Oriental, en verdad, constituía para el imperio español la periferia de la periferia. 

Los territorios del Río  de la Plata, al carecer de  metales  preciosos  y  de  mano  obra barata, no 

tenían  un  valor  económico  significativo.  Así  como  Montevideo  estaba  subordinada  a  Buenos 



University  Press,  2000).  Según  López-Alves,  la  formación  del  Estado  y  el  régimen  político  emergente  en  las 

sociedades post-coloniales puede explicarse a partir del tipo de guerras y de movilización de los pobres de las zonas 

rurales. 
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Aires, Buenos Aires dependió de Lima, el verdadero centro comercial y político. Río de la Plata 

recién  cobró  valor  estratégico  para  España  en  el  último  cuarto  del  siglo  XVIII,  como 

consecuencia  del  desafío  representando  por  la  expansión  anglo-portuguesa.  La  creación  del 

Virreinato  es  un  claro  testimonio  de  este  cambio  de  estatus  de  la  región  en  la  geopolítica 

borbónica. 

Hasta  el  último  cuarto  del  siglo  XVIII,  por  tanto,  el  Río  de  la  Plata  fue  un  territorio  de 

segundo  o  de  tercer  orden  en  las  prioridades  de  la  Corona  española  dada  la  ausencia  de 

yacimientos  de  oro  y  plata.  Por  eso  mismo,  la  influencia  colonial  (institucional  y  cultural)  fue 

más débil en esta región que en otras partes de América Latina. La penetración colonial, para 

decirlo en los términos de David Scott Palmer6, se hizo sentir más profundamente a partir de la 

creación en 1776, por iniciativa de Carlos III, del Virreinato del Río de la Plata. Pero fue Buenos 

Aires,  y  no  Montevideo,  la  ciudad  elegida  como  capital  virreinal.  Desde  su  fundación  hasta 

1751,  Montevideo  fue  gobernada  por  el  Cabildo  y  el  “comandante  de  armas”  de  las  fuerzas 

españolas  apostadas  en  el  puerto.  Desde  1751  en  adelante  el  Rey  nombró  un  funcionario  (el 

Gobernador) para encabezar el Gobierno Político y Militar.  Pero el Cabildo siguió funcionando 

como  espacio  de representación  de los intereses  de  los  vecinos montevideanos7.  Luego  de  la 

destitución  del  virrey  Cisneros  por  la  Junta  de  Mayo  en  Buenos  Aires,  su  sustituto,  Francisco 

Javier de Elío declaró a Montevideo como capital del Virreinato. 

De  hecho,  los  españoles  tenían  buenas  razones  para  pensar  en  Montevideo  como  capital 

virreinal. En 1809, la delegación del Cabildo y de la Junta de Comerciantes de Montevideo que, 

desde 1806, tramitaba demandas ante las autoridades españolas, obtuvo para la ciudad el título 

de  “Muy  fiel  y  reconquistadora”8,  como  reconocimiento  al  papel  cumplido  por  la  ciudad 

durante las primeras invasiones inglesas. En verdad, la fidelidad de la ciudad a la Corona estaba 

fuera de discusión. La conformación de la Junta de Gobierno de Montevideo (la primera de toda 

la región, que actuó entre setiembre de 1808 y julio de 1809) fue una manifestación adicional 

de la lealtad de los montevideanos a España y a Fernando VII. La Junta se instaló, precisamente, 

desconociendo  la autoridad  del  Virrey  Liniers  por entender  que, a pesar de haber  tenido  una 



6  Esta  escala  de  penetración  colonial aparece  en  el  artículo  de  James  Mahoney,  “Long-Run  Development  and  the 

Legacy of Colonialism in Spanish America”,  The American Journal of Sociology, Vol. 109, No. 1 (Jul., 2003), p. 66. 

7  Los  cabildos  fueron  instituciones  poderosas.  Dice  al  respeto  Xavier-Guerra:  “Los  cabildos  de  estas  ciudades 

principales  son,  pues,  cuerpos  poderosos  y  privilegiados,  actores  centrales  de  toda  la  vida  política  y  social  de  su 

región,  pero  por  privilegiados,  envidiados  y  controvertidos”.  Xavier-Guerra,  François,  “El  ocaso  de  la  monarquía 

hispánica: revolución y desintegración”, en Antonio Annino y François Xavier-Guerra (coordinadores),  Inventando la 

 nación. Iberoamérica, Siglo XIX, México, FCE, 2003, p.144. 

8  Frega,  Ana,  “Capítulo  1.  La  vida  política”,  en  Gerardo  Caetano  (director)  y  Ana  Frega  (coordinadora),  Uruguay: 

 Revolución, independencia y construcción del Estado, Tomo I, 1808-1880, Planeta-MAPFRE, Montevideo, 2015, p.33 
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actuación  decisiva durante las invasiones inglesas,  no  defendía inequívocamente  los intereses 

de la Corona (su origen francés incrementaba las sospechas respecto a su fidelidad a Fernando 

VII).  La  tensión  entre  Montevideo  y  Buenos  Aires  en  este  episodio  puede  ser  vista  como  un 

anticipo de los conflictos y escisiones entre ambas que pronto sobrevendrían. 

Efectivamente,  Montevideo  y  Buenos  Aires,  cada  una  en  una  orilla  del  Río  de  la  Plata, 

aunque  legitimaron  sus  acciones  del  mismo  modo  (ambas  pretendían  permanecer  fieles  a  la 

Corona),  expresaron  proyectos  políticos  diferentes.  Buenos  Aires,  desde  la  Junta  de  Mayo  de 

1810, encarnó  la ruptura  radical  de los lazos  coloniales.  La  Junta de Mayo, en  nombre  de los 

“Derechos  de  Fernando  VII”,  desconoció  la  autoridad  del  Consejo  de  Regencia  español  y 

destituyó al Virrey Baltasar Hidalgo de Cisneros (que había sido nombrado por las autoridades 

españolas para sustituir a Liniers). A su vez, el cabildo abierto de Montevideo, reunido el 15 de 

junio,  también  en  nombre  de  Fernando  VII,  se  negó  a  reconocer  la  autoridad  de  la  Junta 

bonaerense hasta tanto ésta no reconociera la soberanía del Consejo de Regencia9. 

Montevideo  fue  leal  a  la  Corona  durante  las  invasiones  inglesas  y  durante  el  movimiento 

juntista. Desde 1811 y hasta su capitulación en 1814, se convirtió en un verdadero bastión de 

los “realistas”, como ha argumentado extensamente Ana Ribeiro. La mayoría de los pobladores 

montevideanos  eran  “leales”.  La  ciudad,  que  nació  como  apostadero  naval,  reforzó  durante 

esos años su papel de ciudad-fortaleza, convirtiéndose en un bastión militar de la Corona. Por 

eso  mismo,  fue  también  refugio  tanto  para  los  pobladores  de  la  campaña  que  temían  las 

consecuencias de la actuación de las fuerzas revolucionarias como para funcionarios “realistas” 

obligados a huir desde otras ciudades ante el avance del proceso independentista. Montevideo, 

sitiada, encerrada, fue “el lugar de lo español”. Se esforzó en mantener vivas todas y cada una 

de  las  instituciones  del  período  colonial.  En  1812  juró  y  acató  la  Constitución  de  Cádiz. 

Obedeció  siempre  que  pudo  a  las  autoridades  españolas  y,  cuando  no  lo  hizo,  se  acogió  a  la 

tradicional  salvaguarda  de   acatar  pero  no  cumplir.  Cuando,  hacia  1814,  llegó  el  momento  de 

rendirse  ante  el  asedio  de  las  tropas  revolucionarias  que  la  sitiaban,  los  habitantes  de 

Montevideo manifestaban en las calles su oposición a la capitulación10. 

Montevideo,  pues,  una  de  las  ciudades  de  más  reciente  fundación  en  el  período  de 

expansión colonial español, terminó siendo una de las más fieles a la Corona. Pero “los fieles y 

leales vasallos de Montevideo” no lograron que los pueblos de la campaña  convergieran hacia 

esa  preferencia.  Por  el  contrario,  extramuros  prevalecían  quienes,  tempranamente 

identificados  con  el  liderazgo  de  José  Artigas,  se  alienaban  con  la  Junta  de  Buenos  Aires. 



9 Ídem, p. 42. 

10 Ribeiro, Ana.  Los muy fieles, Tomo 2, Leales a la corona en el proceso revolucionario rioplatense. 
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Montevideo, al decir de Ana Frega, por “su posición y jerarquía podía oficiar como ‘cabecera’ de 

la Banda Oriental”11; pero no tenía cómo ejercer el control de los pueblos de la campaña. Esta 

tensión, como se verá más adelante, atraviesa toda la historia del siglo XIX. 

  

 La afirmación: una élite comparativamente débil y políticamente dividida 



Según  Carlos  Real  de  Azúa,  la  constelación  de  poder  típica  de  América  Latina,  en  la  que  se 

entrelazaban estrechamente los intereses económicos, el poder militar y la influencia religiosa, 

se manifestó en el Uruguay del siglo XIX muy atenuada:  



“Si hay que partir de un hecho -mejor dicho, de un cuadro de fenómenos- éste no puede 

ser  otro  que  la  patente,  innegable  debilidad  que  en  el  Uruguay  del  XIX  presentó  la 

constelación típica de poder del continente. La hegemonía económico-social de los sectores 

empresarios agrocomerciales y su entrelazamiento con la Iglesia y las fuerzas armadas como 

factores de consenso y respaldo coactivo, respectivamente, no asumió –se decía- la misma 

consistencia que poseyó en casi todo el resto del área latinoamericana”12. 



La “innegable debilidad” de la estructura de poder que presentaba Uruguay en el siglo XIX 

hunde sus raíces en la época colonial. De hecho no hubo, en la Banda Oriental, ni  yacimientos 

minerales ni grandes plantaciones, los activos que estaban en la base del poder económico de 

las oligarquías latinoamericanas de la época. Dicho de un modo muy simple, lisa y llanamente, 

en  la  naciente  sociedad  uruguaya  no  había  ricos.  Desde  luego,  desde  la  introducción  de  la 

ganadería a comienzos del siglo XVIII por Hernandarias, primer gobernador criollo del Río de la 

Plata, se había ido configurando una clase propietaria13. La rápida multiplicación del número de 

cabezas  de  ganado  generó  la  oportunidad  para  el  desarrollo  de  las  “vaquerías”  y  estimuló  la 

radicación de inmigrantes. Al mismo tiempo, gracias a sus condiciones naturales, el puerto de 

Montevideo  se  fue  transformando  en  un  punto  de  referencia  relevante  para  la  actividad 

comercial de todo el Río de la Palta. La ciudad, de este modo, experimentó un rápido desarrollo 

de  la  actividad  comercial,  compitiendo  y  cooperando  con  Buenos  Aires  De  todas  maneras, 

Montevideo  y  su   hinterland  (el  “interior”),  siguieron  siendo  por  mucho  tiempo  territorios 

escasamente poblados. 



11 Frega, Ana, “Soberanía y orden en la Banda Oriental del Uruguay. Espacios de frontera y tiempos de revolución”, 

en  Antonio  Annino  y  Marcela  Ternavasio  (coords.).  El  laboratorio  constitucional  iberoamericano:  1807/1808-1830, 

Madrid, Iberoamericana-Estudios AHILA, 2012, p.239. 

12 Real de Azúa, Carlos.  Partidos, política y poder en el Uruguay (1971 - Coyuntura y pronóstico), Montevideo, FHC, 

1988, p. 37. 

13 Williman, José Claudio y Carlos Panizza Pons,  La Banda Oriental en la lucha de los imperios: 1503-1810, 1992, p. 

139. 
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Según Monestier, la élite económica uruguaya estaba más dividida por lógicas políticas que 

por intereses económicos:  

“A  diferencia  de  lo  que  ocurrió  en  Argentina  al  finalizar  la  coyuntura  crítica 

independentista,  las  élites  económicas  uruguayas  no  estaban  enfrentadas  por  intereses 

económicos irreconciliables. A diferencia de lo que ocurría en Chile, no formaban un grupo 

homogéneo  y  altamente  cohesionado  desde  el  punto  de  vista  económico  y  político.  En 

Uruguay,  la  debilidad  y  las  contingencias  del  proceso  independentista  impulsaron  a  élites 

que  compartían  intereses  absolutamente  compatibles,  a  dividirse  en  diferentes  proyectos 

políticos y alinearse detrás de caudillos que tramitaron sus demandas tal como lo hacían con 

los reclamos y pedidos de los sectores populares que formaban sus huestes”.14 



La Iglesia tampoco fue un factor de poder tan relevante como en otros países. Según Sansón 

Corbo  “La  presencia  de  tribus  indómitas  retrasó  notoriamente  el  poblamiento  y  desalentó  la 

realización de esfuerzos misioneros intensos pues el estadio cultural de los nativos, recolectores 

y cazadores, los hacía poco proclives a la conversión. La evangelización fue tan tardía como la 

colonización”. Y agrega, desarrollando esta interpretación:  

“No  hubo  condiciones  favorables  para  una  efectiva  consolidación  de  la  instituciones 

eclesiásticas. Es indudable que existió una cristiandad colonial, pero fue epidérmica, un leve 

barniz  que coloreó  las formas de la  vida cotidiana  en  las  ciudades, estimuló  la mentalidad 

mágica y supersticiosa de los «hombres sueltos de la campaña», criollos y mestizos, y resultó 

indiferente  para  la  gran  mayoría  de  las  parcialidades  indígenas.  Careció  de  la  profundidad 

que  adquirió  en  otras  regiones  de  América  como  Colombia,  México  y  Perú,  en  las  que 

existieron  tempranamente  sedes  arzobispales.  En  la  Banda  Oriental  faltaron  difusores 

eficaces y guardianes de las pautas religiosas que resultaron tan operativas para la Corona y 

la Iglesia. Hubo una marcada heteronomía institucional, dependencia absoluta del obispado 

de  Buenos  Aires,  que  impidió  mayor  dinamismo  en  la  resolución  de  problemas.  Faltaron 

iniciativas y/o recursos para establecer monasterios, escuelas y universidades que hubieran 

dado a la sociedad colonial una dimensión sociocultural más elevada. La acción eclesiástica 

quedó  librada  a  la  iniciativa  y  posibilidades  de  unos  pocos  clérigos  que  hacían  lo  que  las 

circunstancias personales y colectivas les permitían. Faltó la presencia permanente y cercana 

del  obispo  que  actuara  como  fiscalizador,  animador  de  las  comunidades  parroquiales  y 

conventuales  y  de  los  servicios  religiosos  y  sociales  prestados  por  las  mismas.  Con  la 



14 Monestier, Felipe. “Formas de actuación política de las élites económicas. Argentina, Chile y Uruguay en 

perspectiva comparada”. Tesis presentada al Instituto de Ciencia Política de la Pontificia Universidad Católica de 

Chile para optar al título de Doctor en Ciencia Política. Santiago de Chile. 
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fundación  de  núcleos  poblados,  fundamentalmente  Montevideo,  comenzó  una  modesta 

acción evangelizadora”15. 



Los militares, en cambio, fueron, y desde el comienzo, un factor de poder más relevante que 

la Iglesia. Montevideo fue, como recordara Real de Azúa, una “base naval esencial de España en 

el  Atlántico  Sur”,  un  apostadero  clave  en  la  defensa  frente  a  las  incursiones  de  portugueses, 

ingleses y franceses. Pero los militares también fueron un actor importante fronteras adentro, 

en  el  enfrentamiento  con  contrabandistas,  en  el  campo,  y  con  el  Imperio  de  Portugal,  en  las 

fronteras  De  todos  modos,  la  actividad  de  este  destacamento  militar  no  fue  suficiente  para 

asegurar  el  control  del  territorio.  Este  rasgo  fue  advertido  tempranamente  por  un  calificado 

observador externo. Hacia 1800, Miguel Lastarria, peruano, amigo de Félix de Azara, elaboró el 

informe titulado “Reorganización y plan de seguridad exterior de las muy interesantes colonias 

orientales  del  Río  Paraguay  de  la  Plata”.  En  esta  obra,  el  autor  observa  la  falta  de  una 

“autoridad central”. Propone concentrar y organizar la autoridad sobre la base de dos centros 

de poder administrativos: “1) el Gobierno de ‘Montevideo’, cuya jurisdicción se ampliaría hasta 

la frontera con Brasil, en el Chuy y Fuerte de San Miguel […]; 2) el Gobierno del ‘Uruguay’, que 

incluiría todo el territorio al norte del Río Negro, comprendida la zona de las Misiones […]”16. 

La  configuración  de la  élite  del período  colonial,  por tanto,  anticipó  lo  que más tarde, a lo 

largo de las distintas etapas de la trayectoria política de Uruguay se ratificaría: “desunión, floja 

cohesión, flaqueza de la base económica”, para decirlo nuevamente con Real de Azúa17. 





15  Sansón  Corbo,  Tomás.  2011.  “La  iglesia  y  el  proceso  de  secularización  en  el  Uruguay  moderno  (1859-1919), 

 Hispania Sacra, LXIII, 127, pp. 283-303  

16 Williman y Panizza Pons,  La Banda Oriental en la lucha de los imperios, p. 170. 

17  Real  de  Azúa,  en  uno de  sus  ensayos  más  influyentes,  compara  cómo  se  ejerce  el  poder  en  Argentina,  Brasil  y 

Uruguay. Encuentra que en Uruguay existen “constantes” o “invariables” que se manifiestan de modos distintos en 

las distintas etapas de la vida nacional. Dice: “Esa presencia de ‘constantes’ o ‘invariables’ se despliega a veces con 

total ostensibilidad mientras en otras se emboza de modo diverso; en ambos casos, empero, esa misma continuidad 

les  da,  por su fuerza  acumulada  -y  ya  entonces  ‘tradicional  ‘-  un poder de  incidencia  mucho  mayor que  el  que  en 

cada período, aisladamente ponderadas, hubieran sido capaces de mostrar”. Y la primera  regularidad que señala es, 

precisamente, la fragmentación y debilidad de la “clase dominante”: “la relativa debilidad (desunión, floja cohesión, 

flaqueza de la base económica) de una clase dominante y/o dirigente y, en especial, de su sector terrateniente, así 

como la de la estructura social en que ambas constelaciones -la más amplia, la más reducida- hubieron de sustentar 

su  poder.  Ella  habría  estado  determinada,  durante  el  primer  período  (nota:  se  refiere  al  período  colonial),  por  la 

inestabilidad y la conflictualidad de la atribución de la propiedad de la tierra, por la carencia de masas sometibles a 

servidumbre  como  las  que  hicieron  posible  la  extracción  minera  o  la  agricultura  de  plantación  en  otras  zonas  de 

América  española;  por  la  índole  administrativa  subordinada  de  Montevideo  respecto  a  Buenos  Aires  y  por  su 

dominante carácter militar naval y, más en general, por la demora de la implantación  social en la región con todas 

sus variadas consecuencias”. Real de Azúa, Carlos.  Uruguay, ¿una sociedad amortiguadora?  Montevideo, CIESU-EBO, 

1984. 
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2.  Las guerras de independencia y la elaboración de la primera constitución 



En 1811 Montevideo era un bastión de la resistencia “realista” al movimiento independentista 

desatado en Buenos Aires. En 1830, luego de dos décadas de luchas por el control de territorio 

entre  españoles,  portugueses,  brasileros  “porteños”  y  “orientales”,  mediación  británica 

mediante, se constituyó en sede del gobierno del Estado Oriental del Uruguay. En esta sección 

se  resumen  los  principales  hitos  de  este  proceso  prestando  especial  atención,  primero,  al 

proyecto político liderado por José Artigas y, después, al proceso de elaboración de la primera 

constitución, jurada en 1830. 



 Artigas, la república y La “Liga Federal” 



Javier  de  Elío,  instalado  en  Montevideo  como  nuevo  Virrey,  declaró  la  guerra  a  la  Junta  en 

febrero  de  1811.  Pero  los  pueblos  de  las  zonas  rurales  de  la  Banda  Oriental  tenían  más  en 

común  con  la  postura  de  las  nuevas  autoridades  en  Buenos  Aires  que  con  la  del  gobierno 

montevideano. Dice Ana Frega:  



“Las poblaciones de la jurisdicción de Buenos Aires, como Colonia, Soriano o Maldonado 

habían reconocido inicialmente la autoridad de la Junta. En algunos casos, el acontecimiento 

fue  percibido  como  el  inicio  de  una  nueva  era,  tal  como  asentó  simbólicamente  el  cura 

párroco Tomás Xavier de Gomensoro en el Libro de Defunciones de Santo Domingo Soriano: 

‘El  día veinticinco de este mes de Mayo  [de  1810]  expiró  en  estas Provincias del Río  de la 

Plata la tiránica jurisdicción de los virreyes, la dominación despótica de la Península española 

y el escandaloso influjo de todos los españoles’. […]”18. 



Así como el pleito entre Montevideo y Buenos Aires, que se asomó en 1808, dejó una huella 

de  larga  duración  en  la  geopolítica  de  la  región,  la  negativa  de  las  poblaciones  rurales  de  la 

Banda Oriental a obedecer a los “leales” montevideanos terminó siendo una clave fundamental 

en  la  dinámica  de  la  política  uruguaya  posterior  a  1830.  La  población  rural  apoyó  las 

operaciones  militares  del  movimiento  juntista  contra  el  Virrey  de  Elío.  En  abril,  ya  con  José 

Artigas  incorporado  a  la  lucha,  y  tras  vencer  a  los  “realistas”  en  la  batalla  de  Las  Piedras,  se 

inició  el  sitio  a  Montevideo.  Pero  la  alianza  entre  los  orientales  y  la  Junta  bonaerense  se 

resquebrajó  rápidamente.  El  virrey  pidió  auxilio  a  los  portugueses,  que  invadieron  la  Banda 

Oriental  desde  Río  Grande.  Ante  la  amenaza  portuguesa,  y  tomando  nota  que  la  derrota  de 

Huaqui  había  dejado  abierto  el  camino  a  la  contraofensiva  de  las  fuerzas  limeñas  desde  el 

Norte,  el  gobierno  de  Buenos  Aires  optó  por  pactar  con  los  “realistas”  montevideanos.  De 



18 Frega, Ana, “Capítulo 1. La vida política”, p.42. 
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acuerdo  al  armisticio,  celebrado  en  octubre,  ambos  bandos  se  reconocían  como  defensores 

legítimos  de  los  derechos  de  Fernando  VII  y  se  repartían  zonas  de  influencia.  Las  tropas 

sitiadoras  se  retiraron.  Los  orientales  manifestaron  su  disconformidad  con  el  acuerdo  y 

emprendieron  una  larga  marcha  hacia  el  interior.  En  ese  momento,  se  rompió  el  lazo  con 

Buenos Aires y, a la vez, se fortaleció el liderazgo de Artigas. La ruptura del  orden establecido 

no  se  limitó  al  ámbito  político.  En  verdad,  al  desconocer,  primero,  la  autoridad  virreinal 

establecida  en  Montevideo  y,  luego,  la  autoridad  de  la  Junta  de  Buenos  Aires,  los  orientales 

terminaron  impugnando  el  orden  social  establecido,  es  decir,  los  títulos,  las  jerarquías,  los 

derechos de propiedad, en especial, los de los “europeos prófugos”19. 

Es importante no perder de vista la dimensión social de la rebelión artiguista. Pero su vector 

principal fue político y no social. El conflicto entre la Banda Oriental y Buenos Aires ilustra muy 

bien la complejidad de las “soberanías en lucha”20, en el Río de la Plata durante estos años: los 

pueblos de la Banda Oriental invocaban su soberanía respecto a la Buenos Aires, que pretendía 

seguir  ejerciendo  una  autoridad  igualmente  soberana  respecto  a  toda  su  tradicional  zona  de 

influencia.  Enfatizando  la  dimensión  política  del  artiguismo  escribió  Annino:  “El  movimiento 

artiguista  fue,  pues,  una  rebelión  interna  del  ámbito  provincial  de  Buenos  Aires,  la  primera 

señal de una crisis que se consumó en el terreno de Ia soberanía  […]. El movimiento artiguista 

ha sido definido a menudo como una montonera con fondo social. En realidad fue un fenómeno 

puramente  político,  quizás  la  más  coherente  rebelión  contra  el  despotismo  de  una  capital 

provincial sobre la base de la idea de soberanía consolidada en 1809”21. 

El  gobierno  de  Buenos  Aires  intentó  subordinar  y  debilitar  la  autoridad  de  Artigas. 

Rápidamente, Artigas cambió de signo en la ecuación política rioplatense: luego de haber sido 

un aliado clave de los “porteños” se convirtió en un adversario cuyo poder había que minimizar. 

El  conflicto  por la jefatura  del  ejército  independentista  en  la  Banda Oriental  entre Manuel de 

Sarratea y José Artigas es un capítulo muy importante de esta puja. Buenos Aires procuraba que 

Artigas  se  subordinara  a  Sarratea.  Artigas,  a  su  vez,  entendía  que  le  correspondía  el  mando 

militar  y  que  el  ejército  bonaerense  debía  tener  “carácter  auxiliar”.22  A  esa  altura,  Artigas  ya 



19 Como consignó Mariano Vega, alcalde de Mercedes, citado en Frega, Ana, “Capítulo 1. La vida política”, p. 45. 

20 Annino aporta un prisma analítica esclarecedor para entender los conflictos de la época: “Los distintos proyectos 

nacionales de las nuevas repúblicas debieron enfrentarse a un desafío inédito en el contexto occidental: medirse con 

la preexistencia de tres soberanías en lucha entre sí, y de orígenes diversos, la de los pueblos, la de las provincias y Ia 

de  los  nuevos  centros que  aspiraban a  ser  nacionales.  La  lucha  entre  estas distintas  concepciones  de  la  soberanía 

continuaron tras la independencia”. Annino, Antonio, “Soberanías en lucha”,  p. 180. 

21 Ibídem, p. 178,179. 



22 Reyes Abadie, Washington,  Artigas y el federalismo en el río de la plata, Historia Uruguaya, Tomo 2, Ediciones de la 

Banda Oriental, Montevideo, 1990, pp. 86-87. 
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había sido proclamado “Jefe de los Orientales” por “el Pueblo reunido y armado” y no  estaba 

dispuesto a renunciar a dicha investidura. 

Su recelo contra el renacido centralismo porteño se apoyaba, además, en doctrinas políticas 

ampliamente admitidas en la época. En pleno conflicto con el Triunvirato de Buenos Aires,  en 

febrero de 1813, en el mismo momento en que Sarratea lo declaraba públicamente “traidor a la 

patria”, Artigas envió a Tomás García de Zúñiga a Buenos Aires. En ellas se decía:  

“La doctrina contenida en estas líneas parte del supuesto de que aquella retroversión de 

la  soberanía  a  su  fuente,  proclamada  como  dogma  en  el  Cabildo  Abierto  del  22  de  mayo, 

excluía la pretensión hegemónica de la capital  y el reconocimiento de que cada uno de los 

‘pueblos’ –así, con esta connotación objetiva y no con el concepto abstracto de ‘el pueblo’- 

habían  recuperado  el goce de sus derechos primitivos.  Por  eso  cuando  Buenos Aires firmó 

los tratados de octubre ‘vulneró’ los derechos sagrados del pueblo oriental, decidiendo por 

sí  y  sin  anuencia  de  los  interesados,  sobre  su  porvenir  y  destino,  y  también  por  eso  fue 

legítima la conducta del pueblo oriental al alzarse contra esta decisión arbitraria y resolver 

por sí y sin que nadie osara denegarle competencia, que era preferible la miseria  y del dolor 

del Éxodo a someterse a la tiranía que ‘veíamos agonizante’. […]. La doctrina presuponía un 

segundo  estadio:  el  de  ver  cómo  los  pueblos,  sin  abdicar  de  su  ‘soberanía  particular’,  se 

integraban en el conjunto de la  Nación: pero este punto era materia a dilucidar en la ardua 

empresa de su organización […]”23. 



La  concepción  política  artiguista  fue  más  claramente  explicitada  en  abril  de  1813,  cuando 

representantes  de  los  distintos  pueblos  de  la  Banda  Oriental  debatieron  los  términos  de  la 

participación de sus delegados en la Asamblea General de los “Pueblos Libres” convocada por el 

Triunvirato  bonaerense  el  24  de  octubre  de  1812  con  la  finalidad  de  avanzar  en  la 

reorganización  política  de  la  región.  De  los  discursos  y  resoluciones  del  “Congreso  de  Abril” 

surgen  con  nitidez  tres  dimensiones  distintivas  de  la  doctrina  política  de  Artigas.  En  primer 

lugar, su visión de la soberanía y de la representación. En segundo lugar, su preocupación por 

encontrar un equilibrio entre la vocación autonómica de cada provincia y la pertenencia a una 

estructura política común (ni independencia absoluta, ni subordinación de cada parte al todo)24; 



23 Ibídem, pp.89-90. 

24 Los “Pueblos libres” de la región constituían, para él, una “Nación”. Por eso, no quería la independencia absoluta 

de  la  Banda  Oriental  respecto  a  las  demás  provincias.  Según  Real  de  Azúa,  Artigas  realizó  “numerosas  y  explícitas 

manifestaciones” expidiendo su “pertinaz voluntad de no romper los vínculos que ligaban la Banda Oriental con las 

restantes  regiones de  la  zona platense”.  Pero  tampoco  quería sacrificar  la  libertad  de  cada provincia.  Ver: Real  de  

Azúa,  Carlos,  Los  orígenes  de  la  nacionalidad  uruguaya,  Arca,  Montevideo,  1990,  p.  76.  Ardao,  Arturo.  Ver: Ardao, 

Arturo,  Artigas y la Confederación. El unionismo hispanoamericano, Fin de Siglo, Montevideo, 2011. 
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en  tercer  lugar,  su  adscripción  a  las  teorías  en  boga  que  defendían  la  importancia  de  la 

separación  de  poderes:  tanto  el  gobierno  nacional  como  los  gobiernos  provinciales  deberían 

estructurarse sobre este principio. 

  

 Artiguismo y diseño institucional: el “Proyecto de Constitución para la Provincia Oriental” 



Entre la “leyenda negra” de los primeros tiempos elaborada por la historiografía argentina y el 

“mito  artiguista”  que  le  sucedió  en  tiempos  de  elaboración  del  imaginario  nacionalista 

uruguayo de fines del siglo XIX; entre aquellos que lo consideran “padre de la Patria” (porque 

ven en su “federalismo” el “germen de la independencia absoluta”) y quienes, cargando el otro 

platillo de la balanza, lo “argentinizan”25; entre quienes minimizan o, directamente, soslayan su 

influencia, y aquellos que lo “actualizan”  –al decir de José Rilla–26 en función de sus intereses 

políticos; entre visiones y revisiones; así, siempre disputado, ha circulado Artigas desde la Patria 

Vieja hasta ahora. En el contexto de esos debates, ha habido una una extensa polémica sobre 

las corrientes ideológicas que contribuyeron a la formación de su de pensamiento. Sintetizando 

al máximo ellas son: la temprana formación religiosa con los franciscanos27, la tradición política 

hispánica28 (en especial, la doctrina de la “retroversión de la soberanía a los pueblos” en caso 

de   vacatio  regis),  las  ideas  políticas  de  la  Ilustración  especialmente  francesa,  y  la  experiencia 

política norteamericana vía Manuel García de Sena29. 



25 Sobre este punto remito a: Real de Azúa, Carlos, “La significación independentista del federalismo de Artigas”,  Los 

 orígenes de la nacionalidad uruguaya. 

26 Rilla, José,  La actualidad del pasado. Usos de la historia en la política de partidos del Uruguay (1942-1972), Debate, 

Montevideo, 2008. 

27 Cayota, Mario.  Artigas y su derrota: ¿frustración o desafío?  Taurus, Montevideo, 2007. 

28  Imposible  sintetizar  aquí  el  debate  sobre  la  tradición  hispánica  y  su  legado.  Suelen  distinguirse  dos  grandes 

enfoques, el “liberal” y el “revisionista”. Según el primer enfoque la tradición hispánica monárquica habría sido un 

obstáculo para el avance de  la democracia en la región.  The  Soul of Latin America, de Howard Wiarda, ofrece una 

versión actualizada y sofisticada de esta visión. Para los “revisionistas”, en cambio, el legado hispánico es mucho más 

complejo. Además de aportar argumentos para la independencia, habría brindado insumos para la libertad política. 

Aunque  esta  interpretación,  como  su  antagonista,  también  viene  de  lejos,  ha  proliferado  en  las  últimas  décadas. 

Enfoques  típicamente  revisionistas  pueden  leerse  en  Antonio  Annino  y  François  Xavier-Guerra  (coordinadores), 

 Inventando  la  nación.  Iberoamérica.  Siglo  XIX,  México,  Fondo  de  Cultura  Económica,  2003  y  en  Annino,  Antonio  y 

Marcela  Ternavasio  (coords.).  El  laboratorio  constitucional  iberoamericano:  1807/1808-1830,  Iberoamericana-

Estudios AHILA, Madrid, 2012. Una reconstrucción fascinante de ambas visiones puede leerse en la “Introducción” de 

la obra de Elías Palti,  El tiempo de la política. El siglo XIX reconsiderado, Siglo XXI, Buenos Aires, 2007, pp. 21-36. 

29 También en la Banda Oriental tuvo difusión e influencia la obra de Manuel García de Sena,  La independencia de 

 Costa  Firme  justificada  30  años  ha,  publicada  en  Filadelfia  en  1811.  Sobre  la  influencia  de  esta  obra,  que  incluía 

textos  de  Thomas  Paine  y  algunas  constituciones  norteamericanas,  puede  verse,  entre otros:  Miranda,  Héctor,  Las 

 instrucciones  del  año  XIII,   Barreiro  y  Ramos,  Montevideo,  1910;  Gross  Espiell,  Héctor,  “La  formación  del  ideario 

artiguista” en  Artigas, Ediciones de “El País”, Montevideo, 1960, p.192. Ferreiro, Felipe,  La Disgregación del Reyno de 

 Indias, Barreiro y Ramos, Montevideo, 1981. 
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La huella de las instituciones de los EEUU,  en particular, podía advertirse claramente en el 

Proyecto de Constitución para la Provincia Oriental formulado en 1813. Según Ariosto González, 

“No  se  trata  de  una  construcción  original  ni  de  una  adaptación  meditada  de  otro  texto 

constitucional; es una copia, poco menos que a la letra, en sus disposiciones vertebrales, de la 

Constitución de Massachusetts […]. De este estatuto ha tomado 39 artículos; 3 provienen de la 

Constitución de Estados Unidos y 1 ha sido sacado del Acta de Confederación”30. El texto tiene 

64 artículos en total, organizados en 5 capítulos. 

El  primer  capítulo  establece  los  fundamentos  doctrinarios.  Se  proclama  que  “todos  los 

hombres  nacen  libres  e  iguales”  y  gozan  de  derechos  naturales  (vida,  propiedad,  seguridad  y 

felicidad,  “alterar  el  gobierno”,  de  ser  necesario,  para  disfrutar  de  los  derechos  naturales 

mencionados).  También  se  enfatiza  la  importancia  de  la  separación  de  poderes.  La  Provincia 

Oriental  del  Uruguay  de  acuerdo  al  artículo  1  del  capítulo  2,  sería  “libre,  soberana  e 

independiente”. Sin perjuicio de lo anterior, formaría parte de una estructura política mayor, las 

“Provincias Unidas”.  El Poder Ejecutivo  sería ejercido  (como  en  cada Estado  de EEUU) por un 

Gobernador.  Éste  duraría  solamente  un  año  en  su  función.  El  Poder  Legislativo  estaría 

compuesto  por  dos  cámaras  (senadores  y  representantes).  Los  siete  senadores  serían  electos 

en  una  única  circunscripción  mediante  una  “Asamblea  general”  de  los  “Pueblos  libres”  y 

durarían  cinco  años  en  sus  funciones  no  pudiendo  ser  reelectos.  La  Sala  de  Representantes 

estaría  integrada  por  tres  miembros  de  cada  Cabildo.  Los  Cabildos,  además,  como  en  la 

tradición hispánica, tendrían a su cargo la función judicial. 

  

 Derrota del artiguismo e independencia: la Constitución de 1830 



El proyecto artiguista avanzó rápidamente entre 1814 y 1815. Entre Ríos, Corrientes y Misiones, 

primero,  Santa  Fe  y  Córdoba,  un  poco  después,  ingresaron  a  la  “Liga  Federal”.  La  temprana 

intervención  de  los  portugueses  desde  Brasil,  encabezando  una  coalición  con  otros  actores 

contrarios  al  proyecto  político  y  social  de  Artigas  (españoles  y  criollos  “realistas”,  porteños 

centralistas,  élites  orientales  con  derechos  de  propiedad  cuestionados)  puso  en  jaque  muy 

pronto a la naciente  confederación. La invasión portuguesa, bajo el mando de Federico Lecor, 

que  había  comenzado  en  1816,  logró  conquistar  Montevideo  en  1817  y  vencer  a  las  tropas 

orientales  en  1820.  Artigas  se  retiró  al  Paraguay  y  varios  de  sus  oficiales  (entre  ellos,  Juan 

Antonio  Lavalleja  y  Fernando  Otorgués)  fueron  capturados.  En  1821,  el  Congreso  General 

Extraordinario  reunido  en  Montevideo  decidió  la  incorporación  al  Reino  de  Portugal,  Brasil  y 



30  González,  Ariosto,  1941.  Las  primeras  fórmulas  constitucionales  en  los  países  del  Plata,  Claudio  García  y  Cia, 

Montevideo. p. 192. 
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Algarve,  con  el  nombre  de  “Provincia  Cisplatina”.  La  independencia  de  Brasil,  en  1822,  no 

generó ningún cambio radical en la medida en que Lecor optó por la causa brasilera. En abril de 

1825 los adversarios de la dominación brasilera ingresaron desde Buenos Aires bajo el mando 

de  Lavalleja.  En  agosto,  los  representantes  de  los  pueblos,  proclamaron  la  independencia 

respecto a Portugal, Brasil y “cualquier otro del universo”, pero al mismo tiempo, expresaron su 

preferencia por el ingreso a las Provincias Unidas del Plata. En 1826, la Sala de Representantes 

de la Provincia Oriental aprobó la Constitución de 1826 de la República Argentina.31 En 1827, el 

Congreso  de  las  Provincias  Unidas  se  autodisolvió.  En  1828,  mediación  de  la  diplomacia 

británica de por medio, los orientales  declararon  la  independencia.  Rápidamente se instaló  la 

“Asamblea  General  Constituyente  y  Legislativa  del  Estado”.  Fue  en  el  seno  de  esta  Asamblea 

que se redactó la primera Constitución, que rigió entre 1830 y 1917. 

La  Asamblea  sesionó  entre  noviembre  de  1828  y  julio  de  1830.  De  inmediato  nombró  la 

Comisión Legislativa y Constitucional, presidida por Jaime Zudáñez, con el cometido principal de 

elaborar  un  “proyecto  de  Constitución  para  el  Estado  de  Montevideo  en  el  más  breve  lapso 

posible”32.  En  mayo  de  1829  el  anteproyecto  fue  remitido  a  la  Asamblea.  En  setiembre  del 

mismo  año, fue aprobado  por unanimidad. El  30  de  julio se  celebró la Jura de la Constitución 

por parte autoridades civiles, militares y religiosas y de los ciudadanos. José Ellauri, al informar 

a la Asamblea sobre el trabajo de la Comisión, puso de manifiesto algunas de las limitaciones 

que enfrentaron sus integrantes:  



“La Comisión no tiene la vanidad de persuadirse que haya hecho una obra original.  […]. 

Lo  grande,  y  lo  perfecto  no  era  compatible  con  las  escasas  luces  de  los  miembros  de  la 

comisión, y con las dificultades de todo orden, que les ha sido forzoso superar para concluir 

un  trabajo  tan  delicado  como  importante.  […].  Sin  la  comodidad  precisa  para  el 

recogimiento,  y  la  meditación,  sin  libros,  y  sin  una  sociedad  numerosa  de  ciudadanos 

ilustrados,  a  quienes  consultar  […],  ¿cómo  era  posible  lisonjearnos  con  la  espera  del 

acierto?”33. 





31  Se  aprobó  por  17  votos  a  favor  y  3  en  contra.  Dicen  Reyes  Abadie  y  Vázquez  Romero:  “Era,  por  cierto, 

contradictorio  y  paradojal,  que  la  Provincia  Oriental,  cuna  del  federalismo,  diera  su  aprobación  a  la  Constitución 

unitaria” de 1826. Mientras tanto, muchas de las provincias argentinas (Catamarca, Córdoba, La Rioja, Entre Ríos) se 

pronunciaban en contra. Reyes Abadie, Washington y Andrés Vázquez Romero,  Crónica general del Uruguay, tomo 

 III, La emancipación, Banda Oriental, Montevideo, 1999, p.444. 

32 Reyes Abadie, Washington y Andrés Vázquez Romero,  Crónica general del Uruguay, tomo IV, El Estado Oriental, 

Banda Oriental, Montevideo, 2000, p.14. 

33 Ibídem, p.19. 
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En  sus   Estudios  Constitucionales,  Francisco  Bauzá  argumenta  que,  desde  el  punto  de  vista 

doctrinario, convivieron en la Asamblea dos grandes escuelas, la francesa y la norteamericana, 

lideradas respectivamente por José Ellauri y Santiago Vázquez. Bauzá las caracterizó del modo 

siguiente: 



“Una  de  ellas,  nutrida  en  las  ideas  francesas,  miraba  de  reojo  al  Poder  ejecutivo, 

temerosa de su  injerencia en  las operaciones  de  los  otros  dos poderes, y deseaba dar a la 

Legislatura  no  sólo  medios  amplios  para  intervenir  en  los  negocios  públicos  sino  medios 

coercitivos para nulificar al poder que tenía la acción. Partiendo de esta idea falsa, la escuela 

que  la  sustentaba  debía  caer  naturalmente  en  exclusiones  perjudiciales,  como  era  la 

separación  de  los  militares  del  cuerpo  legislativo,  el  voto  indirecto  en  la  elección  de  los 

representantes del pueblo, la prohibición de  que  el  Presidente  de la República destituyese 

los  Ministros  antes  de  pasado  un  año  de  tenerlos  a  su  servicio,  y  la  no  división  del  Poder 

legislativo  en  dos  ramas,  por  cuanto  se  creía  que  el  Senado  podía  ser  también  un  cuerpo 

aristocrático. […]. En contraposición a esta escuela apasionada de las ideas francesas, […], se 

alzaba  otra  radicalmente  opuesta  a  ella  en  cuanto  a  las  ideas  y  los  medios  prácticos  de 

conseguir  tan  deseados  fines.  Venía  esa  otra  escuela  nutrida  en  las  ideas  yanquis,  y  había 

concebido  la noción  exacta de la libertad  dentro  de  los  límites  del orden.  […].  Precisada a 

decidirse  por  una  forma  de  gobierno,  había  aceptado  sin  reserva  el  gobierno  republicano 

representativo, con la triple división del poder y la constitución del Legislativo en dos ramas. 

Enemiga de las exclusiones, pedía  el voto  libre  de  todos  los  ciudadanos para constituir  los 

poderes  públicos,  […];  y  consecuente  con  esta  declaración,  rechazaba  como  perjudicial  la 

idea que excluía a los militares de los cuerpos deliberantes a título de precaución contra los 

manejos  del  Poder  ejecutivo.  Dejaba  a  este  poder  toda  su  independencia  necesaria:  la 

libertad  de  nombrar    y  destituir  sus ministros  cuando  lo  creyera  conveniente,  y  las  demás 

iniciativas que le eran propias como representante de la acción”34. 



Por  relevantes  que  fueran  las  diferencias  entre  ambas  escuelas,  como  sostiene  el  propio 

Bauzá,  coincidían  en  los  fines.  Ambas querían  asentar  el  poder  en  la  soberanía  popular.  Para 

conciliar  orden  y  libertad  pretendían  un  presidente  capaz  de  ejercer  su  autoridad  pero,  al 

mismo tiempo, preveían mecanismos para controlarlo. 

Francisco Bauzá argumenta que, conscientes de sus limitaciones, los redactores optaron por 

incorporar la legislación provincial del período: “Los principales preceptos de la Constitución de 



34  Bauzá,  Francisco,  Estudios  Constitucionales,  Colección  de  Clásicos  Uruguayos,  Volumen  XI,  Ministerio  de 

Instrucción Pública y Previsión Social, Montevideo, 1953, p. 243-244. 
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la República estaban sancionados y se cumplían en el país, mucho antes que los constituyentes 

los formularan […]35. Sin perjuicio de lo anterior, los constituyentes apoyaron su trabajo en un 

amplio conjunto de fuentes entre las que según Reyes Abadie y Vázquez Romero se destacan la 

Constitución  Política  de  la  República  de  Chile  (1828)  y  la  Constitución  Argentina  de  1826 

(Constitución  “Unitaria”  o  “rivadaviana”).  Es  fundamentalmente  a  través  de  estas  (y  otras) 

constituciones  de  la  región,  esto  es,  de  un modo  más  indirecto  que  directo,  que los  modelos 

más influyentes en el constitucionalismo de la época (el  de Filadelfia y el de Cádiz) dejaron su 

huella en la constitución uruguaya de 1830. El propio Ellauri, al presentar el proyecto elaborado 

por  la  Comisión  a  la  Asamblea,  dejó  constancia  de  su  deuda  con  la  constitución  rivadaviana: 

“Saben  todos  los  señores  que  me  escuchan,  que  la  Constitución  Argentina  de  1826  es  el 

verdadero  modelo  de nuestro  código  constitucional,  que la  máxima parte de los artículos  son 

una copia literal de los artículos de la indicada Constitución Argentina” 36. 

A  diferencia  del  modelo  federal  de  EEUU,  la  Constitución  de  1830  adoptó  como  principio 

fundamental  el  paradigma,  más  francés  que  español,  de  la  “unidad  de  la  soberanía”.  La 

obsesión por la unidad se manifestó de modos distintos. En primer lugar, en la construcción de 

un  Estado  unitario.  Siguiendo,  en  última  instancia,  la  fórmula  gaditana37,  al  Presidente  se  le 

concedió  la  potestad  de  nombrar  al  Jefe  Político  de  cada  Departamento  (artículo  118)38.  En 

según  lugar,  el  Cabildo,  una  institución  prestigiosa  en  tiempos  de  la  colonia  y  considerada 

sistemáticamente  por  orientales  y  extranjeros  como  instancia  clave  de  legitimación  en  los 

tiempos de la independencia,  fue abandonado39.  Según  Zum  Felde, abandonar la tradición  de 

los cabildos (“la mejor escuela de gobierno propio”) 40 constituye un excelente ejemplo del error 



35 Citado en Reyes Abadie, Washington y Andrés Vázquez Romero,  Crónica general del Uruguay, tomo IV, El Estado 

 Oriental, p.19. 

36 Zum Felde, Alberto.  Proceso Histórico del Uruguay, Maximino García, Montevideo, 1919, p. 114. 

37  Puede  leerse  en  la  Constitución  de  Cádiz:  “Art.  324.  El  gobierno  político  de  las  provincias  residirá  en  el  jefe 

superior, nombrado por el Rey en cada una de ellas”. 

38 Dice textualmente la Constitución de 1830: “Artículo 118. Habrá en el pueblo cabeza de cada Departamento un 

agente del Poder Ejecutivo, con el título de Jefe Político, y al que corresponderá todo lo gubernativo de él; y en los 

demás pueblos subalternos, Tenientes sujetos a aquél”. 

39  El  Cabildo  de  Montevideo  nació  junto  con  la  ciudad  y  participó  activamente  en  las  principales  encrucijadas 

políticas.  Artigas,  durante  el  breve  período  de  su  apogeo,  le  dio  una  relevancia  especial.  Prueba  de  ello  es  que  en 

1815,  Fernando  Otorgués  traspasó  su  autoridad  militar  y  política  al  Cabildo  de  Montevideo.  Los pronunciamientos 

del Cabildo siguieron siendo políticamente relevantes durante la fase de derrota del artiguismo. Entregó las llaves de 

la ciudad a Lecor en 1817, “como autoridad representativa de Montevideo y de toda la Provincia”. En 1823 declaró 

“nulo, arbitrario y criminal el acto de incorporación a la Monarquía portuguesa. En 1824, juró cumplir la Constitución 

de Brasil. Martins, Daniel Hugo, “Antecedentes históricos de la República Oriental del Uruguay”,  Revista de Derecho 

 Público Número 48, 2015, pp.93-100. 

40 Zum Felde, Alberto,  Proceso Histórico del Uruguay,  p. 120. 
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básico de enfoque de los constituyentes que “hicieron tabla rasa de toda realidad”.41 En tercer 

lugar, acompañando en este caso una  tendencia universal, en el afán de evitar el  “espíritu de 

partido”, se buscó evitar la formación de bandos, facciones, “partidos”, que dividiendo el poder, 

socavaran el orden y la estabilidad. En tercer lugar, y con la misma finalidad, los militares fueron 

excluidos del Poder Legislativo42. 

Esta  restricción,  como  se  verá  más  adelante,  tendrá  consecuencias  importantes  en  la  vida 

política del Uruguay independiente. A los redactores de la constitución no se les escapaba que 

era un tema delicado. Durante el debate en  el plenario, Miguel Barreiro llegó a decir que “un 

Senado  compuesto  de  militares  y  empleados  dependientes  del  poder”  sería  “un  verdadero 

opresor  de  las  libertades”.  Santiago  Vázquez,  en  cambio,  afirmó  que  “cuanto  mayor  sea  el 

producto  que  les  resulte”  de  la  “espada”  más  en  condiciones  estarán  “de  presentarse  en  el 

recinto  del  Senado”  haciendo  un  “justo  tributo  de  ella”,  contribuyendo  a  “formar  barreras 

inexpugnables  contra  los  abusos  de  poder”43.  Unos  y  otros  comprendían  perfectamente  que, 

como  consecuencia  de  las  guerras  de  independencia,  los  hombres  de  armas  se  habían 

convertido en un factor de poder insoslayable. 

Aunque  los  jefes  militares  no  podían  integrar  el  Poder  Legislativo  sí  eran  elegibles  para 

encabezar  el  Poder  Ejecutivo  ejerciendo  la  presidencia.  Esto  es  consistente  con  la  jerarquía 

atribuida por los constituyentes al cargo presidencial. Según el informe de Ellauri, “el Proyecto 

presenta al Poder Ejecutivo tan fuerte cuanto basta para hacer observar las leyes; conservar el 

orden y la tranquilidad pública en el interior preservando al Estado de ataques exteriores; pero 

al mismo tiempo con todas las restricciones precisas para garantir a los ciudadanos de que no 

abusará del Poder, que se le confía”44. En verdad, las atribuciones del presidente estaban lejos 

de  ser  menores45.  La  Comisión  distinguió  tres  tipos  de  poderes:  (i)  político-administrativo,  (ii) 



41 Ibídem,  p. 119. 

42 Los caudillos militares, como recuerda Alfredo Castellanos, no quedaron conformes con esta solución: “luego que 

el proyecto había sido sancionado, los Jefes militares elevaron una ‘Representación’ solicitando que fuera suprimido 

el artículo que los excluía del Poder Legislativo, documento que lucía en primer término las firmas de Rivera, Lavalleja 

y Eugenio Garzón”. Castellanos, Alfredo,  La cisplatina, la independencia y la república caudillesca, Historia uruguaya, 

 Tomo 3, Ediciones de la Banda Oriental, Montevideo, 2007, p. 88. 

43 Citado en Reyes Abadie, Washington y Andrés Vázquez Romero,   Crónica general del Uruguay, tomo IV, El Estado 

 Oriental,  p.33. 

44  Citado  Reyes  Abadie,  Washington  y  Andrés  Vázquez  Romero,  Crónica  general  del  Uruguay,  tomo  IV,  El  Estado 

 Oriental, p.26. 

45 Bardazano sintetizó las atribuciones del Presidente en los términos siguientes: “El Poder Ejecutivo es unipersonal  

(artículo  72).  El  Presidente  es  elegido  por  la  Asamblea  General.  El  mandato  dura  cuatro  años,  sin  posibilidad  de 

reelección. El Presidente es el jefe superior de la Administración general de la República (art. 79) y jefe superior de 

las fuerzas de mar y tierra (artículo 80). Se prevé el instituto del veto (artículo 81), que puede ser levantado por dos 

tercios de votos de la Asamblea General. El Presidente tiene iniciativa legislativa; le compete nombrar y destituir  a 



61 





militar  y  (iii)  colegislador46.  En  primer  lugar,  el  presidente  debería  “recaudar  las  rentas”  y 

“conservar el orden y la tranquilidad en el interior, y la seguridad en lo exterior”. El presidente 

debería  designar  los  funcionarios  públicos  y  a  los  Jefes  Políticos  de  los  departamentos.  En 

segundo lugar, se le atribuía el mando superior de las “fuerzas de mar y tierra”. En tercer lugar, 

se  le  permitía  participar  activamente  en  el  proceso  legislativo  iniciando  la  legislación  y 

vetándola.  En  este  último  aspecto  pesó  más  la  herencia  gaditana:  “La  potestad  de  hacer  las 

leyes reside en las Cortes con el Rey”, reza el artículo 15 de la Constitución de Cádiz. 

Uno  de  los  aspectos  más  polémicos  de  la  Constitución  fue  la  restricción  de  la  ciudadanía. 

Siguiendo  el  modelo  de la Constitución  de  la  República  Argentina, los constituyentes optaron 

por suspender la ciudadanía por un conjunto amplio de causales. Entre ellas: “Por la condición 

de sirviente a sueldo, peón jornalero, simple soldado de línea, notoriamente vago o legalmente 

procesado  en  causa  criminal,  de  que  pueda  resultar  pena  corporal  o  infamante”.  Según  Ana 

Frega,  la  Constitución  de  1830  fue  “censitaria  y  propietarista”47.  No  sólo  se  restringía  la 

condición  de  elector  sino  la  de  elegible.  Para  ocupar  los  principales  cargos  políticos 

(presidencia,  escaños  en  el  parlamento,  responsabilidades  en  el  Poder  Judicial,  jefaturas 

políticas  de  los  departamentos  y  comandancia  de  milicias)  se  exigía  disponer  de  un 

determinado capital. 



3.  Mayorías sin hegemonías, exclusiones y revoluciones  



La Constitución fue jurada el 18 de julio. Un mes antes, el país estaba al borde la guerra civil. 

Entre los dos principales caudillos de la época, Juan Antonio Lavalleja (vinculado a Buenos Aires) 

y  Fructuoso  Rivera  (vinculado  a  Brasil)  existía  una  aguda  lucha  por  el  predominio  político  y 

militar.  Lavalleja,  apoyándose  en  el  prestigio  ganado  por  haber  encabezado  la  “Cruzada 

Libertadora”  en  1825,  había  sido  designado  Gobernador  provisorio.  Rivera,  que  ya  había 

logrado  construir  una  significativa  base  de  apoyo  popular  en  la  campaña  (gracias  al  cargo  de 



los ministros de su despacho ; proveer los empleos civiles y militares; destituir los empleados por ineptitud, omisión, 

o delito (en los dos primeros casos con acuerdo del Senado y en el último pasando el expediente a los Tribunales de 

Justicia); iniciar con conocimiento del Senado, y concluir Tratados de paz, amistad, alianza y comercio, necesitando 

para  ratificarlos  la  aprobación  de  la  Asamblea  General;  celebrar  en  la  misma  forma  concordatos  con  la  Silla 

Apostólica; declarar la guerra previa resolución de la Asamblea General; dar retiros, conceder licencias, y arreglar las 

pensiones de los empleados civiles y militares; tomar medidas prontas de seguridad en los casos graves e imprevistos 

de  ataque  exterior  o  conmoción  interior,  dando  cuenta  a  la  Asamblea  General,  de  lo  ejecutado  y  sus  motivos, 

estando  a  su  resolución  (artículo  81)”.  Bardazano,  Gianella,  “El  constitucionalismo  en  Uruguay”,  en  Roberto 

Gargarella y Conrado Hübner (org),  The Oxford Handbook of Constitutional Law in Latin America, Oxford University 

Press, 2018 (en imprenta), inédito, gentileza de la autora. 

46 Bauzá, Francisco,  Estudios Constitucionales,  p. 280. 

47 Frega, Ana, 2015, “Capítulo I. La vida política”, p. 68. 



62 





Comandante  General  que,  durante  su  actuación  como  Gobernador,  le  había  concedido 

Roundeau),  se  levantó  en  armas  con  el  apoyo,  otra  vez,  de  Rondeau.  La  intervención  de 

“amigables componedores”, según la expresión de Alfredo Castellanos, evitó la lucha armada. 

Los dos caudillos llegaron a un acuerdo (“pacto de los compadres”).  Este episodio es clave. Fue 

 el primero de los pactos entre caudillos que signaron el siglo XIX de la república naciente. 

De acuerdo a la Constitución, correspondía a la Asamblea General elegir al Presidente. El 24 

de  octubre  resultó  electo,  por  amplia  mayoría  (27  en  36),  Fructuoso  Rivera.  Los  lavallejistas 

derrotados en las elecciones (y excluidos por Rivera de los cargos ministeriales) enfrentaron al 

gobierno, primero desde la prensa, pero desde 1832, mediante rebeliones armadas. De todos 

modos, el primer presidente uruguayo  logró  terminar  su  mandato.  La Asamblea General votó 

como  segundo  presidente  a  Manuel  Oribe,  que  había  participado  en  las  luchas  por  la 

independencia  bajo  el  mando  de  Lavalleja,  pero  apoyado  a  Rivera  cuando  su  mandato  fue 

desafiado por los lavallejistas. Más militar que caudillo,  el nuevo presidente encarnaba la vieja 

tradición hispánica de respeto a la autoridad, a las normas y al orden establecido. Rivera, por su 

parte, regresó a su cargo de Comandante General de la Campaña. 

Así como los lavallejistas habían enfrentado el gobierno de Rivera, los riveristas enfrentaron 

el  de  Oribe.  El  presidente,  buscando  afirmar  su  autoridad,  suprimió  el  cargo  de  Rivera.  El 

caudillo,  sintiéndose  agraviado,  en  julio  de  1836,  se  levantó  en  armas.  En  septiembre,  en  la 

batalla de Carpintería, se enfrentaron quienes defendían el gobierno de Oribe (entre los que se 

contaba Lavalleja) y  los que preferían  el liderazgo  de  Rivera.  Los  oribistas, “Defensores de las 

Leyes”, vencieron a los “constitucionales” riveristas. En 1837 Rivera volvió a la carga. Esta vez la 

balanza se inclinó hacia su lado, gracias al apoyo de la división naval francesa. Un año después, 

Rivera  logró  forzar  la  renuncia  de  Oribe  que  partió  para  Buenos  Aires.  Rivera  entró  en 

Montevideo. Sin embargo, apenas un año después, la guerra se reinició. Esta vez duraría más de 

una década (1839-1851). 

  

 Guerra, pactos, “fusión” 



La  primera  década  de  vida  republicana  dejó  en  evidencia  la  existencia  de  una  brecha  muy 

importante entre instituciones formales y dinámica política. Las instituciones formales no eran 

irrelevantes. De hecho, era precisamente por este cargo que se enfrentaban Rivera y Oribe. El 

cargo presidencial, en primer lugar, por sus “facultades muy amplias”, al decir de Castellanos y 

Pérez  Antón48.  Una  de  ellas,  llamada  a  tener  consecuencias  mayores  en  la  dinámica  política 



48  Castellanos,  Alfredo  y  Romeo  Pérez,  El  pluralismo.  Examen  de  la  experiencia  uruguaya  (1830-1918),  Serie 

Investigaciones, N°14, CLAEH, Montevideo, 1981, p.6. 
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ulterior, era la de designar a los Jefes Políticos de los nueve departamentos en los que se dividía 

el país: la tendencia a la centralización, como en otras repúblicas de la región, predominó sobre 

las  autonomías  locales49.  Además,  lo  era  simbólicamente,  en  la  medida  en  que  se  lo 

interpretaba  desde un sistema  de creencias heredado  de  la  tradición  colonial  según  el cual  la 

principal  responsabilidad  en  el  ejercicio  del  gobierno  recaía  en  el  ejecutivo  (en  los  reyes, 

virreyes, gobernadores,… presidentes). 

Pero  el  fenómeno  caudillista,  cuya  influencia  el  constituyente  había  querido  evitar,  tenía 

raíces  sociales  muy  profundas,  especialmente  en  la  campaña50.  El  caudillismo  ha  merecido 

excelentes análisis, desde Manuel Herrera y Obes51, en plena Guerra Grande, en su recordada 

polémica  con  Bernardo  Berro  a  propósito  del  destierro  de  Rivera,  hasta  el  estudio,  de  cuño 

weberiano, de Carlos Real de Azúa en   Legitimidad, apoyo y poder político, publicado en 1969. 

Otro  de  los  textos  clásicos  lo  debemos  a  Alberto  Zum  Felde  que,  analizando  al   gaucho,  lo 

presentó en los términos siguientes: 



“El  caudillo  es  un  gaucho  como  los  demás,  por  sus  sentimientos  y  hábitos,  pero  más 

inteligente, más enterado, más enérgico, más emprendedor; […]. El gauchaje deposita en él 

su  confianza política; es una  delegación  de  soberanía  pero  hecha  de un  modo  tácito; sabe 

que donde está el caudillo está su casa. Si él se levanta le siguen; muchos no saben bien por 

qué  pelean  pero  están  con  su  caudillo,  […].  Cada  pago  tiene  su  caudillejo,  cada  región  o 

conjunto  de  pagos  su  comandante  al  que  responden  los  caudillejos;  el  país  o  conjunto  de 

regiones  su  caudillo  nacional,  al  que  responden  los  otros  caudillos  menores.  Este  caudillo 

nacional es el verdadero jefe del país, en él residen la autoridad y la fuerza”. 



No  había,  no  hubo  nunca,  un  único  caudillo  nacional.  Al  conflicto  entre  el  titular  de  la 

presidencia (que solía no ser un caudillo) y los caudillos, hay que agregar la pugna permanente 

entre  los  caudillos  de  los  distintos  partidos.  Ningún  caudillo  era  suficientemente  poderoso 



49 Autores como Paul Drake y Howard Wiarda han desarrollado muy bien este argumento.  Ver: Drake, Paul. 2009. 

 Between  Tyranny  and  Anarchy:  A  History  of  Democracy  in  Latin  America,  1800-2006,  Stanford  University  Press, 

Stanford  y  Wiarda,  Howard.  2001.  The  Soul  of  Latin  America.  The  Cultural  and  Political  Tradition,  Yale  University 

Press, New Haven & London. 

50 En 1830 se calculaba la población de Uruguay en unas 74.000 personas, de las cuales solamente 14.000 habitaban 

en Montevideo. Ver: Castellanos, Alfredo,  La cisplatina, la independencia y la república caudillesca, p.97. 

51 Manuel Herrera y Obes justificó el destierro de Rivera, el principal caudillo colorado, por parte del Gobierno de la 

Defensa, encabezado por “doctores” también colorados:  “Id y preguntad desde Canelones a Tacuarembó quién es el 

mejor jinete de la República, quién es el mejor baqueano, quién es el de más sangre fría en le pelea quién es el mejor 

amigo de los paisanos, quién el más generoso de todos, quién, en fin, el mejor patriota, a su modo de entender la 

patria,  y os  responderán  todos:  el  general  Rivera”.  Manuel  Herrera  y  Obes  y  Bernardo  P.  Berro,  El caudillismo  y  la 

 revolución americana, Ministerio de Instrucción Pública y Previsión Social, Montevideo, 1966. 
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como  para  derrotar  definitivamente  a  sus  rivales.  A  la  corta  o  a  la  larga,  los  caudillos 

terminaban por pactar. Ni siquiera el control del aparato del Estado, durante todo el siglo XIX, 

fue suficiente para alcanzar una ventaja decisiva. La debilidad de las estructuras del Estado, en 

general,  y  del  ejército,  en  particular,  heredada  de  la  colonia,  impidió  que  la  autoridad  legal 

pudiera  ejercer  un  control  efectivo  del  territorio  y  monopolizar  la  violencia  política  legítima, 

requisito  imprescindible,  como  argumentara  Max  Weber,  para  la  conformación  de  un  Estado 

propiamente dicho. 

 Durante  la  década  del  cincuenta,  después  de  la  Guerra  Grande,  los  caudillos  volvieron  a 

 recorrer  el  camino  de  los  acuerdos  que  se  habían  insinuado  en  1830  con  el  “pacto  de  los 

 compadres”.  En 1853 se instaló un Triunvirato compuesto por los viejos “compadres”, Rivera y 

Lavalleja, y por  Venancio Flores, una figura ascendente, llamado a tener un gran protagonismo 

en  la  década  siguiente.  Es  imposible  separar  analíticamente  este  nuevo  pacto  del  clima  de 

opinión  que  se  había  instalado  al  final  del  extenso  conflicto  y  que  dio  sustento  a  la  llamada 

“política de fusión”. Los “doctores” de la ciudad promovieron intensamente la superación de las 

“divisas”, los proto-partidos Colorado y Blanco que se habían conformado en torno a Rivera, el 

primero, y en torno a Oribe y Lavalleja, el segundo. Los partidarios de la “fusión” pensaban que 

la única forma de superar la inestabilidad política era suprimiendo las viejas divisas.  Es en este 

clima  que,  en  1856,  Flores  y  Oribe  (Rivera  Y  Lavalleja  habían  fallecido  en  1853  y  1854 

respectivamente)  suscriben  el  “Pacto  de  la  Unión”,  un  acuerdo  de  carácter  “fusionista”  para 

impulsar a la presidencia a Gabriel Pereira. 

Pereira,  decidido  a  llevar  el  programa  fusionista  hasta  las  últimas  consecuencias,  prohibió 

por decreto los actos públicos de quienes levantaran “la bandera de cualquier de los antiguos 

partidos”, y desterró a las principales figuras del Partido Conservador, un grupo político que se 

identificaba con la tradición de la Defensa y se mostraba particularmente activo. La prohibición 

(principio de acción y reacción) derivó automáticamente en un intento revolucionario que tuvo 

un  final  trágico:  los  conjurados  fueron  ejecutados  (“Hecatombe  de  Quinteros”).  Los 

“conservadores” responsabilizaron al Partido Blanco y volvieron a alzarse en armas nuevamente 

sin  éxito.  En 1859, en  un ambiente  muy  convulsionado,  fue  electo  como  presidente  Bernardo 

Prudencio Berro, otro “fusionista”. Según Berro, los partidos estaban separados por hechos (e 

intereses personales) y no por ideas (“no están divididos por principios”, “todos pertenecen a la 

misma escuela”).  Blancos y  colorados debían  disolverse,  “ya  sea por el mal que directamente 

hacen, ya sobre todo por el estorbo que ponen a que se formen otros partidos de mejor calidad 

[…]52. 



52 Castellanos y Pérez,  El pluralismo. Examen de la experiencia uruguaya (1830 – 1918),  p. 22 y 23. 
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 Guerra y coparticipación 



Berro estaba convencido que los “viejos partidos” estaban animados  por “odios y rencores” y 

que  solamente  tenían  “banderas  de  sangre  y  de  exterminio”.  No  vaciló,  desde  el  cargo 

presidencial,  en  calificar  de  “delito”  las  actividades  proselitistas  que  el  Partido  Colorado 

convocaba desde la prensa: “El Presidente de la República, respetando todas las libertades que 

ella garante, no encuentra entre éstas la libertad de delinquir, la libertad de envolver de nuevo 

al país en la ruina y en la sangre. El Presidente de la República tiene la firme resolución de no 

permitir  que  se  enarbolen  de  nuevo  con  ningún  motivo  ni  pretexto  las  viejas  banderas  de 

partidos  personales  que  nada  representan  ni  pueden  representar  en  principio,  y  considera 

cualquier tentativa de ese género como una excitación a la anarquía y a la guerra civil”53. 

Pese  a  que  la  Guerra  Grande  las  había  dejado  malheridas,  las  “divisas”  sobrevivieron.  El 

Partido Blanco se fue reanimando  en campaña, en torno a la actividad de caudillos locales. El 

Partido  Colorado  se  movilizó  en  torno  a  Venancio  Flores,  que  se  había  sumado  al  ejército 

“unitario” enfrentando a Urquiza. A su vez, los mitristas apoyaron a Flores cuando éste decidió 

volver a Uruguay para combatir al gobierno de Berro (1963). En 1965, después de dos años de 

lucha revolucionaria, gracias al apoyo de los unitarios en Argentina, de soldados del Imperio de 

Brasil y de cañoneras francesas, Flores derrotó a Berro. En el sito de Paysandú, los colorados se 

tomaron la revancha de la “Hecatombe de   Quinteros”. Los agravios entre los bandos, apenas 

diez  años  después  del  Pacto  de  la  Unión  y  de  la  ilusión  fusionista,  se  multiplicaron.  La 

radicalización  llegó  a  extremos  extraordinarios.  El  19  de  febrero  de  1868  fueron  asesinados 

Berro y Flores. 

La  victoria  de  Lorenzo  Batlle  consolidó  la  tendencia  hegemónica  del  Partido  Colorado 

(“Gobernaré  con  mi  partido  y  para  mi  partido”).  Pero,  una  vez  más,  la  exclusión  derivó  en 

revolución: en marzo de 1870, con Timoteo Aparicio como líder, se inició la “Revolución de las 

Lanzas”.  Según  Castellanos  y  Pérez  fue  “la  que  “reunió  al  mayor  número  de  fuerzas 

combatientes después de la Guerra Grande” y la más sangrienta de las guerras civiles ocurridas 

hasta entonces”54. 

  

 Sumario: cuando la inestabilidad deriva de la exclusión 



La Jura  de la  Constitución  pudo  hacerse  gracias  a  un  pacto  de  último  momento  entre los dos 

caudillos más influyentes de la época, Rivera y Lavalleja. El gobierno de Rivera tuvo el apoyo de 

Oribe pero enfrentó rebeliones de Lavalleja (cuya influencia no fue considerada por Rivera en el 



53 Ibídem, p. 25. 

54 Ibídem, p. 31-32. 
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momento de organizar el gobierno). Oribe, el segundo presidente, tuvo paz mientras permitió 

que  Rivera  controlara  la  campaña  desde  la  Comandancia  General  de  la  Campaña.  Cuando 

suprimió este cargo Rivera se levantó en armas. Rivera logró ser electo nuevamente presidente, 

pero Oribe, buscando recuperar la investidura a la que se había visto obligado renunciar por la 

fuerza  en  1838,  invadió  Uruguay.  Se  inició  así  la  Guerra  Grande.  A  la  salida  de  este  conflicto 

predominó, en “doctores” y “caudillos” la búsqueda de acuerdos. Los “doctores” promovieron 

la  “política  de  fusión”.  Los  caudillos  optaron  primero  por  pactar  (cuando  integraron  el 

Triunvirato,  un  gobierno  provisorio)  y  luego,  curiosa  y  fugazmente,  por  la  “fusión”  (Oribe  y 

Flores  apoyaron  al  fusionista  Gabriel  Pereira  que  resultó  electo  presidente).  El  ataque  los 

fusionistas  a  los  partidos  no  generó  estabilidad  (ya  estaban  fuertemente  arraigados).  Los 

conservadores  (colorados)  encabezaron  la  resistencia  a  la  “política  de  fusión”  y  fueron 

agraviados  en  la  Hecatombe  de  Quinteros.  Lograron,  finalmente,  su  objetivo:  liderados  por 

Venancio Flores forzaron a Berro a renunciar, y se tomaron la revancha en el sitio de Paysandú. 

La  elección  de  Lorenzo  Batlle  profundizó  el  giro  partidista  del  gobierno.  La  exclusión  de  los 

blancos derivó en un nuevo alzamiento: la “Revolución de las Lanzas”. 

La  evidencia  es  contundente  y  persuasiva:  cada  vez  que  algún  actor  de  relieve,  colorado, 

blanco o “fusionista”, caudillo o “doctor”, intentó excluir a otros igualmente relevantes, obtuvo 

como  respuesta,  más  o  menos  inmediatamente,  un  desafío  armado  significativo.  La 

inestabilidad  política  y  la  guerra,  su  máxima  expresión,  derivaron  de  amenazas,  agravios  o, 

directamente,  de  intentos  de  exclusión.  Desde  luego,  si  el  agravio  hubiera  terminado  en 

aniquilación del enemigo, la exclusión podría haberse consolidado. Al menos en el corto plazo, 

la  aniquilación  del  adversario  permite  la  estabilidad.  Pero  ni  Rivera  exterminó  a  Lavalleja  y 

Oribe,  ni  Lavalleja  y  Oribe  pudieron  con  Rivera.  Tampoco  los  elementos  doctorales  pudieron 

erradicar a los caudillos ni los caudillos lograron deshacerse definitivamente de los doctores.55 

La  exclusión  generó  inestabilidad  porque  hubo  equilibrio  de  fuerzas.  Los  excluidos  de  hoy 

siempre  tuvieron  una  expectativa  razonable  de  conquistar  el  poder  mañana.  El  gobierno, 

durante  todo  este  lapso,  careció  de  poder  político  y  militar  para  imponer  su  voluntad.  La 

debilidad del Estado, heredada de la colonia, facilitó que los sucesivos intentos de exclusión (y, 

eventualmente, de aniquilación de los rivales) pudieran prosperar. 

 

 

 

 

 

 

 

 



55 Ver: Garcé, Adolfo. “Tres fases en la relación entre intelectuales y poder político en Uruguay”, en De Armas, 

Gustavo y Adolfo Garcé (coords.):  Técnicos y Política, Trilce, Montevideo. 
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4.  Coparticipación política y construcción de estatalidad 



La exclusión es vivida como afrenta. La afrenta deriva en guerras. Las guerras, a su vez, generan, 

tarde  o  temprano, el  incremento  de la  demanda  de  acuerdos  políticos y de superación de las 

rivalidades.  Como  ha  argumentado  López-Alves,  la  frecuencia  de  las  guerras  es  menos 

importante, a la hora de explicar el nacimiento de la democracia en Uruguay, que su gravedad 

en términos de consecuencias humanas y materiales56. La historia volvió a repetirse. Así como 

la Guerra Grande derivó en acuerdos entre caudillos, la “Revolución de las Lanzas” terminó con 

un  pacto  político  que  constituiría,  a  la  postre,  un  punto  de  inflexión  decisivo  en  la  vida 

republicana de Uruguay: la “Paz de Abril” (1872). 

Una de las cláusulas (necesariamente  no escrita, en la medida en que contradecía la letra de 

la  Constitución  de  1830)  del  acuerdo  que  puso  fin  a  la  guerra  civil  establecía  que,  desde 

entonces, cuatro  de las nueve Jefaturas Políticas  serían  designadas  por el  Partido  Blanco:  San 

José, Florida, Canelones y Cerro Largo. Esta decisión no solamente consolidaba el poder político 

de los blancos en una parte importante del territorio. Además, le permitía al Partido Nacional 

asegurarse  una  presencia  relevante  en  el  parlamento  porque  los  Jefes  Políticos,  de  hecho, 

controlaban  el  proceso  electoral  en  sus  respectivos  departamentos.  En  palabras  de  Pivel 

Devoto: “El gobierno del departamento garantizaba al partido que lo ejercía, elecciones libres 

en esa región y por lo tanto el triunfo en los comicios, lo cual significaba la posesión total de las 

bancas en virtud del sistema electoral de mayoría, entonces vigente”57. En la práctica, los Jefes 

Departamentales solamente aseguraban elecciones libres si estaban seguros de poder ganarlas. 

Si  creían  que  podían  perder,  dado  que  el  voto  no  era  secreto,  ejercían  toda  la  presión  que 

consideraban  necesaria  sobre  los  electores  para  obtener  el  resultado  electoral  deseado.  En 

otras palabras: el fraude electoral era la regla. En términos de Zum Felde:  

“Una de las causas principales de las revoluciones que han de sangrar y arruinar el país 

durante décadas, está en el gobierno elector. Y el gobierno elector no está tanto en la mala 

fe  de  los  gobernantes  como  en  el  mal  mecanismo  gubernativo  de  la  Constitución.  Las 

revoluciones se explican y justifican por como el único medio que tendrán los partidos para 

conquistar el poder”58. 



Por medio de los Jefes Políticos el partido de gobierno podía conservar su mayoría. La trama 

piramidal de caudillos, tan bien narrada por Zum Felde, controlando el proceso electoral en el 

territorio  nacional,  ejercía  una  vigilancia  política  más  efectiva  que  el  aparato  del  Estado.  La 



56 López-Alvez, Fernando,  State Formation and Democracy in Latin America, 1810-1900, p. 113. 

57 Citado por Castellano y Pérez,   El pluralismo. Examen de la experiencia uruguaya (1830 – 1918),  p. 35. 

58 Zum Felde, Alberto,  Proceso Histórico del Uruguay, p. 131. 
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hegemonía se construía (en verdad, se intentaba construir) más por la vía electoral que por la 

vía coactiva. 

Pero la Guerra Grande, como se dijo, no solamente propició pactos caudillistas. También dio 

un fuerte impulso a la “política de fusión”, especialmente entre los “doctores” vinculados a los 

dos  bancos  que  venían  animando  la  lucha  por  el  poder:  colorados  y  blancos.  Veinte  años 

después,  y  pese  al  fracaso  de  las  experiencias  fusionistas  anteriores,  resurgió  la  demanda  de 

superar la política “personalista” tradicional para pasar a una política asentada en “principios”. 

Esta  demanda  se  expresó  en  los  dos  partidos  (en  ambos  se  consolidó  una  corriente 

“principista”)  y  en  la  formación  de  una  nueva  organización,  el  Partido  Radical.  En  su 

“Manifiesto” fundacional puede leerse: “Bajadas por mutua impotencia las armas homicidas y 

sometidas  a  la  decisión  del  pueblo  soberano  las  cuestiones  de  predominio,  las  pacíficas  y 

saludables agitaciones de la democracia van a suceder al tumulto y al estrago de los combates. 

El sufragio desatará el nudo que no ha podido ser roto por la espada […]”59. 

Los “principistas” que no dieron el salto hacia el Partido Radical y optaron por permanecer 

en los “viejos” bandos, se coaligaron y formularon listas mixtas. De este modo, “lograron llevar 

un  calificado  y  numeroso  grupo  de  Representantes  a  la  11ª  Legislatura  […]”.  No  lograron,  sin 

embargo, imponer su candidato a la presidencia. Resultó electo José Ellauri. Sin vocación para el 

cargo,  acuciado  por  problemas  financieros,  sin  lograr  entenderse  con  los  “principistas”  en  el 

Parlamento, Ellauri no pudo terminar su mandato. Un motín militar nombró como Gobernador 

Provisorio  a  Pedro  Varela.  Su  primer  acto  de  gobierno  fue  desterrar  a  los  más  connotados 

“principistas”  a  La  Habana.  Otra  vez,  la  exclusión  generó  un  conato  revolucionario:  los 

“principistas”  lanzaron  desde  Buenos  Aires  la  revolución  “Tricolor”  que  fue  rápidamente 

derrotada. 

El “principismo”, por tanto, fue derrotado todavía más rápidamente que el “fusionismo” dos 

décadas atrás. Pero, como aquél, dejó una huella. Uno de sus legados más importantes fue el 

de haber instalado la discusión sobre la necesidad de modificar el sistema electoral para evitar 

el  fraude  y la consolidación  de  hegemonías.  En  1872,  en  los  programas  de las  organizaciones 

“principistas”  ya  aparecía  la  demanda  de  la  representación  proporcional.  En  el  programa  del 

Club Nacional (fracción “principista”  del Partido Nacional) se decía que “entre sus aspiraciones 

principales  propende  la  reforma  de  la  ley  de  elecciones  con  arreglo  al  sistema  que  mejor 

consulte  la  representación  de  las  minorías”60.  La  discusión  sobre  cómo  cambiar  el  sistema 

electoral  de  mayoría  para  incluir  a  las  minorías  fue  también  impulsada  desde  la  Cátedra  de 



59 Citado por Castellano y Pérez,   El pluralismo. Examen de la experiencia uruguaya (1830 – 1918),  p. 38. 

60 Citado por Castellano y Pérez,  El pluralismo. Examen de la experiencia uruguaya (1830 – 1918),  p. 39. 
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Derecho Constitucional de la Facultad de Derecho por Justino Jiménez de Aréchaga, sucesor de 

Carlos  María Ramírez y, también  él, firme partidario  de  la  representación  proporcional, como 

quedara claramente de manifiesto en  La libertad política. 

El  “principismo  “dejó  paso  al  “militarismo”.  Pedro  Varela,  reemplazante  de  Ellauri,  debió 

renunciar como consecuencia de la revolución encabezada por el Coronel Lorenzo Latorre. Los 

mandatos  de  Latorre y  de  sus  sucesores (especialmente  los  de  los también  militares, Máximo 

Santos y Máximo Tajes), contribuyeron sensiblemente a incrementar el papel del Estado tanto 

en  lo  relacionado  con  su  función  coactiva  (se  consolidó  el  Ejército  en  tanto  burocracia 

especializada)  como  en  lo  vinculado  al  gobierno  de  la  economía.  Los  presidentes  de  este 

período,  por  cierto,  intentaron  construir  su  propia  hegemonía.  Recurrieron  para  ello  a  la 

coacción  (apaleamientos  “ejemplarizantes”  y  presiones  sobre  la  prensa)  y  al  fraude  electoral. 

Como  siempre,  el  intento  hegemónico  fue  resistido.  Santos  enfrentó  cuatro  revoluciones  (la 

primera  en  1882,  la  última,  en  1886).  Aunque  venció  en  el  campo  de  batalla,  terminó 

renunciando  a  su  cargo,  luego  de  sufrir  un  atentado  que  lo  hirió  gravemente.  Otra  vez,  las 

revoluciones  forzaron  negociaciones.  Santos  convocó  a  los  “constitucionalistas”  (uno  de  los 

partidos de oposición) al “Gabinete de Conciliación”. Con el gobierno “militarista” de Tajes, que 

sucedió a Santos, el poder militar declinó y fue cediendo nuevamente paso a los partidos. 

Ni el paulatino declinio del “militarismo” ni el soplo pluralista del “Gabinete de Conciliación” 

impidieron que las tentaciones hegemónicas menguaran: “la propuesta de los nacionalistas de 

anular  los  Registros  Cívicos  fue  categóricamente  rechazada”61  por  los  colorados  que  querían 

beneficiarse de la manipulación de los padrones realizada durante el militarismo. Esta decisión 

provocó  que  “constitucionalistas”  y  “nacionalistas”  optaran  por  abstenerse  en  las  elecciones 

legislativas  de  1887.  Julio  Herrera  y  Obes,  colorado,  fue  electo  Presidente  en  1990.  El  nuevo 

presidente logró la aprobación de una nueva ley de Registro Cívico Permanente, que aseguraba 

el control político del proceso electoral por parte del Poder Ejecutivo. En las elecciones de 1893, 

el oficialismo consiguió la mayoría absoluta. 

Durante las primeras tres décadas  de vida  independiente  la  política uruguaya  había girado 

en torno a las luchas y acuerdos entre caudillos. Desde Latorre a Tajes, el papel del Estado y el 

poder político de los militares creció. Con la presidencia de Herrera y Obes la concentración del 

poder dio un paso más: el Presidente logró, finalmente, construir su hegemonía prescindiendo 

de  los  caudillos  y  de  los  militares.  Pero  el  avance  hacia  la  hegemonía  de  los  colorados  fue 

resistido  otra  vez  por  los  blancos.  En  1897,  liderados  por  Aparicio  Saravia,  se  lanzaron  a  la 

revolución. En 1897 es asesinado Juan Idiarte Borda, que había sucedido a Herrera y Obes en la 



61 Ibídem, p. 74. 
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presidencia.  El  nuevo  presidente,  Juan  Lindolfo  Cuestas,  se  comprometió  a  otorgar  seis 

Jefaturas Políticas a los blancos (dos más que las estipuladas en la “Paz de Abril”) y a reformar 

las  normas  electorales  de  modo  de  facilitar  la  representación  de  las  minorías  (“Pacto  de  la 

Cruz”). Cumplió ambas promesas. Especialmente relevante fue la reforma electoral. Se anuló el 

registro  cívico  anterior  y  se  establecieron  garantías  para  el  sufragio,  pero  la  nueva  ley  de 

elecciones nunca fue aplicada. De todos modos, no consagraba la representación proporcional 

sino el llamado “voto limitado” o de “lista incompleta”62. 

Dentro del Partido Colorado las concesiones realizadas a los blancos levantaron resistencias. 

Rápidamente, José Batlle y Ordóñez, se convirtió en el más claro defensor de la centralización 

del poder y, por tanto, en el más notorio impugnador de la política de coparticipación. Desde su 

punto  de vista  era necesario  reunificar el  país.  Era  necesaria,  según  él, la “reconquista de los 

departamentos”  para  evitar  que  se  siguiera  dividiendo  la  república  “casi  entre  dos  países 

distintos, uno blanco y otro colorado”.63 Para él, como para su padre, el ex presidente Lorenzo 

Batlle, y como para su gran rival, el también ex presidente Julio Herrera y Obes, solamente tenía 

sentido el “gobierno de partido”. 

Cuando, en  1903, logró ser electo  presidente  no  vaciló  en llevar a cabo  este programa.  En 

cuanto  asumió  la presidencia,  incumpliendo el  pacto  de  1897,  designó  a los Jefes Políticos  de 

los departamentos que correspondían a los blancos sin consultar a las autoridades del Partido 

Nacional, y premiando al grupo nacionalista de Eduardo Acevedo Díaz que, desobedeciendo el 

mandato  del  partido,  había  apoyado  su  candidatura  presidencial.  De  inmediato,  Aparicio 

Saravia  realizó  una  “protesta  armada”.  Luego  de  algunas  negociaciones  que  permitieron  una 

tregua, el conflicto estalló con toda virulencia. Batlle y Ordóñez no estaba dispuesto a permitir 

que convivieran dos autoridades, la suya, como presidente, y la de Aparicio Saravia, jefe militar 

de  los  nacionalistas.  La  guerra  duró  menos  de  un  año  pero  fue  muy  intensa.  Según  Reyes 

Abadie  y  Vázquez  Romero,  “movilizó  miles de  hombres  más  que  la  de  1897,  fue  más  larga  y 

afectó un área mucho más extensa del territorio nacional”.64 La muerte del caudillo blanco en la 

batalla  de  Masoller  le  dio  una  ventaja  decisiva  al  gobierno.  Finalmente,  se  pactó  la  “Paz  de 



62 En este sistema los electores tienen más de un voto, pero menos que el número de escaños a ocupar; por tanto 

favorece la representación de las minorías. 

63 Citado por Castellanos, Alfredo y Romeo Pérez,  El pluralismo. Examen de la experiencia uruguaya (1830 – 1918), 

Tomo II, Serie Investigaciones, N° 15, p. 168. 

64 Reyes Abadie y Vázquez Romero,  Crónica General del Uruguay,  Tomo 6, El siglo XX,  Ediciones de la Banda Oriental, 

Montevideo, p. 211. 
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Aceguá”.  El  gobierno  colorado,  finalmente,  logró  el  control  de  todo  el  territorio.  Pero  debió 

comprometerse a tramitar una Reforma Constitucional65. 

Batlle  y  Ordóñez  venció  en  1904.  No  obstante,  durante  el  largo  proceso  de  reforma  de  la 

Constitución terminó perdiendo por la vía electoral la supremacía política que había obtenido 

mediante la guerra66. El camino de la reforma fue muy intrincado. Buscando asegurar el orden y 

conjurar el riesgo de la inestabilidad, los constituyentes de 1830 habían previsto un sistema de 

reforma  muy  complejo  que  requería  el  pronunciamiento  favorable  de  tres  legislaciones 

sucesivas, una de ellas por mayoría especial de 2/3. El proyecto reformista, además, debería ser 

apoyado  por  las  3/4  partes  de  los  integrantes  de  una  “Asamblea  General  compuesta  por  el 

doble  de  Senadores  y  Representantes”.  Los  legisladores  optaron  por  simplificar  el 

procedimiento de reforma. En agosto de 1912 se aprobó una ley modificando los artículos de la 

Constitución  del  1830  referidos  al  procedimiento  de  reforma,  estableciendo  la  necesidad  de 

convocar  a  una  Convención  Nacional  Constituyente  “elegida  popularmente”,  cuyos  acuerdos 

deberían ser sometidos en bloque a la aprobación de la ciudadanía.  Otra norma, aprobada en 

setiembre  de  1915,  convocó  a  la  elección  de  convencionales  para  el  30  de  julio  de  1916. 

Además  de  la  inscripción  obligatoria  y  del  voto  secreto,  estableció  un  principio  de  mayoría 

atenuado: a la lista más votada de cada departamento le corresponderían el 60% de las bancas 

departamentales;  el  40%  restante  se  dividiría  entre  los  demás  partidos  por  representación 

proporcional67. 

Esta  norma  representó  una  transacción  entre  las  partes  en  pugna.  Los  blancos  obtuvieron 

dos  de  sus  viejos  reclamos:  inscripción  obligatoria  en  el  registro  cívico  y  voto  secreto.  No 

lograron  que  se  contemplara  otra  demanda,  la  de  la  representación  proporcional:  aunque 

estaba  dispuesto  a  aceptar  esa  norma  para  las  elecciones  legislativas,  Batlle  y  Ordóñez  se 

oponía  firmemente  a  utilizar  la  regla  de  la  representación  proporcional  para  integrar  la 



65 El texto de la “La Paz de Aceguá” se componía de nueve artículos. El artículo 8° decía textualmente: “El gobierno 

incluirá  entre  los  asuntos  de  las  sesiones  extraordinarias,  la  reforma  de  la  Constitución,  quedando  el  Poder 

Legislativo  en  completa  libertad  para  decretarla  o  no,  y  a  sancionar  en  el  primer  caso,  las  reformas  que  juzgue 

convenientes”. 

66 Existe una extensa bibliografía sobre este momento tan importante de la política uruguaya. Uno de los textos más 

útiles es: Vanger, Milton,  José Batlle y Ordóñez, 1915-1917. “Humanizando el capitalismo”. Uruguay y el colegiado, 

Ediciones  de  la  Banda  Oriental,  Montevideo,  2009.  Un  panorama  más  general  sobre  la  época,  que  presta  especial 

atención a la dimensión republicana del batllismo, es ofrecido en: Caetano, Gerardo,  La República Batllista, Ediciones 

de la Banda Oriental, Montevideo, 2011. 

67 Vanger, Milton,  José Batlle y Ordóñez, “Humanizando el capitalismo”. Uruguay y el Colegiado, Montevideo, EBO, p. 

30. 
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Convención  Constituyente68.  La  representación  proporcional  como  regla  electoral  de  la 

Convención  Constituyente  había  sido  defendida  tres  años  antes  en  el  parlamento  incluso  por 

legisladores  de  su  propio  partido  como  el  reconocido  ensayista  José  Enrique  Rodó69.  Pero  el 

proceso  reformista  no  tuvo  solamente  complicaciones  derivadas  de  la  disputa  en  torno  a  las 

reglas electorales. Además, se vio sometido a una tensión política extraordinaria cuando Batlle 

y  Ordóñez presentó  una propuesta  de reforma  constitucional  que, inspirándose en  el modelo 

suizo, establecía un Poder Ejecutivo colegiado. Esta propuesta generó fuerte resistencia dentro 

y fuera del Partido Colorado dado que muchos consideraban que la propuesta colegialista era 

una estrategia de Batlle para conservar su influencia en el poder70. 

Las  elecciones  de  julio  de  1916  (de  hecho,  las  primeras  elecciones  libres  realizadas  en 

Uruguay), arrojaron un resultado inesperado: las listas batllistas fueron derrotadas. Se generó, 

de  esta  forma, un equilibrio  político  muy  especial:  el  batllismo  controlaba el  Poder  Ejecutivo, 

pero  sus  adversarios  (sumando  convencionales  blancos  y  colorados  anti-colegialistas)  la 

Convención  Nacional  Constituyente.  En  este  escenario  ambas  partes  optaron  por  cooperar71. 

“Las reformas introducidas a la Constitución –dijo Martín C. Martínez, uno de los protagonistas 



68 Escribió Vanger: “Años más tarde, Batlle explicó su oposición a la representación proporcional para la Convención 

Constituyente:  ‘Temí  la  intervención  de  los  pequeños  grupos,  a  veces  sin  ideales  definidos,  movidos  por  intereses 

personales,  en  una  asamblea  cuyo  poder  iba  a  ser  absoluto’.  Cuando  finalmente  la  Cámara  votó  el  sobre  la 

representación proporcional sólo 19 diputados estuvieron a favor y 54 en contra”. Vanger, Milton,  El país modelo, 

 José Batlle y Ordóñez, 1907-1915, Arca-EBO, 1980, p.190. 

69 Dijo Rodó en la Cámara de Representantes, en 1911: “Si queremos tener Constitución estable, si queremos evitar 

el peligro de que a cada cambio de situación, a cada vuelta de los vientos políticos muera una Constitución y nazca 

otra, para morir al día siguiente; si nos inspira pavor esa perspectiva que nos rebajaría a la inestabilidad rayana en la 

disolución,  de  que  han  dado  triste  ejemplo  otros  pueblos  en  esta  misma  América,  hagamos  de  la  reforma 

constitucional un acto que por las condiciones en que realice lleve en sí la promesa de una resistencia duradera a la 

veleidad  de  las  pasiones  y  a  la  rotación  de  los  círculos”.  Para  él  la  representación  proporcional  era  clave  para 

asegurar  la  inclusión  de  todas  las  corrientes  de  opinión.  Desde  luego,  de  colorados  y  blancos,  las  “dos  grandes 

colectividades  en  las  que  se  divide  tradicionalmente  la  opinión”.  Pero,  además,  debía  dar  cabida  a  las  corrientes 

minoritarias.  Menciona  explícitamente  tres  corrientes  adicionales.  En  primer  lugar,  la  socialista:  “esa  suma  de 

opinión  obrera  que,  orientada  en  el  sentido  de  sus  reivindicaciones  sociales  y  económicas,  forma  un  partido 

naciente”.  En  segundo  lugar,  “ese  núcleo  de  opinión  católica,  que  ha  empezado  a  tomar  ya  forma  orgánica  y 

militante, y que representa una tradición […] poderosa, con vinculaciones profundas en las más arraigada sociedad 

del país”. En tercer lugar, “ese numeroso conjunto de elementos dispersos, y frecuentemente caracterizados, ya por 

su significación intelectual y su cultura, ya por la importancia de los intereses gremiales que representan”. Rodó, José 

Enrique, “La reforma constitucional”, discurso en Cámara de Diputados, 9 de diciembre de 1911,  Obras Completas, 

Madrid, Aguilar, 1967, pp. 1144-1155. 

70 Vanger, op. cit., pp. 190-191. 

71  Este  argumento  está  muy  claramente  formulado  en:  Buquet,  Daniel,  “La  construcción  de  un  equilibrio 

democrático”,  en  autores  varios,  La  constituyente  de  1916.  Fundación  de  la  democracia,  Ediciones  de  la  Plaza, 

Montevideo, 2016. 
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centrales  del  proceso  reformista-  lo  fueron,  sustancialmente,  en  un  pacto”72.  Dicho  pacto 

produjo  la  fórmula  más  exótica  de  integración  del  Poder  Ejecutivo  que  ha  tenido  la  historia 

constitucional  uruguaya:  el  llamado  “Ejecutivo  bicéfalo”  compuesto  por  un  Presidente  y  un 

Consejo  Nacional  de  Administración  de  nueve  miembros  que  se  repartían  las  competencias 

tradicionalmente atribuidas a los presidentes. El PN logró imponer algunas de sus objetivos más 

anhelados. Entre ellos, la disminución del poder presidencial. Dice Martínez, al inicio mismo de 

su excelente análisis de la nueva constitución:  

“En  los  estudios  preliminares  a  que  dio  lugar  la  reforma  constitucional,  el  tópico  que  más 

atrajo la atención fue el de excogitar el medio de disminuir el poder del Ejecutivo. Sabíamos 

bien  que  ese  poder  absorbente  no  emana  de  la  Constitución,  sino  de  la  sofisticación 

electoral mediante la cual el Ejecutivo se erige en fautor de los otros poderes encargados de 

vigilarlo y  de trazarle normas  legislativas a  que  debería  ajustar su  conducta; y  por lo tanto 

que sólo caerá o se transformará nuestro zarismo rotativo garantiendo al país el ejercicio de 

sus  derechos  políticos.  Profundizando  más,  la  concentración  del  poder  en  manos  de  ese 

‘monarca  temporario,  con  más  facultades  que  los  monarcas  coronados  y  facultad  de 

nombrarse el sucesor’- es un producto de la evolución histórica y, mal que nos pese, así hay 

que reconocerlo, hasta para buscar el remedio acertado”73. 



La  disminución  del  poder  presidencial  se  obtuvo  a  través  de  diversas  fórmulas.  En  primer 

lugar, mediante cambios drásticos en el sistema electoral. Además de ampliar la ciudadanía, de 

establecer garantías para el sufragio y de asegurar la representación de las minorías por medio 

de la representación proporcional, la Constitución puso fin  “al presidente elector”: se crearon 

municipios  autónomos  electivos.  En  segundo  lugar,  modificando  la  integración  del  Poder 

Ejecutivo. Se reformuló la propuesta colegialista lanzada por Batlle y Ordóñez en sus “Apuntes” 

de 1913. El Poder Ejecutivo quedó integrado por un presidente (asistido de cuatro ministros) y 

un  Consejo  Nacional  de  Administración  de  9  miembros  con  representación  obligatoria  de  la 

minoría74.  En  tercer  lugar,  mediante  el  alejamiento  de  las  empresas  del  “dominio  industrial  y 



72  Martínez,  Martín  C.  1964.  Ante  la  nueva  constitución,  Ministerio  de  Instrucción  Pública  y  Previsión  Social, 

Montevideo Martínez, p. 8. 

73 Ibídem, p. 5. 

74  De  acuerdo  a  la  nueva  constitución  el  Consejo  Nacional  de  Administración  se  integraría  del  modo  siguiente: 

“Artículo 82.- El Consejo Nacional de Administración se compondrá de nueve miembros, elegidos directamente por el 

pueblo  el  último  domingo  del  mes  de  Noviembre,  mediante  el  sistema  del  doble  voto  simultáneo,  por  lista 

incompleta, y con las garantías que para el sufragio establece la Sección II, correspondiendo las dos terceras partes 

de  la  representación  a  la  lista  más  votada,  y  la  tercera  restante  a  la  del  otro  partido  que  le  siga  en  el  número  de 

sufragios  obtenidos.  Conjuntamente  con  los  Consejeros  titulares  se  elegirán,  en  la  misma  forma,  otros  tantos 

suplentes”. 
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comercial del Estado” de la órbita presidencial. En cuarto lugar, mediante el fortalecimiento de 

las funciones de contralor del Parlamento75. 

La  nueva  constitución,  que  fue  aprobada  popularmente  en  plebiscito  celebrado  el  27  de 

noviembre de 1917 y promulgada el 3 de enero de 1918, tuvo una vigencia mucho menor que la 

anterior. El presidente colorado Gabriel Terra, con el apoyo de Luis Alberto de Herrera, principal 

líder  del  Partido  Nacional,  argumentando  que  el  intrincado  esquema  institucional  dificultaba 

más  de  lo  tolerable  la  “gobernabilidad”,  dieron  un  golpe  de  estado  en  marzo  de  1933  y 

lograron,  un  año  después,  la  aprobación  de  una  nueva  constitución  que  restableció  la 

presidencia  unipersonal.  Aun  así,  ocupa  un  lugar  especial  en  la  historia  política  uruguaya.  En 

1916,  al  decir  de  Martin  C.  Martínez,  uno  de  los  actores  más  importantes  en  el  proceso 

reformista, se frenó la tendencia hacia la “omnipotencia presidencial”. 



5.  Conclusiones: cuando la democracia nace de la república  



Entre  república  y  democracia,  desde  los  tiempos  de  las  ciudades-estado  griegas,  existe  una 

fuerte tensión. Esta tensión no es solamente histórica, es también teórica. La república prioriza 

la  libertad  mediante  la  dispersión  del  poder;  la  democracia  prioriza  la  soberanía  mediante  el 

sufragio ciudadano. Pero entre república y democracia hubo, en nuestros países, una relación 

mucho más estrecha. Las repúblicas latinoamericanas nacieron invocando la soberanía popular 

(llevando  a  un  nuevo  nivel  la  vieja  doctrina  suareciana  según  la  cual  el  poder  se  apoya  en  el 

consentimiento social). Se llamaron repúblicas, pero no lo fueron en el sentido aristotélico del 

término: no apuntaron a distribuir el poder entre los principales bandos en pugna76. Adoptaron 

la forma del sistema presidencialista pero no fueron presidencialismos al estilo norteamericano. 

En lugar de buscar minimizar el poder del presidente, en vez de limitarlo y controlarlo como en 

el modelo de Filadelfia, procuraron fortalecerlo para garantizar la unidad y el orden, los valores 

más  apreciados  en  la  época.  Se  llamaron  repúblicas,  para  distinguirse  de  las  monarquías  y 

enfatizar el principio electoral. Pero eran democracias o, mejor dicho, esbozos de democracias. 

Adoptaron  el  formato  del  presidencialismo  norteamericano  pero  lo  modificaron 

profundamente.  El  modelo  de  Filadelfia  se  combinó  con  el  de  Cádiz.  Las  ideas  sobre  cómo 



75  Ver:  Corbo  Longueira,  Daniel  J.,  “El  pacto  de  los  partidos  en  la  construcción  de nuestra  democracia  pluralista  y 

consensual”. En:  La constituyente de 1916. Fundación de la democracia, Ediciones de la Plaza, Montevideo, 2016. 

76 Aristóteles reservó el concepto república para denotar al régimen político orientado a distribuir el poder político 

entre  los  ricos  y  los  pobres,  los  dos  principales  “partidos”  en  los  que  se  dividía  la  polis.  Para  distribuir  el  poder 

recomendaba  dos  caminos  complementarios.  Por  un  lado,  crear  una  gran  clase  media.  Por  el  otro,  combinar 

instituciones  “oligárquicas”  (que  maximizan  el  poder  de  los  más  ricos)  con  instituciones  “democráticas”  (que 

maximizan el poder de los pobres). Para él, la república era el mejor régimen posible: el más estable. 
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controlar  el  poder  de  Locke  y  Montesquieu  se  mezclaron  con  las  elaboraciones  sobre  la 

soberanía popular de Suárez y Rousseau. 

Con  esos  instrumentos  conceptuales,  articulando  la  tradición  hispánica  con  el  formato 

provisto  por  el  modelo  norteamericano,  fueron  fabricadas  las  primeras  constituciones  de  la 

región. Uruguay no fue la excepción. Vaciando la tradición hispánica en el molde de Filadelfia, el 

Presidente  de  la  República  fue  dotado  por  la  Constitución  de  1830  de  atribuciones  nada 

desdeñables.  Pero  esos  poderes  eran  más  formales  que  reales.  De  acuerdo  a  la  letra  de  la 

Constitución el presidente era el jefe de la administración y de las fuerzas armadas. Pero ambas 

estructuras  burocráticas  demoraron  varias  décadas  en  consolidarse.  La  debilidad  del  aparato 

burocrático-militar  empezó  a  ser  corregida  recién  en  el  llamado  “militarismo”,  iniciado  por 

Lorenzo  Latorre  que,  salvando  las  distancias,  jugó  en  los  años  setenta  en  Uruguay  un  papel 

similar al de Diego Portales en Chile en los años treinta. Pero hay que esperar recién a 1904, a la 

victoria  de  las  fuerzas  del  gobierno  sobre  las  lideradas  por  Aparicio  Saravia,  para  que  pueda 

afirmarse  que  el  Estado  ejerce  verdaderamente  el  monopolio  de  la  violencia  política  legítima 

como exige la clásica definición weberiana. La debilidad del aparato estatal no nace, por cierto, 

en  1830.  Se  remonta  a  la  colonia.  Las  instituciones  coloniales  se  implantaron  tardíamente  y 

penetraron  superficialmente.  No  hubo  un ejército  fuerte.  Tampoco una iglesia poderosa.  A  la 

“clase  dirigente”, como  enseñara Real  de Azúa,  la  caracterizó  también  su  “relativa debilidad”. 

No  basta  proponerse  construir  hegemonía:  se  requiere  contar  con  instrumentos  capaces  de 

hacerla efectiva. 

El más importante de los instrumentos del presidente, el más efectivo y, por eso mismo, el 

más cuestionado, fue el poder electoral. El presidente uruguayo, a través de los Jefes Políticos 

de los departamentos, incidía decisivamente en el proceso electoral y, por tanto, en el proceso 

sucesorio. No podía ser reelecto. Pero sí podía evitar que sus opositores conquistaran ese cargo 

por  la  vía  electoral.  Su  influencia  en  tanto  elector  contrastaba  con  su  debilidad  en  tanto 

gobernante: no tenía ni un aparato administrativo potente ni un ejército poderoso. Reproducía 

sin  mayores  dificultades  las  mayorías  políticas,  pero  no  lograba  construir  verdaderas 

hegemonías.  No  puede  extrañar  que,  una  y  otra  vez,  estallaran  revoluciones.  Recién  a 

comienzos de siglo, durante la primera presidencia de José Batlle y Ordóñez, quedó claro que el 

aparato estatal era lo suficientemente poderoso como para convertir mayorías en hegemonías. 

Pero ya era tarde. La discusión sobre la necesidad de modificar las instituciones políticas había 

llegado  demasiado  lejos.  El batllismo,  que  había  vencido  en  el  campo  de batalla, se dispuso  a 

darle trámite a una reforma constitucional. 
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La  negociación  incluyó  un  cambio  decisivo  en  la  mecánica  electoral.  Para  elegir  los 

convencionales que habrían de elaborar la nueva constitución se realizaron, por primera vez en 

la  historia nacional, elecciones con sufragio universal  masculino y  voto secreto.  La  inesperada 

derrota  del  batllismo  en  la  elección  de  la  Convención  Constituyente  generó  un  escenario  de 

equilibrio  de  fuerzas,  que  abrió  una  oportunidad  para  la  negociación  entre  los  principales 

actores. El complejo diseño institucional plasmado en la nueva Constitución debilitó de diversos 

modos  el  poder  presidencial  e  incorporó  definitivamente  a  las  minorías.  Pero  el  equilibrio  de 

fuerzas no era nuevo. En verdad, venía de muy lejos. Podría decirse que se remontaba a 1830, a 

la  pulseada  entre  Lavalleja  y  Rivera  por  la  presidencia  de  la  naciente  república.  Lo 

verdaderamente  nuevo  fue  la  forma  hallada  para  resolverlo.  Durante  décadas  unos  y  otros 

habían  hecho  esfuerzos denodados por  excluirse  mutuamente.  Pero  cada vez que  lo  hicieron, 

los  damnificados  resistieron  el  agravio  y  se  levantaron  en  armas.  Los  conflictos  armados 

generalmente  terminaron  en  acuerdos  de  corta  duración  (Pacto  de  la  Unión,  Paz  de  Abril, 

Gabinete de Conciliación, Pacto de la Cruz, Paz de Aceguá). El pacto político consagrado negro 

sobre blanco en  la nueva constitución, el que  hizo  posible  la  instauración  de una democracia 

que, con el tiempo, demostraría ser más resistente que muchas, forma parte de esa secuencia 

de conflictos agudos y negociaciones delicadas. La democracia uruguaya no fue una concesión 

de  la  élite.  Nació  de la dispersión  del poder.  Y  ha  sido,  precisamente, esta marca inicial, este 

pluralismo fundacional, lo que le permitió a lo largo del siglo siguiente reproducirse y prosperar. 
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RESUMEN 

Este  trabajo  analiza  la  construcción  de  instituciones  y  la  dinámica  de  los  actores  políticos  durante  la 

Primera República brasileña o  República Velha (1989-1930). Se sostiene aquí, que la república federativa 

que se instaura en Brasil se distancia del modelo de Filadelfia. Su combinación de instituciones formales e 

informales, si bien comparativamente con el estado unitario imperial, muestra un sistema que concentra 

menos  el  poder  en  su  dimensión  funcional  y  lo  centraliza  menos  en  su  dimensión  territorial,  dista 

sustantivamente  del  caso  estadounidense.  La   República  Velha  logra  la  estabilidad  política  a  partir  del 

establecimiento de un sistema oligárquico cartelizado, más inclusivo que el imperial, pero excluyente a la 

vez,  referido  por  la  historiografía  como   política  do  café  com  leite,  para  señalar  el  acuerdo  entre  las 

oligarquías de São Paulo y Minas Gerais. 
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ABSTRACT

The present work analyzes the institutional construction and the dynamics of the political actors through 

the  First  Brazilian  Republic,  also  known  as  República  Velha (1989-1930).  It  is  argued  that  this  form  of 

federative republic shows an important distance compared to the Philadelphia model. This is due to the 

combination of both formal and informal institutions, despite showing less power concentration related 

to  the  functional  dimension  and  in  the  territorial  dimension  as  well,  remains  different  from  the  North 

American  case.  The   República  Velha can  achieves  political  stability  from  the  the  instauration  of  a 

cartelized oligarchic system, which is also known as  política do café com leite  by the historiography. This 

political concept describes the agreements between both Sao Paulo and Minas Gerais oligarchies . 
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Introducción 



Al  analizar  la  construcción  de  las  instituciones  políticas  en  América  Latina  y  el  Caribe  en  el 

período  pos  independentista,  Garcé1  sostiene  que  el  modelo  presidencialista  norteamericano 

fue  adoptado  con  adaptación,  siendo  las  “copias”  significativamente  diferentes  al  paradigma 

original.  Esta  diferencia  radicaría  en  su  carácter  concentrador  y  centralizador  del  poder  y 

encontraría  en  los  legados  históricos  y  en  factores  ideacionales  su  clave  explicativa.  Como 

señala Garcé: 

“El  proceso  de adopción  del modelo  presidencialista  norteamericano  en  América Latina 

después de las guerras de independencia ofrece […]  evidencia empírica contundente. Países 

muy distintos […] terminaron optando por soluciones institucionales similares inspiradas en 

el modelo político creado en la Convención de Filadelfia. […] El proceso de adopción supone 

otro  proceso  simultáneo  de  adaptación  al  contexto  local.  […]  Las  versiones  nacionales 

terminaron pareciéndose entre sí en una dimensión fundamental que, al mismo tiempo, las 

distinguía  con  nitidez  del  modelo  original:  el  incremento  del  poder  del  presidente.  […]  El 

caso  de  la  difusión  del  presidencialismo  en  América  Latina  sugiere  que  también  las  ideas 

(principios, valores, creencias, ‘entendimientos compartidos’) pueden desempeñar un papel 

de  primer  orden.  El  legado  monárquico  ofrece  una  explicación  parsimoniosa  del  papel 

protagónico  crecientemente  concedido  por  las  constituciones  de  América  Latina  a  los 

presidentes. […] Podemos entender más fácilmente la construcción de instituciones políticas 

recuperando el papel explicativo  de las ideas.  […]  La  adaptación  local de  esos modelos no 

solo es afectada por la constelación de intereses e instituciones. Las ideas preexistentes, los 

‘entendimientos  compartidos’  sobre  fines  e  instrumentos  políticos,  interactúan  con  los 

modelos  institucionales supervinientes.  Las ideas  ayudan  a  entender la  difusión (adopción) 

pero también la contextualización (adaptación) de nuevos arreglos institucionales.”2 





1  Garcé,  Adolfo.  2017.  “Hacia  una  teoría  ideacional  de  la  difusión  institucional.  La  adopción  y  adaptación  del 

presidencialismo en América Latina durante el siglo XIX”, en  Revista Española de Ciencia Política 44, pp. 13-41. 

2 Ibídem, pp.32-33. 
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Desde  esta  perspectiva  se  analiza  la  configuración  inicial  de  la  república  presidencialista  y 

federativa  brasileña  y  su  dinámica  política  desde  su  momento  fundante  en  1889  hasta  la 

“Revolución de 1930” que llevó al poder a Getúlio Vargas. 

En el caso de Brasil, algunos autores hablan de un presidencialismo “imperial”3, en el sentido 

de  un  hiperpresidencialismo4,  y  de  un  federalismo  “centralizador”5.  Como  sostiene  Bester, 

Brasil  habría  pasado  de  “[…]  un  Imperio  unitario  y  centralizador,  […]  a  una  República 

presidencialista,  federativa  y  centralizadora  […]”6.  Debe  señalarse  aquí  una  distinción 

conceptual importante para la comprensión de las dinámicas del poder. Si bien existen algunos 

trabajos  que  abordan  el  tema7,  aquí  se  entenderá  al  poder  como  bidimensional.  Compuestos 

entonces  por  una  dimensión  territorial  donde  sus  valores  polares  son  la  centralización  y  la 

descentralización  y  otra  funcional  donde  los  valores  polares  serán  la  concentración  y  la 

dispersión. 

La  clave  explicativa  que  se  sugiere  a  partir  de  la  propuesta  de  Garcé8  es  rastreada 

triangulando y haciendo dialogar a análisis históricos con planteos de juristas y politólogos. El 

objetivo, por tanto, es dar visibilidad a una tendencia concentradora y centralizadora del poder 

como  clave  de  la  construcción  de  la  estabilidad  política,  donde  el  movimiento  de  “sístole  y 

diástole” –usado metafóricamente para señalar momentos de centralización-descentralización 

y concentración-dispersión del poder en el régimen de gobierno brasileño– no anula el rumbo 

de esta tendencia. 



3  Ver  por  ejemplo  Sampaio  de  Moraes  Godoy,  Arnaldo  y  Sabo  Paes,  José  Eduardo.  2016.  “El  Presidencialismo 

Brasileño: síntesis histórica y conceptual”, en  Revista do Mestrado em Direito da Universidade Católica de Brasília 10 

(1), pp. 291-326. 

4  Al  igual  que  el  caso  mexicano,  el  presidencialismo  brasileño  de  la  Primera  República,  particularmente  desde  la 

llegada  al  poder  de  Campos  Sales  en  1898,  puede  considerarse  un  caso  de  “hiperpresidencialismo”,  en  el  cual  el 

Poder Ejecutivo logra anular los frenos y contrapesos propios del modelo original estadounidense. La práctica política 

difumina la división de poderes a partir de la construcción de un sistema inequitativo en el acceso y la distribución 

del  poder, a  partir de  la práctica  política hegemonizante  de  un partido  y de  un  sistema  de  partidos,  lo  cual puede 

extenderse  por  analogía  a  la  “política  de  los  gobernadores”  de  los  tiempos  de  la  Primera  República  brasileña.  Un 

análisis del caso mexicano puede verse en Casar, María Amparo. 1996. “Las bases político-institucionales del poder 

presidencial en México”, en  Política y Gobierno 3 (1), pp.61-92. 

5 Ver por ejemplo Afonso da Silva, Virgilio. 2009. “Presidencialismo y federalismo en Brasil: los desencuentros entre 

política  y  derecho”,  en  Andrew  Ellis,  Jesús  Orozco  Henríquez  y  Daniel  Zovatto  (orgs.).  Cómo  hacer  que  funcione  el 

 sistema presidencial, México DF, UNAM-IDEA International, pp. 291-310. 

6 Bester, Gisela Maria. 1999.  Cadernos de Direito Constitucional, Parte I, Porto Alegre, Síntese, pp. 41. Este y todos los 

textos en portugués fueron traducidos por el autor de este artículo. 

7 Wiarda, Howard. 2001.  The soul of Latin America. The cultural and political tradition, New Haven, Yale University 

Press  y  Drake,  Paul.  2009.  Between  Tyranny  and  Anarchy.  A  History  of  Democracy  in  Latin  America,  1800-2006, 

Stanford, Stanford University Press. 

8 Garcé. 2017. “Hacia una teoría ideacional de la difusión institucional”. 
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Para  ello  el  análisis  se  remonta  a  las  instituciones9  y  las  dinámicas  políticas  de  la  colonia, 

atraviesa  el  período  independentista  y  la  construcción  imperial  –diferente  a  la  salida 

republicana  pos  independencia  de  la  América  hispana–,  que  recoge  aspectos  de  la  tradición 

lusitana y del derrotero brasileño e impacta en la configuración inicial de la Primera República, 

denominada también   República Velha, que  encuentra  en  la  “política de  los gobernadores” su 

dinámica estabilizadora. Siendo su telón de fondo un mapa ideacional primero corporativista y 

absolutista  y  luego  positivista  comteano,  que  difumina  al  individuo  diferenciándose  de  la 

tradición  anglosajona y se cristaliza  en  una  versión  de  presidencialismo  que no  favoreció  a la 

dispersión funcional al no presentar mecanismos efectivos que en la práctica generasen pesos y 

contrapesos,  y  un  federalismo  que,  dadas  las  dinámicas  políticas,  no  favoreció  la  dispersión 

territorial efectiva del poder. 

Con este objetivo se rastrean los legados históricos que influyeron en la instauración de  la 

república, su Constitución y la dinámica política de dicho régimen. Para ello se retoman líneas 

de larga duración que provienen del período colonial, de la independencia y el período imperial. 

Luego se profundiza el análisis en el proceso de instauración de la república, en los principales 

arreglos  institucionales  de  la  Constitución  y  en  la  dinámica  del  proceso  político  hasta  1930. 

Particularmente se realiza un análisis de las concepciones en pugna sobre el presidencialismo y 

el  federalismo  en  ese  momento  histórico.  El  Brasil  independiente  eligió  el  imperio  y  no  la 

república,  el  Brasil  republicano  escogió  un  presidencialismo  y  un  formato  federalista  que 

concentró y centralizó el poder a través de una dinámica política caracterizada por la presencia 

de  un  sistema  oligárquico  cartelizado.  A  desarrollar  este  argumento  se  dedican  las  próximas 

páginas. 











 



9  Debe  aclarase  que  este  trabajo  tiene  como  principal  interés  las  características  más  relevantes  de  los  arreglos 

institucionales en tanto reglas formales e informales -que generan incentivos y constreñimientos al comportamiento 

de los actores. Si bien el autor considera que los procesos de construcción y modificación de instituciones ocurren 

entre  actores  con  recursos  de  poder  asimétricos,  en  marco  de  procesos  de  interacción  estratégica  y  donde  los 

marcos  ideacionales  juegan  un  papel  relevante,  no  se  realiza  un  análisis  pormenorizado  de  los  procesos  políticos 

abarcados, teniendo como prioridad captar las líneas generales de los mismos. 
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1. Los legados del Brasil pre republicano (1500-1889)10. 



Este  apartado  tiene  como  objetivo  recoger  los  legados  históricos  que  contribuyen  a  la 

explicación de las dinámicas de concentración-dispersión y centralización-descentralización del 

poder  que  tuvieron  lugar  en  Brasil  desde  su  etapa  colonial  hasta  la  proclamación  de  la 

República en 1889 y que tienen impacto sobre la configuración inicial de la misma. 

Se  escogió  para  tal  fin,  el  desarrollo  de  una  narrativa  histórica  que  busca  subrayar  las 

evidencias  que  presentan  una  tensión  entre  estos  proyectos  y  acciones  antagónicas  en  la 

dinámica de construcción política de Brasil. La primera sección de esta parte se concentra en el 

derrotero  del  Brasil  colonial  y  la  independencia,  mientras  que  el  segundo  pone  foco  en  el 

Imperio. En las siguientes páginas se recoge y problematiza el análisis de algunos análisis como 

el de Skidmore y Smith, quienes señalan que:  



“Su  independencia  de  Portugal  en  1822  casi  sin  violencia  dio  al  país  un  comienzo  con 

buenos augurios. La ausencia de un conflicto a gran escala significó que la destrucción física 

y económica fuera mínima, en especial si se compara con la devastación sufrida en la región 

del  Río  de  la  Plata,  en  Venezuela  y  en  México  central.  Tampoco  tuvo  que  afrontar  los 

problemas  de  desmovilizar  un  aparato  militar  imponente  en  el  período  de  posguerra.  Y  lo 

que  es  más  importante,  el  paso  de  la  monarquía  portuguesa  a  Brasil  proporcionó  una 

estructura política consistente  dotada con  la  autoridad  de  una tradición  secular.  Sin  duda, 

hubo luchas y Brasil afrontaría una crisis de legitimidad política antes que terminara el siglo 

[XIX].  Pero  no  se  encontró  con  la  inestabilidad  política  que  otros  países  latinoamericanos 

tuvieron que afrontar al inicio de la independencia”11. 





10 A modo de epígrafe: “Y la mayor gloria del Imperio, aquella que la posteridad remota jamás podrá rechazar a sus 

dignos y honrados estadistas, es haber asegurado a través de todos los sacrificios, inexperiencias y tormentas que en 

aquella  ocasión  convulsionaban  no sólo  a  Brasil  sino a  toda  América  -la  unidad  étnica,  moral  y  política  de  nuestra 

raza y de nuestra nacionalidad. Setenta años de Imperio construyeron este vasto, colosal, admirable y querido Brasil. 

Sin  embargo  es,  para  mí  republicano,  dolorosísimo  confesar  que  18  años  del  nuevo  régimen  republicano  han 

conturbado  la  conciencia  nacional,  convirtiendo  la  bella  unidad  conquistada  por  el  trabajo  acumulado  de  varias 

generaciones  de  estadistas,  en  un  trabajo  de  solapamiento  perverso  de  todos  los  fundamentos  de  nuestra 

nacionalidad, arrastrándonos a un ridículo desmembramiento, si una mano de hierro oportunamente y con máxima 

energía, salvo el patrimonio de nuestra cultura moral y de nuestra unidad étnica, no se opone a tantos desmanes, 

abusos  e  imprudencias”.  Pedro  Moacyr,  Diputado  del  Partido  Federal  por  Rio  Grande  do  Sul.  En  Moacyr,  Pedro 

(1925).  Discursos Parlamentares. Porto Alegre: Livraria do Globo. pp. 187. 

11 Skidmore, Thomas E. y Smith, Peter H. 1999.  Historia contemporánea de América Latina en el siglo XX, Barcelona, 

Crítica, pp.161. 
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Se atribuye al general Golbery  do  Couto  e  Silva12  la  metáfora de la “sístole y  la diástole”13 

para  señalar  momentos  de  centralización  y  descentralización  del  poder  en  el  régimen  de 

gobierno  brasileño,  en  relación  a  la  organización  federal.  Kugelmas  y  Sola14  discuten  esta 

conceptualización,  señalando  que  este  movimiento  pendular  no  se  anula  mutuamente  según 

sea  el  polo  al  que  oscile  y  llaman  la  atención  de  atender  al  legado  histórico  que  se  va 

construyendo. A pesar de ello identifican estas tendencias en la historia política brasileña:  

“Tomemos  como  punto  de  partida  una  metáfora  ampliamente  utilizada  en  los  análisis  en 

torno  al  régimen  federativo  en  el  caso  brasileño,  la  de  la  sístole  /  diástole,  o  sea,  la  de la 

alternancia  de  períodos  de  centralización  y  de  descentralización  en  la  historia  del  país, 

identificándose  habitualmente  la  centralización  con  el  autoritarismo  y  la  descentralización 

con  avances  democráticos.  Así,  a  la  monarquía  de  formato  unitario  le  siguió  la  ‘Primera 

República’ (1889-1930), cuando se institucionalizó el régimen federativo en el país, siendo la 

Constitución de 1891 su primer marco institucional. La revolución de 1930 y la ascensión de 

Vargas abren un período centralizador que culmina con el Estado Novo (1937-1945)”15. 



En  este  trabajo  el  foco  está  puesto  en  las  dinámicas  del  poder  tanto  en  su  dimensión 

funcional  como  territorial.  Por  lo  tanto  se  analizan  las  características  del  régimen 

presidencialista  adoptado,  como  al  debate  en  torno  a  la  organización  federal  y  por  lo  tanto 

sobre la relación entre los Estados y la Unión, teniendo a los tiempos de la Primera República 

(1889-1930)  como  el  período  histórico  en  el  que  se  profundiza.  Pero,  al  buscar  construir  el 

argumento sobre la existencia de un legado centralizador y concentrador, se realiza un rastreo 

de  características  que  provienen  de  los  tiempos  coloniales  y,  particularmente,  del  Imperio 

(1822-1889), tarea que se aborda a continuación. 



1.1 Los legados de la colonia y la independencia 



Portugal inició un proceso de concentración del poder durante el reinado de João I, en el siglo 

XIV, que condujo tempranamente a la consolidación del absolutismo monárquico. Esta fase de 

la política portuguesa forma parte de los factores que posibilitaron la expansión territorial que 

fue de la mano del desarrollo de un imaginario aventurero, reflejado en   “Os lusíadas”  de  Luís 



12 Militar brasileño (1911-1987), con participación relevante durante la dictadura militar 1964-1985. 

13 Esta metáfora parte de las ideas de Vilfredo Pareto. 

14  Kugelmas,  Eduardo  y  Sola,  Lourdes.  1999.  “Recentralização/descentralização:  dinâmica  do  regime  federativo  no 

Brasil dos anos 90”, en  Tempo social 11 (2), pp.63-81. 

15 Ibídem, pp.63. 
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de  Camões16.  Los  hombres  de  la  expansión  portuguesa  imprimieron  un   ethos  asociado  a  la 

aventura, que colocó a la fuerza del guerrero, conquistador y violento como el dominador de un 

territorio a doblegar y ordenar mediante la imposición de la autoridad17. 

Ocupado  el  territorio,  expulsados  los  indígenas  o  sometidos  a  esclavitud,  el  Brasil  colonia 

tuvo  su  primer  andamiaje institucional de gobierno  en  el  siglo  XVI, a partir de la creación  del 

sistema de capitanías hereditarias, adjudicadas por el Rey Don Juan III en 1534. Este formato de 

gobierno daba poder a una persona sobre la porción de territorio determinada. En este arreglo 

institucional  se  encuentran  dos  aspectos  importantes  para  comprender  la  dinámica  política 

futura, el poder  concentrado  en  el gobierno local  de  un  territorio,  en  este  caso  en  manos de 

una  sola  persona,  y  el  inicio  de  una  diferenciación  entre  las  unidades  territoriales  que 

comenzarían  a mostrar desarrollos diferentes.  Las  más  relevantes ocupaban  Pernambuco, Río 

de Janeiro y parte de los estados actuales de São Paulo y Paraná. 

El legado político mostrará en adelante una tendencia: la concentración funcional del poder 

como forma de lograr la estabilidad política y la búsqueda de parte de las élites locales de lograr 

descentralización  territorial  del  poder.  Esta  combinación  desembocará  en  la   República  Velha, 

como  se  argumentará  más  adelante,  en  un  formato  donde  hay  mayor  dispersión  y 

descentralización  del  poder  que  en  el  período  imperial,  pero  la  dinámica  política  igualmente 

tuvo  un  aspecto  parcialmente  excluyente  ya  que  se  constituyó  un  sistema  oligárquico 

cartelizado. 

En el Brasil colonia, las capitanías hereditarias dividían el territorio de la América portuguesa 

en  doce  espacios  irregulares,  adjudicados  a  privados  que  asegurasen  con  su  fortuna  la 

capacidad  de  colonizar,  defender  y  mantener  su  autoridad  en  ese  territorio.  El  formato, 

patrimonialista desde su origen, daba a los receptores de la capitanía el poder absoluto sobre el 

territorio  pudiendo  gobernarlo  con  jurisdicción  civil  y  criminal.  Una  evaluación  del  fracaso  de 

este  régimen18  llevó  al  rediseño  institucional.  En  1549  se  centralizó  el  gobierno  en  manos  un 

Gobernador  General  ( Capitão  Maior).  Menos  de  un  siglo  más  tarde,  en  1621,  el  territorio 

colonial  se  dividió  en  dos  estados:  Brasil  y  Maranhão.  Paralelamente  los  gobiernos  locales 

quedaron en manos de capitanes mayores de cada pequeña población quienes reproducían el 



16 Uno de los mayores escritores de la literatura portuguesa, tiene en   “Os Lusíadas”  una de sus obras maestras. La 

misma es una epopeya escrita en verso que refleja el clima de época de la expansión portuguesa. 

17 Fausto, Boris. 1995.  História do Brasil, São Paulo, EDUSP, pp.19-24. 

18 San Vicente, Pernambuco y Río de Janeiro fueron la excepción. 
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modelo  patrimonialista,  monopolizando  la  autoridad  política,  el  uso  de  la  fuerza  y  la 

administración de justicia19. 

Paralelamente al avance de las formas patrimonialistas, el  ethos lusíada continuaba vigente 

en  el  siglo  XVII  a  través  de  los   bandeirantes,  particularmente  en  São  Paulo,  como  actores 

relevantes  en  avanzada  para  controlar  territorio  más  allá  del  litoral  Atlántico.  Fruto  de  esta 

expansión,  la  primera  mitad  del  siglo  XVIII  fue  testigo  del  inicio  del  ciclo  del  oro  en  Minas 

Gerais20, motor de nueva inmigración portuguesa y parte del proceso de fortalecimiento de las 

élites locales, en este caso vinculadas a este producto, en otros en relación al azúcar, pero con 

el denominador común del esclavismo. Estas élites encontraron en las Cámaras Municipales un 

espacio de reunión y de participación en el poder. 

A fines del siglo comenzaron los movimientos contra la dominación portuguesa, lo que no se 

tradujo  linealmente  en  intentos  independentistas.  El  de  mayor  trascendencia  fue  la 

 Inconfidência  Mineira  (1789),  aunque  fallido21,  que  tuvo  como  objetivo  la  independencia  de 

Minas  Gerais,  motivada  inicialmente  por  desavenencias  con  el  sistema  tributario  que  les  era 

aplicado. En este movimiento se puede visualizar la influencia de la independencia de las trece 

colonias norteamericanas y de las ideas de la Ilustración, teniendo como aglutinante de la élite 

mineira –vinculada a la extracción aurífera– la oposición al absolutismo portugués22. 

La  crisis  del  sistema  colonial  portugués,  desde  fines  del  siglo  XVIII,  tuvo  como  correlato  al 

posicionamiento hegemónico global británico. El modelo absolutista portugués y su economía 

mercantilista  encontraban  en  la  prédica  que  comenzaba  a  cuestionar  el  esclavismo  y  en  el 

impacto  del  liberalismo  económico  y  político,  un  conjunto  de  factores  que  comenzaban  a 

socavar  sus bases.  Estas ideas  comenzaron  a  permear  a  los  movimientos autonomistas en  las 

colonias portuguesas. 

Las guerras napoleónicas impactaron sobre Portugal, invadido en 1808. Este hecho motivó a 

la familia  real  de  los Braganza a establecerse  en  Río  de  Janeiro  ese mismo año. La contracara 

geopolítica  del  dominio  francés  del  continente  europeo  era  el  dominio  marítimo  británico.  El 

Rey,  Juan  VI, se debió  mover en  un escenario  donde  el  poder  británico  crecía.  En esta etapa, 

Brasil viviría el inicio de la liberalización del comercio, a través del acceso libre de los británicos 

a los puertos brasileños. 



19  Buarque  de  Holanda,  Sérgio.  2015.  Raízes  do  Brasil,  São  Paulo,  Companhia  das  Letras,  pp.175.  Los  planteos  de 

Buarque  de  Holanda  reciben  críticas,  entre  otros  aspectos  por  extrapolar  conceptos  de  lo  público/privado 

inexistentes en el momento histórico que analiza. 

20 Única provincia del interior con población importante. 

21 Controlada la insurrección, en 1792, Tiradentes es ejecutado mientras el resto de los detenidos fueron exiliados en 

Mozambique. 

22 Fausto. 1995.  História do Brasil, pp.114-119. 
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En 1815, Juan VI23 dio a Brasil el estatus de Reino Unido con Portugal. Mientras que en 1820, 

la  Revolución  Liberal  de  Oporto  en  Portugal  aportaría  una  importante  dosis  de  tensión  en  el 

esquema monárquico.  Este movimiento  generó  la  reunión  de  las  Cortes  con  el fin de dotar al 

reino  de  una  constitución.  Las  presiones  de  las  élites,  particularmente  la  de  Río  de  Janeiro, 

sumada  a  la  coyuntura  antes  descrita,  condujeron  a  un  progresivo  enfrentamiento  con  las 

Cortes en Portugal. Mientras tanto, la oficialidad portuguesa en territorio brasileño comenzó a 

manifestarse  a  favor  del  movimiento  constitucionalista  portugués.  En  setiembre  de  1821  las 

Cortes  en  Portugal  aprobaron  la  subordinación  de  las  provincias  brasileñas  directamente  a 

Portugal,  quedando  el  Príncipe  Pedro  solamente  como  gobernador  de  la  provincia  de  Río  de 

Janeiro.  Los  constitucionalistas  liberales  que  lideraron  el  proceso  también  reclamaron  el 

retorno del Rey a Lisboa, quien cumplió –no sin reticencias– con esa demanda en 1821, dejando 

al príncipe heredero, Pedro, como regente al frente del Reino de Brasil. 

El  accionar  de  las  Cortes  generaba  resistencias  en  Brasil.  En  este  proceso  dos  corrientes 

políticas se configuraron como oposición: los liberales liderados por Joaquim Gonçalves Ledo y 

los  bonifacios  bajo  el  liderazgo  de  José  Bonifácio  de  Andrada.  Si  bien  estos  grupos  tenían 

visiones diferentes, el punto de encuentro que tenían era la defensa de la soberanía de Brasil, 

bajo  el  paraguas  de  un  gobierno  monárquico.  Las  discordancias  con  las  Cortes  catalizaría  el 

proceso que desembocaría en la independencia. 

Mientras  los  liberales  apuntaban  a  lograr  transformaciones  más  profundas,  los  bonifacios 

impulsaban  una  agenda  más  conservadora,  buscando  una  transición  pactada  y  sin  mayores 

cambios.  Esta  última  fue  la  predominante,  gracias  al  apoyo  de  las  élites  fluminenses.  La 

continuidad  fue  asegurada  y  Brasil  se  independizaría  bajo  el  formato  de  una  monarquía, 

diferenciándose así de las repúblicas emergidas con la crisis del gobierno de la corona española 

en América. Liberales y bonifacios apoyaron la permanencia de Pedro, quien en enero de 1822 

anunció  que  se  quedaría  en  Brasil.  Mientras  tanto,  los  liberales  impulsaban  una  Asamblea 

Constituyente,  al  tiempo  que  los  bonifacios  perseguían  el  objetivo  de  una  Constitución 

propuesta  por  Pedro  con  el  fin  de  evitar  cualquier  posibilidad  de  anarquía.  Finalmente,  éste 

accedió  a  la  propuesta  de  los  liberales  y,  en  junio  de  1822,  mediante  un  decreto  convocó  la 

elección de diputados para la Asamblea General Constituyente y Legislativa en Brasil. Y el 7 de 

setiembre de ese año se proclamaba la independencia con el Grito de Ipiranga. 

El  Brasil  independiente  nacía  evitando  toda  posibilidad  de  “anarquía”,  con  un  legado 

concentrador del poder que provenía de sus tiempos coloniales, a la vez que se comenzaba a 

configurar  una  tensión  sobre  la  dimensión  territorial  del  poder,  donde  las  élites  locales 



23 Regente de su madre, la Reina Maria I, incapacitada. 
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buscarían tener grados de autonomía pero sin poner en riesgo la unidad territorial y sus fuentes 

de poder económico. Luego de una independencia no pautada por la guerra como en el caso de 

la  América  hispana,  la  esperanza  de  obtener  estabilidad  política  tenía  el  rostro  de  una 

monarquía  imperial.  De  la  independencia  surgió  el  Imperio  de  Brasil;  los  legados  coloniales 

impactaron en la trayectoria elegida. 

 


1.2 Los legados del Imperio 

Brasil,  luego  de  la  independencia,  era  más  frágil  de  lo  que  podíamos  imaginar.  La 

heterogeneidad  de  su  población  y  las  desigualdades  anidaba  conflictos  que  estallarían  más 

tarde. Contaba, aproximadamente, con 5 millones de habitantes, de los cuales un quinto eran 

indios,  un  tercio  eran  blancos,  y  el  resto  esclavos  de  origen  africano.  También  el  Estado  era 

débil. Esta población se concentraba en una faja costera de 320 km, única porción del territorio 

controlada  efectivamente  por  el  Estado,  principalmente  en  cinco  de  las  ocho  provincias 

existentes (Maranhão, Pernambuco, Bahía, Minas Gerais y Rio de Janeiro)24. Desde el punto de 

vista económico, su riqueza natural contrastaba con su endeudamiento. El país se encontraba 

endeudado con Gran Bretaña debido a la indemnización que debió pagar a Portugal con motivo 

de su independencia. 

Entre  los  desafíos  más  relevantes  del  escenario  pos  independencia  se  encontraban  la 

formación de una unidad nacional, de un Estado, de órganos de representación, de los poderes 

de  gobierno  y  sus  relaciones  y  su  proyección  internacional.  Este  proceso,  si  bien  fue  menos 

agitado  que  en  los  casos  hispanoamericanos,  no  careció  de  luchas,  conflictos  y  reacciones 

armadas,  como  los  casos  de  las  revueltas  en  Bahía,  Pernambuco  y  Maranhão.  El  desafío  de 

mantener  la  unidad  política  y  territorial  además  se  vinculó  con  intereses  relativos  a  la 

producción agroexportadora como fue el caso del mantenimiento de la esclavitud25. 

Luego  de  la  independencia  el  formato  del  gobierno  continuó  siendo  monárquico26.  Varios 

aspectos  quedaban  abiertos  sobre  la  organización  política  de  Brasil,  entre  ellos  la 

concentración-dispersión  y  centralización-descentralización  del  poder  en  su  futuro  diseño 

institucional  en  el  marco  de  la  Constitución  a  elaborar.  Como  señalan  Skidmore  y  Smith,  los 

destinos de la corona estaban ligados a una serie de asuntos, entre ellos “El más evidente fue la 



24 Bethell, Leslie y Carvalho, José Murilo de. 1991. “Brasil (1822-1850)”, en Leslie Bethell (ed.).  Historia de América 

 Latina.   Tomo  6:   América  Latina  independiente,  1820-1870,  Barcelona,  Cambridge  University  Press-Editorial  Crítica, 

pp.319. 

25 Fausto. 1995.  História do Brasil, pp.146-147. 

26 El  Imperio puede dividirse en tres etapas o períodos: el Primer Reinado (los tiempos del emperador Pedro I hasta 

su  abdicación  en  1831);  la  Regencia  (hasta  1840);  y  el  Segundo  Reinado  (los  tiempos  de  Pedro  II  hasta  la 

proclamación de la República en 1889). 
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consolidación  de  la  independencia  brasileña,  con  asuntos  conexos  como  la  centralización  o 

descentralización de la autoridad y el poder ejecutivo contra el poder legislativo”27. Por su parte 

Bethell  y  Carvalho  señalan  que  “La  independencia  que  Brasil  logró  […]  fue  incompleta.  […] 

muchos líderes brasileños dudaban […] de la autenticidad del compromiso del emperador con 

el constitucionalismo y, aún, más de su voluntad de querer romper todos los lazos familiares y 

dinásticos con el anterior gobierno colonial”28. 

La  monarquía  como  institución  atravesó  el  proceso  independentista.  La  colonia,  que  fue 

metrópolis, tuvo a los reyes en su territorio y eso marcó su trayectoria. La monarquía brasileña, 

a diferencia de las europeas, no tuvo una aristocracia de sangre. El Emperador concedía títulos 

y así transfería poder a personas y creaba una corte a su servicio. La tensión del Emperador con 

las élites y de estas entre sí, mostraría divergencias en los rumbos que Brasil  debería seguir y 

sus  formas  de  gobierno,  visibilizando  las  tensiones  en  torno  a  la  concentración-dispersión  y 

centralización-descentralización del poder. 

Las  elecciones  de  1823  para  integrar  la  Asamblea  Constituyente  mostraron  algunas 

divisiones  políticas  en  el  país.  Una  de  ellas  fue  la  configuración  de  dos  partidos:  el  Partido 

Brasileño  y  el  Partido  Portugués.  El  último  estaba  integrado  por  los  opositores  de  la 

independencia  y  partidarios  de  volver  bajo  el  gobierno  de  Lisboa;  generalmente  nacidos  en 

Portugal,  mayoritariamente  oficiales  del  ejército,  burócratas  y  comerciantes.  Por  su  parte,  el 

Partido  Brasileño,  estaba  liderado  por  José  Bonifácio  de  Andrada,  latifundista  paulista  y  el 

ministro más relevante de Pedro I. 

Convocada el 3  de junio  de 1822,  fue  finalmente  inaugurada el 3  de mayo  de  1823.  Como 

señalan Bethell y Carvalho: 

“La  Asamblea  Constituyente  fue  el  escenario  de  los  primeros  enfrentamientos  entre  la 

élite política brasileña y Pedro I […]. Allí se discutió vigorosamente, y a veces violentamente, 

la futura organización del nuevo estado brasileño. Aunque muchos de los que criticaron más 

abiertamente  los  acuerdos  de  1822  […]  fueron  excluidos,  los  liberales,  tanto  ‘moderados’ 

como  ‘extremos’,  intentaron  limitar  los  poderes  del  joven  emperador,  especialmente  sus 

poderes para vetar las leyes y disolver la legislatura. Durante cierto tiempo, José Bonifacio 

[…] opinó al igual que el emperador que se debía implantar un gobierno fuerte”29. 



Debe  señalarse  que  las  posiciones  sobre  la  concentración-dispersión  y  la  centralización-

descentralización del poder, no eran homogéneas dentro del Partido Brasileño: 



27 Skidmore y Smith. 1999.  Historia contemporánea, pp.162. 

28 Bethell y Carvalho. 1991. “Brasil (1822-1850)”, pp.319. 

29 Ibídem, pp.323-324. 
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“A  pesar  del  apoyo  mayoritario  en  la  Asamblea,  el  gabinete  de  José  Bonifacio  tuvo  que 

dimitir  pasados  tres  meses  debido  a  que  el  emperador  respaldaba  de  forma  continua  la 

protesta  del  Partido  Portugués  por  las  medidas  gubernamentales  antiportuguesas. 

Continuaron  caldeándose  las  polémicas  y  brotaron  peleas  callejeras,  cuando  una  fracción 

extremista del Partido Brasileño clamó por un gobierno descentralizado y exageró los abusos 

de la corona. En medio del furioso debate, el emperador disolvió la asamblea en 1824”30. 



Los  jóvenes  liberales  fueron,  mayoritariamente,  arrestados  y  deportados  a  Francia.  El 

Emperador estableció un Consejo de Estado que redactó la Constitución. El mismo se integraba 

por un senado de 50 miembros y una Cámara de Diputados de 100. Los senadores eran electos 

por el Emperador de una lista de tres candidatos proporcionada por las provincias y el cargo era 

vitalicio.  Los  diputados  tenían  un  mandato  de  cuatro  años  y  su  elección  era  indirecta  en  un 

sistema de votantes y electores, con sufragio censitario31. 

La Constitución aprobada en 1824, era continuadora de la tradición europea y no tomaba en 

cuenta el modelo de Filadelfia32, donde:  

“El  poder  constituyente  originario,  de  los  gobernados,  tuvo  su  soberanía  golpeada  y 

embargada,  no  siendo  por  tanto  partícipe  de  la  obra  creadora  de  nuestras  primeras 

instituciones  públicas,  como  Estado  y  Nación;  y  el  poder  constituyente  derivado  del 

absolutismo,  el  poder constituyente del príncipe  que  hizo  la  Carta Imperial; en  lugar de  la 

promulgación, un otorgamiento; en vez del acto de soberanía de un colegio constituyente, el 

mismo  acto  por obra de la voluntad y del libre albedrío de un emperador, que en la Carta 

Fundamental decretó la autolimitación de sus poderes”33. 



Se mantuvo  el Consejo de Estado  cuyos  10  integrantes  eran  electos por el Emperador con 

cargos vitalicios. El Emperador tenía derecho a veto, nombraba a los ministros y a los jueces de 

la  Corte  Suprema,  todos  responsables  ante él.  Además,  el  Emperador  era  el  titular  del  Poder 

Moderador:  

“Su  ‘poder  moderador’,  basado  en  el   pouvoir  royal  de  Benjamin  Constant34,  servía  para 

resolver los conflictos entre el poder ejecutivo, el legislativo y el judicial, y le permitía sobre 



30 Skidmore y Smith. 1999.  Historia contemporánea, pp.162. 

31 Para ser elector se debía poseer una renta que doblaba a la necesaria para votar, que se cuadriplicaba para ser 

diputado y octuplicaba para ser senador. 

32 Bonavides, Paulo. 2000. “A evolução constitucional do Brasil”, en  Estudos Avançados 14 (40), pp. 156-157. 

33 Ibídem, pp.165-166. 

34  Una  conceptualización  del  Poder  Moderador  también  puede  encontrarse  en  Clermond  Ferrand,  según  señala 

Bonavides.  2000.  “A  evolução  constitucional”,  pp.  166.  En  Carvalho.  1993.  “Parlamentarismo  e  presidencialismo”, 



92 





todo  disolver  la  Cámara  y  convocar  elecciones.  Hubo,  finalmente,  un  alto  grado  de 

centralización  política:  el  emperador  nombraba  a  los  presidentes  provinciales,  y  los 

 Conselhos Gerais de Província y las  cámaras municipais, aunque elegidos (los  Conselhos por 

sistema  indirecto  y  las   cámaras  por  sistema  directo),  sólo  tenían  poderes  limitados.  Las 

decisiones  de  los   Conselhos  Gerais  habían  de  ser  aprobadas  por  la  Cámara  de  Diputados. 

Finalmente,  la  religión  católica  fue  declarada  la  religión  del  Estado  y  el  emperador,  como 

Jefe de Estado, nombraba a los obispos y repartía beneficios eclesiásticos.”35       



Este  cuarto  poder,  el  Poder  Moderador,  autorizaba  al  Emperador  –que  también  ejercía  el 

Ejecutivo–  a  interferir  en  las  labores  del  Legislativo  y  el  Judicial.  Como  señala  Bester:  “[…] 

siendo que el Rey, en calidad de Jefe Supremo de la Nación, concentraba el ejercicio de dos de 

esos poderes: el Ejecutivo y el Moderador, caracterizando el autoritarismo político que marco el 

Imperio brasileño”36. 

Bonavides  señala  que  el  diseño  institucional  de  la  Constitución  de  1824  habilitó  a  una 

“dictadura constitucional”, la Carta generaba:  

“[…] una concentración de poderes sin paralelo en la historia de los países hemisféricos […] 

el  Poder Moderador  era la  programación  deliberada  de  la  dictadura porque  contrariaba  la 

regla sustantiva de Montesquieu de la división y limitación de poderes. […] la Carta encajaba 

en una sola persona -el Emperador- la titularidad y el ejercicio de dos Poderes. De tal suerte 

que la Ley Mayor creaba así un monstruo constitucional.”37  



Como señala Frota, el formato estatal derivado de la  Constitución de 1824 no tenía regiones 

autónomas  y  el  poder  político  se  concentraba  exactamente  en  la  unidad  imperial, 

configurándose así un estado unitario38. En síntesis el poder estaba centralizado y concentrado 

en las manos del Emperador. 

La Constitución que nació de forma autoritaria e impuesta por el monarca generó reacciones 

que  fueron  desde  las  protestas  a  la  revuelta  armada.  En  el  nordeste  se  proclamó  la  efímera 

república  independiente  de  la  Confederación  del  Ecuador,  culminando  con  el  fusilamiento  de 

uno  de  sus  líderes,  el  sacerdote  radical,  Frei  Caneca  en  1825.  Adicionalmente,  estos  fueron 



pp.19. Carvalho propone la existencia de dos interpretaciones diferentes del Poder Moderador, una concentradora 

del poder en clave guizotiana y otra inspirada en Constant y la práctica parlamentaria inglesa. Los primeros “[...] leían 

la constitución en una dirección presidencialista.” 

35 Bethell y Carvalho. 1991. “Brasil (1822-1850)”, pp.324-325. 

36 Bester. 1999.  Cadernos de Direito Constitucional, pp.40. 

37 Bonavides. 2000. “A evolução constitucional ”, pp.167. 

38  Frota  Araújo,  Francisco  Régis.  2005.  “Organización  constitucional  del  estado  federal:  aproximaciones  al  modelo 

brasileño”, en  Revista Galega de Economía 14 (1-2), pp.6. 
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tiempos de disputa entre portugueses y brasileños y por el control de los puestos más altos en 

el  ejército.  Estas  tensiones  llevaron  a  Pedro  I  a  volver  a  Portugal  en  1831.  Como  señalan 

Skidmore y Smith: 

“Al final, la lealtad de Dom Pedro hacia Portugal provocó su ruina en Brasil. Su imposición de 

la nueva Constitución no había terminado de ninguna manera con la lucha sobre la división 

de  los  poderes  gubernamentales.  En  1826  el  emperador  se  convirtió  en  el  blanco  de  una 

nueva  oleada  de  ataques,  cuyos  autores  iban  de  los  ‘moderados’,  deseosos  de  más  poder 

para  el  legislativo  y  revisiones  de  los  tratados  con  Gran  Bretaña,  a  los  ‘extremistas’  que 

demandaban la descentralización del poder y la autonomía de las provincias. Las críticas al 

emperador dominaban la prensa en expansión con su fuego graneado de invectivas”39. 



El 7 de abril de 1831, con la abdicación y partida de Pedro I  rumbo a Lisboa, se cerraba el 

período histórico denominado como el Primer Reinado. Esta situación “[…] fue una victoria para 

el  Partido  Brasileño  y  una  derrota  para  los  absolutistas  acosados.  También  creó  un  vacío  de 

poder, ya que su hijo, que después se convertiría en Dom Pedro II, sólo tenía cinco años”40. 

Durante la regencia (1831-1840) Brasil fue gobernado por miembros de la élite mientras se 

aguardaba  la  mayoría  de  edad  de  Pedro  II.  El  período  se  caracterizó  por  el  intento  de 

descentralizar el poder, atendiendo el interés, principalmente de las grandes provincias: Río de 

Janeiro, São Paulo, Minas Gerais, Pernambuco, Bahía, entre las más relevantes. La tensión sobre 

la  descentralización  del  poder  a  nivel  territorial,  reclamada  por  las  élites,  se  recobraba 

nuevamente un lugar clave en la política brasileña. 

La  ley  de  regencia  de  1831  tuvo  efectos  desconcentradores,  ya  que  quitó  a  los  regentes 

algunos de los poderes que la Constitución de 1824 preveía para el Emperador: la capacidad de 

disolver la Cámara de Diputados, la concesión de amnistías y títulos honoríficos, la potestad de 

declarar  la  guerra  y  suspender  las  garantías  de  libertad  individual,  aunque  mantenían  el 

nombramiento de ministros, senadores y presidentes de las provincias. Como señalan Bethell y 

Carvalho,  “Ciertamente  no  hubo  otro  período  en  la  historia  brasileña  en  que  la  asamblea 

legislativa fuese más influyente”41. 

En agosto de 1834, la Ley Adicional mantuvo el Poder Moderador pero abolió el Consejo de 

Estado  y  descentralizó  poder  en  las  provincias,  aunque  la  elección  de  los  presidentes 

provinciales continuó siendo centralizada. Paralelamente, las revueltas separatistas se hicieron 

sentir. Dos de las más relevantes tuvieron lugar en la Provincia de Pará y en la de Rio Grande do 



39 Skidmore y Smith. 1999.  Historia contemporánea, pp.164. 

40 Ibídem, pp.165. 

41 Bethell y Carvalho. 1991. “Brasil (1822-1850)”, pp.336. 
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Sul, donde estalló la  Guerra dos Farrapos. En términos generales, “El trasplante de las ideas e 

instituciones  liberales  en  Brasil  no  dio  los  frutos  esperados”42.  Las  élites  percibieron  a  la 

descentralización y desconcentración del poder como una causa importante de la inestabilidad 

política y  de los problemas del país.  Fue así que  comenzaron  a impulsar  para el retorno  a un 

gobierno  que concentrara y  centralizara el  poder  como  forma  de estabilizar al país.  Las  élites 

impulsaron  que se decretara la mayoría de  edad  de  Pedro II,  lo  que sucedió  cuando  tenía  14 

años. Se iniciaba el Segundo Reinado y el poder volvía a concentrarse y centralizarse: 



“El  acceso  al  trono  de  Dom  Pedro  II  en  1840  unificó  a  la  élite  dividida.  Brasil  había 

sobrevivido  a  los  desafíos  separatistas  y  parado  la  inercia  hacia  la  revolución  social.  Se 

descartó  la  descentralización  cuando  el  emperador  asumió  el  amplio  poder  (el  ‘Poder 

Moderador’) que su padre había escrito en la Constitución de 1824. El joven emperador y los 

políticos entraron en una era de política parlamentaria relativamente armoniosa. Mediado el 

siglo, las dos décadas posteriores fueron los años dorados del imperio. El poder ejecutivo era 

ejercido por el emperador y su ministro, que debía retener la confianza de la Cámara Baja. 

No  obstante,  el  poder  efectivo  del  legislativo  era  más  aparente  que  real,  ya  que  el 

emperador  podía  disolver  la  Cámara  a  voluntad  y  necesitarse  nuevas  elecciones.  Sin 

embargo, hasta fines de la década de 1860, Dom Pedro II ejerció su poder con discreción y el 

sistema parecía funcionar bien.”43 



En los  albores del Segundo  Reinado  se  formaron  los  partidos Conservador y  Liberal, como 

parte  del  proceso  de  construcción  de  clivajes  internos  del  Partido  Brasileño  de  la  década  de 

1820. El Partido Conservador, integrado por la alta burocracia imperial y de la corte construyó 

alianzas y sumó a los grandes productores de café de Río de Janeiro, que apostaban a fortalecer 

al  Emperador  y  su  corte  como  forma  de  concentración  del  poder.  Mientras  tanto,  el  Partido 

Liberal reclutó miembros de otras provincias: São Paulo, Río Grande do Sul y Minas Gerais. Los 

liberales,  durante  un  tiempo,  fueron  portavoces  de  la  descentralización  del  poder  y 

particularmente de hacerlo a favor de las provincias. 

En 1853 ambos partidos formaron un “gabinete de coalición” que, salvo el interregno 1858-

1862,  se  mantuvo  en  el  poder  hasta  1868.  Durante  el  período  Brasil  construyó  estatalidad,  a 

partir de la concentración y centralización del poder al constituirse un acuerdo entre partidos, 

lo que facilitó el desarrollo de un proceso modernizador que modificó algunos de los elementos 



42 Ibídem, pp.337. 

43 Skidmore y Smith. 1999.  Historia contemporánea, pp.165. La historiografía parece asumir la idea que el sistema se 

equilibra  al  concentrarse  y  centralizarse  el  poder,  quizá  asumiendo  como  válido  el  discurso  de  los  actores  que 

reclamaban esta salida. 
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de su inserción internacional, siendo indicador de ello la expansión ferroviaria a São Paulo y Río 

de Janeiro por el comercio del café y el desarrollo del sistema bancario. 

La Guerra de la Triple Alianza (1864-1870), que enfrentó a una coalición argentina, brasilera 

y uruguaya contra Paraguay,  tuvo fuertes impactos en la política interna de Brasil. Uno de los 

más  relevantes  fue  el  fortalecimiento  del  ejército  brasileño,  cuyos  oficiales  se  constituirían 

desde  este momento  en  actores  políticos de  gran  importancia.  En ese contexto  el Emperador 

reafirmó su autoridad: 

“Pedro II exigió la rendición incondicional de Paraguay, mientras que los liberales, que eran 

mayoría en la Cámara, querían negociar en 1868. Despidió al gabinete liberal, que contaba 

con un fuerte apoyo en la Cámara, y convocó nuevas elecciones. Algunos liberales radicales 

reaccionaron  airadamente  formando  un  grupo  escindido  que  en  1870  se  convirtió  en  el 

Partido Republicano44. […] Las dos décadas finales del imperio estuvieron dominadas por el 

debate  sobre  la  legitimidad  de  dos  instituciones:  la  esclavitud  y  la  monarquía.  Ambas 

cayeron bajo escrutinio durante la guerra paraguaya.”45 



Carvalho46 sostiene que la transformación de los radicales liberales en republicanos, a partir 

del  Manifiesto  Republicano  de  1870,  generó  un  retroceso  de  tinte  conservador  que  impactó 

generando  una  suspensión  del  programa  de  reformas  políticas  y  sociales  que  los  radicales 

impulsaron en la década anterior. Con fuerte influencia positivista, sostenían la imposibilidad de 

avanzar con reformas en el marco monárquico y promovían la extinción del Poder Moderador, 

del Senado vitalicio y del Consejo de Estado y abogaban por el Federalismo, dejando relegados 

temas como las garantías de los derechos civiles y la independencia del Poder Judicial47. Como 

señala este autor, república y democracia solamente se separaban, en el debate, en los textos 

de los positivistas: 

“Fue el caso del pernambucano Aníbal Falcão, del gaúcho Júlio de Castilhos y del fluminense 

Silva  Jardim.  [...]  la  democracia  representativa,  que  hoy  llamaríamos  liberal,  sería,  en  los 

términos  de  la  concepción  comtiana,  característica  del  estado  metafísico  de  la  humanidad 

que  sucedió  al  estado  teológico,  y  que  debería  ser  sustituido  por  el  estado  positivo.  El 

régimen propio de esa transición sería la dictadura republicana, un gobierno fuerte ejercido 

por  un  dictador  en  beneficio  del  bien  colectivo,  en  el  que  el  parlamento  cumpliría  apenas 



44  El  Partido  Republicano  contó  con  una  organización  basada  en  sus  organizaciones  locales,  primero  provinciales 

durante el Imperio y luego estaduales en tiempos de la Primera República. 

45 Skidmore y Smith. 1999.  Historia contemporánea, pp.167. 

46  Carvalho,  José  Murilo  de.    2011.  “República,  democracia  e  federalismo  Brasil,  1870-1891”,  en  Varia Historia  27 

(45), pp.141-157. 

47 Ibídem, pp.143. 
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una  función  presupuestaria.  Los  portavoces  del  positivismo  ortodoxo,  Miguel  Lemos  y 

Teixeira  Mendes,  solicitaron  a  D.  Pedro  II  que  se  convirtiera  en  dictador  republicano, 

ahorrando así al país la eventual proclamación de una república democrática metafísica. [...] 

En  representación  enviada  a  la  Constituyente,  el  Apostolado  Positivista  criticó  el  proyecto 

del  gobierno  por  contener  los  'preconceptos  democráticos'  predominantes  entre  los 

republicanos,  y  de  ser  copia  de  la  constitución  norteamericana,  una  obra  meramente 

empírica. [...] El propio Silva Jardim, que combinaba la filosofía de la historia comtiana con 

una exaltación jacobina, abrió una lucha férrea contra Quintino Bocaiúva en 1889. Se recusó 

a aceptarlo como jefe republicano por juzgar que le faltaba adecuada educación intelectual 

y,  sobre  todo,  por  representar  una  corriente  obsoleta  del  republicanismo,  presa  a  los 

términos retrógrados del Manifiesto de 1870. El Partido, afirmó, necesitaba una orientación 

más científica en cuanto a lo doctrinario y los procedimientos. Sus posiciones, basadas en los 

moldes democráticos, lo confundían con el Partido Liberal. El Partido Republicano corría el 

riesgo de hacer de la república una monarquía sin emperador. [...] Silva Jardim predicaba la 

dictadura  republicana  y  la  revolución,  en  oposición  a  la  democracia  republicana  y  la 

evolución  de  Quintino  y  del  partido.  Era  el  autoritarismo  positivista  comteano  contra  el 

liberalismo spenceriano [...].”48 



Finalmente  el  autoritarismo  positivista  comteano  sería  la  versión  más  influyente  en  la 

Primera República. Este período finalizaría en la “Revolución de 1930”, que a través de Getúlio 

Vargas  transformaría  en  políticas  muchos  de  los  planteos  de  Júlio  de  Castillos.  Los  legados 

concentradores y centralizadores del poder operaron en el proceso del fin del imperio. Como se 

verá, la república presidencialista y federativa, si bien avanzaría en la descentralización y en la 

desconcentración  del  poder,  igualmente  mantendría  características  concentradoras  y 

centralizantes, tanto por aspectos institucionales como por la dinámica política que los actores 

constituyeron en instituciones informales. 



 

 

 

 

 

 



48 Ibídem, pp.147-148. 
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2. La configuración inicial49. 

 

2.1  La  crisis  del  Imperio,  la  proclamación  de  la  República  (1889)  y  la  Constitución  de  los 

Estados Unidos de Brasil (1891) 



El  proceso  que  abarcó  el  período  1871,  con  la  aprobación  de  la  libertad  de  vientres,  hasta  la 

abolición  de  la  esclavitud  en  1888  desgastó  las  relaciones  entre  el  Estado  y  sus  bases  de 

apoyo50. Como señala Russomano: “La vasta aristocracia rural, disgustada con los rumbos que la 

Ley Áurea imprimía en su existencia tradicional, adhirió al Partido Republicano. Los choques del 

Emperador con el clero y el Ejército hicieron aún más difícil la situación.”51 

El otro gran asunto que estaba en cuestión era la monarquía. Skidmore y Smith señalan que 

la prédica republicana: 

“Había hecho erupción antes durante  ese mismo siglo, casi siempre vinculado a demandas 

de  autonomía  regional.  El  Partido  Republicano,  fundado  en  1871,  también  tenía  una  vena 

nacionalista  fuerte,  en  especial  en  São  Paulo.  […]  En  un  principio,  los  republicanos 

parecieron inofensivos. Hasta 1889 nunca controlaron la Cámara de Diputados  y tenían un 

apoyo muy desigual. Eran muy fuertes en São Paulo, Rio Grande do Sul y Minas Gerais; más 

débiles  en  el  noreste.  Querían  remplazar  el  imperio  por  una  república  encabezada  por  un 

presidente de elección directa, gobernada por un poder legislativo bicameral (con elecciones 



49 A modo de epígrafe: “Los republicanos fundadores del régimen tuvieron, pues, verdadero terror de enfrentar este 

problema, a  pesar de  las deplorabilísimas  escenas,  de  los  miserables  escándalos  que  se  fueron produciendo  año  a 

año, mes a mes y día a día, en cada uno de los Estados de la federación brasileña y que comprometieron gravemente 

la propia suerte de la federación (apoyados), transformando la autonomía en soberanía y acabando por mistificar el 

propio  régimen,  hoy  reducido  no  más  a  una  federación  de  Estados,  sino  a  una  híbrida  confederación  grotesca, 

rápidamente  disolvente  de  las  energías  de nuestra  nacionalidad.”  Pedro  Moacyr,  Diputado del  Partido Federal  por 

Rio Grande do Sul. En Moacyr, Pedro (1925). Discursos Parlamentares. Porto Alegre: Livraria do Globo. pp. 343. 

50 Fausto. 1995.  História do Brasil, pp.217. Desde los tiempos de la colonia, la acumulación de capital se basó en el 

uso de mano de obra esclava, indígenas primero y africanos después, asociada a la mono producción, inicialmente 

azucarera  y  posteriormente  cafetera.  El  esclavismo,  como  piedra  angular  del  sistema  productivo,  fortaleció  el 

autoritarismo  y  condicionó  una  estratificación  social  jerarquizada  con  fuertes  impactos  también  luego  de  su 

abolición. Fue, además, base de la acumulación de riqueza, no solamente por la producción resultante de su trabajo 

sino  particularmente  en  el  tráfico  de  esclavos.  A  mediados  del  siglo  XIX  iniciada  la  expansión  de  la  producción 

cafetera, primeramente en la región del río Paraíba (Río de Janeiro) y luego de 1860 en tierras paulistas, se estimuló 

el  tráfico  interno.  Al  final  del  Imperio  el  café  sería  el  60%  de  la  exportación  a  la  vez  que  la  producción  azucarera 

decayó. La lucha británica contra el tráfico de esclavos, con motivo de crear un mercado global de mano de obra libre 

acorde  con  el  capitalismo,  llevaría a  un  choque  de  intereses  con  las  élites  esclavistas  brasileñas.  El  13 de  mayo  de 

1888,  la  Princesa  Isabel,  regente  en  ese  momento,  abolió  la  esclavitud  mediante  la  Ley  Áurea,  sin  preverse 

indemnización  ninguna  a  los  esclavistas.  No  hubo  una  política  para  la  inserción  social  de  los  negros  liberados, 

generándose  marginalización.  Los  inmigrantes  europeos,  en  particular  italianos,  fueron  a  ocupar  su  lugar  en  los 

cafetales paulistas. 

51 Russomano, Rosah. 1997.  Curso de direito constitucional, Rio de Janeiro, Freitas Bastos, pp.209. 
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directas  para  ambas)  y  organizada  según  principios  federalistas.  En  la  práctica,  los 

republicanos querían cambiar la monarquía constitucional al estilo inglés por una república 

federal al estilo estadounidense.”52 



Estas  ideas  se  expandieron  entre  los  jóvenes  hijos  de  las  élites  a  través  de  la  educación 

superior y las academias militares. El republicanismo, aunque como se verá, no era homogéneo, 

se  entremezclaba  con  ideas  abolicionistas  teniendo  al  positivismo  como  sustrato  ideacional 

común.  Como  señalan  Skidmore  y  Smith  sobre  este  proceso:  “Sin  embargo,  no  fue  el  debate 

noble  el  que  selló  el  destino  del  imperio,  sino  el  descontento  de  una  institución  que  el 

emperador  venía  descuidando  desde  hacía  mucho  tiempo:  el  ejército.”53  La  república  se 

instalaría de la mano del pensamiento positivista54, muchas veces autoritario y elitista, y de los 

militares cautivados por estas ideas55. 

La  abolición  de  la  esclavitud  le  quitó  el  apoyo  de  los  grandes  hacendados  esclavistas  al 

Emperador.  La  crisis del Imperio  condujo  a  que  la  familia  imperial se marchase a Europa.  Por 

otra parte, comenzó a sentirse una gran presión por la autonomía por parte de un grupo de la 

élite  civil  y  la  búsqueda  de  un  nuevo  régimen  político  impulsado  también  desde  el  ejército. 

1889  sería  el  año  de  proclamación  de  la  república  con  la  consiguiente  extinción  del  sistema 

monárquico representativo. Pero: 

“El  imperio  había caído  con  pocos  trastornos.  Aunque  desde hacía tiempo  los  plantadores 

venían  temiendo  que  la  abolición  perdiera  las  exportaciones  agrícolas,  pronto  volvieron  a 

sus cabales. Ahora se dieron cuenta de que podían conservar su dominio económico (y, por 

ello,  político)  en  un  mundo  sin  monarcas  y  esclavos.  Ni  la  abolición  de  la  esclavitud  ni  el 

derrocamiento del imperio trajeron cambios estructurales a Brasil.”56  



La proclamación de la República fue fruto de la acción de dos fuerzas diferentes, tanto en lo 

ideológico  como  social.  Una  era  representada  por  los  partidos  regionales,  siendo  el  más 

destacado el Partido Republicano Paulista, portavoz del sector cafetero de esa provincia. Cada 

región  aportó  a  este  debate  élites  que  defendían  intereses  regionales  en  el  marco  de  la 

construcción  institucional  de  la  nueva  república.  En  términos  generales,  estas  élites  civiles 

regionales  tenían  como  aspectos  comunes  del  proyecto  político,  una  república  poco 

centralizada, donde el poder de los estados fuera muy amplio. Y por otra parte, la élite militar 



52 Skidmore y Smith. 1999.  Historia contemporánea, pp.169. 

53 Ídem. 

54 Paim, Antonio. 1987.  História das Idéias Filosóficas no Brasil, São Paulo, Convívio. 

55 Carvalho, José Murilo de. 2005.  Forças Armadas e Política no Brasil, Rio de Janeiro, Jorge Zahar Editora. 

56 Skidmore y Smith. 1999.  Historia contemporánea, pp.170. 
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que tenía un proyecto diferente, donde la república era centralizada, más autoritaria, donde la 

gran preocupación era la unidad nacional que se lograba, desde su marco ideacional, mediante 

el ejercicio de la autoridad. 

La revolución de 1889 derrocó la monarquía e instaló un Gobierno Provisorio de la República 

de  los  Estados  Unidos  de  Brasil    que  decretó  que  la  forma  de  gobierno  sería  la  República 

Federativa,  donde  las  provincias  reunidas  federalmente  constituirían  los  Estados  Unidos  de 

Brasil. 

La  lucha  entre proyectos fue ganada por las  élites  civiles,  aunque en  los primeros tiempos 

predominaron los militares (gobiernos de Deodoro da Fonseca y  Floriano Peixoto 1889-1894). 

Luego de este inicio se formó una República “civil”. Como señalan Skidmore y Smith, “Aunque 

los militares derrocaron el imperio, los políticos civiles le dieron forma a la nueva república”57. 

Se procedió a la elección de una Asamblea Constituyente que cumplió con la elaboración de la 

Constitución  de  1891.  La  historiografía  atribuye  al  político  y  jurista  Rui  Barbosa  la  autoría 

principal del texto constitucional: 



“Rui Barbosa58  traslada el  modelo  confederal  norteamericano  a la federación  brasileña; de 

ahí que nuestra Constitución del año 1891 se denominara, justamente, Constitución de los 

Estados Unidos...‘de Brasil’. Rui Barbosa, el colosal comentarista de la primera Constitución 

republicana, junto con los primeros constituyentes trasladaron prácticamente tanto la forma 

o  el  régimen  de  gobierno  presidencialista  como  la  forma  de  estado  federal,  esta  última 

transformada  actualmente  en  una  rígida  cláusula  por  la  vigente   Lex  Legum.  Así,  es 

prácticamente  imposible  al  legislador  constituyente  reformador  querer  o  pretender 

presentar una propuesta de reforma de la Constitución que objetive el cambio de la forma 

federal de estado”59. 





57 Ibídem, pp.176. 

58  Como  señala  Bonavides,  Rui  Barbosa  fue  un  republicano  de  “ultima  hora”:  “La  campaña  malograda  por  una 

monarquía federativa actuó decisivamente en el ánimo de Rui para convertirlo, de última hora, en adepto a la causa 

republicana,  cuya  predica  no  constaba  de  sus  escritos  políticos  estampados  en  la  prensa  en  las  vísperas  del 

movimiento que derribó la monarquía. Y lo más singular es que este insigne hombre público se volvió de repente la 

cabeza pensante de la república, el arquitecto de las nuevas instituciones, el creador de la fórmula que su decreto 

anticipara  y  luego  fue  consagrado  por  la  Constitución  de  1891,  de  la  cual,  como  se  sabe,  y  ya  se  ha  demostrado 

inequívocamente por vía documental, fuera él el principal artífice. De sus luces y de sus ideas nació aquella Carta del 

Brasil republicano, federativo, presidencialista, rodeado de la tradición europea y acercado al influjo norteamericano, 

en  cuya  órbita  gira  hasta  hoy  bajo  la  égida  de  un  presidencialismo  constitucional.”  Bonavides.  2000.  “A  evolução 

constitucionall”, pp.169. 

59 Frota Araújo. 2005. “Organización constitucional del estado federal”, pp.9. 
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Literatura  politológica,  jurídica,  sociológica  y  antropológica  discute  desde  Brasil  esta  idea 

comparativa  con  EEUU  y  se  concentra  en  la  pertinencia  del  modelo  que  esta  última  implicó. 

Moog60, por ejemplo, apela a argumentos weberianos para subrayar las diferencias a partir de 

aspectos  culturales  desde  el  clivaje  católico-protestante.  Sampaio  y  Sabo,  por  su  parte,  al 

analizar  aspectos  institucionales  del  presidencialismo  de  la  Constitución  de  1891  señalan,  en 

relación al modelo de EEUU: “Copiamos, pero adaptamos.”61  

Efectivamente, el modelo seguido fue el de EEUU, construyendo una República Federativa, 

dividida  en  20  estados y  reunidos en  federación.  En  el  artículo  65, § 2º de la Constitución, se 

enunciaba  que  cabía  a  los  estados  los  poderes  y  derechos  que  no  fueran  negados  por 

dispositivos  del  texto  constitucional.  Como  sostiene  Fausto,  los  estados  quedaban 

implícitamente autorizados a organizar fuerzas públicas y militares propias, su propia justicia y a 

contraer empréstitos, lo que era clave para los estados grandes y exportadores como São Paulo. 

Pero:  “No  debemos  pensar  que  el  gobierno  federal,  también  llamado  Unión,  quedó 

completamente  sin  poderes.  La  idea  de  un  ultrafederalismo,  sostenida  por  los  positivistas 

gauchos, fue combatida tanto por los militares como por los paulistas.”62 

Del proceso del fin del Imperio emergió la opción por la república, aunque no fue el único 

formato institucional posible. Si bien hubo algunas tendencias que consideraban la monarquía 

parlamentaria como una opción, finalmente no prosperaron y fueron minoritarias. Frente a la 

ausencia  del  principio  de  legitimación  monárquica  se  recurrió  a  la  elección.  El  federalismo 

respondía  a  la  lógica  de  reconocer  los  poderes  de  las  élites  locales,  pero  como  se  verá  más 

adelante las dinámicas políticas no se reflejarían en una dispersión horizontal del poder al estilo 

estadounidense.  El  proceso  legislativo  debilitaba  al  presidente,  pero  a  este  último  se  le  daba 

fuerte  poder  de  veto,  reflejado  en  las  mayorías  parlamentarias  necesarias  para  su 

levantamiento. 

Para comprender el tipo de federalismo emergido de la Constitución de 1891, Frota señala 

que  debe  atenderse  a  la  diferencia  sustantiva,  en  relación  con  EEUU,  sobre  su  proceso  de 

construcción:  

“Lo  que  sucede  en  los  Estados  Unidos  es  que  ellos  forman  una  federación  por  agregación 

mientras  que  la  federación  brasileña  se  formó  por  desagregación.  En  el  caso  brasileño  no 

evolucionamos  de  una  confederación  a  una  federación,  como  en  los  EEUU,  sino  de  una 

estructura  de  estados  simples  y  unitarios  a  una  federación  debilitada  en  su  origen  por  el 



60 Moog, Viana. 1976.  Bandeirantes e pioneiros, Porto Alegre, Globo. 

61 Sampaio de Moraes Godoy y Sabo Paes. 2016. “El Presidencialismo Brasileño”, pp. 297. 

62 Fausto. 1995.  História do Brasil, pp.249. 
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mecanismo  imitativo  de  copia  del  modelo  o  de  la  forma  de  estado  que  tanto  influyó  al 

inspirador del anteproyecto de nuestra primera Constitución republicana, el  Águila de Haia, 

el bahiano Rui Barbosa. El pecado original resultante de la evolución, en el caso patrio, de la 

forma  unitaria  de  estado  hacia  la  forma  federalizada  sigue  mancillando  la  federación 

brasileña,  la  cual  otorgó  a  finales  del  siglo  pasado  pequeñas  autonomías  a  sus  antiguas 

provincias, en  perjuicio  de la solidez  de la  que  carece  normalmente  esta forma federal  de 

estado. Aquí sólo la Unión es soberana. Quizás pudiésemos, aún hoy en día, atribuir las crisis 

institucionales  por  las  que  ha  pasado  nuestra  federación  al  modo  apresurado  en  que  fue 

constituida la  forma brasileña de estado  federal,  desde  la  promulgación de la Constitución 

republicana  del  año  1891,  aunque  este  argumento  no  agote  tan  complejo  tema.  No 

obstante, estamos en condiciones de afirmar que nuestras crisis institucionales permanentes 

son  más  de  naturaleza  constituyente  que  constitucional.  Todos  los  estados  miembros 

renuncian a aquella soberanía interna anteriormente desarrollada a favor de una unión que 

será  más  fuerte.  Por  lo  tanto,  a  partir  de  ahí  se  entiende,  se  justifica  y  se  comprende  el 

fenómeno  del  origen  de  la  intervención  federal  en  los  estados.  […]  La  federación  significa 

descentralización. Brasil, al contrario de los Estados Unidos de América, parte de un modelo 

en el que había una concentración esencial del poder político dada por la forma unitaria del 

estado, vivida en la época del imperio, y, a  partir de la proclamación de la República, opta 

por una forma estatal federal en la que hay una descentralización del poder político o, más 

rigurosamente,  una  desagregación  de  la  unicidad  anterior,  aunque  a  pesar  de  ello  no 

evolucionó  de la forma armónica  y  necesaria  que  se  requería para  fortalecer la federación 

adoptada  aquí  en  los  trópicos.  El  carácter  nacional  brasileño  y  tropical  quedó  impreso  en 

nuestro modelo federal con sus características históricas y propias.”63 



Este análisis se sustenta en que la formación de la federación inicial brasileña es frágil,  y no 

instauró un federalismo por agregación sino que “[…] al contrario del esquema norteamericano, 

no obedeció a una división racional de competencia del poder jurídico pero que sí desagregó la 

unicidad del estado unitario imperial por la vía del otorgamiento de una pequeña autonomía a 

las antiguas provincias”64. Estas características colocan a este federalismo frágil en la base de las 

explicaciones  de  la  inestabilidad  institucional  de  Brasil,  básicamente  por  razones 

constituyentes65. 



63 Frota Araújo. 2005. “Organización constitucional del estado federal”, pp.12y14. 

64 Ibídem, pp.14. 

65  Bonavides,  Paulo.  2001.  A  crise  política  brasileira,  São  Paulo,  Malheiros  Editores;  2002.  Teoria  do  Estado,  São 

Paulo/Rio de Janeiro, Malheiros Editores; y 2003.  Historia constitucional do Brasil. Porto, Editora Portucalense. 
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Se creó una división en tres poderes: ejecutivo, legislativo (bicameral) y judicial. Sobre este 

último Rabat señala que:  

“La  preeminencia  de  la  constitución  y  del  Supremo  Tribunal  Federal,  que  en  los  Estados 

Unidos resultó de un proceso espontáneo de construcción política y jurisprudencial, en Brasil 

fue  una  elección  de  los  constituyentes,  inspirados  no  sólo  por  el  texto  constitucional 

estadounidense, sino por la propia  práctica  posterior  de  ese país.  El Supremo  Tribunal, sin 

embargo,  no  llegó  a  ocupar  el  espacio  jurídico-político  a  él  destinado  -  y  el  propio  Rui 

Barbosa muchas veces se quejó de su falta de firmeza.”66 



Por  su  parte,  el  ejecutivo  quedaba  en  manos  del  Presidente  y  sus  ministros.  El  legislativo 

contaría con dos cámaras: diputados y senadores. Los primeros serían electos por los estados, 

por  representación  proporcional,  por  períodos  de  tres  años.  Los  senadores  ya  no  serían 

vitalicios, sino con un mandato de nueve años, a razón de tres por estado y tres por el Distrito 

Federal, la capital de la República. 

Los  proyectos  de  ley  podían  iniciarse  desde  cualquiera  de  las  cámaras.  De  ser  aprobados 

pasaban al Presidente para su sanción, que si la negaba remitía el proyecto al Congreso, el que 

podía  aprobarla  sin  la  firma  del  Presidente  si  se  obtenían  dos  tercios  de  los  votos  de  los 

presentes en el momento de analizar el veto presidencial. 

El  presidente  nombraba  y  demitía  libremente  a  sus  ministros  y  tendría  potestad  de 

intervención en los estados en caso de amenaza de separación, invasión extranjera o conflicto 

con  otros  estados.  La  elección  presidencial  sería  directa,  el  mandato  de  cuatro  años,  sin 

reelección  inmediata  y  se  inhabilitaba  la  electividad  para  Presidente  o  Vicepresidente  a  los 

familiares en primer y segundo grado de consanguineidad de los titulares. 

El voto  quedaba restringido  para los alfabetos  hombres67,  al igual  que durante  el Imperio. 

Debían  ser  mayores  de  21  años,  ciudadanos  brasileños,  y  además  no  podían  ser  mendigos  ni 

militares  de  bajo  rango68.  El  mismo  no  era  secreto,  lo  que  facilitó  el  fraude  y  la  coacción  en 

relación al sufragio. Excepcionalmente el primer Presidente y Vicepresidente serían electos de 

forma indirecta por la Asamblea Constituyente ya bajo forma de Congreso de la República. 



66 Rabat, Márcio Nuno. 2002. “A federação: centralização e descentralização do poder político no brasil”,  Consultoria 

 legislativa, Brasília, Câmara dos Deputados, pp.14. 

67 Esto suponía que solamente votaría el 3,5% de la población. En 1930 los votantes alcanzaron su nivel más alto bajo 

estas reglas, llegando al 5,7%. 

68  Un  asunto  que  no  se  aborda  aquí  es  el  de  la  construcción  de  ciudadanía  y  su  relación  con  la  construcción  de 

instituciones  concentradoras  y  el  ejercicio  autoritario  del  poder.  Para  profundizar  sobre  esta  dimensión  puede 

recurrirse a José Murilo de Carvalho. 2001.  Cidadania no Brasil: o longo caminho, Rio de Janeiro, Civilização Brasileira 

y  João  Feres  Júnior.  2009.  Léxico  da  história  dos  conceitos  políticos  do  Brasil.  Belo  Horizonte,  Editora  UFMG. 

Agradezco este señalamiento a Maria Izabel Mallmann. 
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Desde  la  constitución  de  1824  los  coroneles  se  transformaron  en  pieza  clave  ya  que 

respondían  al  monarca  y  luego  lo  harían  a  los  Presidentes  de  los  Estados  y  estos  últimos  al 

Presidente de la República: “El Emperador nombraba a los grandes hacendados, Coroneles de la 

Guardia  Nacional.  Gradualmente,  ésta  fue  perdiendo  su  importancia  militar  y  la  figura  del 

coronel  se  fue  volviendo  sinónimo  de  jefe  político  local,  originando  el  concepto  de 

coronelismo”69.  En  tiempos  de  la  Primera  República,  “[…]  los  procesos  electorales  eran 

absolutamente  viciados  y,  aun  cuando  el  voto  no  era  fruto  de  un  fraude,  el  elector  seguía  la 

orientación  de  un  jefe  local,  como  forma  de  agradecimiento  o  demostración  de  lealtad”70.  La 

descentralización  del  poder  propuesta  se  vería  desdibujada  por  la  práctica  política.  La 

inestabilidad política de los albores de la Primera República daría como resultado el impulso a la 

centralización  del  poder  como  remedio  a  este  problema.  La  “política  de  los  gobernadores” 

mostraría un sistema oligárquico cartelizado, donde el poder, si bien se descentralizaba más en 

relación  a  los  tiempos  imperiales,  se  concentraría  en  favor  de  las  élites  de  los  estados  más 

poderosos. 

Vale la pena detenerse brevemente en esta  idea. La idea de oligarquía cartelizada muestra 

una diferencia con el desplazamiento de los regímenes políticos que plantea Dahl71 en los ejes 

liberalización (debate público)  y representación  (participación)  en  su rumbo  hacia constituirse 

en poliarquías. En este caso, se postula que durante la Primera República brasileña (1889-1930) 

el régimen predominante fue una oligarquía cartelizada y no una oligarquía competitiva, ya que 

se  basaba  en  un  acuerdo  informal  para  reducir  o  bloquear  la  competencia  efectiva  por  la 

presidencia de la república. Como se fundamentará más adelante el sistema no era competitivo 

entre  todos los  estados de la  Unión. Principalmente  São  Paulo  y  Minas Gerais son  quienes se 

distribuyen  el  premio  mayor  de  la  presidencia  en  la  mayoría  de  los  casos.  De  los  quince 

presidentes  electos  entre  1889  y  1930,  diez  de  ellos  fueron  paulistas  o  mineiros,  tres  fueron 

militares  y  solamente  dos  representaban  a  otros  estados,  uno  de  ellos  solamente  gobernó  el 

país para completar el mandato del Presidente fallecido por ocupar la vicepresidencia, mientras 

que  el  otro,  el  paraibano  Epitácio  Pessoa,  fue  el  único  que  triunfó  en  elecciones.  Al  llegar  al 

gobierno,  las  élites  de  los  estados  más  poderosos  económicamente  utilizaron  el  andamiaje 

estatal como forma de limitar la competencia efectiva de los otros agentes, en el mismo sentido 



69 Oliveira, Ramom Tácio de. 2000.  Manual de Direito Constitucional, Belo Horizonte, Del Rey, pp.30. 

70 Ídem. 

71 Dahl, Robert. 1989.  La poliarquía. Participación y oposición, Madrid, Tecnos. 
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que  lo  hacen  los  partidos  en  los  planteos  teóricos  de  Katz  y  Mair72.  El  sistema  oligárquico 

resultante  en  el  caso  brasileño  no  fue  competitivo  sino  excluyente,  si  bien  fue  una  forma  de 

dispersión  del  poder  si  se  toma  como  punto  de  partida  los  tiempos  del  imperio.  El  legado 

imperial,  concentrador y  centralizador, parece  tener  impactos  sobre la  dinámica política de la 

Primera República. 



2.2 La dinámica política en la Primera República (1889-1930) 



La configuración inicial fue una república federativa, presidencialista donde la dinámica política 

predominante  fue  una  oligarquía  cartelizada.  Entre  1889  y  1930,  la  economía  brasileña 

desplazó su “motor” hacia el sur y sureste, movido primero por el café y luego por el desarrollo 

industrial. No todos los estados tuvieron el mismo peso político dentro del país, y esta práctica 

política  debilitó  a  la  federación.  Los  grandes  terratenientes  controlaban  políticamente  sus 

regiones logrando manipular al electorado. 

Entre  1891  y  1894  la  presidencia  de  la  novel  república  estuvo  en  manos  de  militares, 

Deodoro da Fonseca y Floriano Peixoto. Con Prudente de Morais se inició un ciclo de gobiernos 

civiles marcados por el predominio de las élites. El inicio de la República estuvo signado por la 

inestabilidad política, da Fonseca fue forzado a renunciar y Peixoto enfrentó dos guerras civiles, 

una  en  la  capital  y  otra  en  el  sur.  Morais  vivió  conflictos  con  su  partido  y  con  el  Congreso, 

revueltas populares y militares y hasta un intento de asesinato. El inicio de la dinámica política 

oligárquica  cartelizada  traería  aparejada  la  estabilidad.  Al  asumir  como  presidente  el  paulista 

Campos Sales, en 1898 señaló:  

“En  su  diagnóstico,  lo  que  faltaba  a  la  República  era  autoridad,  disciplina,  gobierno.  ‘Este 

país de lo que necesita es de gobierno’. Para que hubiera un buen  gobierno, era necesario 

que  se  pusiera  en  práctica  el  presidencialismo  de  la  Constitución,  algo  que  no  había  sido 

hecho por sus antecesores. Su modelo era el de los Estados Unidos. En el presidencialismo 

norteamericano,  decía  él,  el  jefe  de  estado  ‘es  el  único  responsable  y  director  supremo’. 

Decide solo y asume todas las responsabilidades. Es un gobierno personal, como el del Poder 

Moderador,  con  la  diferencia  de  ser  responsable.  Campos  Sales  recurrió  al  poder 

presidencial  para  liberarse  de  las  facciones  y  construir  un  Congreso  confiable  y  dócil  a  la 

acción del Ejecutivo. [...]Creó un ingenioso mecanismo, al que llamó política de los estados, 

por el cual el Presidente de la República se entendía con los gobernadores en el sentido de 

formar un Congreso oficialista. La idea era simple y realista. Él sabía que en Brasil el gobierno 



72 Katz, Richard y Mair, Peter. 1995. “Changing Models of Party Organization and Party Democracy: The Emergence of 

the Cartel Party”, en  Party Politics 1 (1). pp.5-28 y 2009. “The Cartel Party Thesis: A Restatement”, en  Perspectives on 

 Politics 7 (4), pp.753-766. 
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del pueblo, por el pueblo y para el pueblo era una utopía. La corrupción electoral, que venía 

del  Imperio,  sólo  había  crecido  en  la  República.  Dadas  estas  condiciones,  propuso  a  los 

gobernadores  de  los  grandes  estados  que  la  política  dominante  fuera  el  árbitro  de  la 

legitimidad  de  los  diplomas  electorales.  Estaba  elegido  quien  fuera  apoyado  por  los 

gobernadores. Con ese simple trueque, una Cámara antes paralizada por luchas de facciones 

pasó  a  proporcionar  sólidas  bancadas  comprometidas  con  el  apoyo  al  Presidente,  en  las 

palabras  del  propio  Campos  Sales,  ‘un  gran  partido  de  gobierno’.  Las  divergencias  se 

volvieron  minoritarias,  incapaces  de  afectar  la  marcha  del  gobierno.  Todo  fue  hecho  en 

nombre  del  federalismo:  ‘Es  de  allá  (de  los  estados)  que  se  gobierna  la  República,  por 

encima de las multitudes que  tumultuan, agitadas,  en  las  calles de la  Capital de la Unión’. 

Para  coronar  la  obra,  coordinó  la  elección  del  sucesor,  un  ex  monárquico.  El  régimen  se 

estabilizó,  aunque  a  costa  de  los  ideales  republicanos  de  democracia  representativa,  de 

participación  popular,  de  división  de  poderes.  Los  ciudadanos  fueron  sustituidos  por  los 

estados [...]  al combatir  las exageraciones  federalistas,  argumentando  que en  la  república, 

soberano  es  el  pueblo,  no  los  estados.  [...]En  lugar  de  la  república  de  los  sueños  de  los 

propagandistas,  Campos  Sales  construyó  la  república  brasileña.  [...]  su  hermano,  Alberto 

Sales [...] escribió: ‘El presidente de la República hace a los gobernadores de los estados, los 

gobernadores hacen  las elecciones y  las  elecciones  hacen  al  presidente de la República.’ Y 

concluyó: ‘No hicimos la revolución del 15 de noviembre para salir de la dictadura imperial y 

caer en la dictadura presidencial’”73. 



El  sistema  se  configuró,  siguiendo  las  características  señaladas  por  Casar74,  en  un 

hiperpresidencialismo,  donde  las  élites  de  São  Paulo  y  Minas  Gerais,  agrupadas  en  el  Partido 

Republicano,  controlaron  el  poder  durante  la  llamada   República  Velha  (1889-1930).  Las  élites 

lograron  construir  un  sistema  oligárquico  llamado  “política  de  gobernadores”  donde  estos 

últimos eran  los “electores” del  Presidente  de  la  República,  quien  fungía como  representante 

de los intereses de las élites. Pero esto no hacía débil al Presidente frente a las élites porque, 

como  se  señaló  anteriormente,  conducía  políticamente  el  país  bajo  un  ejercicio  fuerte  de  la 

autoridad,  apoyado  por  una  mayoría  en  el  Congreso  y  coordinaba  la  elección  de  su  sucesor. 

Como señala Lessa, este modelo: “[...] se pretendía establecer una capa protectora en torno al 

gobierno federal, aislándolo de las demandas particularistas de las oligarquías estaduales. [...] el 

arreglo práctico establecido para dotar al Presidente de tal autonomía presuponía el libre curso 



73 Carvalho.  2011. “República, democracia e federalismo”, pp.156-157. 

74 Casar. 1996. “Las bases político-institucionales”, pp.61-92. 
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para  el  ejercicio  de  la  predación  y  violencia  oligárquicas  en  los  diversos  estados  de  la 

federación”75. 

A  su  vez, los gobernadores basaban  su  poder  en  el  “coronelismo”76, donde estos  caudillos 

rurales o de pequeñas poblaciones eran los encargados de lograr el voto favorable a tal o cual 

candidato, sea por coacción o por el uso patrimonialista de los recursos públicos. Como señala 

Rouston Junior:  

“De esta  forma, en  lugar  de  un verdadero  federalismo,  basado  en  la  fuerza democrática y 

ciudadana  de  un  sistema  político  plural,  lo  que  se  observa  en  la  Primera  República  es  un 

federalismo  desplazado,  un  ‘estadualismo’,  porque  estaba  basado  en  el  poder  de  las 

oligarquías estatales. En esa fase, el presidencialismo tenía como base los estados y éstos, a 

su  vez,  eran  sinónimos  de  los  gobernadores.  Además,  la  ausencia  de  partidos  nacionales 

consagraría la fórmula establecida con la política de los gobernadores”77. 



El  sistema  no  era  competitivo  entre  las  diferentes  élites  estaduales.  São  Paulo  y  Minas 

Gerais se constituyeron en el eje que cartelizó la presidencia de la república, acción a la cual la 

historiografía  ha  llamado   política  do  café  com  leite,  atendiendo  a  la  producción  paulista  y 

mineira respectivamente. Río Grande do Sul era el único Estado con capacidad de dirimir entre 

los  dos  más  importantes  en  caso  de  que  los  mismos  no  llegasen  a  un  mutuo  acuerdo. 

Particularmente relevante fue el papel del Partido Republicano Riograndense, ideológicamente 

inspirado en una versión autoritaria del positivismo78. 

Bahía, Rio de Janeiro y Pernambuco tenían un rol secundario, aunque en algunos momentos 

impulsaron candidaturas disidentes que no lograron el triunfo dada la cartelización del sistema. 

El resto de los estados directamente no eran relevantes en el juego político. Pero esta realidad 

recibía  críticas  crecientes:  “Entre  los  críticos,  era  notable  una  nueva  generación  de  la  élite, 

nacidos  en  la  república,  muchos  de  cuyos  miembros  eran  abogados.  Denunciaban  como 

corrupto  el  modo  como  manejaban  los  políticos  la  república.  La  mayoría  lo  retrotraía  a  sus 

fundadores,  a  quienes  acusaban  de  haber  impuesto  al  país  un  liberalismo  para  el  que  no  se 

encontraba preparado”79. 



75 Lessa, Renato. 1999 . A Invenção Republicana, Rio de Janeiro, Topbooks, pp.14. 

76 La denominación, como se aclaró anteriormente, proviene del hecho que los terratenientes formaron parte de la 

Guardia  Nacional  bajo  la  designación  de  coroneles,  posteriormente  se  constituyeron  en  señores  detentores  del 

poder político  a  nivel  local.  Algunos  coroneles,  casos  como  por  ejemplo  en  el  nordeste,  se  manejaron  con relativa 

autonomía; mientras que en los estados más “importantes”, São Paulo, Minas Gerais y Rio Grande do Sul su accionar 

dependían de la maquinaria gubernamental y del Partido Republicano. Fausto. 1995.  História do Brasil, pp.253-264. 

77 Rouston Junior. 2015. “Os limites da autonomia”, pp.42. 

78 Fausto. 1995.  História do Brasil, pp.262. 

79 Skidmore y Smith. 1999.  Historia contemporánea, pp.178. 
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Durante la década de 1920 las tensiones políticas se repitieron en varios estados, e incluso 

las  hubo  dentro  del  ejército  en  1922  y  1924,  comenzando  en  São  Paulo  y  Porto  Alegre.  Este 

movimiento  de  oficiales  rebeldes  que  marcharon  por  Brasil  durante  dos  años  y  medio  fue 

conocido como “Columna Prestes”, al ser encabezada por el teniente Luis Carlos Prestes, quien 

posteriormente  lideraría  el  Partido  Comunista  Brasileño  por  más  de  tres  décadas.  Desde  São 

Paulo  se  alzó  otra  voz  crítica  pero  en  este  caso  de  corte  liberal.  En  1926  se  fundó  el  Partido 

Democrático  que  impulsaba  una  visión  liberal  y  modernizante  donde  la  mejora  del  sistema 

electoral se constituía como pieza clave. 

Luego  del  período  de  estabilidad  forjada  mediante  la  “política  de  los  gobernadores”,  el 

sistema  oligárquico  cartelizado  que  había  sostenido  a  presidentes  fuertes  comenzaba  a  ser 

cuestionado y las tensiones políticas, como se señaló en el párrafo anterior, emergerían en la 

década de 1920. La inestabilidad política generó una reacción a la luz de debates que se venían 

dando desde el inicio de la Primera República sobre la necesidad de reformar la Constitución. 

Frente  a la  inestabilidad  el impulso  fue orientado  a  la  centralización  del poder, mediante una 

enmienda constitucional aprobada en 1926 que fortalecía los poderes de la Unión. 

Los impactos de la crisis de 1929 desembocaron la desestabilización del eje paulista-mineiro 

y  en  la  articulación  de  un  movimiento  político  en  torno  al  candidato  derrotado  en  las 

elecciones,  Getulio  Vargas  quien  había  perdido  frente  al  candidato  “oficial”  Júlio  Prestes.  El 

ejército, favorable a la concentración y centralización del poder en consonancia con sus ideas 

positivistas,  facilitó  la  llegada  de  Vargas  al  gobierno :  “En  su  campaña,  Vargas  no  desafió  al 

sistema político; se presentó desde dentro de la élite. Sus seguidores eran facciones disidentes 

de  varios  estados,  deseosas  de  tener  ocasión  de  llegar  al  poder.  Después  las  elecciones,  que 

Vargas  esperaba  perder,  fue  cuando  surgió  la  conspiración  entre  los  políticos  y  oficiales 

descontentos.”80 

La  llamada  “Revolución  de 1930”, liderada  por  Rio  Grande  do  Sul, Minas  Gerais y  Paraíba, 

derrumbaba el sistema oligárquico cartelizado anterior. El poder se concentraría y centralizaría 

durante  los  años  del  varguismo  y  su  Estado  Novo,  hasta  la  República  Nova  en  1946  donde  la 

poliarquía emergería hasta  el advenimiento  de  la  dictadura  de  196481.  Como  señala  Rabat, se 

vivió una:  





80 Ibídem, pp.180. 

81  Recién  en  el  año  1946  un  Presidente  asume  luego  de  vencer  en  una  contienda  electoral  competitiva  y  con 

considerable  participación  popular.  A  nivel  del  Congreso,  también  por  primera  vez  en  la historia  política  brasileña, 

llegan senadores y diputados que integran partidos de carácter nacional. Mientras que en el mismo año se promulgó 

una Constitución que confería prerrogativas amplias para el poder legislativo. Octavio Amorim Neto. 2014.  De Dutra 

 a Lula. La conducción y los determinantes de la política exterior brasileña, Buenos Aires, EUDEBA, pp.19. 
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“[...] fuerte centralización administrativa promovida en Brasil a partir del ascenso de Getúlio 

Vargas  a  la  presidencia  de  la  república  en  1930,  y  reforzada,  en  el  plano  político,  por  el 

establecimiento  del  régimen  autoritario  del  Estado  Novo  en  1937.  [...]  El  liderazgo  gaúcho 

contribuyó fuertemente a la forma adoptada por el régimen de 30. En el Río Grande do Sul 

de  la  Primera  República,  la  inspiración  positivista  se  sumó  a  condiciones  locales  para 

sostener a los gobiernos extremadamente centralizadores de Julio de Castilhos y del Partido 

Republicano  Rio-Grandense.  El  antiindividualismo,  la  preocupación  por  la  seguridad  del 

estado, la pretensión de progresiva educación cívica y moralizadora del pueblo, la ambición 

industrializante, todo ello (y más) se conjugara para viabilizar un proyecto de modernización 

de  la  economía  de  Rio  Grande  do  Sul  en  moldes  capitalistas.  Desde  el  punto  de  vista 

institucional, la dictadura castilhista reposaba sobre el permiso de reelecciones sucesivas del 

gobernador y la virtual inexistencia de un poder legislativo autónomo.”82 



Júlio de Castilhos, formado  en la  Facultad  de  Derecho  de  São  Paulo, se transformó  en  una 

figura  clave  del  Partido  Republicano  Riograndense.  Luego  de  integrar  la  Asamblea 

Constituyente de 1891, donde polemizó fuertemente con Rui Barbosa, fue electo Presidente del 

Estado  de  Rio  Grande  do  Sul,  de  cuya  Constitución  es  considerado  autor  principal.  El 

pensamiento político de Castilhos tenía  como fuente de inspiración al positivismo de Augusto 

Comte, el que se reflejó en la Constitución gaúcha, que fue la primera estadual en ser elaborada 

y  sirvió  de  base  a  muchas  otras,  difundiendo  así  muchas  de  las  ideas  centrales.  Existió,  por 

tanto, un proceso de difusión83 interestadual en esta versión del positivismo, el cientificismo era 

acompañado  de  una  visión  autoritaria  como  forma  de  garantizar  el  orden  y  así  el  progreso. 

Borges  de  Medeiros,  sucesor  de  Castilhos  en  el  gobierno  del  Estado  de  Rio  Grande  do  Sul, 

continuaría  su  senda.  Getúlio  Vargas,  continuador  del  castilhismo,  lo  proyectaría  a  nivel 

nacional:  

“A partir de 1930, se repitió, a nivel nacional, parte de la fórmula rio-grandense.  Para ello, 

fue  necesario  eliminar  el  componente  federalista  del  castilhismo.  Si  la  autonomía  de  los 

estados era importante para el gobierno gaúcho en la República Velha  -pues garantizaba al 

Partido Republicano Rio-Grandense libertad de acción, según parámetros propios, al menos 

en el interior del estado, ya que no podía amenazar la supremacía nacional de la oligarquía 



82 Rabat. 2002. “A federação”, pp.10. 

83 Este podría ser un caso de difusión horizontal, fruto del “contagio” entre unidades similares (horizontal). Los tipos 

de  difusión  pueden  consultarse  en  Kurt  Weyland.  2009.  “The  Diffusion  of  Revolution:  ‘1848’  in  Europe  and  Latin 

America”, en  International Organization 63(3), pp.396-397. 
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cafetera-, esa autonomía sería naturalmente desfavorable a la implantación del mismo estilo 

de gobierno, para todo el país, por Getúlio Vargas.”84 



Los  cambios  que  generaron,  en  términos  comparados  con  el  Imperio,  desconcentración  y 

descentralización del poder serían revisados. La inestabilidad interna de Brasil impactada por la 

crisis global de 1929 arrojó como resultante la elección de transitar un proyecto concentrador y 

centralizador  que  impulsó  un  ciclo  nacional  desarrollista85.  El  legado  castilhista,  con  su 

positivismo autoritario y modernizante, se proyectaba a nivel nacional a través del varguismo. 



3.  Concentración-dispersión  y  centralización-descentralización  del  poder:  algunos  apuntes 

sobre el debate en el marco de la construcción política de la Primera República86 



En  su  análisis  sobre  la  evolución  constitucional  brasileña,  Bonavides  señala  que  el  propio  Rui 

Barbosa,  a  quien  considera  un  republicano  de  “última  hora”,  dejó  abierta  la  posibilidad  de 

retornar a la monarquía antes de que se elaborara la Constitución de 1891: “Es de recordar que 

Rui  incluso  había  dejado  abierta  en  el  decreto  nº  1  la  puerta  plebiscitaria  de  un  eventual 

retorno  al régimen  decaído. Esta puerta fue cerrada  dos  años  después por la Constitución  de 

1891  en  términos  definitivos”87.  A  partir  de  evidencias  como  estas  fundamenta  sobre  la 

fragilidad  del  republicanismo  entre  las  élites  brasileñas:  “La  república  en  sí  misma  no  había 

penetrado  aún  la  conciencia  de  la  élite  gobernante  y  de  la  capa  social  hegemónica  [...]  La 

solución  republicana,  administrada  por  sorpresa,  no  estaba  todavía  por  entero  presente  ni 

madura en el espíritu público y en el dominio de la opinión”88. 

Los  análisis  sobre  el  debate  en  torno  a  las  instituciones  políticas  señalan  que  uno  de  los 

asuntos  centrales  era  la  relación  entre  la  comunidad  y  el  individuo,  entre  lo  público  y  lo 

privado89.  Las  tensiones  sobre  estos  asuntos  recogían  elementos  vinculados  al  legado 

corporativo  portugués, a las  versiones  del positivismo  presente en  las élites  y  a las diferentes 

concepciones  teórico  políticas  disponibles.  Como  señala  Carvalho:  “Varios  pensadores 



84 Rabat. 2002. “A federação”, pp.10. 

85  Bresser-Pereira,  Luiz  Carlos.  2015.  A  construção  política  do  Brasil.  Sociedade,  economia  e  Estado  desde  a 

 Independência, Editora 34, São Paulo, pp.15-17. 

86 “Tales son las deplorables consecuencias de ese fervor fanático por las autonomías estatales, que, alejando a las 

autoridades de la carretera real, las hacen seguir por atajos, que las llevan muchas veces por precipicios, haciendo 

resaltar con más esplendor la verdad del proverbio latino   abyssus, abyssus, invocat.” Wenceslau Escobar, Diputado 

del Partido Federal por Rio Grande do Sul. En Escobar, Wenceslau (1914).  Unidade pátria. Porto Alegre: Globo, 1914. 

p.130. 

87 Bonavides. 2000. “A evolução constitucional”, pp. 169. 

88 Ídem. 

89 D’Avila Filho, Paulo. 2015. “Imagens de Brasil e critério de adequação: o debate sobre o sistema de governo na 

república brasileira”, Paper presentado en el XXXIX Encontro Anual da ANPOCS, Caxambú, pp.3. 
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identificaban  la  ausencia  del  individualismo  anglosajón  como  factor  explicativo  de  la 

incapacidad brasileña para organizar la sociedad política”90. El individuo aparecía difuminado en 

el  pensamiento  de las  élites: “En  esta línea, embebida  de  la  referencia del camino  inglés, nos 

faltaría  individualismo  movido  por  el  interés,  base  de  la  sociabilidad  norteamericana.  En  este 

escenario, pululaban  en  el imaginario  de la  élite  política  nacional las referencias republicanas 

del  mundo  moderno:  la  francesa,  en  sus  diversas  versiones  y  la  americana,  marcada  por  el 

federalismo”91. 

La Constitución de 1891 estableció la república, el federalismo y el presidencialismo. En los 

dos últimos aspectos es donde, a continuación, se centrará el análisis para observar el debate 

sobre la concentración-dispersión y centralización-descentralización del poder. 

 


3.1 El federalismo  

En  el  debate  constitucional  en  1889  no  contó  con  defensores  del  estado  unitario.  Si  bien  el 

federalismo  aparecía  como  una  opción  consensual,  no  todos  lo  definían  de  la  misma  forma, 

siendo descentralización para unos, federación o confederación para otros92. 

Sobre  su  aplicación  práctica  durante  la  Primera  República  (1889-1930)  existen  diferentes 

posiciones.  Desde  quienes  identifican  en  este  período  como  el  de  menor  centralización  del 

poder,  a  quienes  sostienen  la  inexistencia  de  federalismo  en  la  realidad  política  brasileña  de 

este período93.  Como  se señaló  anteriormente  la  dinámica  oligárquica cartelizada favoreció  la 

concentración  y  centralización  del  poder,  si  bien  en  comparación  al  período  Imperial  esta 

situación  implicaba  cambios  en  las  dinámicas  del  poder.  Por  tanto  puede  considerarse  aquí 

como  un  momento  de  dispersión  y  descentralización  del  poder,  sin  que  el  mismo  sea 

comparable  a  una  situación  como  la  generada  en  el  modelo  estadounidense,  principalmente 

por la dinámica política registrada por los actores. 

Evaluando  el  federalismo  durante  este  período  señala  el  jurista  Bonavides  que  hubo 

diferencias sustantivas y esenciales con el modelo estadounidense: 

“En  lo  que  se  refiere  a  la  federación,  el  sistema  pronto  manifestó  en  la  aplicación  sus 

debilidades,  sus  imperfecciones,  sus  errores,  distanciándose,  por  completo,  del  original 

norteamericano,  de  que  fuera  copia  servil.  Durante  décadas  perduró  la  inestabilidad,  la 



90 Carvalho, José Murilo de. 1990.  A formação das almas: o imaginário da República no Brasil, São Paulo, Companhia 

das Letras, pp.30. 

91 D’Avila Filho. 2015. “Imagens de Brasil”, pp.3. 

92 Carvalho.  2011. “República, democracia e federalismo”, pp.149. 

93 Afonso Arinos de Melo Franco. 1975.  Algumas instituições políticas no Brasil e nos Estados Unidos: um estudo de 

 direito constitucional comparado, Rio de Janeiro, Forense y Márcia Miranda Soares. 1998. “Federação, democracia e 

instituições políticas”, en  Lua Nova: Revista de Cultura e Política (44), pp. 137-163. 
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tensión,  la  crisis,  la  animosidad,  el  desequilibrio  en  las  relaciones  entre  la  Unión  y  los 

cuerpos  federados.  La  falta  de  preparación  de  éstos  para  el  ejercicio  de  las  competencias 

federativas  se  manifestaba  patente,  ocasionando  así  un  cuadro  político  realmente 

turbulento, marcado por abusos, extravíos de poder, intervenciones federales y frecuentes 

decretos de estados de sitio, fuentes por lo tanto de violencia y falta de respeto contumaz y 

descarado  a  la  libertad  y  las  competencias  constitucionales  de  los  entes  políticos  de  la 

federación.  [...]En  efecto,  derribado  el  Imperio,  Rui  Barbosa  inauguró  otro  faro  político  y 

constitucional,  aquel  del  modelo  americano,  establecido  por  los  fundadores  de  la  Unión 

Americana.  Erigieron  los  constituyentes  de  Filadelfia  el  edificio  de  una  Constitución 

republicana, presidencialista y federativa. De ella hicimos el traslado en una copia que sirvió 

tan sólo para prolongar o perpetuar nuestra crisis constituyente. Cambiamos el trono inglés 

por  el  Capitolio  americano.  Intercambio  tan  malhecho  y  tan  desastroso  que  la  sustitución 

nada  añadió  de  útil  o  provechoso  al  perfeccionamiento  de  la  ciudadanía  y  a  la  calidad 

política  de  las  élites  cuya  decadencia  quedó  patente  hasta  llegar  a  la  ingobernabilidad  de 

estos  días.  Las  épocas  de  federalismo  autoritario  -una  contradicción  política  en  términos- 

ocurrieron  en  el  país  y  oscilaron  durante  la  Primera  República,  de  la  flojedad  de  los  lazos 

federales  al  extremo  de  las  intervenciones  centralizadoras,  cuyo  unitarismo  contravino  la 

índole del régimen. Además, el cuadro social y político de las antiguas provincias imperiales, 

erigidas  de  repente  al  status  de  la  autonomía  federativa,  era  sobre  todo  trazado  por  la 

fuerza  incontrastable  de  los  oligarcas  y  coroneles  que  formaban  el  patronato  del  poder  y 

recibían  de  la  autoridad  central  la  consagración  de  su  ascendencia  en  la  esfera  local  de 

gobierno”94. 



La “mala copia”, al decir de Bonavides95, fue fruto de una centralización del poder contraria 

al espíritu del federalismo, impregnando las prácticas políticas de autoritarismo y mostrando a 

la  concentración  del  poder  como  la  solución  frente  a  la  inestabilidad.  La  “política  de  los 

gobernadores” no contribuyó al federalismo, sino centralizó el poder construyendo los apoyos 

partidarios de los presidentes en el Congreso. Como señala Afonso da Silva: 

“La  idea  de  que  el  poder  local  (estadual)  tiene  gran  importancia  en  Brasil  proviene,  según 

entiendo,  de  aquello  que  se  convino  en  llamar  ‘política  de  los  gobernadores’,  que  en  la 

época  en  que fue practicada la Primera República  (1889-1930) se denominaba ‘política  de 

los  Estados’.  De  forma  simplificada,  la  política  de  los  gobernadores  implicaba  un  apoyo 

mutuo  entre  Unión  y  los  estados  (o  gobernadores)  tanto  en  la  política  local  como  en  la 



94 Bonavides. 2000. “A evolução constitucional ”, pp.169-171. 

95 Ibídem. 
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política nacional. […] Esa política de conciliación entre Unión y  estados hacía, por lo tanto, 

que la política nacional estuviera fuertemente marcada por la influencia de  los estados. En 

relación con esta influencia no hay grandes polémicas. También es posible afirmar que, aún 

hoy, aunque por razones diversas, existe una influencia semejante de los gobernadores de 

los estados en la política nacional y en el funcionamiento del presidencialismo brasileño, […]. 

Sin embargo, de esta situación no puede desprenderse la conclusión de que el federalismo 

en Brasil sea robusto o de que los estados tengan grandes poderes. Desde su formación, la 

Federación en Brasil se caracteriza por ser extremadamente concentradora.”96 



Si bien el sistema oligárquico cartelizado generó estabilidad política, igualmente hubo voces 

que  reclamaron  centralización  del  poder  como  forma  de  lograr  la  estabilidad  durante  los 

tiempos  de  la  Primera  República.  Alberto  Torres,  jurista  y  Presidente  del  Estado  de  Rio  de 

Janeiro  en  1898,  elaboró  en  1891  un  proyecto  de  revisión  de  la  Constitución  cuyo  objetivo 

central  era  fortalecer  los  poderes  de  la  Unión.  Posiciones  análogas  pueden  verse  en 

parlamentarios  de  la  época,  como  el  caso  de  representantes  del  Partido  Federalista  que 

señalaban como perjudicial el debilitamiento del poder de la Unión a partir del fortalecimiento 

de las competencias estaduales97. 

El fundamento de las críticas al federalismo que realizó Torres se basaban en la necesidad de 

adaptar la Constitución a la “realidad brasileña”. Su propuesta daba:  

“[…] énfasis [...] al sistema presidencialista de gobierno; en la creación de un cuarto poder  - 

el  Poder  Coordinador;  en  la  alteración  del  sistema  de  elección  de  los  miembros  del  Poder 

Legislativo, sugiriendo incluso la introducción de la representación clasista; en la unidad de 

la  magistratura  nacional  (que  se  había  vuelto  dual  con  la  instauración  de  la  República 

federativa), y, en fin, en la implementación de una política que pretendía hacer realidad los 

derechos  civiles  previstos  en  la  Carta.  […]  La  federación  debería  ser  revisada 

completamente, fortaleciendo el gobierno central […].”98 



Como se señaló, también el Partido Federalista99 abogó por la centralización del poder como 

clave para la estabilidad política. Entre 1893 y 1895 tuvo lugar la Revolución Federalista en Rio 



96  Afonso  da  Silva,  Virgilio.  2009.  “Presidencialismo  y  federalismo  en  Brasil:  los  desencuentros  entre  política  y 

derecho”,  en  Andrew  Ellis,  Jesús  Orozco  Henríquez  y  Daniel  Zovatto  (orgs.).  Cómo  hacer  que  funcione  el  sistema 

 presidencial, México DF, UNAM-IDEA International, pp. 293-294. 

97 Rouston Junior. 2015. “Os limites da autonomia”, pp.43. 

98 Ibídem, pp.47. 

99 El Partido Federalista fue fundado en 1892 en Bagé, Rio Grande do Sul, por Gaspar Silveira Martins. Su visión por 

fortalecer el poder de la Unión se emparenta con el programa del  Federalist Party de Alexander Hamilton, partido del 
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Grande do Sul que enfrentó a los  maragatos del Partido Federalista con los  pica-paus, también 

llamados   ximangos,  del  Partido  Republicano.  Triunfante  el  castilhismo  continuó  siendo 

hegemónico,  mientras  que  los  derrotados  realizaron  en  1896  un  nuevo  congreso  del  Partido 

Federalista. Allí aprobaron un programa, que si bien era local, tenía pretensiones de proyección 

nacional y un sentido centralizante, proponiendo por ejemplo:  

“El  nombramiento,  por  el  primer  magistrado  de  la  República,  de  un  delegado  político  en 

cada  estado,  encargado  de  fiscalizar  el  cumplimiento  de  todos  los  servicios  a  cargo  de  la 

unión,  de  modo  que,  junto  a  la  descentralización  administrativa,  haya    centralización 

política, haciendo  fuerte y  respetado  al gobierno  federal.  […]la intervención  voluntaria  del 

gobierno federal, independiente de los reclamos de los gobernadores de los estados, en el 

caso de guerra civil.”100  



El Partido Republicano Riograndense, liderado inicialmente por Júlio de Castilhos, defendió 

la autonomía de los estados pero defendió el uso de la autoridad a partir de su inspiración en el 

positivismo  comteano,  teniendo  visos  autoritarios.  Como  ya  se  señaló,  la  defensa  de  la 

descentralización se abandonó en los tiempos de Vargas, heredero de esta tradición. 




3.2 El presidencialismo 

Para  algunos juristas, como  el caso  de Bonavides,  el  "Presidencialismo  ha sido  quizás la pieza 

clave de la crisis estructural del sistema”101. Para unos por causa de la concentración del poder y 

para  otros  por  la  falta  de  gobernabilidad.  Lo  que  puede  afirmarse  con  claridad  es  que  el 

presidencialismo brasileño es diferente al del modelo estadounidense. Como señala Afonso da 

Silva: “En Brasil existe casi un consenso entre los juristas, quienes sustentan que hay una gran 

concentración de poder en la figura del presidente de la República”102. Este poder se sustentó 

durante  la  Primera  República  en  una  pirámide  que  tenía  a  los  coroneles  debajo  de  los 

gobernadores y a estos vinculados con el Presidente, apoyado por un “partido oficialista” en el 

Congreso, en el marco de un sistema oligárquico cartelizado, con preminencia del eje paulista-

mineiro. 



cual  toman  su  nombre.  Fuertemente  antipositivistas  se  enfrentaron  con  el  castilhismo  y  el  Partido  Republicano 

Riograndense. 

100 Citado en Rouston Junior. 2015. “Os limites da autonomia”, pp.52. 

101 Bonavides. 2000. “A evolução constitucional ”, pp.171. 

102  Afonso  da  Silva,  Virgilio.  2009.  “Presidencialismo  y  federalismo  en  Brasil:  los  desencuentros  entre  política  y 

derecho”,  en  Andrew  Ellis,  Jesús  Orozco  Henríquez  y  Daniel  Zovatto  (orgs.).  Cómo  hacer  que  funcione  el  sistema 

 presidencial, México DF, UNAM-IDEA International, pp. 296. 
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El  debate  sobre  el  régimen  de  gobierno  se  remonta  a  la  década  de  1860,  donde  se 

planteaban la alternativa presidencialismo o parlamentarismo, mientras se pensaba en pasar de 

la monarquía a la república, siempre teniendo el orden público como el gran bien a guardar103. 

Como señalan Sampaio y Sabo:  

“La propaganda republicana también fue muy fuerte en la Facultad de Derecho de Largo de 

San  Francisco,  donde  estudiaron  Silva  Jardim,  Riu  Barbosa,  Prudente  de  Morais,  Campos 

Salles, así como un grupo de gauchos enganchados al positivismo que fueron a estudiar en 

São Paulo, como Júlio de Castilhos, Pinheiro Machado, Silveira Martins y Assis Brasil. […] El 

federalismo  y  el  presidencialismo  cautivaban  a  los  bachilleres,  sin  embargo,  no  había—

efectivamente—una  programa  educativo  definido  que  no  trascendiera  el  cientifismo  del 

ideal  positivista,  lo  que  desde  el  punto  de  vista  de  un  proyecto  de  cultura,  hacía  del 

republicanismo  una  utopía  que  valía  más  por  el  anti  monarquismo    […]  Una  serie  de 

manifiestos  republicanos  antecedió  al  golpe  de  1889.  Se  recoge  se  esos  textos  la  síntesis 

doctrinaria  marcada  por  la  ética  absoluta  (calificada  por  una  intransigente  defensa  de 

honor), por cierto despotismo esclarecido (del cual el presidencialismo puede ser heredero 

directo) […]”104. 



En estos debates, los argumentos a favor de la concentración del poder tuvieron como una 

de  las fundamentaciones más recurrentes  el hecho  de  su  “adaptación  a la realidad  brasileña” 

como  mejor  forma para lograr el orden  público.  Para  los  parlamentaristas el presidencialismo 

era  antibrasileño,  mientras  que  para  los  presidencialistas  éste  se  adaptaba  mejor  a  una 

tradición de poder personal que hundía raíces en el Imperio105. En este sentido, Aurelino Leal, 

quien fuese Presidente del Estado de Rio de Janeiro señalaba que en un país “[…] sin gente, sin 

instrucción,  étnicamente  lleno  de  defectos,  sociológicamente  atrasado  […]”  la  concentración 

del poder era la clave para garantizar el orden público fundamentándolo como un “fenómeno 

natural”106. 

En la  misma línea de considerar la concentración  del  poder, mediante el presidencialismo, 

como la salida más adecuada a la realidad brasileña para lograr la estabilidad política, Alberto 

Torres  respondía  a  los  defensores  de  la  alternativa  parlamentarista  argumentando  que  la 

misma:  





103 D’Avila Filho. 2015. “Imagens de Brasil”, pp.2. 

104 Sampaio de Moraes Godoy y Sabo Paes. 2016. “El Presidencialismo Brasileño”, pp. 294-296. 

105 Carvalho. 1993. “Parlamentarismo e presidencialismo”. 

106 Leal, Aurelino. 1914.  O parlamentarismo e o presidencialismo no Brasil, Rio de Janeiro, Vênus, pp.30 y 34. 
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“Era el gobierno de la debilidad, cuando Brasil necesitaba un gobierno fortísimo, consciente, 

seguro,  enérgico,  que  pudiera  operar  las  transformaciones  que  necesitaba.  Este  gobierno 

sólo  el  presidencialismo  podría  darle.  Sin  embargo,  el  criterio  ideal  de  elección  del 

presidente de la República nunca podría ser la elección directa, sino a través de un colegio 

electoral compuesto de los miembros de la élite intelectual y política del país, ocupantes de 

los  altos  cargos  de  la  burocracia  nacional  y  representantes  de  clases  organizadas,  que 

tendrían  en  primera  vista  los  intereses  de  la  nación,  y  no  intereses  provincianos.  Pero  no 

bastaba que el Estado central fuese fuerte; era necesario que estuviera en todas partes. Para 

ello,  propuso  Alberto  Torres  la  creación  de  un  cuarto  poder  -  el  Poder  Coordinador,  que 

coronaría: Estas disposiciones tendentes, todas, a fortalecer la acción gubernamental, a ligar 

solidariamente a las instituciones del país y a establecer la continuidad en la prosecución de 

las ideas nacionales […] con un órgano, cuya función será concatenar todos los aparatos del 

sistema político, como mandatario de toda la nación  -de la Nación de hoy, de la Nación de 

mañana- ante sus delegados”107. 



La propuesta de Torres recogía aspectos que colocaban lo “técnico” como una opción frente 

a la acción “facciosa” de la política y que recogía aspectos corporativistas que hunden raíces en 

el  corporativismo  medieval  portugués.  El  primer  aspecto  se  refleja  en  su  propuesta  sobre  el 

Poder Coordinador, donde el criterio político sería sustituido por la especialización, que siendo 

vitalicio  evitaría  la  lucha  por  el  acceso  al  poder.  Lo  corporativo  aparece  en  su  propuesta  de 

elección de los representantes al Congreso108. 

En estas propuestas el poder no solamente se debía concentrar en las manos del Presidente. 

Sino  que  también  se  fundamentaban  planteos  elitistas  sobre  quiénes  debían  participar  en  la 

elección presidencial:  





107 Rouston Junior. 2015. “Os limites da autonomia”, pp.48. 

108  “Otro  golpe  proferido  por  Torres  en  su  búsqueda  de  la  unidad  nacional  fue  dirigido  a  las  representaciones 

estatales que componían la Cámara de Diputados y el Senado de la República. Por el art. 28 de la propuesta, sólo un 

cuarto  de  la  Cámara  Baja  seguiría  siendo  elegida  por  los  estados;  el  otro  cuarto  sería  electo  por  todo  el  país,  y  el 

cuarto  restante,  por  los  distritos  electorales.  Era  en  la  representación  del  Senado,  sin  embargo,  que  constaba  la 

mayor novedad: sólo 21 de sus 63 miembros serían nombrados por los estados. Otros cinco serían nombrados por 

todo el país, valiéndose del mismo método diluyente de la fragmentación empleada en la selección para la Cámara. 

La  mayoría  de  37  senadores,  por  su  parte,  sería  elegida  por  clases:  clero,  asociaciones,  ateos,  intelectuales, 

profesores,  juristas,  médicos,  ingenieros,  industriales,  hacendados,  obreros,  labradores,  banqueros,  comerciantes, 

funcionarios  públicos,  periodistas  -a  todas  estas  clases  se  atribuir  el  derecho  de  elegir  a  un  representante  de  sus 

respectivos  intereses.  Es  el  fin,  así,  de  la  tiranía  del  tan  criticado  sistema  partidario.”  Rouston  Junior.  2015.  “Os 

limites da autonomia”, pp.49. 
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“Wenceslao  Escobar,  por  ejemplo,  defendía  la  ‘elección  del  Presidente  de  la  República 

por el Congreso’, pues para él, ‘la elección presidencial por sufragio directo (era) una burla’, 

ya que ‘en pueblo de escasa cultura la excelencia de ese principio democrático no (podría) 

dar resultado’, y sólo el Congreso sería la ‘corporación ilustrada y la más competente para 

conocer  a  los  ciudadanos  a  la  hora  de  ocupar  el  puesto  de  primer  magistrado  de  la 

nación’”109. 



Los  componentes  elitistas,  con  raíces  en  la  desigual  estructura  social  desde  los  tiempos 

coloniales,  encontraba  apoyo  en  la  retórica  positivista  que  valorizaba  el  conocimiento  como 

forma de legitimar la autoridad. Como señala Carvalho:  



“[...]  las  obras  de  los  principales  doctrinarios  de  la  República  estaban  profundamente 

impregnados del positivismo, del evolucionismo y del biologismo. En el caso de Alberto Sales 

y  Assis  Brasil,  se  trataba  del  positivismo  y  evolucionismo  spencerianos  y  littréistas.  Silva 

Jardim,  Aníbal  Falcão,  Júlio  de  Castilhos  y  Lauro  Sodré  estaban  más  cerca  del  positivismo 

comteano.  [...] La  retórica  anterior  valoraba  la  historia  y  la  acción  política,  bajo  el  gran 

paraguas filosófico del individualismo. El estilo post-1870 traía la marca del cientificismo y de 

las  grandes  filosofías  de  la  historia  que  se  decían  científicas,  típicas  del  siglo  XIX,  el 

positivismo, el evolucionismo, el biologismo [...]. La historia misma fue vaciada de la agencia 

humana y pasó a ser regida por leyes naturales. [...] A pesar de la imprecisión generalizada y 

de  la  mezcla  de  autores,  surgieron  del  esfuerzo  adaptativo  por  lo  menos  dos  visiones  de 

república razonablemente distinguibles. De un lado, lo que se podía llamar de república del 

Manifiesto,  democrática,  representativa,  liberal,  federal.  De  otro,  la  república  de  los 

disidentes, sociocrática,  dictatorial, simpática  al  unitarismo.  La primera se  vinculaba, sobre 

todo,  a Spencer, y  se asentaba  sobre  las bases  del  individualismo  filosófico.  La  segunda se 

basaba  en  Comte,  en  una  filosofía  holística  orientada  hacia  el  interés  colectivo.  Ambas 

hablaban  del  pueblo,  pero  la  primera  lo  admitía  sólo  por  la  vía  de  la  representación,  la 

segunda por la acción de la opinión pública.”110 



La  segunda  terminó  primando  y  el  camino  quedó  abierto  hacia  el  varguismo  que,  a 

diferencia de los antecedentes castilhistas, dejó de  abogar por las autonomías de los estados, 

apostó a la centralización y concentró el poder en el Presidente. 

 

 



109 Ibídem, pp.56. 

110 Carvalho.  2011. “República, democracia e federalismo”, pp.153-155. 
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Algunos apuntes a modo de balance 



Wanderley Guilherme dos Santos111 a partir de ideas de Oliveira Vianna112 plantea la existencia 

de  dos  tradiciones  políticas  con  fuerte  permanencia  en  la  historia  de  Brasil,  el  “liberalismo 

doutrinário” y el “autoritarismo instrumental”. Mientras la primera se visualizó en los impulsos 

liberales, durante la Primera República, la segunda apostó a un Estado autoritario y centralizado 

como  vía  a  la  obtener  el  tipo  de  organización  política  que  se  tiene  como  objetivo.  De  alguna 

forma  el  “autoritarismo  instrumental”  tiene  un  ejemplo  históricamente  acabado  en  la  era 

varguista. 

Durante  estas  páginas  se  intentó  argumentar  que  esta  tendencia  a  la  concentración  del 

poder está presente en  el derrotero histórico brasileño. Y que, coincidiendo con el análisis de 

Kugelmas y Sola113, los impulsos de concentración-dispersión y centralización-descentralización 

del poder no  se anularon  mutuamente, sino  que  la  tendencia  concentradora y centralizadora 

fue predominante, aunque en diferentes etapas históricas los equilibrios relativos variaron. 

Los  tiempos  pre  republicanos  dejaron  legados  muy  importantes  que  impactaron  en  este 

trayecto  hacia la concentración  y centralización  del  poder.  El  Portugal que colonizó  Brasil era 

una  monarquía  absolutista  que  tempranamente  se  consolidó  y  se  lanzó  a  la  aventura  de  la 

expansión  territorial,  donde  el   ethos  conquistador  tenía  en  su  centro  el  doblegar  al  espacio 

colonizable –y a sus habitantes– mediante el uso de la fuerza y la imposición de la autoridad. 

Los  arreglos  institucionales  fomentaron  el  autoritarismo,  la  concentración  del  poder  y  el 

patrimonialismo, a la vez que se constituía una sociedad fuertemente estratificada. 

La  tradición  absolutista  y  corporativista  portuguesa  fue  más  fuerte  que  los  impulsos 

transformadores.  La  independencia  de  Brasil,  a  diferencia  de  lo  acontecido  en  la  América 

hispana,  daba  como  resultado  un  Imperio.  Las  élites  privilegiaron  la  unidad  territorial  y  el 

mantenimiento  del orden  y  de  sus  fuentes de  poder,  particularmente  económico.  El  monarca 

otorgó  una  Constitución  con  arreglos  institucionales  altamente  concentradores  del  poder, 

aunque  algunas  interpretaciones  recogen  aspectos  parlamentarios  durante  el  Segundo 

Reinado. La herencia autoritaria del Imperio marcaría otro mojón más en la  evolución política 



111  Santos,  Wanderley  Guilherme  dos.  1978.  “A  Práxis  Liberal  no  Brasil:  Proposta  para  Reflexão  e  Pesquisa”,  en 

Wanderley Guilherme dos Santos. Ordem Burguesa e Liberalismo Político, São Paulo, Duas Cidades, pp. 65-117. 

112 Oliveira Viana (Francisco José de Oliveira Viana) (1883-1951), sociólogo y jurista, integró la Academia de Letras de 

Brasil. Entre sus obras se encuentran varios clásicos del pensamiento brasileño, por ejemplo,   Populações meridionais 

 do  Brasil (1920);  Pequenos  estudos  de  psicologia  social (1921);  Evolução  do  povo  brasileiro (1923);  O  ocaso  do 

 Império (1925);  O  idealismo  na  Constituição (1927)  y  los  dos  volúmenes  de  Instituições  políticas  brasileiras  (1949); 

entre otras. 

113 Kugelmas y Sola. 1999. “Recentralização/descentralização”. 
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de  Brasil  donde  estabilidad  es  asociada  a  concentración  del  poder;  a  modo  de  ejemplo basta 

recordar las demandas de concentrar el poder tempranamente en el joven Emperador Pedro II 

para evitar los problemas atribuidos a las medidas desconcentradoras y descentralizadoras de 

la Regencia. 

El  advenimiento  de  la  República  vino  de  la  mano  de  una  versión,  predominante,  del 

positivismo  que  reafirmó  el  autoritarismo,  la  centralización  y  la  concentración  del  poder, 

fundamentándose  ahora  en  la  ciencia  como  otrora  se  hacía  en  la  teoría  monárquica  y 

difuminando  al  individuo  tal  como  lo  hacían  las  visiones  corporativistas  medievales 

portuguesas. La fundamentación más común para un presidencialismo concentrador del poder 

fue su “naturalidad” o “adecuación con la realidad brasileña”. 

El federalismo  de la  Constitución  de 1891  fue  desdibujado  mediante la implantación  de la 

“política  de  los  gobernadores”.  Elecciones  manipuladas  por  coroneles  bajo  la  orden  de 

gobernadores, que en el marco de una práctica política oligárquica y cartelizada concentraba el 

poder en el eje paulista-mineiro. 

Rio  Grande  do  Sul,  Minas  Gerais  y  Paraíba,  aliados  apoyarían  la  “Revolución  de  1930”. 

Getúlio  Vargas  llevaría  el  castilhismo  a  nivel  nacional,  pero  ahora  concentrando  el  poder  no 

solamente en el Presidente sino también centralizándolo en la Unión. Este guion de inspiración 

positivista comteana se transformaría en un proyecto autoritario y refundante para la historia 

brasileña. 
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RESUMEN 

El presente trabajo de cuenta de una aproximación a la construcción de los Estados hispanoamericanos 

en  el  siglo  XIX  desde  la  perspectiva  de  los  conflictos  interprovinciales  que  tensionaron  el  proceso;  en 

particular  entre  las  antiguas  capitales  coloniales,  que  aspiraban  a  gobernar  los  nuevos  Estados  y  las 

provincias periféricas. Éste fue un problema común en las jóvenes repúblicas hispanoamericanas, entre 

las cuales Chile - contrariando a la historiografía tradicional-  no fue la excepción. El artículo demuestra, a 

partir del caso de la Provincia de Concepción, que en las luchas de la emancipación y la organización del 

Estado,  se  combinaron  los  intereses  nacionales  con  la  geopolítica  de  las  provincias;  éstas  esperaban 

transformarse en polos de poder territorial y participar, como tales, en la conducción de los países que 

emergían del proceso emancipador. 
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ABSTRACT 

 

The present study addresses the question of state building of the Hispanic American States in the 19th 

century,  from  the  viewpoint  of  the  inter-provincial  conflicts  that  strained  such  process;  in  particular, 

among  the  old  colonial  capital  cities,  that  aspired  to  rule  the  new-born  States  and  the  peripheral 

provinces.  This  was  a  common  problem  that  affected  the  nascent  Hispanic  American  nations.  Chile 

among  these  –contrary  to  traditional  historiography  –was  no  exception.  Drawing  from  the  case  of  the 

Province of Concepción, Chile, the article demonstrates that during the independence wars and the state 

organization  processes  that  followed,  national  interests  combined  with  regional  geopolitics.  The 

provinces expected to become  territorial power  hubs and to participate, as such, in the government of 

the new nations that were emerging through the independence movement. 
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Introducción 



En los años recientes, la situación de las provincias y, en particular, la cuestión de los conflictos 

regionales  en  la  organización  de  los  Estados  americanos,  exhibe  una  creciente  atención 

historiográfica.  Superando  el  mero  interés  local  o  la  anécdota  provincial,  ha  devenido  en  un 

campo  propio  de  estudio1.  Así  ocurre,  pensamos,  pues  expresa  una  tensión  permanente, 

presente  en  todas  las  épocas,  entre  dos  formas  distintas  de  territorializar  el  poder:  ya  sea 

concentrándolo  en  el  centro  -imperial  primero,  luego  nacional-  o  diseminándolo  entre  las 

provincias, las cuales eran representadas otrora por sus cabildos y élites locales, y luego por sus 

asambleas y gobiernos regionales. 

Este  fenómeno,  si  bien  es  recurrente,  fue  especialmente  distintivo  y  determinante  en  las 

primeras décadas de la construcción de los Estados-nación hispanoamericanos. El problema, en 

efecto,  se  plantea  de  inmediato,  pues  resulta  coetáneo  -y  no  sucesivo,  por  tanto-  a  las 

independencias  nacionales,  aun  cuando  se  proyecta  varias  décadas  en  el  siglo  XIX,  hasta 

alcanzar cierto equilibrio, que coincide con la consolidación de los países. Convive y complejiza 

la  búsqueda  de  las  definiciones  propias  de  países  en  formación,  como  la  opción  por  la 

independencia  plena  primero,  luego  por  la  república  y  finalmente  la  organización  política 

democrática. 

Es un proceso necesariamente largo, ya que el triunfo del Estado-nación requiere construir 

condiciones  de  diversa  índole,  que  por  su  naturaleza  se  prolongan  varias  décadas.  Nos 

referimos,  en  lo  cultural,  a  la  elaboración  de  un  imaginario  nacional,  que  requería  desde  el 

levantamiento  de planos2  y  estadísticas,  hasta  la  elaboración  de una  historiografía patriótica3, 

pasando por símbolos y ritos4; tarea en que la educación pública cumplió un rol importante5. En 



1 En varios lugares, en efecto, se ha debatido sobre el rol de las provincias en los Estados-nación emergentes en el 

siglo  XIX;  v.gr.,  vs.  Chust,  Manuel  (ed.).  2004.  Federalismo  y  cuestión  federal  en  España,  Castellón,  España, 

Publicaciones  de  la  Universitat  Jaume  I;  Chiaramonte,  José  C.  y  Souto,  Nora.  2010.    De  la  ciudad  a  la  Nación. 

 Organización  política  en  la  Argentina,  Buenos  Aires,  Capital  Intelectual;  y  Mezzeo  de  Vivó,  Cristina  (editora).  2011. 

 Las  relaciones  de  poder  en  el  Perú,  Estado,  regiones  e  identidades  locales,  siglos  XVII-XIX,   Lima,  Fondo  Editorial 

Pontificia Universidad Católica del Perú. 

2  Sobre  la  cartografía  en  la  construcción  de  nación,  vs.,  de  Sagredo  Baeza,  Rafael,  González  Leiva,  José  Ignacio  y 

Compan Rodríguez, José. 2016.  La política en el espacio. Atlas Histórico de las divisiones político-administrativas de 

 Chile,  1810-1940,  Santiago,  Centro  de  Investigaciones  Diego  Barros  Arana,  PUC,  Instituto  Geográfico  Militar;  y 

Rosenblitt B., Jaime y Sanhueza B., Carolina. 2010.  Cartografía Histórica de Chile,  Santiago, Biblioteca Fundamentos 

de la Construcción de Chile. 

3 Sobre la historiografía de la temprana república, vs., Ávila Martel, Alamiro de. 1947.  Los estudios históricos en los 

 primeros años de Chile  Independiente,  Santiago, Prensas de la Universidad de Chile. 

4 Se trata de un tema  bien trabajado desde la historia cultural reciente. Así ha ocurrido desde la música, las fiestas y 

el recurso retórico a lo indígena: Pedemonte, Rafael. 2008.  Los acordes de la patria. Música y nación en el siglo XIX 

 chileno,   Santiago,  Globo  Editores;  Peralta,  Paulina.  2007.  ¡Chile  tiene  fiesta!,  el  origen  del  18  de  septiembre  (1810-



124 





lo material, había que articular una economía nacional6, una red caminera y una administración 

pública con presencia nacional7. Todo lo cual requería, a su vez, de la conformación de una élite 

política  y  una  burguesía  económica  de  alcance  también  nacional8  que  articulase 

adecuadamente, ya sea a través de la cooptación, las alianzas e incluso la derrota militar, a las 

élites locales y sus redes de poder9. 

Este  desarrollo  evoluciona  de  manera  coetánea  en  toda  la  América  hispana,  a  partir  de  la 

crisis imperial de 1808, al punto  que, al cabo  de  apenas  dos  décadas, surgió  una veintena de 

países a partir de los antiguos virreinatos y gobernaciones de la monarquía española10. Aunque 

la historia de cada país es única e irrepetible, el desenlace similar revela que, tras los procesos 

nacionales, no hubo simples coincidencias. El desafío común era generar una estructura política 

viable y legítima, que asegurara la soberanía y el gobierno de los nuevos Estados. En ocasiones 

se optó por el régimen federal y en otras por un modelo unitario; las diferencias, sin embargo, 

solo  en  apariencia  son  esenciales,  pues  el  objetivo  era  el  mismo:  preservar  la  integridad 



 1837),  Santiago, Editorial LOM; y Cartes, Armando. Julio-diciembre 2013. “Arauco, matriz retórica de Chile: símbolos, 

etnia y nación”, en  Revista Si somos Americanos, Vol. XIII nº 2. 

5 Serrano, Sol, León Ponce, Macarena de y Rengifo, Francisca. 2012.  Historia de la educación en Chile (1810-2010), 

 Tomo I, Aprender a leer y escribir (1810-1880),  Santiago, Taurus, pp. 139-171. 

6 La rearticulación de la actividad productiva, luego de la crisis de la independencia y la “anarquía” (1823-1830), se 

efectuó de forma simultánea con la conformación de una economía de alcance nacional. Cfr. Arbiol Quezada, Miguel 

Ángel. 2010.  Chile 1810-1830: una economía postcolonial,  Santiago, Ariadna Ediciones;  y Cariola, Carmen y Sunkel, 

Osvaldo. 1991.  Un siglo de historia económica de Chile, 1830-1930,  Santiago, Editorial Universitaria. Un documento 

que muestra el estado de las finanzas públicas en la época, es Benavente, Diego José. 1841-1842.  Opúsculo sobre la 

 Hacienda Pública de Chile. Primer y Segundo Cuaderno,  Santiago, Imp. de la Opinión. 

7 Sobre el punto, es útil el estudio reciente de López Taverne, Elvira. 2014.  El proceso de construcción estatal en Chile 

 Hacienda Pública y burocracia (1817-1860),  Santiago, Centro de Investigaciones Diego Barros Arana. 

8 Ha sido estudiada en su libro Villalobos, Sergio. 2006.  Origen y ascenso de la burguesía chilena,  Santiago, Editorial 

Universitaria Santiago. 



9  Las  redes  sociales  y  familiares  son  una  perspectiva  con  amplio  desarrollo  historiográfico  en  años  recientes:  Vs. 

Balmori, Diana, Voss, Stuart F. y Wortman, Miles. 1990.  Las alianzas de familia y  la formación del  país  en América 

 Latina,  México,  Fondo  de  Cultura  Económica;  y  Chambers,  Sarah.  2015.  Families  in  war  and  peace,   Durham  and 

London, Duke University Press. Un caso de estudio regional es: Cáceres Muñoz, Juan. 2007.  Poder rural y estructura 

 social, Colchagua, 1760-1860,  Valparaíso, Universidad Católica de Valparaíso. 

10  La  tesis  de  José  Carlos  Chiaramonte  para  el  caso  argentino,  que  luego  extendió  al  conjunto  de  los  países 

americanos,  puede  leerse  en:  1° semestre  de  1997.  “La  formación  de  los  Estados  Nacionales  en  Iberoamérica”,  en 

 Boletín  del  Instituto  de  Historia  Argentina  y  Americana,   Tercera  Serie,  n°  15.  Textos  más  generales,  para  fijar  el 

marco del proceso emancipatorio, son: Lynch, John. “Los orígenes de la independencia americana”, en Bethell, Leslie. 

1991.  Historia de América Latina,  La Independencia, Vol. 5,  Barcelona, Cambridge University Press, Editorial Crítica; 

Rodríguez  O.,  Jaime  E.  1996.  La  independencia  de  la  América  Española,  México,  Fondo  de  Cultura  Económica,  pp. 

132-203,  y,  del  mismo  autor:  enero-marzo  de  1993.  “La  independencia  de  la  América  Española:  Una 

reinterpretación”, en  Historia Mexicana, 42, N°176, pp. 571-620. 
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territorial  frente  a  agresiones  externas  o  la  amenaza  de  la  desintegración  territorial,  por  la 

fuerza centrífuga de los caudillos y las provincias11. 

Si bien estas tensiones resultaron más evidentes en unos países que en otros, en especial en 

aquellos  que  tuvieron  una gestación  más  larga  y  devinieron  finalmente  federales,  como  es  el 

caso  de  la  Argentina12  o  México13,  ninguno  estuvo  ajeno  a  estas  problemáticas.  Incluso  Chile, 

que  se  veía  como  una  excepción,  en  virtud  de  investigaciones  desarrolladas  en  los  años 

recientes,  también  aparece  marcado  -incluso  modelado-  en  su  temprano  desarrollo,  por  las 

tensiones regionales. 




Un tiempo de definiciones 

La primera mitad del siglo XIX en Chile, como en otros países en formación, fue una época de 

definiciones.  La  primera  y  más  básica  fue  la  opción  entre  la  soberanía  plena,  la  monarquía 

constitucional  a la manera de Cádiz o la continuación  del  absolutismo. Se ha remarcado  poco 

que  Chile  estuvo  primero  por  la  fórmula  de  Cádiz.  Baste  para  probarlo  el  Reglamento 

Constitucional que hiciera aprobar José Miguel Carrera, en 1812, instrumento en el que, luego 

de declararse fidelidad al Rey, se afirmaba que él deberá aprobar la Constitución que se den los 

chilenos, tal como debió aceptar la de España, refiriéndose a la Carta de Cádiz del mismo año14. 

No obstante lo anterior, ya durante la restauración monárquica fue obvio que el camino era 

la  independencia  plena.  Así  la  declaró  Bernardo  O’Higgins  en  Concepción,  el  1º  de  enero  de 

1818, antes que tocara tierra  la expedición  comandada  por Mariano  Osorio15.  Su  objetivo  fue 



11 El federalismo, como concepto histórico y evolutivo, tuvo manifestaciones muy diversas en América Latina. Una 

mirada  panorámica  en:  Carmagnani,  Marcello  (Coordinador).  1993.  Federalismos  latinoamericanos:  México,  Brasil, 

 Argentina,  México,  Fondo  de  Cultura  Económica.  Sobre  el  caudillismo  en  particular,  vs.  O’Donnell,  Pacho.  2012.   

 Caudillos  federales.  El  grito  del  interior,   Buenos  Aires,  Aguilar;  Barba,  Bagú,  Irazusta,  Bosch,  Real,  Weinberg.  1987. 

 Unitarios  y  federales,   Argentina,  Hyspamerica.  Una  revisión  moderna  del  fenómeno  en:  Alonso,  Paula  y  Bragoni, 

Beatriz (editoras). 2015.  El sistema federal argentino, debates y coyunturas, Buenos Aires, Edhasa. 

12  Sobre  el  caso  argentino,  vs.  Ternavasio,  Marcela.  2013.  “Historia  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires”,  De  la 

 organización  provincial  a  la  federalización  de  Buenos  Aires  (1821-1880),   Vol.  3,  Buenos  Aires,  Unipe:  Editorial 

Universitaria. 

13  Sobre  el  caso  mexicano,  vs.,  Carmagnani,  Marcello  “El  federalismo  liberal  mexicano”,  en  Marcello  Carmagnani 

(Coordinador).  1993.  Federalismos  latinoamericanos:  México,  Brasil,  Argentina,  México,  Fondo  de  Cultura 

Económica;  y  Hamnett,  Brian.  1978.  Revolución  y  contrarrevolución  en  México  y  el  Perú:  liberalismo,  realismo  y 

 separatismo, 1800-1824, México, Fondo de Cultura Económica, 1978. 

14 Barrientos, Javier. “La Constitución de Cádiz en Chile”, en Escudero, José Antonio (ed.), José Antonio (ed.). 2012. 

 Cortes y Constitución de Cádiz 200 años, Madrid, Espasa, Tomo III, pp. 674-699. 

15  Cfr.,  sobre  el  tránsito  jurídico  de  Chile  a  la  condición  de  Estado  soberano:  Valencia  Avaria,  Luis.  1968.  “La 

Declaración y Proclamación de la Independencia de Chile, en  Boletín de la Academia Chilena de la Historia,  año XXXV, 

nº 78; y, del mismo autor, 1942. “La declaración de la Independencia de Chile, en   Boletín de la Academia Chilena de 

 la  Historia,   año  IX,  nº  23;  también,  de  Cartes,  Armando.  “Chile,  de  la  insurgencia  a  la  Independencia”,  en  Hauser, 
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que  el  ejército  español  arribara,  jurídicamente,  a  un  país  soberano  y  no  a  un  territorio 

insurgente. Otra cosa, más larga y compleja, fue su consolidación territorial. 

Sobre  la  república  tampoco  hubo  tantas  vacilaciones;  aunque  la  declaración  de 

independencia  afirma  el  derecho  de  Chile  a  darse  la  forma  de  gobierno  que  estime,  sin 

pronunciarse por ninguna, ya para inicios de la década de 1820 era evidente que se imponía la 

república.  Lo  decía  el  futuro  ministro  Diego  Portales,  ya  en  1822,  ni  “la  democracia  que 

pregonan los ilusos”, ni la monarquía. La república era el sistema que había que adoptar16, otra 

cosa  es  saber  qué  se  entendía  por  ella.  Para  el  mismo  Portales,  era  el  gobierno  “fuerte, 

centralizador”. Tan solo recordemos una curiosidad, cuando San Martín llegó a Santiago  el 17 

de febrero de 1817, triunfador de Chacabuco, el patriciado santiaguino le ofreció la “república 

absoluta”17;  lo  único  cierto  era  la  necesidad  de  fundarla  en  la  representación  popular,  real  o 

ficta, aunque se tratara de un poder autocrático18. 

Mucho  más  debatida  que  la  forma  republicana  o  la  independencia,  fue  la  cuestión  de  la 

forma de Estado, en particular la distribución del poder. La  democracia, asociada entonces con 

anarquía, no fue considerada seriamente, hasta décadas más tarde19. 

El medio siglo que siguió a 1810 da cuenta de esta tensión permanente, solo atenuada, pero 

no interrumpida en el gobierno de Bernardo O’Higgins (1817-1823), por las circunstancias de la 

guerra  y  por  su  origen  provincial20.  Juntas  y  triunviratos  primero,  diversos  congresos  y 

asambleas  provinciales  después,  reflejaron  la  complejidad  de  la  organización  de  un  poder 



Christian y Bravo, Eduardo (editores). 2016.  La Independencia de Chile y su celebración ¿Una polémica (aún) abierta?,  

Talca, Editorial Universidad de Talca. 

16  Así  lo  expone  en  su  conocida  carta  a  José  M.  Cea,  en  marzo  de 1822:  “La democracia, que  tanto  pregonan  los 

ilusos,  es  un  absurdo  en  los  países  como  los americanos,  llenos  de  vicios  y  donde  los  ciudadanos  carecen  de  toda 

virtud, como es necesario para establecer una verdadera República. La Monarquía no es tampoco el ideal americano: 

salimos de una terrible para volver a otra y ¿qué ganamos? La República es el sistema que hay que adoptar; ¿pero 

sabe  cómo  yo  la  entiendo  para  estos  países? Un  gobierno  fuerte,  centralizador;  cuyos  hombres  sean  modelos  de 

virtud y patriotismo, y así enderezar a los ciudadanos por el camino del orden y de las virtudes”. 2007.  Epistolario de 

 Diego Portales, Santiago, Ediciones Universidad Diego Portales. 

17  Archivo O’Higgins, Tomo VII, p. 159. 

18 Sobre el elusivo concepto de república, vs. Castillo, Vasco. 2009.  La creación de la república. La filosofía pública en 

 Chile,  1810-1830,  Santiago, LOM Ediciones; y Stuven, Ana María y Cid, Gabriel. 2012.  Debates republicanos en Chile. 

 Siglo XIX, Santiago, Ediciones Universidad Diego Portales, vol. I, pp. 255-298. 

19 La “locura democrática”, era denunciaba por el jurista Mariano Egaña en carta a su padre, como “la mayor plaga 

de  naciones  sin  experiencia”.  Egaña,  Mariano.  1948.  Cartas  de  Mariano  Egaña  a  su  padre  1824-1829,   Santiago, 

Sociedad de Bibliófilos, p. 263. 

20 Un panorama general del gobierno de O’Higgins, en: Valencia Avaria, Luis. 1980.  Bernardo O'Higgins, el buen genio 

 de  América,   Santiago,  Editorial  Universitaria;  Heise  González,  Julio.  1975.  '  O’Higgins',  forjador  de  una  tradición 

 democrática,   Santiago  de  Chile,  Talleres  de  Artesanía  Gráfica.  La  misma  época,  con  un  enfoque  en  las  tensiones 

regionales, en: Cartes, Armando. 2014. '  Un gobierno de los pueblos…' Relaciones provinciales en la Independencia de 

 Chile, Valparaíso, Ediciones Universitarias de Valparaíso PUCV, pp. 265-312. 
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central, frente a la fuerte tradición provincial de raigambre colonial y se proyectó durante dos 

tercios  del  siglo  XIX21.  Incluso  después  de  la  guerra  civil  de  1829,  que  culminó  en  Lircay  y  la 

aprobación  de  la  Constitución  Política  de  1833,  que  consagró  el  centralismo,  dos  rebeliones 

regionales-liberales  mostraron  la  diversidad  de  identidades  e  intereses  del  Chile 

decimonónico22. 

Era  natural  que  así  fuera,  pues  la  construcción  de  un  Estado  centralizado  no  era  solo  un 

tema  constitucional,  o  meramente  político.  Había  que  crear  las  condiciones  propias  de  una 

organización  jurídico-política  a  escala  estatal.  Se  requería,  según  hemos  dicho,  una  economía 

nacional, una red caminera y de comunicaciones, un relato de nación compartido; robustecer la 

administración pública y su presencia regional. Tareas que tomarían décadas. 

Hay  que  tener  presente,  además,  que  para  entonces,  las  identidades  nacionales  estaban 

lejos  de  consolidarse.  Estaban  naciendo  los  “chilenos”  y  los  “argentinos”23.  Por  eso  hemos 

estudiado el proceso más como historias entrecruzadas que comparadas. En los primeros años, 

en  efecto,  era  más  fuerte  la  identidad  regional  o  la  criolla  o  americana,  que  la  propiamente 

nacional o la división política entre liberales o conservadores. Es algo que a veces se olvida al 

estudiar esta época. 



Poder central o gobierno regional:  esa era la cuestión 



La tendencia a  concentrar el poder político, social  o  económico, se  explica por la continuidad 

que buscaron las élites locales de las antiguas capitales virreinales o de gobernaciones, a partir 

del  colapso  imperial;  fue  a  través  de  la  alianza  con  estas  élites  que  la  corona  española  pudo 

mantener sus  dominios americanos, sin  excesivo  recurso  a  la  fuerza,  durante los largos siglos 

coloniales. Era una asociación de beneficio mutuo, que solo se vio perturbada por la imposición 



21  Su  evolución puede  leerse  en:  Cartes,  Armando.  Enero-junio  2016.  “Ensayos  de  poder  colegiado:  las asambleas 

provinciales en la organización republicana”, en Revista  Tiempo Histórico,  Santiago-Chile, año 7 nº 12, pp. 33-58. 

22 Sobre estos conflictos, vs. el trabajo reciente de Fernández Abaroa, Joaquín. 2016.  Liberalismo, región y rebelión. 

 La  revolución  constituyente  de  1859,  Santiago,  RIL  Editores;  para  una  visión  de  corte  marxista,  Vitale,  Luis.  1971. 

 Interpretación Marxista de la Historia de Chile. La independencia política, la  rebelión de las provincias y los decenios 

 de  la  burguesía  comercial  y  terrateniente,  Santiago,  Prensa  Latinoamericana  S.A.;  y  Serrano,  Gonzalo  “¡Viva  Cruz, 

abajo los godos! El general José María de la Cruz y la revolución de 1851”, en Donoso, Carlos y Rubio, Pablo.  2014.  

Co nflictos y tensiones en el Chile republicano,  Santiago, Universidad Andrés Bello-Ril Editores, pp. 101-124. 

23 Cfr., para esta época, Cartes, Armando. “Nación y Federación en Chile y el Río de la Plata”, en Cáceres M., Juan y 

Vito P.  ,  Jaime (editores). 2016.   Pensar la historia. Teoría, análisis y prácticas. Homenaje a Eduardo Cavieres Figueroa, 

Valparaíso, Ediciones Universitarias de Valparaíso; y de Cáceres Muñoz, Juan y Fernández Bravo, Sebastián. “Ideario y 

lenguaje político: el Concepto Patria en Chile y en el Río de la Plata (1780-1850)”, en Cavieres, Eduardo y Cicerchia, R. 

(Coord.). 2012.  Chile- Argentina, Argentina-Chile: 1820-2010, Desarrollos políticos, económicos y culturales, UCV, op. 

cit.,  p. 75. 
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de  las  reformas  borbónicas,  que  mermaron  su  influencia24.  En  el  largo  tiempo,  indujeron  al 

separatismo. 

Cuando  se  produjo  el  vacío  de  poder,  a  partir  de  1808,  comenzaron  a  expresarse  las 

diferencias  regionales.  Así,  virreinatos  conformados  por  pequeñas  ciudades  “salpicadas  en  el 

desierto”, con territorios separados por grandes ríos y distancias, como fue el caso del Río de la 

Plata,  tendieron  a  generar  caudillismos  y  luchas  provinciales25.  A  la  larga,  solo  el  federalismo 

pudo contener su dispersión. Chile fue, en apariencia, el caso contrario; el territorio del “Chile 

histórico” corría de norte a sur, entre el despoblado de Atacama y la Frontera, constreñido por 

el mar y la cordillera; la independencia no se tradujo en grandes luchas sociales o raciales, como 

en  otras  latitudes.  Sus  élites,  además,  tras  las  fuertes  disensiones  propias  de  las  guerras  de 

emancipación,  pudieron  reconstituirse  hacia  1830,  en  torno  a  la  antigua  capital  del  reino, 

Santiago y al liderazgo de las familias principales. De manera que el fuerte centralismo que se 

impuso  era  un  resultado  esperable.  Es  la  opinión  de  la  historiografía  canónica.  Así,  según 

Francisco A. Encina, Chile es un país natural e históricamente centralizado. De la misma opinión 

era el influyente ensayista Alberto Edwards26. 

La  tendencia  centrífuga  o  federalista,  por  llamarla  así,  al  contrario,  tiene  muchos  orígenes 

posibles. Son elementos que también conviven en Chile con la tradición centralista y que deben 

considerarse.  En  primer  término,  una  larga  historia  colonial  de  provincias  aisladas,  con 

vocaciones productivas y realidades sociales distintas. Eran el norte minero, el centro cerealero 

y  el sur ganadero  y  fronterizo27; a estas últimas  regiones  se  les consideraba  casi como  países 

separados,  una  tradición  que  perduró  hasta  mediados  del  siglo  XIX28.  El  establecimiento  de 



24  Sobre  las  reformas  borbónicas,  en  general,  vs.  Mörner,  Magnus.  1969.  “La  reorganización  imperial  en 

Hispanoamérica. 1760-1810”, Estocolmo, Iberoromansk (Asociación Hispania), Vol.  IV, Nº1. Biblioteca e Instituto de 

estudios Ibero-Americanos de la Escuela de Ciencias Económicas de Estocolmo, p. 19. Para el caso chileno: Barbier, 

Jacques A. Agosto de 1972.  Elites and cadres in Bourbon Chile, en Hispanic American Historical Review 52, pp. 416-

435. 

25 Sobre este proceso, vs. Oszlak, Óscar. 2012.  La formación del Estado argentino. Orden, progreso y organización 

 nacional, Buenos Aires, Ariel. 

26 “Al iniciarse la revolución de la Independencia, dice Edwards, el Reino de Chile era de todas las colonias españolas, 

la de más compacta unidad geográfica y social”. Edwards Vives, Alberto. 1952 (1º ed. 1928).  La Fronda aristocrática, 

Santiago, Editorial del Pacífico S.A., pp. 21, 22 y 23. 

27 Cfr., Carmagnani, Marcello. 1973.  Les mécanismes de la vie economique dans une societe coloniale: Le Chili (1680-

 1830),  Paris, S.E.V.P.E.N. 

28 Lo exponía con claridad casi excesiva el historiador clásico Benjamín Vicuña M.: “Concepción y Santiago eran en 

aquella época los partidos o provincias de mayor importancia del reino; los otros se consideraban agregados a ellos. 

El  uno  era  la  capital  civil  del  reino  y  el  otro  la  militar.  Entre  ambos  existía  cierta  rivalidad  que  el  tiempo  había 

convertido en verdadero odio: desde Atacama hasta el Maule, todo era Chile; del Maule para adelante todo Penco”  .  

Vicuña Mackenna, Benjamín. 1866.  Historia General de Chile, desde la Independencia hasta nuestros días, Santiago, 

Imprenta Nacional, p. 374. 
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obispados y, en especial de intendencias, en cada una de ellas, catalizaron su identidad cultural 

y política, en vísperas de la independencia29. 

Por otra parte, los derechos forales españoles y las tradiciones cabildantes, en que la mirada 

hispanista funda el separatismo, también justifican las lógicas del poder local30. Son la expresión 

jurídica de la dinámica de un poder social geográficamente radial, centrado en  élites locales y 

redes  familiares,  en  un  contexto  de  difíciles  comunicaciones  y  con  un  Estado  de  baja 

penetración. En la primera etapa, los cabildos se politizaron y devinieron en foros ideológicos y 

de organización política; a partir de 1820, se formaron asambleas provinciales a fin de organizar 

una estructura legítima y efectiva de representación regional. Desde ellas, las provincias fueron 

actores activos de la organización estatal. 

A partir de 1800, el primer liberalismo de raigambre inglesa, con su carácter antiautoritario y 

anticentralista, superó el plano puramente ideológico y proyectó su influencia a nivel cultural y 

político31. Este liberalismo fue el sustento teórico de diversos ensayos constitucionales cercanos 

al  federalismo  en  cualquiera  de  sus  formas.  La  Constitución  norteamericana  de  1786  fue 

también muy influyente en la promoción del republicanismo y el federalismo32. Más que por su 

texto, que pocos entienden o conocen, por la acción política de sus agentes33 y el ejemplo de 

prosperidad  de  sus  ciudadanos,  conocida  por  la  convivencia  con  balleneros,  mineros, 

comerciantes e industriales de esa nacionalidad, que se radican o visitan el país34. 



29 Sobre las intendencias y en particular la de Concepción, cfr., Campos Harriet, Fernando. 1980.  Funcionamiento de 

 la  Intendencia  de  Concepción  1786-1810,   Quito,  Corporación  de  Estudios  y  Publicaciones;  y  Cobos,  María  Teresa. 

1989.  La división político administrativa de Chile, 1541-1811, Valparaíso, Universidad Católica de Valparaíso, p. 18. 

30  Dos  visiones  muy  divergentes  de  la  historia  del  periodo,  pero  que  convergen  en  señalar  la  importancia  de  los 

cabildos, son: Eyzaguirre, Jaime. 2000.  Ideario y ruta de la emancipación chilena,  Santiago, Editorial Universitaria; y 

Salazar, Gabriel. 2005.  Construcción del Estado en Chile (1800-1837),  Santiago, Editorial Sudamericana. 

31 Sobre el liberalismo inglés, vs. Breña, Roberto. “El primer liberalismo español y su proyección hispanoamericana”, 

en Jaksic, Iván y Posada-Carbó, Eduardo (Editores). 2011.  Liberalismo y poder. Latinoamérica en el siglo XIX,  Santiago, 

Fondo de Cultura Económica, p. 70. 

32 Rautcher Rodríguez, Sergio. 1984.  Influencia de los Estados Unidos en el proceso de la  independencia de Chile 1776-

 1824,  Santiago, Estado Mayor General del Ejército. Recordemos que también Fray Camilo Henríquez, a través de las 

páginas de  La  Aurora de Chile;  y el mismo Bernardo O’Higgins difundieron el ideario federal. 

33  Collier,  William  Miller  y  Cruz,  Guillermo  Feliú.    1926 (Reed.  2000).  La  primera misión  de  los  Estados Unidos  de 

 América en Chile,  Santiago, Imprenta Cervantes; Ossa Santa Cruz, Juan Luis.  Julio - Diciembre 2016. “El gobierno de 

Bernardo O’Higgins visto a través de cinco agentes estadounidenses, 1817-1823”, en  Revista Co-herencia,  Medellín, 

Colombia, Vol. 13, No 25, pp. 139-166. 

34 Vs. Pereira Salas, Eugenio. 1971.  Los primeros contactos entre Chile y Estados Unidos 1778-1809, Santiago, Editorial 

Andrés Bello; y, del mismo autor, 1936. “La Misión Worthington en Chile”, en  Revista Chilena de Historia y Geografía, 

Santiago, Tomo LXXX; n° 88, pp. 95 y 96; sobre los balleneros y su influjo ideológico, vs.  Cartes, Armando. 2015.  Los 

 cazadores  de  Mocha  Dick.  Balleneros  chilenos  y  norteamericanos  al  sur  del  Océano  de  Chile,  Santiago,  2º  edición, 

Pehuén-Ediciones del Archivo Histórico de Concepción. 
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En consecuencia, en esta época de cambios y frente al juego contradictorio de los factores 

reseñados,  fueron  inevitables  también  las  tensiones  de  orden  regional;  lo  anterior  hizo 

necesario  reconfigurar  las  relaciones  entre  las  élites  locales  y  las  nacionales35.  Los  ajustes 

podían producirse a través del enfrentamiento, las alianzas o la cooptación. En el caso de Chile, 

ocurrieron las tres cosas: hubo alianzas, como las de los militares o‘higginistas y conservadores 

del sur, con las fuerzas centrales, para derrotar  a  los  liberales,  que terminaron  con  el general 

sureño  Joaquín  Prieto,  encabezando  el  gobierno  civil  y  regular,  por  una  década;  también 

batallas  sangrientas,  como  Loncomilla  o  Monte  Grande,  en  1851  y  1859,  con  ocasión  de  las 

sublevaciones  regionales  -liberales  del  sur  y  del  norte,  respectivamente36.  No  faltaron, 

tampoco,  uniones  de  familia,  que  llevaron  a  las  familias  provincianas  al  centro  del  poder 

político; un buen ejemplo lo constituyó el matrimonio de Delfina Cruz Zañartu, “la princesita del 

sur”, hija de José María de la Cruz, general sureño, candidato y revolucionario derrotado, con 

Aníbal Pinto Garmendia, intendente de Concepción y futuro presidente de Chile37. Su unión le 

aseguró a éste la presidencia y a las élites provincianas una continuada preeminencia. 

En  definitiva,  la  situación  de  las  provincias  y  sus  intereses,  frente  a  la  emancipación  y  la 

organización  del  Estado,  fueron  muy  diversos.  Algunas  resistieron  y  otras  se  sumaron;  todas 

vieron a sus élites dividirse frente al nuevo escenario. La consolidación del gobierno y el Estado 

nacional  significó  construir  nuevas  alianzas,  redes  clientelares  y  alineamientos  ideológicos  y 

políticos, en torno al conservadurismo y el liberalismo emergentes. 



Concepción y su proyecto geopolítico 



Con  este  trasfondo  nos  centraremos  en  el  caso  de  la  provincia  de  Concepción  durante  la 

gestación de la república. Este espacio provincial ilustra muy bien varios de los fenómenos que 

se  han  reseñado.  Aunque  esta  provincia  tuvo  fama  de  monarquista  en  tiempos  de  la 

independencia, una amplia porción de su liderazgo fue patriota. Varios de los mayores próceres 

de la revolución, en efecto, como Juan Martínez de Rozas, Bernardo O’Higgins, Luis de la Cruz, 

Diego José Benavente, Miguel Zañartu y muchos otros, fueron pencones38. La mayoría del clero 



35 Así lo sostiene Hamnett, Brian. 1978.  Revolución y contrarrevolución en México y el Perú: liberalismo, realismo y 

 separatismo, 1800-1824, México, Fondo de Cultura Económica. 

36  Cfr.,  dos  textos  antiguos,  pero  con  muchos  datos:  Figueroa,  Pedro  Pablo.  1894.  La  Historia  de  la  Revolución 

 Constituyente  de  1858-1859,  Santiago,  Imprenta Victoria;  y  Vicuña  Mackenna,  Benjamín.  1862.  Historia  de  los  diez 

 años de la administración de don Manuel  Montt,  Santiago, Imprenta Chilena, cinco tomos. 



37 Campos Harriet, Fernando. 2003.  Leyendas y Tradiciones penquistas,  Concepción, 2° edición, Sociedad de Historia 

de Concepción, pp. 102-105. 

38 A orillas del mar, en el sitio de Penco, frente a la gran bahía de Concepción, se fundó en 1550 la ciudad homónima. 

Por extensión, toda la provincia de que fue cabeza se llamó de Concepción o Penco. El gentilicio de sus habitantes, 

aún  después  del  traslado  de  la  ciudad  a  su  actual  emplazamiento,  es  de  “penquistas”.  El  nombre  de  “pencones”, 
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era  patriota,  según  probó  Reinaldo  Muñoz,  censando  parroquia  por  parroquia39.  La  “grande 

conmoción eléctrica que produjo esa revolución”, escribió Claudio Gay, vino del sur40. El grupo 

más avanzado eran algunos “larraines” de Santiago, clan familiar con grandes ramificaciones41, 

aliados con los del sur. 

¿Por qué el liderazgo penquista fue tan revolucionario? Comenzando el siglo XIX, la provincia 

del Sur vivía un buen momento económico. El trigo, el vino y los ganados crecían abundantes; la 

situación  fronteriza  estaba  bien  contenida,  funcionaban  haciendas  y  astilleros42.  La  gran 

frustración  era  la  falta  de  mercados,  pues  la  ruta  Lima-Valparaíso-Uspallata  dejaba  a 

Concepción en la periferia de los circuitos comerciales y como una economía complementaria a 

la peruana. 

Había  una  élite  educada, una  casta militar  con  siglos  de  tradición, pero  que sentía que  no 

ocupaba  en  el  reino  el  espacio  que  le  correspondía.  Recordemos  que  los  oficiales  reales,  en 

general, se  relacionaron  con  la  élite  de Santiago,  ellos  monopolizaban  los cargos  públicos, las 

órdenes  militares  y  el  comercio  con  el  Perú43.  De  ahí  que  los  penquistas  vieron,  en  la 

independencia, una oportunidad para realizar su potencial. 

He  aquí  el  proyecto  geopolítico  de  Concepción:  mayor  autonomía  para  su  provincia, 

participando  a  la  vez  en  la  construcción  de  un  Estado  que  podemos  llamar  confederal.  Este 

debía  conformarse  con  tres  polos:  Coquimbo,  devenido  intendencia  en  1811,  Santiago  y 



otrora  reservado a  todos  los  habitantes de  la  gran  provincia  que  iba  del  Maule a  la Frontera, subsiste,  pero  ahora 

solo referido a los habitantes de la ciudad de Penco, que existe en el mismo emplazamiento primitivo de la ciudad de 

Concepción. 

39 Muñoz Olave,  Reinaldo. 1916.  Rasgos biográficos de  Eclesiásticos de Concepción 1552-1818, Santiago, Imprenta 

San José, p. 322. 



40 Gay, Claudio. 1849.  Historia Física y Política de Chile,  París, Imprenta de E. Thunot y Cie., Tomo V, p. 52. 

41  Ha  sido  estudiada  esta  familia  por  Felstiner,  Mary  Lowenthal.  “Kinship  politics  in  the  Chilean  Independence 

movement”,    en  Hispanic American Historical Review,  n° 56, pp. 58-80. 

42 Así describía a Concepción Luis de la Cruz, entonces alcalde provincial, escribiendo en la primera década del siglo 

XIX: “Yo soy oriundo de aquellas provincias, y sin embargo de que aún no tengo cuarenta años, y que la mayor parte 

de  los  que  cuento  los  pasé  en  colegio  sin  nociones  de  los  campos,  tengo  conocidos,  desde  diez  y  seis  años a  esta 

parte,  tantos  terrenos  por  muy fértiles,  tantas  minas que  se  han  descubierto,  tantos  montes,  tantos  baños,  tantas 

frutas,  y  en  fin,  tantas  nuevas  poblaciones,  que  si  se  tratara  de  ellos,  se  necesitarían  volúmenes  enteros  para 

describirlos. (…) en aquella época apenas dos navíos de comercio extraían trigos y vinos de Concepción a Lima, y en 

el día son trece los de esta carrera: y aun se ven estos frutos con más abundancia que entonces”.    González, Claudio 

(editor). 2004.  De los terrenos en los Andes poseídos por los pehuenches,  Concepción, Ediciones Escaparate, pp. 49, 

50 y 51.   

43 Carmagnani,  Les mécanismes…,   op. cit.,  p. 181. 
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Concepción.  El  liderazgo  penquista,  en  cambio,  nunca  cuestionó  la  capitalidad  del  Reino  en 

Santiago ni planteó el separatismo; al contrario, lo condenó abiertamente44. 

Las tres provincias se simbolizaban en el escudo de tres estrellas que se aprobó en 1819 y 

bajo el cual se peleó la Patria Nueva, la campaña al Perú y la captura de Chiloé. La enseña recién 

se sustituyó en 1934, cuando la independencia estaba consolidada y el centralismo se impuso. 

¿Cómo le fue en su estrategia a la provincia del sur? Al principio muy bien, en cuanto avanzó 

en  su  inserción  internacional,  tuvo  participación  importante  en  los  cuerpos  legislativos  y  los 

diversos  ensayos de poder ejecutivo  colegiado  que  se  organizaron; pero  finalmente muy  mal, 

puesto que el poder terminó concentrado en el centro y su territorio arrasado por las guerras 

de independencia. 

Revisemos, tres dimensiones de ese proyecto, que resultan extrapolables a los eventos de 

otras latitudes. Nos referimos a la formación de Juntas y de un Congreso Nacional, y al circuito 

de comercio “triangular”, entre Lima, Talcahuano y el Río de la Plata, que pretendió instaurarse. 

 

a) La formación de Juntas 



La formación de los primeros gobiernos “nacionales” plantea de inmediato un doble problema 

de legitimidad. En cuanto al poder real, que suplantan “provisoriamente” las juntas, según se 

declaró, mientras durara la ausencia del rey. Igualmente crítica fue la cuestión de la validez de 

establecer juntas sin la participación de las provincias que componen el reino. Abatida o, a lo 

menos,  controvertida  la  legitimidad  de  las  autoridades  nombradas  por  el  rey  cautivo,  una 

incipiente soberanía popular exigía consultar a “los pueblos”. 

De esta forma, en el caso de Chile, con el surgimiento mismo de la Primera Junta, el 18 de 

septiembre de 1810, se instaló el tema de la representación provincial. Reviste, a su vez, un 

doble cariz: cómo cogobernar la nación y cómo gobernar la provincia. 

Los  primeros  gobiernos  patrios  fueron  colegiados  y  representativos,  en  el  sentido 

provincial,  circunstancia  que  suele  olvidarse.  Así  fue  durante  toda  la  Patria  Vieja,  con  la 

excepción  del  breve  gobierno  de  Francisco  de  la  Lastra,  cuando  agonizaba  esa  época45.  No 



44  Decía  el  acta  de  la  reunión  en  que  se  constituyó  la  Junta  Provincial  de  Concepción:   “El  pueblo  de  Concepción 

 declara por sospechosos de la patria y a la sagrada causa que sostiene a los que intenten o promuevan la división o 

 independencia de las provincias del reino, las unas respecto de las otras. Los considera igualmente como reos de lesa 

 nación y de lesa sociedad, y encarga a la junta que promueva por todos los medios posibles la unión i fraternidad de 

 todos  los  habitantes  de  esta  sociedad  i  partidos. ”  “Acta  de  los  acuerdos  del  vecindario  de  Concepción,  reunido  en 

Cabildo Abierto en 5 de septiembre de 1811”,  SCL, tomo I, p. 79. 

45 Orrego Luco, Augusto. 1935.  La Patria Vieja,  Santiago, Prensas de la Universidad de Chile, dos volúmenes. 
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solo se explica por el modelo inicial de la Junta de Septiembre. Fue una condición necesaria 

para la legitimidad; incluso José Miguel Carrera gobernó siempre de esta manera46. 

Con  fuerza,  en  las  dos  primeras  décadas  republicanas  se  sostuvo  el  derecho  de  las 

provincias a participar, como  tales  -  esto  es-    como  sujetos  en  el gobierno  nacional,  para lo 

cual constituyeron asambleas e incluso eligieron intendentes. En el fondo, se enfrentaban dos 

concepciones  de  país  que  debía  formarse,  que  derivaban  en  dos  estructuras  distintas  del 

Estado a organizar. La nación, única y centralizada, implicaba un poder abstracto reunido en el 

gobierno  nacional  y  que  se  basaba  en  la  idea  del  vínculo  de  nacionalidad  entre  individuos 

jurídicamente  libres  e  iguales.  Es  la  idea  moderna,  que  finalmente  se  impuso, pero  que  era 

funcional al centralismo; fue  así porque el gobierno  “nacional”, en  la mayoría de los países, 

era  dominado  por  la  antigua  provincia  capital.  La  representación  territorial,  expresada  en 

congresos designados o intervenidos, no hizo un verdadero contrapeso al poder concentrado 

en  el  ejecutivo  centralizado.  A  esta  noción  de  Estado  le  costó  décadas  imponerse,  entre 

caudillos, luchas provinciales, intentos confederales y asambleas. En Chile, por sus especiales 

circunstancias,  ocurrió  antes  que  en  otras  regiones,  pero  no  sin  resistencia  y  esporádicas 

explosiones violentas. 

Frente  a  esta  concepción  del  Estado-nación  se  levantó  una  alternativa  caracterizada  por 

autonomías  o  poderes  locales  fuertes.  Tuvo  expresión  jurídico  –política  en  proyectos 

confederados  o  ensayos  federales,  que  lograron  prevalecer  en  varios  países  de  América.  La 

idea del mandato imperativo, por ejemplo, esto es, diputados que respondían directamente a 

sus territorios, por oposición a los “diputados nacionales”, que se impusieron, fue expresión 

de esta alternativa. Las asambleas o congresos provinciales que se establecieron en diversas 

regiones  de  América,  reflejaron  la  búsqueda  de  la  gobernabilidad  a  ese  nivel,  para  luego 

sumarse al gobierno nacional que se instalara. 

La opción por gobiernos colegiados, durante estos años, se explicaba por el deseo de dar 

cabida a representantes regionales. Ocurrió en 1810 y también en 1823 y los años siguientes. 

Recordemos  que  una  junta,  integrada  por  José  Miguel  Infante,  su  mayor  adalid,  impuso  el 

federalismo en 182647. Se fundaba, además, en el rechazo al poder autoritario, representado 

por  gobiernos  unipersonales,  en  la  común  mirada  de  la  fronda  oligárquica  y  del  incipiente 



46 Sobre el personaje, hay una abundante bibliografía. Un texto antiguo, pero específico sobre su actuación en este 

periodo es: Carmona Yañez, Jorge. 1952.  Carrera y la Patria Vieja,  Santiago, Instituto Geográfico Militar. 

47 Cfr., Erlbaum Thomas, Joaquín. 1970.  El Federalismo en Chile, 1826-1827, Santiago, Memoria de Prueba, Escuela de 

Derecho Universidad Católica de Chile; y Martínez Baeza, Sergio. 1970. “El Federalismo en Chile”, en  Revista Chilena 

 de Historia y Geografía,  N° 138, pp. 104-133. 
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liberalismo.  Era  también  la  tradición  de  poder  colegiado  de  los  cabildos,  que  se  había 

recuperado, renovada, en las deliberaciones propias del periodo revolucionario. 

En esta lógica, Juan Martínez de Rozas participó en la Primera Junta Nacional de Gobierno 

y  la  preside  de  hecho,  en  representación  de  su  provincia.  Lo  mismo  ocurrió  durante  el 

gobierno  de  Carrera,  en  que  se  sucedieron  varias  juntas  “representativas”.  Tras  la  caída  de 

O’Higgins,  las  asambleas  de  las  tres  provincias,  incluso  Santiago,  forzado  por  Ramón  Freire, 

eligieron  sus  representantes  a  un  cuerpo  colegiado.  Algo  similar  ocurrió  con  las  asambleas, 

inauguradas  en  1822,  con  la  de  Concepción,  que  gobernaron  de  hecho  en  1824,  recibieron 

consagración  legal  en  1826,  con  las  leyes  federales  y  constitucionales  en  1828  en  la  Carta 

aprobada  ese  año.  Así  se  expresó  el  poder  provincial  en  el  gobierno  local  y  buscó  su 

participación en el gobierno nacional en conformación. 

 

b) La formación de un Congreso Nacional 



La  provincia  de  Concepción  vio  en  los  sucesos  de  1810  una  oportunidad  para  consolidar  su 

autonomía,  ganada  en  los  años  de  la  Intendencia;  a  la  vez,  aspiraba  a  la  construcción  de  un 

gobierno nacional representativo. Con estos objetivos en mente, colabora decididamente en la 

organización de la Primera Junta de Gobierno, inaugurada en septiembre de 1810, promovió la 

convocatoria a un Congreso Nacional, a partir de 1811. La Junta era dirigida, en la práctica, por 

el tribuno penquista, de origen cuyano, Juan Martínez de Rozas y en el Congreso la provincia 

obtuvo 12 de 36 escaños, lo que reflejó un gran éxito inicial48. 

Es curioso que los santiaguinos querían más bien una Junta, controlada por el Cabildo de la 

ciudad, según el modelo español; y los provincianos un Congreso, a la manera estadounidense. 

Esta postura fue consecuencia, en parte, de  la temprana influencia que recibió O’Higgins y el 

grupo  penquista,  de  los  ciudadanos  de  ese  país,  que  llegaban  numerosos  a  Concepción.  Así, 

Mateo  A.  Hoevel, introductor  de la  imprenta  y  Procopio  Pollock49, fueron  cercanos al clan  de 

Ángel  y  Joaquín  Prieto;    O’Higgins  incluso  tradujo  y  repartió  la  Constitución  norteamericana, 

aunque con los años abandonó su federalismo inicial. Se recuerda su carta a Juan Mackenna, 

donde  señala  haber  exigido  a  Rozas  obtener  del  Congreso  la  libertad  de  comercio  y  la 

instalación de un congreso nacional, aun sabiendo que se cometerán “errores pueriles”50. 



48  Sobre  la  provincia  sureña  y  el  Primer  Congreso,  vs.  Cartes  Montory,  Armando.  2010.  Concepción  contra 'Chile'. 

 Consensos y tensiones regionales en la Patria Vieja (1808-1811),  Santiago, Centro de Estudios Bicentenario, pp. 193-

228. 

49 Eyzaguirre, Jaime. 1930. “Las Gacetas de Procopio”, en  Revista Chilena, Santiago, nº 121-122. 

50  Archivo O’Higgins, Tomo I, p. 68. 



135 





Se  sabe  que  el  Primer  Congreso  y  varios  otros,  fracasarán  en  los  años siguientes.  Con  los 

años, se impuso una transformación política propia de la transición republicana, que consistió 

en  la  organización  de congresos y la elección  de  representantes con  lógicas nacionales. En el 

Antiguo  Régimen,  como  se  sabe,  primaban  las  dinámicas  corporativas,  ya  sea  de  tipo 

estamental o como reflejo de la estratificación social. Se traducía en que el diputado lo era de 

una  provincia  o  cuerpo  político  determinado,  con  una  agenda  específica  y  obligación  de 

responder  de  sus  actos.  Es  el  llamado  mandato  imperativo51.  Los  partidarios  de  un  gobierno 

centralizado en la capital, en cambio, promovían la desarticulación de este vínculo estrecho y 

reemplazarlo por una más abstracta representación “nacional”. 

La  paradoja  es  que  la  opción  por  un  Congreso  terminó  facilitando  la  desintegración  del 

poder  regional  y,  cuando  llega  la  república  conservadora,  favorece  derechamente  la 

intervención del Congreso por el poder ejecutivo. Todo lo cual coadyuvó a la concentración del 

poder. 

 

c) El comercio “triangular” Lima- Talcahuano- Río de la Plata 



Una importante manifestación del proyecto autonomista regional, fue la búsqueda de conexión 

directa  con  el  mercado  exterior,  a  fin  de  favorecer  la  salida  de  los  productos  y  las  relaciones 

políticas. Así, Juan Martínez de Rozas obtiene, a instancias de O’Higgins, que la Primera Junta 

decrete la libertad de comercio, abriendo el puerto de Talcahuano al comercio internacional. 

La  libertad  de  comercio  no  fue,  como  equivocadamente  sostiene  Sergio  Villalobos,  la 

consecuencia de haber vivido O’Higgins en un país marítimo como Inglaterra52. Constituyó, más 

bien,  una  fase  necesaria  del  proyecto  geopolítico  de  Concepción,  de  conectar  Lima  con  el 

puerto de Talcahuano y luego con el Río de la Plata, no a través de Uspallata, sino de Antuco53. 

El  objetivo  era trasladar hacia  el sur el circuito  comercial  que  unía a  Lima y  Buenos  Aires por 

Valparaíso y Aconcagua; si los flujos podían dirigirse por Talcahuano y Antuco, siguiendo luego 

por el Neuquén hacia el Río de la Plata, la riqueza agrícola de la región de Concepción podría 

dar salida a su enorme potencial de producción. Tal era el objetivo económico, como base de 

una consolidación geopolítica, a que apuntaba Concepción. Para lograrlo, debía abrir la ruta por 

la cordillera y demostrar que era más segura, rápida y barata que la vía tradicional por Cuyo y 

Uspallata. 



51  Cfr.,  Roldán,  Alcibíades.  1922.  “Concepto de  la  función  representativa  en  Derecho  Público”,  en   Revista  Chilena,  

Santiago, Tomo XV. 

52 Villalobos, Sergio. 1990.  El comercio y la crisis colonial, Santiago, Editorial Universitaria, segunda edición,  op. cit.,  p. 

253. 

53 Cartes M., Armando. 2013. “La ruta de Concepción a Buenos Aires por Antuco y Neuquén: Una mirada geopolítica”, 

en  Estudios trasandinos,  Vol. 18, 1, pp. 29-36. 
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Las  pretensiones  autonómicas  de  la  provincia,  cristalizadas  en  los  años  de  la  Intendencia, 

requerían acceso fluido a los mercados externos y relaciones internacionales autogestionadas. 

Así  se  explica  una  década  de  exploraciones,  en  busca  de  nuevas  rutas,  en  especial  las 

propiciadas por el cabildo y los futuros líderes de la revolución. 

Debe  tenerse  presente  que  la  relación  de  la  provincia  de  Concepción  con  sus  pares 

trasandinas era antigua y que excedió el mero interés económico. Fue promovida, primero, por 

la corona y las élites políticas realistas, ya desde fines del siglo anterior y luego estimulada por 

dirigentes  del  grupo  patriota.  Lo  anterior  demuestra  que  los  animaba  el  común  interés  de 

consolidar al espacio  provincial de Concepción,  como  una  unidad  geopolítica en  ciernes.  Para 

ello,  era  necesario  conectarse  directamente  a  otros  centros  políticos  y  económicos,  a  fin  de 

consolidar su autonomía y promover su propio desarrollo. 

El  gobierno  español,  atrapado  en  las  complejidades  de  la  política  europea,  en  especial 

cuando Napoleón alcanzó la cima de su poder, sintió la necesidad de estrechar las relaciones de 

los distintos pueblos de América. Instruyó al Virrey de Buenos Aires y al Gobernador de Chile de 

hacer  indagar  los  pasos  de  la  Cordillera  para  descubrir  algún  camino.  Ya  antes,  en  1794, 

Ambrosio  O’Higgins  se  dirige  al  Virrey  de  Buenos  Aires  y  al  Ministerio  de  Guerra  de  Madrid, 

sugiriendo la reapertura de la vía, proyecto que el rey aprueba el año siguiente54. 

Coincidieron, en este punto, los intereses y los fines de las autoridades centrales con los de 

los  oficiales  reales  de  Chile  y  Buenos  Aires;  pronto  se  sumaron  los  criollos,  a  través  de  los 

cabildos. 

Con  estas  gestiones,  resulta  evidente  el  interés  de  Concepción  por  imponer  la  ruta  por 

Antuco. Faltaban, sin embargo, informaciones más precisas sobre los accidentes, las distancias 

y  los  costos de abrir el camino.  Entonces se produjo el  ofrecimiento  del capitán  de milicias y 

Alcalde  provincial  don  Luis  de  la  Cruz,  de  explorar  la  ruta  a  su  costa.  Éste  fue  aceptado  de 

inmediato  por el Cabildo  y  por  el mismo  Gobernador Muñoz  de Guzmán, en  1805.  Su  diario, 

que  obtuvimos  íntegro  en  el  Archivo  de  Indias,  se  publicó  en  1830  por  de  Angelis  y  se  ha 

reeditado varias veces, con distintos enfoques55. 

La  ruta  por  Antuco  prometía  un  gran  porvenir  para  la  provincia  de  Concepción  y  un 

progreso cierto para ambos países. Esta era una visión compartida por el Cabildo penquista y el 



54 Barros Arana, Diego  Historia General de Chile,  op. cit., Tomo VII, pp. 191 y 192. 

55 Cfr. Canals Frau, Salvador. 1937.  Don Luis de la Cruz y su viaje a través de la cordillera y la pampa,  de GEA, Anales 

de la Sociedad Argentina de Estudios Geográficos, Buenos Aires, Imprenta y Casa Editora “Coni”, Tomo V, pp. 323-

325; Álvarez, Gregorio. 1972.  Neuquén,  Neuquén, Argentina, Editorial Pehuén,    Vol.  I, pp. 203-206; Cruz ,  Luis de la. 

1953.  “Tratado  importante  para  el  conocimiento  de  los  Indios  Pehuenches  según  el  orden  de  su  vida”,  en   Revista 

 Universitaria, Universidad de Chile, Año XXXVIII, Nº1, pp. 29-59. 
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intendente  de  la  provincia  de  la  Concepción,  el  coronel  Luis  de  Álava.  El  Intendente,  apunta 

Claudio Gay: 

“esperaba  variar  la  dirección  de  los  transportes  de  Buenos  Aires  a  Santiago  que  hasta 

entonces  se  hacían  por  Mendoza,  volviéndolos  a  llevar  a  Concepción  por  una  vía  más 

directa  e  incomparablemente  más  fácil.  Este  proyecto,  que,  según  esperaban,  hubiera 

hecho de Concepción el depósito europeo de una gran parte del comercio del mar del Sur, 

entusiasmó  de  un  modo  singular  a  los  habitantes  de  esta  hermosa  provincia,  que  hacía 

tanto tiempo era rival de Santiago…”56 



La invasión inglesa al Río de la Plata frustró el propósito del viaje de Luis de la Cruz. En su 

expedición al Plata, en efecto, llegó al fuerte de Melincué, al sur de la provincia de Santa Fe, el 

5 de julio de 1806. Allí se entera de que los ingleses se habían apoderado de Buenos Aires y el 

Virrey se retiraba hacia el interior. Esto ponía indirectamente fin a su expedición. 

Con  todas  las  dificultades,  es  probable  que  si  las  condiciones  hubieran  sido  distintas  y 

normales en la época, el plan de los penquistas de unir ambos océanos a través de Antuco y 

Neuquén, hubiera podido realizarse. El estado de guerra  con Inglaterra, que ocupó dos  veces 

Buenos  Aires;  la  más  sangrienta  con  Napoleón  en  España  y  la  de  la  independencia  misma, 

postergaron inevitablemente el proyecto. 

En los dos siglos siguientes, ha habido numerosas iniciativas al respecto. La más relevante, 

sin  duda,  fue  la  de  construir  un  ferrocarril  trasandino,  que  no  llegó  a  concretarse57.  Hoy  se 

trabaja  en  la  implementación  del  paso  internacional  de  Pichachén,  el  único  de  la  Región  del 

Biobío  y  que  opera  solo  en  verano.  La  implementación  plena  de  la  ruta  trasandina  es  una 

aspiración sentida, a ambos lados de la Cordillera, en especial en la Patagonia argentina, donde 

el viaje de la Cruz es recordado como un hito importante58. 

 

 



56 Gay, Claudio. 1973 (facsimilar de la edición de 1865).  Agricultura chilena,  Santiago, Icira, p. 312. 

57  González  Abuter,     Tulio.  2015.  El  Ferrocarril  Trasandino  por  Antuco,  Los  Ángeles,  Camino  del  Ciego  Proyectos;  y 

Herrera Lobos, Víctor Renato. 2012.  Crónicas del antiguo ferrocarril trasandino por Antuco, de las zonas aledañas y 

 sus gentes, Concepción, Impresos Valverde. 

58  En  2006  tuvimos  la  oportunidad  de  participar  en  la  conmemoración  del  bicentenario  del  viaje,  en  la  localidad 

argentina de Chos Malal, tras repetir el cruce cordillerano del penquista y su comitiva. Una nota del Diario  El Sur de 

Concepción, de 12 de abril de 2006, señala: “200 años de Pichachén. En el marco del bicentenario del viaje se realizó 

en  Chos  Malal,  Neuquén,  un  encuentro  de  historiadores  en  que  se  recuperó  y  proyectó  para  los  afanes  de  hoy  la 

hazaña del penquista Luis de la Cruz… Paralelamente se realizaron reuniones a nivel político en las que participaron 

delegaciones municipales de Los Ángeles, Antuco, Negrete, Santa Bárbara, Quilleco, Yungay y Chillán Viejo”. 
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Conclusiones 

El  estudio  de  la  situación  o  la  incidencia  de  los  espacios  sub-nacionales,  en  el  proceso  de 

construcción  nacional,  en  especial  durante  la  primera  mitad  del  siglo  XIX  latinoamericano,  ha 

devenido en un campo historiográfico propio. 

Si  bien  las  respuestas  políticas  o  institucionales  fueron  diversas  -confederaciones, 

federaciones o estados centralizados- la cuestión de fondo fue siempre la distribución territorial 

del poder, en un proceso que fue evolutivo y, a ratos, muy violento. Chile no fue la excepción a 

esta tensión recurrente en la organización estatal, si bien se resolvió más rápido que en otras 

latitudes, por una imposición temprana de un centralismo estricto. 

En  los  albores  del  proceso  de  emancipación,  los  intereses  provinciales  y  centrales 

coincidieron,  dando  lugar  a  una  acción  combinada.  Juan  Martínez  de  Rozas,  el  tribuno  de 

Concepción, presidió de hecho la Primera Junta de Gobierno; desde ahí impuso, a instancias de 

Bernardo O’Higgins, la libertad de comercio y un congreso nacional. Los dos grandes logros de 

la  Primera  Junta  lo  fueron  también  de  la  provincia.  En  el  primer  momento  revolucionario, 

converge la geopolítica provincial con el proyecto nacional. 

No  hay  duda  de  que  se  trata  de  una  estrategia  impulsada  por  las  élites  regionales.  La 

comprensión  del  proyecto  nacional  en  construcción  y  los  alcances  geopolíticos  de  las 

aspiraciones provinciales a la autonomía, tenían un nivel de abstracción no accesible al pueblo 

llano.  Con  todo,  no  puede  afirmarse  que  éste  fue  ajeno  al  proceso.  En  una  sociedad 

hacendística,  las  élites  tenían  mayor capacidad  de  movilización  que en  una economía abierta; 

había, además, una conciencia regional, sobre lo que hay numerosos testimonios. Las tensiones 

entre Rozas y Carrera y el proceso que condujo luego a la caída de O’Higgins tuvieron una alta 

participación  popular.  Dieron  lugar,  en  efecto,  a  reclutamientos  muy  masivos,  de  carácter 

voluntario. 

Si bien el impulso inicial de la Independencia unió a los grupos de ideas avanzadas del país, 

la  definición  de la forma de organizar  el poder,  los  enfrentaría  irremediablemente.  El dilema, 

que en realidad nunca puede resolverse totalmente, se superó luego de varias décadas, cuando 

el centro logra imponer su hegemonía, por una mezcla de factores y circunstancias culturales, 

económicas, militares e institucionales. Es el triunfo de la Nación. 

Siempre  es  interesante  volver  sobre  esta  época,  desde  una  mirada  historiográfica.  Ya 

sabíamos que la independencia plena no era el único camino; gracias a los trabajos recientes, 

ahora sabemos que tampoco lo es el centralismo triunfante en Chile. 

Desde la óptica de la política contemporánea, observamos que, en los últimos años, se han 

establecido  consejos  regionales  de  elección  directa,  con  facultades  más  amplias  que  las 
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antiguas  asambleas.  Pronto  elegiremos  gobernadores  regionales.  Están  en  discusión  sus 

competencias  y  recursos.  Concluimos,  en  consecuencia,  que  aunque  nuevas  épocas  traen 

nuevas  respuestas  posibles,  el  problema  subyacente  de  la  distribución  territorial  del  poder 

subsiste. 
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RESUMEN 

México adoptó, durante la primera mitad del siglo diecinueve, el republicanismo y el federalismo junto a 

una forma de gobierno presidencialista. Este trabajo analiza el origen y la evolución del presidencialismo 

mexicano  desde  la  Constitución  Federal  de  1824,  hasta  la  sanción  de  la  Constitución  de  1917.  Durante 

este período, el país atravesó por distintos experimentos institucionales más o menos centralizadores, en 

constante tensión con el carácter federal y republicano de sus instituciones originales. Se concluye que la 

inestabilidad  política  fue  el  principal  rasgo  del  período,  favorecida  por  una  informal  supremacía 

presidencial,  y  por  conflictos  entre  élites  regionales  y  el  gobierno  federal,  independientemente  de  las 

instituciones formales que regulaban la distribución del poder. 
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ABSTRACT 

Mexico  adopted  republicanism  and  federalism  during  the  first  half  of  the  nineteenth  century,  in 

combination  with  presidentialism.  This  article  analyses  the  origin  and  evolution  of  Mexican 

presidentialism from the Federal Constitution in 1824, to the sanction of the Constitution of 1917. During 

this  period,  the  country  went  through  more  or  less  centralized  institutional  experiments,  in  constant 

tension with its federal and republican original institutions. The article concludes that political instability 

was the main feature of the period under analysis, favored by the combination of informal presidential 

supremacy and territorial conflicts between regional élites and federal government, regardless the formal 

institutions regulating distribution of power. 
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Introducción 



“que no se vea en el ejecutivo latinoamericano decimonónico a seres pintorescos e inextricables. 

 No siempre los presidentes fueron ilustrados; pero por lo general su intención autoritaria y su 

 vocación mesiánica era efecto, más que causa, de la impotencia social de sus respectivos países. Y 

 es que durante el siglo XIX más que un poder justo se procuró un poder eficaz” 

Diego Valadés Constitución y Política, p. 314 



En este trabajo se analiza el origen y la evolución del régimen de gobierno presidencialista en 

México, desde la etapa previa a la independencia  hasta  el  inicio  de la construcción  del nuevo 

Estado pos revolucionario, que se cristalizó en la reforma constitucional de 1917 que siguió a la 

Revolución  Mexicana.  El  siglo  diecinueve  mexicano  ha  sido  considerado  como  un  caso 

paradigmático  de  inestabilidad,  aún  en  comparación  con  otras  experiencias  latinoamericanas 

decimonónicas.  Luego  de  la  independencia,  y  como  consecuencia  de  los  severos  conflictos 

políticos que serán analizados en este trabajo,  “durante varias décadas la vida de la nación fue 

 un prototipo de inestabilidad política”  1.  El extenso  período  analizado  en  este estudio  decantó 

institucionalmente  en  tres  Constituciones  formales  —1824,  1857  y  1917—  y  varios 

experimentos institucionales —Constitución de Apatzingán, Plan de Iguala, Plan de Ayutla, Plan 

de  Casa  Mata,  Bases  para  una  Nueva  Constitución,  Constitución  de  las  Siete  Leyes,  Bases 

Orgánicas  de  la  República  Mexicana—.  Todas  estas  instancias  de  creación  de  instituciones 

formales  estuvieron  precedidas  de  severas  crisis  políticas,  sociales  y  económicas,  y  de  la 

imposibilidad  de  asegurar  el  orden  y  la  estabilidad  en  todo  el  territorio  del  país.  En  términos 

 weberianos,  podría  decirse  que  los  sucesivos  gobiernos  no  lograban  imponer  el  control  de  la 

violencia  física  legítima.  Como  consecuencia  de  ello,  el  país  atravesó  por  distintos  gobiernos 

que cimentaron su poder (a veces efímero, otras veces incapaz de regir en todo el territorio) a 

partir  de  prácticas  e  instituciones  informales,  que  ignoraban  o  contradecían  las  instituciones 

formales2. 



1 Skidmore, Thomas y Smith, Peter. 1999.  Historia Contemporánea de América Latina. Editorial Crítica, Barcelona, p. 

242. 

2  La  noción  de  instituciones  informales  implica  que  los  actores  políticos  se  guían  por  una  combinación  de  reglas 

formalmente  constituidas  y  sancionadas,  y  otras  cuya  formulación  y  persistencia  están  ancladas  en  prácticas  y 

normas  culturales  que  no  tienen  una  expresión  formal.  Para  un  mayor  desarrollo  sobre  este  punto  ver  North, 

Douglass. 1990.  Institutions, Institutional Change, and Economic Performance. New York: Cambridge University Press. 

También  Knight,  Jack.  1992a.  Institutions  and  Social  Conflict.  New  York:  Cambridge  University  Press  Para  el  caso 

latinoamericano ver Helmke, Gretchen, y Levitsky, Steven (Eds.). 2006.  Informal institutions and democracy: Lessons 

 from Latin America. JHU Press. 
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Por  otra  parte,  la  sucesión  de  reformas  constitucionales  supuso  la  instauración  tanto  del 

federalismo  como  del  centralismo,  en  una  evolución  que  obedeció  fundamentalmente  a  la 

inexistencia  de  un  poder  hegemónico  capaz  de  saldar  definitivamente  las  disputas  entre  las 

visiones  liberales  y  monárquicas  que  dividían  a  las  élites,  o  si  se  quiere,  entre  federalistas  y 

centralistas.  Desde  el  punto  de  vista  ideológico,  la  primera  constitución  mexicana  recibió  dos 

grandes fuentes: la constitución  norteamericana  de  1787,  y  la  constitución  de  Cádiz de  1812. 

Ambos  antecedentes,  sin  embargo,  no  fueron  adoptados  automáticamente  por  lo 

constituyentes mexicanos. Antes bien, su implantación en el contexto mexicano condicionó de 

gran  manera  su  evolución  posterior,  arrojando  resultados  diferentes  a  los  esperados,  en 

particular en relación a la concentración de poder en el presidente. 

Desde  el  punto  de  vista  institucional,  el  presidencialismo  ha  sido  el  principal  rasgo  del 

sistema  político  mexicano.  A  su  vez,  la  sucesión  presidencial  se  constituyó  como  la  principal 

fuente de controversia entre las distintas facciones que disputaban el poder ejecutivo. Como se 

verá,  los  principios  básicos  de  la  institucionalidad  mexicana  —republicanismo,  federalismo, 

presidencialismo—  fueron  adoptados  tempranamente,  aunque  no  unánimemente.  Casi  hasta 

fines del siglo diecinueve hubo sectores que impulsaban una forma de gobierno monárquica y 

centralista.  De  todos  modos,  independientemente  de  las  instituciones  formales,  los  distintos 

gobiernos del período —incluido el período del imperio y el  porfiriato— a menudo ignoraron las 

reglas constitucionales, y las reemplazaron en los hechos por instituciones informales como el 

caudillismo, el compadrazgo  y  la desobediencia  al  poder  formal3.  En ese sentido, los distintos 

gobiernos  funcionaron  bajo  una  institucionalidad  paralela  y  no  formal,  mediante  pactos  y 

acuerdos de élites y mediante la aplicación selectiva de la ley. En buena medida, la inestabilidad 

del primer siglo de vida independiente de México puede ser explicada por el escaso apego a la 

constitución  de  un  amplio  sector  de  las  élites  mexicanas,  y  por  los  intensos  conflictos 

territoriales  resultantes  de  las  disputas  entre  las  élites.  La  concentración  del  poder  en  el 

presidente —ya sea bajo arreglos institucionales federalistas o centralistas—4 ha sido el común 



3 Estos arreglos institucionales informales son un atributo específico de la historia política mexicana, y  permiten han 

subsistido hasta entrado el siglo veintiuno, bajo los distintos gobiernos del Partido Revolucionario Institucional (PRI), 

en particular en lo referente a la sucesión presidencial. El “dedazo” es un ejemplo prototípico de una regla informal 

que subsistió durante setenta años como una forma de sortear el efecto desestabilizador de la sucesión presidencial. 

Es importante señalar el punto, porque si bien su práctica excede los límites temporales de este estudio, contribuye a 

mostrar hasta qué punto las prácticas informales tienen consecuencias de largo plazo. Para un estudio específico del 

“dedazo” ver Langston, Joy. 2006. “The birth and transformation of the dedazo in Mexico”.  En Helmke, Gretchen y 

Levitsky, Steven (Eds.)  Informal Institutions and Democracy: Lessons from Latin America, p. 143-159. 

4  Annino  sostiene  que  existe  un  problema  de  conflicto  de  ciudadanías  entre  la  posición  de  los  federalistas  y  los 

centralistas mexicanos. El autor señala que “desde el primer momento la difusión de la ciudadanía moderna consolidó 

 las  sociedades  locales  más  que  las  centrales,  restando  legitimidad  a  los  nuevos  gobiernos”.  Asimismo,  las  tres 
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denominador  de  la  historia  política  mexicana  durante  el  período  abordado  en  este  estudio, 

independientemente de las instituciones formales que rigieron durante el mismo. 

 

Concentración del poder y estabilidad política:  federalismo   versus  centralismo  y   checks and 

 balances  versus supremacía presidencial 

 

En este ensayo, el origen  y la evolución  del  presidencialismo  mexicano  se  aborda  a partir  del 

análisis de los textos constitucionales y la literatura historiográfica y politológica sobre el tema. 

Existe  una  vasta  tradición  de  análisis  y  estudio  sobre  la  evolución  constitucional  mexicana5, 

tanto desde los estudios históricos, como del derecho y la ciencia política. Nuestro propósito no 

es  analizar  la  evolución  constitucional  mexicana  en  términos  generales,  sino  indagar  en  un 

aspecto  particular  de  esta  evolución,  como  es  la  adopción  y  adaptación  del  régimen 

presidencialista, y su  vinculación  con  la concentración  del  poder en  manos del presidente.  En 

particular,  para  estudiar  este  tema  se  toma  como  punto  de  partida  la  propuesta  de  Garcé6, 

acerca  del  modo  específico  en  que  la  difusión  de  instituciones  tuvo  lugar  en  América  Latina. 

Según este enfoque, el paradigma presidencialista norteamericano fue adaptado —y en cierta 

medida reconfigurado— a partir del legado ideacional que heredaron las colonias españolas en 

América. La concentración del poder presidencial ha sido destacada sistemáticamente como un 

rasgo  característico  de  la  política  mexicana,  configurando  un  caso  de   hiperpresidencialismo7. 

Para  este  trabajo  entendemos  la  concentración  de  poder  en  dos  sentidos.  En  primer  lugar, 

desde  el  punto  de  vista   territorial,  en  la  medida  en  que  el  poder  puede  estar  disperso  entre 

regiones  y  estados  —como  en  el  caso  ideal  de  la  organización  federal,  o  confederada—,  o 

hallarse centralizado en algún punto del territorio —como en el caso de los países unitarios, o 



soberanías en conflicto (de la nación, de las provincias y de los municipios) representaban distintas visiones sobre la 

ciudadanía,  y  esto  generaba  tensiones  producto  de  las  distintas  tradiciones que  confluyeron  en  los  constituyentes 

mexicanos. Dice Annino: “ya fueran los gobiernos federales o centralistas, la lucha política se encauzaba en un patrón 

 de  luchas  entre  soberanías  diferentes”.  Ver  Annino,  Antonio.  2003.  “Pueblos,  liberalismo  y  nación  en  México”,  en 

Antonio  Annino  y  François-Xavier  Guerra  (coords.)   Inventando  la  nación:  Iberoamérica  siglo  XIX.  Fondo  de  Cultura 

Económica, México D. F., p. 399 y 411, respectivamente. 

5  Independientemente  de  las  referencias  que  serán  citadas  más  adelante,  como  referencias  generales  sobre  la 

evolución  constitucional  mexicana  pueden  señalarse  a  Sayeg  Helú,  Jorge.  1978.  Introducción  a  la  historia 

 constitucional  de  México.  D.F.:  Instituto  de  Investigaciones  Jurídicas-UNAM.  También  es  de  gran  utilidad  la 

publicación  de  la  Cámara  de  Diputados  del  Congreso  de  la  Unión,  LII  Legislatura.  1985.  Derechos  del  pueblo 

 mexicano. México a través de sus Constituciones; 3a. ed., México, D.F. El trabajo más reciente sobre el tema es el de 

Andrews, Catherine. 2017.  De Cádiz a Querétaro: Historiografía y bibliografía del constitucionalismo mexicano. D.F.: 

Fondo de Cultura Económica. 

6  Garcé,  Adolfo.  2017.  “Hacia  una  teoría  ideacional  de  la  difusión  institucional.  La  adopción  y  adaptación  del 

presidencialismo en América Latina durante el siglo XIX”, en  Revista Española de Ciencia Política 44, pp. 13-41. 

7  Casar,  María.  1996.  “Las  bases  político-institucionales  del  poder  presidencial  en  México”  en   Política y Gobierno, 

3(1), p. 61-92. 
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de tradición centralizadora—. En segundo lugar, desde el punto de vista  funcional, dado que el 

poder puede estar disperso entre distintas instituciones o ramas de gobierno —como el caso de 

los  checks and balances,  propio de las constituciones presidencialistas en las cuales el gobierno 

se  encuentra  dividido  en  distintos  poderes—  o  bien  concentrado  en  alguna  de  ellas  —

típicamente el poder ejecutivo—. 

De  acuerdo  a  Garcé,  la  concentración  del  poder  en  manos  de  presidentes  fuertes  fue  la 

solución que los latinoamericanos encontraron frente a las condiciones políticas que debieron 

enfrentar durante y con posterioridad a la independencia de la corona española. La respuesta 

concentradora y centralizadora fue un reflejo motivado en la “heurística de la disponibilidad”8, 

que  recortó  el  universo  posible  de  soluciones  institucionales  al  alcance  de  los  primeros 

constituyentes latinoamericanos, como señala Lempérière9. Como veremos más adelante, tanto 

la constitución norteamericana, como la constitución de Cádiz tuvieron una notable influencia 

en los constituyentes mexicanos de 1823 y 1824. De la primera adoptaron el presidencialismo y 

el federalismo, que serían dos atributos esenciales de la evolución constitucional y política de 

México.  Sin  embargo,  la  preocupación  de los  constituyentes  no  era  principalmente  sentar  las 

bases institucionales para el desarrollo económico basado en una economía capitalista —como 

en el caso norteamericano—, sino construir una nación independiente sobre cuyos caminos no 

existía acuerdo entre las élites mexicanas. Además de las diferencias de propósitos y objetivos, 

las diferentes tradiciones filosóficas y religiosas —algunas de ellas reforzadas por la constitución 

de  Cádiz, pese a su  carácter liberal—, así como  el  modo  específico  de  control colonial al que 

había estado sometido el territorio y el pueblo mexicano,  determinaron que la difusión de las 

instituciones  norteamericanas  encontrara  una  recepción  que  les  dio  una  forma  diferente,  y 

determinó,  en  consecuencia,  resultados  que  rápidamente  divergieron  de  la  trayectoria 

norteamericana. 

Desde  el  punto  de  vista  institucional,  y    habiendo  atravesado  por  dos  breves  períodos  de 

implantación  imperial,  el  presidencialismo  mexicano  se  caracterizó,  durante  el  período 

abordado  en  este  estudio,  por  su  debilidad  formal  —tanto  en  el  aspecto  funcional,  en  su 

relación  vis a vis con el poder legislativo, como en su dimensión territorial en su relación con los 

poderes  estatales  y  locales,  si  bien  desde  el  ascenso  de  Porfirio  Díaz  al  poder,  esta  relación 



8 Weyland, Kurt. 2007.  Bounded Rationality and Policy Diffusion. Princeton University Press, Princeton, NJ. 

9 “las élites políticas de la recién nacida ‘nación mexicana’ podían inspirarse en varios modelos concretos de nación. 

Contaban además con referentes políticos y jurídicos coherentes heredados de su integración durante tres siglos en 

la  monarquía  española,  más  con  los  preceptos  novedosos  transmitidos  por  el  experimento  gaditano”  Lempérière, 

Annick. 2003. “De la República corporativa a la Nación moderna: México (1821-1860)”, en Antonio Annino y François-

Xavier Guerra (coords.) Inventando la nación: Iberoamérica siglo XIX. México D. F., Fondo de Cultura Económica, p. 

317. 
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comenzó a mostrar rasgos transaccionales entre el ejecutivo federal y los ejecutivos estatales—. 

Sin  embargo,  sobre  esta  debilidad  formal  se  erigió  una  particular  modalidad  de  ejercicio  del 

poder  que  muchas  veces  ignoró  tales  limitaciones  formales.  En  los  hechos,  los  presidentes 

mexicanos gobernaron sobre la base de reglas informales que determinaron en buena medida 

dos resultados: por un lado, presidentes institucionalmente débiles que imponían su voluntad 

gracias  a  su  poder  militar,  u  otras  fuentes  de  poder  político;  por  otro  lado  fue  precisamente 

este  modo  arbitrario  de  ejercer  el  poder  el  que  determinó  en  cierta  forma  la  inestabilidad 

política  característica  del  período  analizado.  Cuando  un  presidente  intentaba  ignorar  la 

constitución  y  los  límites  formales  a  su  poder,  un  movimiento  contrario  buscaba  derrocar  al 

presidente  acusándolo  de  dictador.  Acto  seguido,  un  nuevo  presidente  ocupaba  el  gobierno, 

pero rápidamente se percataba de su debilidad institucional, lo cual lo llevaba inmediatamente 

a  sortear  los  límites  constitucionales,  dando  lugar  a  un  nuevo  ciclo  de  inestabilidad  y  a  una 

sucesión presidencial casi permanente. 

La  falta  de  controles  reales  —los   checks  and  balances   en  la  dimensión  funcional  de  la 

concentración del poder—, sumada al extremo regionalismo que caracterizó a un federalismo 

exacerbado  —en  la  dimensión  territorial—  pusieron  a  los  presidentes  mexicanos  en  una 

situación que habitualmente superaron por la vía de la violencia y el desprecio por las reglas. 

 

México tras la independencia: la Constitución de 1824 y la adopción del presidencialismo 



En general, los procesos de independencia  de  los  países  latinoamericanos  fueron  el resultado 

de  revoluciones   top-down,  mediante  las  cuales  las  élites  consiguieron  autonomizar  sus 

intereses  de  los  predominantes  en  la  península  ibérica10.  Sin  embargo,  este  proceso  de 

autonomización no fue completo ni homogéneo entre los países, ni a lo largo del tiempo. Por 

otra  parte,  las  nuevas  élites  políticas  que  se  hicieron  con  el  poder  luego  de  los  procesos  de 

independencia  tampoco  configuraban  un  actor  único  ni  homogéneo.  Durante  las  décadas 

siguientes  a  la  independencia,  numerosos  conflictos  tuvieron  lugar  entre  partidarios  de 

distintos órdenes políticos, sociales y económicos. En general, la inestabilidad que prosiguió a la 

independencia  estuvo  marcada  por  diferentes  proyectos  en  disputa  para  los  nuevos  Estados, 

cuyo  origen  puede hallarse en  conflictos ideológicos,  económicos y sociales que dividían a  las 

élites. En suma, salvo contadas –y fracasadas- experiencias —como los casos Hidalgo y Morelos 

en  México  o  la  revolución  en  Haití,  y  ambos  fueron  ejemplos  a  no  seguir—,  fueron  las  élites 



10 Anna, Timothy. 1991. “La independencia de México y América Central”, en Leslie Bethell (Ed.)  Historia de América 

 Latina  Vol. 5 La independencia. Barcelona, Editorial Crítica. 
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económicas, políticas, militares y sociales  —a menudo concentradas en criollos de clase alta e 

ilustrados— las que promovieron y conquistaron la independencia de la corona española11. 

Desde  el  punto  de  vista  ideológico,  las  élites  que  lucharon  por  la  independencia  estaban 

fuertemente  influidas  por  el  pensamiento  europeo  de  la  ilustración  —como  se  verá, 

especialmente  Rousseau,  y  en  menor  medida  Hobbes,  Locke  y  Bentham—  por  la  filosofía 

cristiana  de  San  Agustín  y  Tomás  de  Aquino  y  por  la  doctrina  suareciana,  por  la  filosofía 

alemana e inglesa, y por los federalistas norteamericanos. Sin embargo, las fuentes ideológicas 

muchas  veces  fueron  mixturadas  con  elementos  estrictamente  locales,  que  dieron  a  las 

revoluciones distintos tonos ideológicos12. 

Las élites criollas, a su vez, disponían del control de la actividad económica y militar. Por ello, 

construyeron una estatalidad que les garantizaba el acceso a los mercados internacionales, y el 

control  de  los  recursos  naturales  y  económicos  de  las  nacientes  repúblicas.  En  los  países 

extensos  y  diversificados,  esto  supuso  la  necesidad  de  coordinación  entre  distintas  élites 

regionales,  lo  que  generó  en  la  mayor  parte  de  los  casos  conflictos  de  intereses  y  disputas 

políticas  y  militares que dieron  lugar a la inestabilidad  política  que  siguió  a la  independencia. 

Asimismo, el temor de las élites a la anarquía y a la pérdida del control político y económico que 

esto  suponía,  llevó  a  legitimar  a  gobernantes  autoritarios,  y  a  apoyar  gobiernos  que  se 

apartaban  de  los  principios  constitucionales,  siendo  México  un  caso  paradigmático  en  este 

sentido. 

En este contexto, las soluciones planteadas  para  lidiar  con  el temor a la  explosión  social y 

política  de  conflictos  regionales,  económicos,  raciales,  religiosos,  e  internacionales,  fue  la 

concentración del poder en la figura de presidentes fuertes —no siempre bajo el amparo de la 

constitución y la ley—13. La concentración del poder resultó desde un primer momento un rasgo 

característico de los nuevos estados latinoamericanos,  con independencia de su conformación 

institucional, pues este rasgo   extrainstitucional  se  verifica  tanto  en  las tendencias centralistas 



11 “ni en México ni en ningún otro lugar de América Latina fueron las clases populares las que determinaron la llegada 

 de la independencia ni la forma política que adoptaron los nuevos estados”. Ibíd., p.  45. 

12 Wiarda, Howard. 2003.  The soul of Latin America: The cultural and political tradition. New Heaven, Yale University 

Press. 

13  Wiarda  sostiene  que  los  extraordinarios  poderes  que  concentraron  los  presidentes  latinoamericanos  fueron 

producto  de  la  herencia  rousseauniana,  que  veía  en  un  ejecutivo  todopoderoso  la  única  vía  posible  para  evitar  la 

desintegración que amenazaba a las incipientes naciones independientes. “As Frank Tannenbaum once wrote of the 

powers of the Mexican presidency, it ‘represented a cross between the absolutist tradition of the Spanish viceroys 

and the equally absolutist power of Montezuma’”. Ibíd., p. 131. 
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como federalistas14, el principal conflicto institucional del período posterior a la independencia, 

y  que  marcó  —las  más  de  las  veces  violentamente—  la  política  latinoamericana  durante  el 

período. Según Valadés el centralismo favoreció la concentración del poder en el ejecutivo por 

razones  obvias,  pues  ideológicamente  era  afín  a  un  poder  central  fuerte.  Lo  paradójico  es, 

según  el  autor,  que  los  federalistas  no  eran  menos  favorables  a  concentrar  el  poder  en 

ejecutivos fuertes, pues  

“la tendencia natural en Estados recién surgidos y urgidos de cimentar su propio poder, 

llevaba  inexorablemente  a  contrarrestar  toda  acción  o  tendencia  que  pudiera  significar  la 

atomización  de  la  autoridad,  máxime  si  esta  atomización  sólo  podía  traducirse  en  el 

fortalecimiento de grupos de poder regional dentro de un Estado nacional. La posibilidad de 

que  emergieran,  con  este  motivo,  señoríos  semejantes  a  los  existentes  en  el  medioevo 

europeo,  habría  desnaturalizado  rápida  y  peligrosamente  las  posibilidades  reales  de  un 

afianzamiento de la independencia nacional en cada uno de los países latinoamericanos”15. 



A  partir  de  la  invasión  francesa  de  España,  y  el  ascenso  al  trono  de  José  Bonaparte  se 

produjeron una serie de movimientos y tensiones en el territorio de Nueva España —del mismo 

modo  que  en  la  mayor  parte  de  las  colonias  españolas  en  América—.  El  proceso 

independentista  de  México  abarcó  unos  once  años  y  presentó  distintos  actores  centrales,  y 

disímiles tónicas ideológicas, desde Hidalgo y su  revolución indígena y campesina del Grito de 

Dolores en 1810, llevada a cabo en nombre   de Fernando VII, seguida por Morelos y su plan de 

gobierno parlamentarista bajo la invocación de la Virgen de Guadalupe, hasta Iturbide y su Plan 

de  Iguala,  donde  se  proponía  una  monarquía  católica  independiente  gobernada 

provisionalmente  por  la  Constitución  de  Cádiz.  Este  proceso  complejo  y  errático  cristalizó 

finalmente en la independencia de México, formalmente adoptada el 27 de setiembre de 1821. 

La revolución de Hidalgo no prosperó debido a la radicalidad de sus propuestas y del temor que 

éstas representaban para las élites políticas, religiosas y económicas. Algo parecido sucedió con 

el  intento  de  Morelos,  pues  en  su  programa  se  incluía  la  reforma  agraria,  impuestos  a  la 

riqueza, reformas sociales y un gobierno parlamentarista, entre otras reivindicaciones. El temor 

a  lo  sucedido  en  Santo  Domingo  (Haití) y  en  la  primera  revolución  de  Hidalgo  ofició  como  un 

desestímulo para que las clases altas apoyaran la independencia de México16. 



14 “en ambos casos se produjo, a manera de común denominador y como premisa esencial para la subsistencia misma 

 del  Estado,  el  fortalecimiento  del  poder  presidencial”.  Valadés,  Diego.  1987.  Constitución  y  política.  Universidad 

Nacional Autónoma de México, Instituto de Investigaciones Jurídicas, p. 214. 

15 Ídem. 

16  Para  autores  como  Wiarda,  las  revueltas  de  Hidalgo  y  Morelos  terminaron  quizás  con  el  único  intento 

independentista  genuino  que  podría  haber  implantado  el  liberalismo  en  América  Latina.  Agotadas  esas  dos 
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Con Iturbide se produjo un cambio que alineó a las élites con la lucha independentista, pues 

sus propuestas eran mucho más moderadas en el plano social. En este caso, podría decirse que 

la  independencia  era  consistente  con  los  intereses  de  las  élites  y,  viendo  que  era  un  proceso 

que tarde o temprano deberían aceptar, éstas prefirieron controlarlo mediante un proceso de 

independencia moderado y gradual. El Plan de Iguala culminó con la consagración del Imperio 

Mexicano, y con Iturbide como primer emperador. No es un hecho menor que la primera forma 

política  que  tomó  la  nueva  nación  haya  sido  la  de  un  imperio,  y  no  una  república17.  Sin 

embargo, esta solución tuvo corta vida, pues el imperio fue sustituido unos años después por la 

república,  cuando  Santa  Anna  junto  a  otros  líderes  que  habían  protagonizado  el  proceso  de 

independencia  no  toleraron  el  giro  autoritario  de  Iturbide.  El  movimiento  que  buscaba 

desplazar  a  Iturbide  estaba  liderado  por  Santa  Anna  pero  se  conformaba  por  los  líderes 

militares  de  todo  el  país  y  las  diputaciones  provinciales,  las  cuales  se  constituyeron  “en  un 

movimiento  republicano  y  federalista  extremadamente  descentralizado  que  venció,  por 

muchos  años,  cualquier  intento  por  reconstituir  una  autoridad  central  respetada  y 

obedecida”18. La rebelión de los líderes tuvo éxito e Iturbide se exilió al tiempo que se proclamó 

la  República  Federal  de  los  Estados  Unidos  Mexicanos,  en  1824.  Este  fue  quizás  el  primer 

evento de una serie que se repetiría durante todo el siglo diecinueve en la cual un gobernante 

era desplazado por otros líderes que se oponían al carácter autoritario de su gobierno. 

Con el fin del imperio llegó la república, la cual “se consideraba lo apropiado”19, en particular 

para un sector de la ilustración local que había tenido contacto con la obra de los federalistas, y 

la  experiencia  de  gobierno  norteamericana20.  Lempérière  sostiene  que  “cuando  se  frustró  la 

esperanza  de  establecer  una  monarquía  constitucional  en  México,  el  régimen  republicano  se 



experiencias, el liberalismo no pudo abrirse paso en América Latina en general, y en México en particular. En cambio, 

lo que prosperó fue la independencia llevada a cabo por elementos conservadores (Iturbide, en el caso mexicano) 

que fueron capaces de llevar adelante la independencia de España sin amenazar a las élites con despojarlas de sus 

riquezas, derechos y privilegios. Este es el punto central que permite a Wiarda explicar por qué América Latina nunca 

pudo alcanzar el liberalismo, aunque sí la independencia. 

17 Incluso se repetiría durante el Segundo Imperio (1862-1864) en ocasión de la intervención francesa que propició el 

acceso al trono de Maximiliano de Habsburgo. 

18 Lempérière 2013. “De la República corporativa”, p. 320. 

19 Bazant, Jan. 1991. “México”, en Leslie Bethell (Ed.)  Historia de América Latina Vol. 6 América Latina Independiente, 

 1820-1870. Barcelona, Editorial Crítica, p. 111. 

20 Es interesante notar que este punto recoge lo que Weyland define como un mecanismo de “promoción”, uno de 

los cuatro mecanismos causales detrás de la difusión de políticas y de instituciones. La “promoción” se caracteriza 

por  la  difusión  vertical  —de  un  país  central  a  uno  periférico—  de  ciertas  concepciones  sobre  lo  apropiado  de 

determinados arreglos institucionales. En este caso, la república era una realidad en un país muy influyente en ese 

momento como Estados Unidos por lo que la difusión de la república, y también del modelo presidencialista siguen el 

patrón identificado por Weyland. 
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impuso inmediatamente como  la única opción  posible”21.  Sin  embargo, pese a la instauración 

de  la  república,  los  antiguos  realistas  no  desaparecieron.  Más  bien  dieron  lugar  a  una  nueva 

división —ahora dentro del republicanismo—, entre federalistas y centralistas. Obviamente los 

antiguos  monárquicos  eran  los  centralistas,  quienes  “abogaban  por  un  régimen  fuerte  y 

centralizado, una reminiscencia del virreinato”22. Esto sentó las bases de un nuevo clivaje —al 

igual que en otros países de América Latina— que marcaría profundamente la primera etapa de 

creación y evolución institucional de México, y se imbricaría con el otro clivaje relevante que es 

el que dividía a liberales de conservadores. 

Antes  de  que  triunfara  definitivamente  la  república  las  clases  altas  y  los  gobernantes 

debieron  enfrentar  el  riesgo  de  desintegración  territorial  de  México,  pues  lo  que  sería 

Centroamérica  se  separó  definitivamente,  lo  mismo  que  otros  estados  mexicanos  como 

Guadalajara, Oaxaca, Yucatán  y  Zacatecas.  Esta  amenaza  estuvo  presente durante un extenso 

período en el cual no existía un poder central lo suficientemente fuerte como para garantizar la 

estabilidad  territorial,  y  puede  haber  oficiado,  en  el  largo  plazo,  como  un  incentivo  a  la 

concentración  del  poder  en  el  presidente.  En  este  caso  el  federalismo  aparece  como  un 

equilibrio  para  garantizar  la  unión  y  la  autonomía  regional  a  la  vez.  Es  importante  tener 

presente  que  el  tradicional  regionalismo  de  México  determinó  que  el  federalismo  fuese  más 

radical que el de Estados Unidos23. 

Ya  bajo  la  nueva  Constitución,  entre  1828  y  1830  se  sucedieron  varios  presidentes  en  un 

contexto de estancamiento económico, levantamientos militares y conspiraciones políticas. En 

las  elecciones  de  1833  fue  electo  presidente  Santa  Anna  con  un  Congreso  dominado  por 

radicales  que  llevaron  a  cabo  reformas  liberales  (que  afectaban  especialmente  a  la  Iglesia,  al 

recortarse muchas de sus atribuciones y privilegios). Dado el descontento popular Santa Anna 

suprimió  la  mayor  parte  de  las  reformas  liberales,  por  lo  que  el  país  ingresó  en  una  etapa 

marcada  por  el  cumplimiento  parcial  y  discrecional  de  la  ley24.  La  búsqueda  de  solucionar 

problemas  mediante  la  reforma  constitucional  fue  una  constante,  y  buscaba  moderar  el 

federalismo  radical originado  en  la  autonomía  de  regiones  poderosas.  Conjuntamente con  las 

disputas entre las élites gobernantes en relación al grado apropiado de concentración de poder 

en el ejecutivo —en la dimensión funcional que  hemos señalado anteriormente—, el excesivo 



21 Lempérière 2013. “De la República corporativa”, p. 321. 

22 Bazant, Jan. 1991. “México”, p. 111. 

23    Vázquez,  Josefina.  2013.  “De  la  independencia  a  la  consolidación  republicana”,  en   Nueva  historia  mínima  de 

 México. México D. F., El Colegio de México, p. 270. 

24  “desde 1829  privaba  la  inconstitucionalidad.  El  congreso  había  violado  varias  veces  la  ley  suprema,  el  ejecutivo 

sólo  funcionaba  con  poderes  extraordinarios,  y  la  debilidad  de  la  federación  dificultaba  el  funcionamiento  del 

gobierno”. Ibíd. p. 280. 
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federalismo  propició  un  segundo  nivel  de  disputas  entre  las  élites  regionales  y  el  gobierno 

federal —en la dimensión territorial— que pudo haberse convertido en un factor generador de 

inestabilidad política25. 

 

La Constitución de 1824: republicanismo, federalismo y presidencialismo 

 

La primera constitución republicana de México independiente fue sancionada en el año 1824, y 

establece una república representativa conformada por diecinueve estados, cuatro territorios y 

un  Distrito  Federal,  con  religión  oficial  católica,  y  división  del  gobierno  en  tres  poderes,  con 

primacía del legislativo. El ejecutivo quedaba en manos de un presidente y un vicepresidente, y 

el poder judicial estaba conformado por los tribunales y una suprema corte de justicia. El voto 

era  restringido  y  el  presidente  era  electo  por  las  legislaturas  de  los  estados,  en  una  elección 

indirecta. 

En  la  Constitución  de  1824  tuvo  gran  influencia  la  constitución  de  Estados  Unidos,  pero 

también la de Cádiz, de modo que no hay acuerdo acerca de cuál de estas fuentes resultó más 

importante26.  Rabasa  señala  las  diferencias  entre  Filadelfia  y  Cádiz  como  una  diferencia  de 

objetivos27.  La  primera  buscaba  promover  el  capitalismo,  y  como  tal  dar  certezas  necesarias 

para su funcionamiento. Mientras, la segunda buscaba una forma de gobierno que garantizara 

mejor su dominio, no capitalista. Se podría decir que la constitución norteamericana brindaba 

las  bases  institucionales  para  el  desarrollo  del  capitalismo,  mientras  que  Cádiz  brindaba  las 

bases  institucionales  para  el  desarrollo  de  una  sociedad  no  capitalista,  pero  sí  liberal  en  el 

sentido de gobierno constitucional con reconocimiento de derechos individuales. 

El  liberalismo  de  Cádiz  fue  moderado,  y  no  radical  como  en  la  revolución  francesa  o 

norteamericana. Nunca estuvo en cuestionamiento la monarquía. Al respecto, Rabasa destaca 

que  “[e]n  Cádiz,  aun  dentro  del  grupo  radical,  nunca  se  dejó  de  pensar  en  el  rey,  y  sólo  se 

quería  dentro  de  esta  idea,  limitar  su  omnipotencia  y  repartir  la  soberanía  entre  monarca  y 

Cortes”28. Esto podría explicar el por qué el poder tradicional  —monarca, clero, estamentos— 

siguió  ejerciendo  su influjo incluso décadas  después  de sancionada la constitución  de Cádiz, y 



25  “El  desafío  zacatecano  y  la  amenaza  de  secesión  texana  generalizaron  la  percepción  de  que  el  federalismo 

favorecía la desintegración del territorio nacional” Ibíd. p. 281. 

26 Al respecto, ver Rabasa, Emilio. 2004.  Historia de las constituciones mexicanas. Universidad Nacional Autónoma de 

México, Instituto de Investigaciones Jurídicas; Córdova Vianello, Lorenzo. 2005. “Introducción al análisis del sistema 

presidencial”, en D. Valadés y D. Barceló Rojas (Coords.)  Examen Retrospectivo del Sistema Constitucional Mexicano. 

Instituto de Investigaciones Jurídicas, UNAM; Vázquez, Ibíd. 

27 Rabasa, Emilio. 2004. Historia de las constituciones, p. 64. 

28 Ibíd., p. 65. 
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en  cierta  medida  refuerza  la  idea  de  Lempérière  del  carácter  corporativo  de  la  república 

mexicana. 

Como  se  señaló  con  anterioridad,  más  allá  de  Cádiz,  el  otro  antecedente  inmediato  de  la 

Constitución  de  1824  es la  constitución  norteamericana.  Es  ampliamente  aceptado  que  dicha 

constitución ejerció una influencia notoria sobre los constituyentes mexicanos, a quienes se ha 

incluso  tratado  de  “copistas”.  Sin  embargo,  la  adopción  de  los  principios  constitucionales 

norteamericanos, y la mixtura con los principios españoles de Cádiz, no estuvieron exentos de 

interpretaciones y adaptaciones29. Rabasa sostiene que "[a]unque se acepte que el concepto o 

la idea política provino de tierras extrañas, lo interesante habrá de ser el señalar cómo  cobró 

nacionalidad  a  nuestro  medio,  esto  es,  cuál  fue  la  interpretación  mexicana  de  las  ideas  que 

revolucionaron  al  mundo  en  el  siglo  XVIII"30.  En  la  misma  línea,  Córdova  Vianello  señala:  “el 

modelo adoptado reproduce casi en sus términos al documento constituyente norteamericano. 

No  se  trató  de una adopción  fácil  ni fortuita.  El  temor a  concentrar el poder en  manos de un 

individuo siempre estuvo presente en la mentalidad de los forjadores de la nación mexicana”31. 

El  federalismo  fue  el  principal  rasgo  de  la  Constitución  mexicana  de  1824.  Marcaría  la 

historia política de México, al igual que el republicanismo —a pesar de los vaivenes propios del 

siglo diecinueve, que incluyeron el breve período del imperio de Maximiliano de Habsburgo—. 

El federalismo fue adoptado explícitamente en esta primera Constitución —ya estaba presente 

en el antecedente del Acta Constitutiva— y obedeció a varios factores. En primer lugar, y como 

ya fue destacado, era la difusión de la constitución norteamericana la que marcaba la necesidad 

de  copiar sus instituciones, como  una forma  también  de  copiar  su  prosperidad.  Pero  también 

era  la  reacción  contra  la  frustrada  constitución  de  Cádiz  y  su  carácter  centralista  —aunque 

liberal—,  puesto  de  manifiesto  en  el  fracaso  del  gobierno  encabezado  por  Iturbide.  Por  otra 

parte,  los  estados  presionaban  para  imponer  esta  forma  de  organización  política  pues 

garantizaba su autonomía, a la vez que les permitía obtener protección del gobierno federal y 

del resto de las provincias de la federación32. Este último punto es muy relevante, pues inicia la 

disputa  entre  aquellos  que  eran  proclives  a  la  centralización  del  poder  —centralistas, 

monarquistas  y  a  la  postre  conservadores—,  y  los  que  promovían  la  dispersión  del  mismo  —

federalistas, republicanos y a la postre liberales republicanos—. 



29  “La  mayoría  de  los  constituyentes  de  1823-1824,  aunque  se  referían  de  manera  obsesiva  a  la  constitución 

federalista norteamericana, se inspiraron espontáneamente en un republicanismo  sui generis que siempre había sido 

parte integrante del ideario monárquico” Lempérière Ibíd. p. 320. 

30 Rabasa, Emilio. 2004. Historia de las constituciones, p. 84. 

31 Córdova Vianello, Lorenzo. 2005. “Introducción al análisis”, p. 205. 

32 Rabasa, Emilio. 2004. Historia de las constituciones, p. 115. 
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Es interesante notar que las dos principales fuentes que tuvieron los constituyentes de 1824 

—la constitución norteamericana y la de Cádiz— fueron experimentos exitosos en su tiempo y 

en  su  lugar.  Estados  Unidos  era  ya  un  país  próspero  y  con  estabilidad  política,  mientras  que 

España había logrado deshacerse de la monarquía absoluta como forma de gobierno, al menos 

hasta  la  reacción  monárquica.  Ambos  modelos  eran  considerados  exitosos  por  los 

constituyentes, y en la heurística de la disponibilidad, eran los modelos a seguir33. 

La Constitución de 1824 dio lugar a la “primera república” mexicana, la cual tuvo un carácter 

efímero,  y  una  impronta  “corporativa”,  como  señala  Lempérière.  En  algún  sentido,  puede 

decirse  que  la  Constitución  de  1824  no  es  estrictamente  liberal,  debido  a  su  carácter 

corporativo,  y  que  el  liberalismo  político  recién  va  a  expresarse  como  tal  en  las  leyes 

constitucionales  que  suceden  a  esta  constitución  a  partir  de  1835.  Pese  a  su  importancia,  la 

Constitución  inaugural tuvo  corta vida, ya que  rigió  por unos  diez años.  En  1835 se  dictan  las 

“Bases  para  una  nueva  Constitución”  por  parte  de  un  constituyente  no  electo  directamente, 

sino  devenido  del  Congreso.  Con  este  nuevo  documento,  el  federalismo  quedó  a  un  lado  y 

México entró en la etapa del centralismo. 



Las “Siete Leyes” y la etapa centralista 

 

Un  elemento  que  tuvo  importante  influencia  en  este  período  de  centralismo  es  la  amenaza 

exterior, materializada en la pérdida de Texas a manos de Estados Unidos y en la amenaza de 

ocupación francesa. Este factor favoreció en cierta medida la centralización y la concentración 

del  poder  en  presidentes  dictatoriales,  que  actuaban  al  margen  de  la  constitución.  Tanto  la 

dimensión  territorial  como  la  funcional  experimentaron,  durante  la  etapa  centralista,  una 

importante concentración del poder. La necesidad de una reforma constitucional se plasmó en 

las Siete Leyes, un instrumento constitucional de carácter centralista, en 1836, que no llegó a 

conformar  una  nueva  Constitución  propiamente  dicha,  pues  no  rigió  en  todo  el  territorio 

mexicano.  Junto  con  la  “Constitución  de  las  Siete  Leyes”  se  conformó  un  nuevo  orden 



33 Al respecto Lempérière señala tres posibles fuentes de inspiración para los constituyentes de 1823 y 1824, pero no 

menciona  entre  ellas  a  la  Constitución  de  los  Estados  Unidos.  Específicamente  dice  Lempérière:  En  1821  los 

fundadores  de  la  nueva  nación  podían  inspirarse  en  tres  modelos  nacionales  recientes  refiriéndose  a  la  nación 

española  ya  extinguida  y  basada  en  el  reconocimiento  de  la  soberanía del  Rey;  la  nación  francesa  nacida  en  1789 

basada en principios contractualistas según la cual individuos libres y soberanos decidían asociarse para conformar 

una comunidad política; y por último la nueva nación española emanada de la Constitución de Cádiz, basada en la 

soberanía de las cortes que representaban al pueblo”. Lempérière 2013. “De  la República corporativa”, p. 319. Sin 

embargo, como ya se señaló, existe debate sobre las fuentes y los modelos que inspiraron a la Constitución de 1824, 

y  otros  autores  sostienen,  que  la  constitución  norteamericana  fue  un  modelo  muy  influyente  y  determinó  nada 

menos que la adopción del presidencialismo como régimen de gobierno. 
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constitucional  que,  además  del  carácter  centralista,  introdujo  innovaciones  institucionales 

como la creación de un “Supremo Poder Conservador” que se añadía a los poderes legislativo, 

ejecutivo  y  judicial.  En  los  hechos,  este  nuevo  poder  tenía  la  facultad  de  supervisar  todo  lo 

actuado por el resto de los poderes, y podía anular cualquiera de estas actuaciones. Existe una 

polémica  sobre  el  carácter  conservador  o  liberal  de  las  Siete  Leyes,  pues  tiene  elementos  de 

ambas tradiciones. Sin embargo, el carácter centralista es innegable. Además la constitución de 

las Siete Leyes recortaba la representación política, pues se consideraba que la misma generaba 

inestabilidad, al permitir la expresión de voluntades discordantes. Mediante el voto censitario, 

sólo los propietarios o quienes pagaban impuestos estaban habilitados para votar y ser votados. 

Los estados perdieron  autonomía y,  como  departamentos,  sus  gobernadores eran  designados 

por el ejecutivo nacional. También hubo otros elementos centralizadores como el control de la 

hacienda pública, la extensión del mandato presidencial de cuatro a ocho años34, y la supresión 

de la vicepresidencia. 

Paradójicamente, el centralismo se impuso como un reflejo ante la amenaza exterior, pero 

no logró impedir la pérdida de territorio. Lo que no había ocurrido bajo el federalismo, se dio 

bajo  el  centralismo,  cuando  se  produjo  la  pérdida  del  estado  de  Texas.  Además,  decisiones 

desafortunadas  del  gobierno,  e  intervenciones  extranjeras  —norteamericana  y  francesa— 

generaron  una  parálisis  económica  que  se  agravó  durante  el  período  centralista.  Como 

consecuencia  de  ello,  “antes  de  que  se  cumpliera  el  primer  periodo  presidencial  algunos 

buscaban  solución  a  los  problemas  en  una  monarquía  ‘con  un  príncipe  extranjero’,  o  en  la 

dictadura  militar”35.  Como  se  ve,  lejos  de  asegurar  la  integridad  territorial  y  la  estabilidad,  el 

centralismo estuvo asociado con la inestabilidad política, social y económica. 

En  1842  una  junta  de  notables  redactó  las  Bases  Orgánicas,  que  eliminaron  al  Poder 

Conservador y restauró la representación que había sido recortada bajo las Siete Leyes. En las 

elecciones  de  1843  resultó  electo  nuevamente  Santa  Anna  como  presidente,  y  tuvo  severos 

conflictos  con  el  Congreso  dominado  por  federalistas.  Estos  conflictos  entre  los  poderes 

ejecutivo  y  legislativo  llevaron  a  Santa  Anna  a  pretender  disolver  el  congreso,  pero  no  tuvo 

éxito,  y  el  congreso  junto  a  otros  poderes  destituyó  a  Santa  Anna.  Estos  sucesos  muestran 

claramente  que  el  presidente  no  era  institucionalmente  poderoso,  pues  no  fue  capaz  de 

deshacerse de un congreso hostil. En cambio, la debilidad institucional fue compensada, como 



34 Pese a la introducción de estas modificaciones, el poder ejecutivo siguió teniendo limitaciones formales para su 

accionar. Vázquez señala que “aunque el periodo presidencial se amplió a ocho años y se suprimió la vicepresidencia, 

el ejecutivo continuó siendo muy débil, ya que estaba sometido al Poder Conservador, al Congreso y al Consejo de 

Gobierno”. Vázquez, Josefina. 2013. “De la independencia a la consolidación”, p. 281. 

35 Ibíd., p. 287. 
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ya  se  ha  señalado,  por  el  abuso  de  poder  a  partir  de  arreglos  informales  que  le  permitían  al 

presidente un margen de maniobra mayor que el que le otorgaba la ley. 

En este panorama tuvo lugar un asunto muy importante que es la aparición de los primeros 

partidos  políticos  mexicanos.  En  1849  los  monarquistas  y  radicales  crean  el  Partido 

Conservador,  y  los  federalistas  se  agrupan  en  el  nuevo  Partido  Liberal.  El  lento  proceso  de 

incorporación  de  un  mayor  número  de  ciudadanos  a  la  vida  política,  agitado  en  este  período 

por la restauración de la representación abolida por las Siete Leyes, significó un incentivo para 

la  formación  de  partidos  políticos.  Desde  luego,  en  un  contexto  propio  de  un  régimen 

oligárquico  —una  oligarquía  competitiva  en  términos  de  Dahl36—,  los  partidos  eran  todavía 

partidos de notables, que se aglutinaban fundamentalmente en torno a principios generales, y 

en particular en torno a caudillos. 

Durante este período continuó la inestabilidad y la sucesión de gobiernos breves y débiles. 

La  situación  era  paradójica,  pues  el  gobierno  centralista  era,  sin  embargo,  muy  débil 

políticamente37.  Todo  el  período  centralista  estuvo  plagado  de  inestabilidad  y  conflicto  entre 

poderes, así como  de amenazas  internas y  externas,  y  un  clima de levantamientos y  disputas 

por el poder. En 1854 se produjo un estallido que pronunció el Plan de Ayutla que desconocía al 

gobierno  de  Santa  Anna  y  exigía  la  restitución  de  la  república  representativa  federal.  Sin 

embargo, Santa Anna se mantuvo hasta 1855 en el poder. 

Con  la Revolución  de Ayutla  culmina el  período  centralista  iniciado  por las Siete  Leyes.  De 

acuerdo a Medina Peña “la Revolución de Ayutla fue el umbral de acceso al poder de una nueva 

generación  liberal,  dividida  ahora  entre  puros  y  moderados”38.  Esta  división  propició  la 

constitución  de  1857  en  la  cual  los  distintos  énfasis  liberales  encontraron  una  fórmula 

transaccional  que  dejó,  sin  embargo,  más  satisfechos  a  los  moderados39.  La  constitución  de 

1857 adoptó los típicos principios liberales, aunque fue moderada y por ello dejó insatisfechos a 

liberales  radicales  y  conservadores.  Como  se  observa,  las  élites  que  perseguían  distintos 

modelos no constituían actores racionales unificados, sino que presentaban diferencias internas 



36 Dahl, Robert. 1971.  Polyarchy: Participation and Opposition. New Haven, Yale University Press. 

37  La sucesión  de  gobiernos que  no  gobernaba,  y  cuya duración se  extendía  por  poco  tiempo agitó  el  reclamo  de 

reformas  que  dotaran  al  presidente  de  mayor  poder  institucional.  Sobre  ese  punto,  Vázquez  señala  que  “[p]ara 

entonces  todos  los  partidos  habían  llegado  a  la  conclusión  de  que  era  necesario  un  gobierno  fuerte”.  Vázquez, 

Josefina. 2013. “De la independencia a la consolidación”, p. 295. 

38  Medina  Peña,  Luis.  2002.  “Porfirio  Díaz  y  la  creación  del  sistema  político”,  Documento  de  Trabajo  Nº  22, CIDE, 

México, p. 2. 

39 La distinción entre liberales (moderados) y radicales es analizada, entre otros, por Wallerstein, quien observa en la 

Revolución Francesa el origen de las tres ideologías fundamentales de la modernidad: conservadurismo, liberalismo y 

radicalismo. Ver Wallerstein, Immanuel. 2004.  World-systems analysis: An introduction. Duke University Press, p. 52. 
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importantes, influidas también por el cambio doctrinario global que estaba sufriendo el propio 

liberalismo,  desde  una  base  filosófica  y  política  hacia  un  liberalismo  económico  de  base 

cientificista  que  resultaría  predominante  durante  las  décadas  posteriores.  Este  cambio 

doctrinario  ha  sido  cuidadosamente  estudiado  y  documentado  por  autores  como  Laski  y 

Hobsbawm  entre  otros40,  y  tuvo  consecuencias  importantes  en  la  forma  en  la  que  el 

federalismo  y  el  centralismo  fueron  concebidos  dentro  del  propio  campo  liberal,  así  como  la 

relación entre estos arreglos institucionales y el presidencialismo. En particular, la división del 

bando liberal entre radicales y moderados es crucial para la resolución del conflicto que daría 

lugar a la Constitución de 1857. 



La Constitución de 1857: retorno del federalismo y reformas liberales 

 

Como vimos, el ordenamiento constitucional que se inicia con las Siete Leyes tuvo un carácter 

centralista,  como  reacción  a  los  problemas  que  se  habían  suscitado  bajo  la  Constitución 

federalista de 1824. En ese sentido, la Constitución de 1857 restaura el federalismo, al tiempo 

que recorta todavía más el poder presidencial, pues le impone una serie de controles por parte 

de otros poderes del Estado —principalmente del Legislativo, que pasó a ser unicameral— que 

redujeron sus ámbitos de decisión autónoma41. Esta primacía del legislativo sobre el ejecutivo 

ayuda a explicar, en buena medida, la continua vocación de gobernar sin tomar en cuenta a la 

Constitución por parte de los presidentes de este período. 

La Constitución de 1857 adopta, según Lempérière, a diferencia de su predecesora de 1824, 

un  carácter  anti-corporativo42.  Según  la  autora  se  pasó  del  “federalismo  corporativo”  de  la 

constitución de 1824, a un “centralismo liberal” durante el período centralista, para pasar a un 

“federalismo  anti-corporativo  y  liberal”  con  la  Constitución  de  1857.  Además,  como  ya 

mencionamos,  la  nueva  constitución  restaura  el  federalismo,  e  introduce  formalmente  los 

derechos de las personas43. Es una constitución donde predominaron elementos liberales, que 

por  otra  parte  fueron  mayoritarios  en  la  Constituyente.  El  centralismo  abolido  fue 



40 Hobsbawm, Eric. 2010.  La Era del Capital: 1848-1875. Buenos Aires: Crítica. Ver también Laski, Harold. 1961.  El 

 Liberalismo Europeo. D.F.: Fondo de Cultura Económica. 

41 Córdova señala que “[e]l Legislativo recibe en esta Constitución no sólo las atribuciones que por definición le son 

propias, sino además, toda una serie de controles sobre la actividad del presidente, que lo hacen asemejarse a  un 

poder  parlamentario  en  un  régimen  presidencialista,  entorpeciendo  continuamente  la  actividad  del  Ejecutivo”. 

Córdova, Arnaldo. 2000. [1972].  La formación del poder político en México. D.F.: Ediciones Era, p. 17. 

42 Lempérière 2013. “De la República corporativa”, p. 325. 

43  “El  federalismo  que  empezó  en  1823  dando  vida  a  una  república  ‘representativa  y  popular’  que  era  ante  todo 

católica y corporativa, acababa en 1860 por ilustrar un régimen liberal fundado en los derechos individuales y en la 

neutralidad de la esfera pública en materia de religión”. Ibíd., p. 330. 
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responsabilizado  de  la  situación  caótica  del  país,  y  el  artículo  40  —que  restauró  el 

federalismo— fue aprobado por unanimidad, y una vez más se hace notoria la influencia de las 

constituciones norteamericana y gaditana44. 

Otra  novedad  importante  fue  la  eliminación  del  Senado,  pasándose  a  un  poder  legislativo 

unicameral.  La  aprobación  de  esta  modificación  se  dio  por  escaso  margen  en  la  votación  del 

constituyente, y el Senado fue reimplantado por decreto presidencial en 1874, bajo el gobierno 

de Lerdo de Tejada. 

En  cuanto  al  poder  presidencial,  la  Constitución  de  1857  establece  el  procedimiento  para 

llevar a juicio político al Presidente —ya existía en la Constitución de 1824, pero se modificó su 

redacción— en caso de “los delitos de traición a la patria, violación expresa de la Constitución y 

ataque  a  la  libertad  electoral”.  También  resultó  importante  la  separación  de  la  Iglesia  del 

Estado.  Este  punto  generó  un  intenso  debate  entre  los  constituyentes,  pero  finalmente  se 

impuso  el  proyecto  liberal  de  secularización  del  Estado,  que  luego  sería  llevado  a  la  práctica 

bajo el gobierno de Benito Juárez. 

La Constitución de 1857 no colmó las expectativas de los liberales “puros”, y tampoco de los 

conservadores. La moderación de la nueva carta no permitió que la misma fuese defendida por 

ninguno de los dos bandos, y el país se dividió en dos gobiernos45. El primero, conservador, bajo 

la  presidencia  de  Zuloaga,  y  con  el  apoyo  del  ejército  y  asentado  en  el  Distrito  Federal  y  la 

mayor parte del país. El segundo, liberal, bajo la presidencia de Juárez, con el apoyo de milicias 

liberales  y  con  asiento  en  Veracruz.  Fueron  años  de  inestabilidad  y  luchas  internas  que 

terminaron  con  Juárez  en  el  gobierno,  pero  incapaz  de  detener  la  invasión  francesa,  que 

culminó  –como  ya  hemos  señalado-  el  Imperio  Mexicano  y  con  Maximiliano  de  Habsburgo 

como emperador. 

La Constitución de 1857 otorgaba al Legislativo supremacía sobre el Ejecutivo, pese a lo cual 

Juárez  había  fortalecido  informalmente  la  presidencia  durante  la  guerra  contra  el  Imperio.  Al 

restaurarse  la  República,  la  vigencia  de  la  Constitución  hacía  que  nuevamente  el  Legislativo 

retomase el control del gobierno. Por ello Juárez intentó la restitución del Senado  —dado que 

su representación federal le otorgaba la posibilidad de contrapesar a la Cámara de Diputados—, 

lo cual consiguió recién durante el gobierno de su sucesor. 



44 “El capítulo de los derechos humanos fue tomado de la Declaración francesa de los Derechos del Hombre y del 

Ciudadano,  del  Bill  of  Rights  norteamericano,  algo  de  la  Constitución  de  Cádiz  y  lo  disperso  de  la  Constitución  de 

1824”.  Rabasa, Emilio. 2004. Historia de las constituciones, p. 171. 

45 “La presentación de grandes novedades pareció exagerada para algunos (los conservadores) o insuficiente  para 

otros (los liberales)” Ibíd., p. 248. 
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En  suma,  a  una  época  centralista  y  de  gran  inestabilidad  política  le  sucedió  otra,  también 

inestable,  pero  esta  vez  con  carácter  federal  y  liberal.  La  derrota  de  las  tropas  imperiales 

suprimió  la  vía  monárquica  definitivamente.  La  reelección  indefinida  de  Juárez  —hasta  su 

muerte  en  1872—  generó  la  reacción  de  Porfirio  Díaz,  quien  se  pronunció  en  contra  de  su 

permanencia  en  el  poder,  y  a  su  extremo  personalismo  y  concentración  del  poder. 

Paradójicamente,  el  ascenso  de  Porfirio  Díaz  se  produce  desde  un  discurso  que  buscaba 

recortar el poder presidencial, y que propiciaba la no reelección del ejecutivo. La Constitución 

de  1857  motivó  una  profunda  división  entre  los  mexicanos,  y  dio  inicio  a  una  etapa  de 

inestabilidad  política y  social.  La supremacía formal  del  legislativo  frente al ejecutivo, seguida 

por la supremacía presidencial informal puede haber sido uno de los factores de inestabilidad, 

al propiciar la lucha entre los poderes para prevalecer en las decisiones y el liderazgo político. 



El  porfiriato: dictadura y consolidación del Estado mexicano 

 

Para  cuando  Porfirio  Díaz  asumió  el  poder,  el  republicanismo  y  el  federalismo  se  habían 

impuesto definitivamente. El liberalismo, en cambio, tuvo un derrotero menos lineal46. Autores 

como Wiarda47 sostienen que el liberalismo nunca arraigó verdaderamente en América Latina 

en general, y en México en particular. Otros autores48 consideran que sobre el último tercio del 

siglo  XIX  en  México  el  republicanismo  y  el  liberalismo  se  encontraban  afianzados,  y  habían 

dejado  una  huella  en  la  sociedad49.  Desde  luego,  buena  parte  de  las  controversias  sobre  el 

carácter  liberal  de  los  gobiernos  de  la  época  se  debe  al  ya  mencionado  viraje  desde  un 

liberalismo  doctrinario  y  filosófico,  hacia  un  liberalismo  de  corte  economicista,  anclado  en  la 

capacidad del conocimiento científico para garantizar  el progreso de la sociedad. Porfirio Díaz 

sería un fiel exponente de este último liberalismo, lo que se verificaría en el carácter autoritario 

y de corte cientificista en el que pretendió basar su obra de gobierno. Díaz se había levantado 

en  armas,  al  desconocer  las  derrotas  electorales  que  había  sufrido  a  manos  de  Juárez  y  de 



46  “Al  principio,  no  parecía representar  nada  nuevo  en  política.  Después  de  todo,  era un  producto  del  movimiento 

 liberal. Pero según pasaba el tiempo, se hizo evidente que era un liberal con algunas diferencias” (Skidmore y Smith 

1999: 247). 

47 Wiarda, Howard. 2003. The soul of Latin America. 

48 Vázquez, Josefina. 2013. De la independencia a la consolidación; Mahoney, James. 2003. “Long-Run Development 

and the Legacy of Colonialism in Spanish America” en  American Journal of Sociology, 109(1), p. 50-106. 

49  De  hecho,  Mahoney,  basándose  en  la  clasificación  llevada  a  cabo por  Palmer,  clasifica  a  México  como  1  (valor 

máximo)  en  relación  a  la  fuerte  presencia  de  élites  liberales.  Asimismo,  el  autor  asigna  el  mismo  puntaje  a  la 

presencia  de  fuertes  élites  conservadoras.  Esto  ratifica  la  idea  de  que  ambas  élites  se  disputaban  el  control  del 

gobierno  de  un  modo  incompatible  con  una  solución  transaccional  o  por  imposición.  Ver  Mahoney,  James.  2003. 

Long-Run Development, p. 66; Palmer, David. 1977. "The Politics of Authoritarianism in Spanish America", en James 

Malloy (ed.)  Authoritarianism and Corporatism in Latin America, Pittsburgh, University of Pittsburgh Press, p. 377-412 
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Lerdo. En ambas ocasiones, lo había hecho a partir de un discurso contrario al autoritarismo, a 

la  reelección  que  propiciaba  el centralismo y  el  exceso  de  poder por parte del  Presidente, en 

desmedro de los poderes Legislativo y Judicial50. La posición inicial de Díaz era asombrosamente 

favorable a la dispersión del poder, no sólo en relación a la dimensión funcional —al promover 

el  fortalecimiento  de  los  poderes  judicial  y  legislativo—,  sino  también  en  la  dimensión 

territorial, al promover equilibrios entre el gobierno central y los gobiernos de los estados51. Sin 

embargo,  luego  de  su  primer  período  en  el  que  respetó  su  idea  anti  reeleccionista,  Díaz  se 

encargó  de  construir  un  régimen  autoritario,  y  remover  toda  restricción  constitucional  para 

continuar en el poder durante treinta años. 

Por  otra  parte,  la  primera  parte  del   porfiriato  estuvo  orientada  a  la  consolidación  y  la 

pacificación nacional, en la medida en que el país había estado inmerso en conflictos internos y 

externos durante más de cincuenta años. La modernización social y económica del país durante 

el período fue muy importante52. Lo paradójico del extenso gobierno de Porfirio Díaz radicó en 

la  unión,  aparentemente  inconsistente,  de  ideas  liberales  con  una  práctica  autoritaria.  El 

positivismo  se  reflejó  en  los  “científicos”  de  su  gobierno,  hombres  de  su  gabinete  que 

pretendían  aplicar  el  método  científico  a  la  resolución  de  problemas  sociales.  Esta  extraña 

mixtura  de  liberalismo  y  gobierno  fuerte  fue  característica  de  este  grupo53.  La  curiosa 

combinación  de  liberalismo  y  autoritarismo  no  será  extraña  en  la  historia  de  América  Latina, 

pero  tiene  en  el   porfiriato  un  antecedente  notable.  En  cierta  forma,  la  constatación  de  esta 

díada  inesperada  pone  en  duda  la  tesis  de  Wiarda  según  la  cual  el  autoritarismo  y  la 

inestabilidad aparecen vinculados a la falta de arraigo de las ideas liberales en el continente. En 

todo caso, cabría afirmar que en América Latina existió un liberalismo que propiciaba la libertad 

individual y la autonomía personal y por tanto ponía énfasis en los derechos individuales, pero 

no existió republicanismo en el sentido del respeto por el imperio de la ley y la separación de 

poderes. 



50 Speckman Guerra, Elisa. 2013. “De la independencia a la consolidación republicana”, en  Nueva historia mínima de 

 México, D. F., El Colegio de México, p. 337. 

51 Al respecto, Skidmore y Smith sostienen que: “Díaz demostró ser un genio de la política […] otorgó a los caudillos 

regionales  espacio  para  maniobrar  y  los  alentó  para  que  lucharan  entre  ellos  […]  En  pocas  palabras,  formó  con 

paciencia  el  poder  del  gobierno  federal  donde  contaba:  en  el  ejército  y  en  la  policía”,  Historia  Contemporánea  de 

América Latina, p. 247. 

52  Knight,  Alan.  1992b.  “The  peculiarities  of  Mexican  history:  Mexico  compared  to  Latin  America,  1821–1992”, 

 Journal of Latin American Studies, 24(S1), p. 102-103. 

53 Ibíd., p. 352. 
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Pese a su postura inicial54, Porfirio Díaz concentró notablemente el poder político55, pasando 

el resto de los poderes a tener una existencia sólo formal56. Durante el porfiriato, la evidencia 

de  concentración  del  poder  en  el  ejecutivo  es  contundente57.  Tampoco  existía  pluralismo 

político, si bien existían actos electorales, pues la represión y el control eran casi totales, al igual 

que el fraude, el amedrentamiento y otras formas de control sobre el comportamiento  de los 

votantes.  Porfirio Díaz utilizó tanto la persuasión y la negociación, como el “compadrazgo”, la 

cooptación  y  la  represión  para  lograr  sus  objetivos  políticos58.  En  tal  sentido,  el  porfiriato  no 

constituyó un período exclusivamente autoritario o dictatorial, sino que la forma específica que 

adquirió el gobierno de Díaz fue variable durante los más de treinta años que se mantuvo en el 

poder. 

Luego de las elecciones de 1910, y tras intensas disputas por la sucesión —alentadas por la 

edad  de  Díaz,  y  por  su  propia  indefinición  sobre  su  voluntad  de  perseguir  una  nueva 

reelección—  Díaz  fue  electo  nuevamente  presidente,  acompañado  de  Ramón  Corral  en  la 

vicepresidencia.  En  particular,  las  disputas  entre  distintas  facciones  del  régimen  estaban 

centradas  en  la  sucesión,  pero  a  la  vez  representaban  visiones  diferentes  del  gobierno  y  la 

política.  Mientras  los  “científicos”  propiciaban  un  gobierno  basado  en  el  positivismo 

cientificista,  y  una  administración  profesional  y  racional,  otro  grupo  —los  “Reyistas”— 

proponían refundar el Partido Liberal  —que había llevado a Díaz al gobierno— y  refundar sus 

bases programáticas. Al decidirse Díaz por el grupo de los “científicos”, los “Reyistas” pasaron 

decididamente a ser una dura oposición al régimen porfirista. El resultado de las elecciones de 

1910  propició  el  levantamiento  de  grupos  contra  el  gobierno  de  Porfirio  Díaz,  proceso  que 



54  “[Díaz] enarboló una bandera antiautoritarista y anticentralista, pues rechazaba el excesivo poder del presidente 

de la república frente a los poderes legislativo y judicial y frente a los gobiernos estatales. Además de oponerse a la 

reelección,  pugnó  por  reducir  las  facultades  del  ejecutivo  a  los  límites  establecidos  por  la  constitución  y,  en 

contraparte,  por  fortalecer  los  gobiernos  de  los  estados  o de  los pueblos  y,  en  este  caso, por  respetar  su  derecho 

para  elegir  a  sus  autoridades  municipales  y  decidir  sobre  sus  asuntos  internos”,  Speckman  Guerra,  De  la 

independencia a la consolidación republicana, p. 337-338. 

55  Para  ilustrar  la  concentración  de  poder  desde  la  dimensión  territorial  durante  el  porfiriato,  Skidmore  y  Smith 

señalan  que  “Díaz  y  sus  consejeros  podían  seguir  una  política  económica  coherente  porque  habían  creado  el 

gobierno  centralizado  más  efectivo  que  había  visto  México  desde  la  independencia.  La  toma  de  decisiones  estaba 

centralizada  en  Ciudad  de  México,  a  expensas  de  los  caudillos  regionales  o  locales”,  Historia  Contemporánea  de 

América Latina, p. 249. 

56    Speckman  Guerra  señala  sobre  este  punto:  “en  esta  segunda  etapa  resulta  más  obvia,  aunque  no  nueva,  la 

violación a la autonomía de los poderes legislativo y judicial. Como ya se dijo, los legisladores y magistrados, tanto 

federales como estatales, eran prácticamente nombrados por el presidente o sus allegados”, De la independencia a 

la consolidación republicana, p. 355. 

57 Ver Speckman Guerra, De la independencia a la consolidación republicana; Valadés, Constitución y política, p. 218. 

58 Speckman Guerra, De la independencia a la consolidación republicana, p. 343-348. 



164 





culminó con la llamada Revolución Mexicana, que lo obligó a abandonar el poder en 1811, y a 

exiliarse en Francia. 



La Revolución Mexicana 

 

Previamente  a  las  elecciones  de  1910  Francisco  Madero  creó  el  Partido  Nacional 

Antireeleccionista.  Sin  embargo,  fue  encarcelado  y  exiliado  en  Texas,  desde  donde  llamó  a  la 

lucha armada. El movimiento armado creció por todo el país, limitando la reacción del ejército 

nacional,  y  forzando  al  régimen  porfirista  a  firmar  los  Tratados  de  Ciudad  Juárez,  lo  cual 

significaba la renuncia de Díaz, y en los hechos, el triunfo de la Revolución. Sin embargo, este 

triunfo  traería  consigo  el  ascenso  de  algunos  de  sus  protagonistas,  como  Pascual  Orozco, 

Pancho  Villa  y  Emiliano  Zapata.  A  su  vez,  este  ascenso  implicó  la  activación  de  clases  bajas 

rurales  y  trabajadores  de  baja  calificación  —  como  mineros  y  campesinos—  cuyas 

reivindicaciones  escaparon  del  mero  carácter  antireeleccionista  de  la  primera  etapa  de  la 

Revolución59. 

El  gobierno  interino  que  sucedió  a  Díaz  debía  preparar  el  país  para  las  nuevas  elecciones, 

para  las  cuales  Madero  había  refundado  el  Partido  Antireeleccionista,  convirtiéndolo  en  el 

Partido  Constitucional  Progresista.  El  gobierno  interino  no  colmó  las  demandas  de  los líderes 

rebeldes,  básicamente  orientadas  a  la  demanda  de  tierras,  lo  cual  generó  problemas  con  los 

principales líderes de la  Revolución.  Madero  ganó  las  elecciones y prosiguió  con la política de 

ignorar estas demandas, pese a lo cual su breve gobierno generó un profundo recambio en el 

elenco gobernante: “la salida de Díaz trajo, a la vuelta de algunos meses, la transformación de 

casi toda la pirámide de poder”60. 

Del mismo modo que ocurriría con la Constitución liberal de 1857, las reformas propuestas 

por  Madero  no  dejaron  satisfechos  ni  a  los  empresarios  y  hacendados,  ni  a  campesinos  y 

trabajadores. Todos consideraban insuficientes las reformas61. Los levantamientos armados de 

orozquistas y zapatistas reivindicaban la solución a sus demandas de tierras. 

Tras el asesinato de Madero, Huerta asumió la presidencia pero también fue derrocado por 

los  rebeldes  —algunos  ex-maderistas—  que  lo  acusaban  de  encabezar  un  gobierno 

conservador, aliado con empresarios y hacendados. En relación a la composición social de los 

distintos levantamientos, otro rasgo central de la historia mexicana que se remonta al período 

colonial,  es  el  carácter  popular  de  los  mismos.  A  diferencia  de  otros  casos  latinoamericanos 



59 Garciadiego, Javier. 2013. “La revolución”, en  Nueva historia mínima de México, D. F., El Colegio de México, p. 408. 

60 Ibíd., p. 413. 

61 Ibíd., p. 416-417. 
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donde  el  elemento  popular  —campesino,  indígena—  no  fue  un  atributo  destacable  y 

permanente,  en  México  siempre  fue  un  aspecto  central  de  las  revoluciones,  ya  sean 

independentistas —como en el caso de Hidalgo y Morelos—, o por reivindicaciones regionales o 

de clase —como en los casos de Orozco, Villa y Zapata—. 

El  triunfo  contra  el  régimen  de  Huerta  significó  el  ascenso  de  tres  corrientes:  los 

constitucionalistas  —representados  por  Carranza—,  los  villistas  y  los  zapatistas.  Los 

desacuerdos  internos  llevaron  nuevamente  al  conflicto,  resultando  triunfadora  la  corriente 

constitucionalista,  y  encabezando  Carranza  el  gobierno.  El  nuevo  gobierno  se  dio  la  tarea  de 

redactar una nueva Constitución para dar forma al Estado posrevolucionario. 

La  gobernabilidad  continuó  siendo  un  problema,  pues  la  concentración  del  poder  actuaba 

como  reflejo  para  obtener  mejores  condiciones  de  gobernabilidad62.  Hasta  cierto  punto,  este 

reflejo es explicado  por la herencia cultural e  ideológica  colonial, que ya ha sido señalada,  en 

virtud  de  la  cual  se  naturalizaba  la  respuesta  concentradora  frente  al  riesgo  de  anarquía  o 

ingobernabilidad63.  Una  vez  más  el  riesgo  de  disgregación  territorial  ofició  como  un incentivo 

para  la  concentración  del poder en  el  presidente:  “era  necesario  preservar la legitimidad  y  el 

consenso, y extenderlo a toda la nación; sobre todo, se requería cohesionar las fuerzas políticas 

y regionales, terminando con los riesgos de levantamiento o de fragmentación territorial”64. De 

hecho, como ya fue señalado, uno de los principales problemas de la política mexicana durante 

el período analizado fue la imposibilidad de establecer un régimen legítimo ante la existencia de 

distintos proyectos en disputa. La inestabilidad puede provenir de la imposición —la cual no fue 

posible, pues ninguno de los proyectos rivales alcanzó a imponer su hegemonía sobre el otro—, 

o  del  consenso  —lo  cual  tampoco  fue  posible,  precisamente  por  el  carácter  concentrador  y 



62  Sobre  este  punto,  Annino  señala:  “Es  evidente  que  la  dinámica  de  la  república  mexicana  no  podía  ser  la  de  la 

Francia  de  la  burguesía  triunfante  o  la  de  la  joven  república  norteamericana.  [En  México]  el  liberalismo  cumple  la 

función  de  legitimar  las  expectativas  de  lucha  de  actores  tan  distintos  como  los  comerciantes,  las  comunidades 

indígenas o grupos militares. Nadie queda excluido de esta legitimidad […] Es igualmente explicable que el problema 

de  la  gobernabilidad  sea  un  problema  muy  difícil  de  resolver  por  el  mismo  proceso  que  la  originó:  porque  los 

gobiernos  centrales  no  heredaron  la  soberanía  directamente  de  la  monarquía,  como  en  Francia  o  Estados  Unidos, 

sino que la recibieron de los herederos legítimos, es decir de los cuerpos territoriales que siempre se sintieron libres 

de romper los vínculos de subordinación”, Annino, Pueblos, liberalismo y nación en México, p. 411. 

63  “Existía  un  problema de  gobernabilidad;  por  ejemplo,  en  la  constitución  el  equilibrio  de  fuerzas  no  favorecía  al 

ejecutivo, con lo cual era difícil que el presidente controlara la oposición de las corporaciones o que sometiera a los 

poderes  regionales;  por  ello  Juárez  y  Lerdo  concentraron  un  poder  mayor  que  el  instituido  por  la  ley”,  Speckman 

Guerra, De la independencia a la consolidación republicana, p. 342. 

64 Speckman Guerra, De la independencia a la consolidación republicana, p. 342. 
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excluyente  con  que  conservadores  monárquicos  y  liberales  republicanos  ejercieron  el  poder 

cuando les fue posible—65. 

Los últimos veinte años del extenso período de gobierno de Porfirio Díaz dejaron expuesto 

definitivamente  el  pasaje  del  discurso  dispersador  y  desconcentrador  del  poder,  hacia  un 

ejercicio  concreto  cada  vez  más  concentrador  del  poder  presidencial.  Este  período  se 

caracterizó  por  “un  acentuado  centralismo  y  por  un  gobierno  cada  vez  más  personalista  y 

autoritario por parte de Porfirio Díaz”66. 

 

La Constitución de 1917 y la institucionalización de la revolución 



La Constitución de 1917 es el producto del triunfo de la corriente constitucionalista encarnada 

en el gobierno de Venustiano Carranza. El triunfo sobre las facciones de Pancho Villa y Emiliano 

Zapata  determinó  que  la  Revolución  Mexicana  tuviera  un  punto  de  inflexión.  La 

institucionalización  de  un  nuevo  régimen  requería  la  elaboración  de  un  nuevo  orden 

constitucional,  diferente  al  de  1857.  Algunas  de  las  demandas  sociales  que  originaron  la 

Revolución  se hicieron  presentes en  la nueva  Constitución,  por ejemplo  en  el reconocimiento 

de  algunas  formas  colectivas  de  propiedad  de  la  tierra  así  como  derechos  sociales  y  a  los 

obreros,  y  en  la  existencia  de  diversos  ámbitos  de  intervención  estatal  en  la  economía  y  la 

sociedad67.  Por  otra  parte,  y  a  diferencia  de  la  Constitución  de  1857,  el  nuevo  ordenamiento 

cristalizaría el predominio del poder ejecutivo, frente al resto de los poderes públicos. Este es 

un  punto  importante,  porque  marca  posiblemente  el  inicio  de  la  supremacía  formal  del 

ejecutivo,  que  hasta  el  momento  se  encontraba  formalmente  subordinado  al  legislativo, 

aunque informalmente concentraba un gran poder. 

Ya  con  Obregón  en  el  poder,  se  consolida  el  nuevo  Estado  posrevolucionario,  que  no  era 

propiamente  democrático,  pero  sí  incluyente.  Era  autoritario  y  concentrador  pero  hacía 

concesiones a las clases populares. Obregón gobernó como caudillo pero logró pacificar el país 

y estabilizó el gobierno luego de mucho tiempo. 

Con el nuevo ordenamiento  constitucional se llegó a estabilizar política y económicamente 

el  país,  si  bien  con  importantes  prevenciones  en  términos  de  lo  que  puede  considerarse  un 

régimen  democrático  propiamente  dicho.  Como  señala  Garciadiego:  “Puede  decirse  que  por 



65  “La  complejidad  de  la  historia  política  de  México  se  debe,  entre  otras  razones,  al  hecho  de  que  conoció  no  el 

desarrollo  complicado  de  un  solo  proyecto,  sino  una  solución  de  continuidad  entre  dos  republicanismos  que  la 

tradicional  oposición  entre  liberales  y  conservadores  no  explica  satisfactoriamente”,  Lempérière,  De  la  República 

corporativa, p. 320. 

66 Speckman Guerra, De la independencia a la consolidación republicana, p. 342. 

67 Garciadiego, Javier. 2013. “La revolución”, p. 450-451. 
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entonces comenzó una nueva etapa histórica, no exenta, obviamente, de cambios y problemas, 

pero  que se  caracterizaría por su  considerable  concordia  social  y  estabilidad  política  –aunque 

no por ser democrática– y por varios decenios de crecimiento económico”68. 

Por  último,  el  problema  de  la  fortaleza  relativa  de  los  poderes  regionales,  que  ya  ha  sido 

mencionado,  también  tiene  incidencia  en  el  surgimiento  del  estado  posrevolucionario  y  en  la 

forma específica que este adoptó, pues la creación de un centro poderoso en el ejecutivo fue, 

en parte, un intento de lograr una hegemonía capaz de imponerse sobre los distintos poderes 

regionales69. 




Consideraciones finales 

 

Una serie de consideraciones merecen ser destacadas en el estudio del origen y la evolución del 

presidencialismo mexicano. En primer lugar, es notorio que el poder ejecutivo mexicano ha ido 

incorporando,  formal  e  informalmente,  un  considerable  poder  a  lo  largo  del  tiempo.  El 

presidencialismo  mexicano  ha  sido  calificado  como  un  caso  de  “hiperpresidencialismo”,  en  el 

cual el poder ejecutivo “ha logrado anular la acción del conjunto de instituciones políticas que 

la Constitución concibió y estableció para compartir y contrabalancear el poder presidencial”70. 

Al menos hasta finales del siglo veinte, el poder del Presidente ha logrado permear en  el resto 

de  las  instituciones  y  poderes  del  Estado  mexicano,  logrando  de  algún  modo  desarticular  los 

frenos  y  contrapesos  propios  del  modelo  original  estadounidense.  Sin  embargo,  la 

concentración  de  poder  en  el  ejecutivo  no  ha  sido  impulsada  principalmente  por  las 

instituciones  formales,  sino  por  el  ejercicio  concreto  del  poder  o,  en  otros  términos,  por 

instituciones  informales71.  Entre  estas  se  cuentan  el  desconocimiento  liso  y  llano  del  orden 

constitucional, el avasallamiento de otros poderes del Estado, la cooptación de voluntades, el 

fraude, las prácticas autoritarias y el particularismo. Estas prácticas, profundamente arraigadas 



68 Garciadiego, La revolución, p. 467. 

69  Como  sostiene  Aboites  Aguilar:  “Si  bien  el  surgimiento  del  PNR  guarda  estrecha  relación  con  el  asesinato  de 

Obregón,  también  debe  verse  como  un  episodio  más  del  esfuerzo  por  formar  un  Estado  fuerte.  Como  principal 

ingrediente,  éste  debía  contar  con  un  centro  político  capaz  de  ejercer  autoridad  plena  sobre  los  diversos  grupos 

sociales dispersos a lo largo del territorio nacional. El centro sería el gobierno federal, encabezado por el presidente 

de  la  República.  Durante  el  siglo  XIX  los  grupos  gobernantes  habían  fallado  en  la  consecución  de  ese  objetivo 

político”,  Aboites  Aguilar,  Luis.  2013.  “El  último  tramo  1929-2000”,  en   Nueva  historia  mínima  de  México,  D.  F.,  El 

Colegio de México, p. 471. 

70 Casar, Las bases político-institucionales, p. 62. 

71  Para  una  interpretación  sobre  el  modo  en  el  que  las  instituciones  informales  moldearon  las  democracias 

latinoamericanas,  ver  O’Donnell,  Guillermo.  1996.  “Otra  institucionalización.  La  democratización  y  sus  límites, 

después de la tercera ola, la política”, en  Revista de Estudios sobre el Estado y la Sociedad No. 2. 
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en la cultura política mexicana, han propendido al fortalecimiento del ejecutivo por la vía de los 

hechos. 

En  segundo  lugar,  cabe  resaltar  el  profundo  impacto  que  ha  tenido  la  elección  de  los 

constituyentes de 1824, que adoptaron el presidencialismo como forma de gobierno. Si, como 

señalábamos  recién, el presidente  resultó  fortalecido  con  el  paso  de los años y los gobiernos, 

fue necesario que previamente existiera un presidente. ¿Por qué los constituyentes optaron por 

el  modelo  presidencialista?  Algunas  respuestas  –tentativas-  hemos  sugerido.  Sin  embargo,  el 

porqué  de  la  adopción  del  presidencialismo  no  es  evidente,  y  está  sujeto  a  debates  e 

interpretaciones.  Desde  luego,  la  influencia  del  modelo  norteamericano  no  puede 

desconocerse. Sin embargo, otras condiciones confluyeron para lograr el resultado conocido. La 

tradición  hispánica  de  gobiernos  fuertes  —autoritarios—  y  la  propia  tradición  indígena 

propiciaban  la  creación  de  un  gobierno  cuyo  vértice  tuviera  autoridad  suficiente  para 

imponerse  sobre  otros  poderes.  Pero  para  ello  resulta  necesario  que  estos  otros  poderes 

existan.  Y  existían.  De  hecho,  la  adopción  del  presidencialismo  puede  ser  vista  como  una 

respuesta institucional a una situación de desgobierno, y de riesgo de desintegración territorial 

—incluso  exacerbada  por  el  carácter  radical  del  federalismo—.  En  consecuencia,  en  1824  los 

constituyentes  buscaron  crear  un  gobierno  fuerte.  Que  lo  hayan  logrado  o  no  es  tema  de 

debate,  igual  que  hasta  qué  punto  este  gobierno  aseguró  la  estabilidad  política,  pero  es 

bastante claro que esa era su intención72. 

En tercer lugar, la divergencia histórica en los resultados obtenidos por el presidencialismo 

norteamericano  y  el  mexicano  debe  ser  matizada  a  la  luz  de  diferencias  en  la  configuración 

inicial de ambos casos. Para empezar, la sociedad norteamericana que forjó el presidencialismo 

original se caracterizaba por una considerable homogeneidad, en la medida en que se trataba 

principalmente de una sociedad de granjeros individuales, y casi en su totalidad inmigrantes. La 

sociedad del México colonial era, por el contrario, mucho más compleja y heterogénea, dividida 

por cuestiones raciales, y  en  buena  parte era  una  sociedad  conformada por vastos  grupos de 

población  nativa,  que  coexistía  con  la  élite  peninsular  y  criolla.  Por  otra  parte,  la  sociedad 

norteamericana  era  básicamente  igualitaria,  conformada  por  pequeños  propietarios  y 



72 Según Córdova Vianello: “la adopción del sistema presidencial significó un parteaguas histórico, una determinación 

que  debe  explicarse  en  el  contexto  histórico  en  el  que  se  presentó:  el  nacimiento  de  una  nación  profundamente 

dividida,  incomunicada  y  amenazada.  La  presidencia  fuerte  […]  fue  una  institución  necesaria  para  edificar  el  país 

sobre las cenizas del Estado virreinal”, Córdova Vianello, Introducción al análisis del sistema presidencial, p. 207. Por 

su parte, Córdova señala: “podría afirmarse que la causa fundamental de que en buena parte del siglo XIX privara la 

anarquía  en  las  actividades  productivas  y  en  las  relaciones  políticas  residió  en  la  falta  de  un  poder  político 

suficientemente fuerte como para imponerse en todos los niveles de la vida social”, Córdova, Arnaldo. 2000. [1972]. 

 La formación del poder político en México. D.F., Ediciones Era, p. 10. 
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empresarios  familiares,  a  diferencia  de  la  forma  básica  de  propiedad  propia  de  la  colonia 

española,  que  consistía  en  familias  criollas  y  peninsulares  que  eran  propietarias  de  grandes 

extensiones  de  tierra  y  de  los  principales  recursos  naturales  y  económicos.  La  forma  de  la 

propiedad de la tierra influyó considerablemente sobre las diferencias entre México y Estados 

Unidos.  Mientras en  Norteamérica  —particularmente  en  las  colonias nor-atlánticas—  la tierra 

estaba distribuida de manera uniforme entre pequeños propietarios, en México el latifundio —

bajo  la  forma  de   haciendas—  generó  una  élite  —primero  española  y  luego  criolla—  de 

propietarios y una enorme masa de indígenas y mestizos que, al no ser propietarios, trabajaban 

por su subsistencia en las haciendas. Esta mano de obra estaba disponible para la movilización 

política  por  parte  de  los   caudillos  locales,  jefes  militares  con  asiento  en  un  determinado 

territorio, que por lo general provenían de las familias propietarias. Adicionalmente, los pueblos 

de  las colonias norteamericanas  tenían  una  importante  experiencia previa de autogobierno73, 

elemento  ausente  en  las  colonias  españolas  en  América.  Los  habitantes  de  las  colonias 

británicas  administraban  sus  asuntos  locales,  y  se  encontraban  fuertemente  influidos  e 

inspirados por los sucesos de la  gloriosa revolución.  En cambio, las colonias españolas —entre 

ellas,  Nuevo  México—  tenían  una  experiencia  muy  acotada  de  autogobierno,  en  particular 

luego de las reformas administrativas que habían tenido lugar desde el siglo dieciocho bajo la 

Casa  de  Borbón.  Finalmente,  las  trece  colonias  que  dan  origen  al  presidencialismo 

norteamericano  buscaban  crear  un  poder  central  acotado,  y  colocar  en  los  gobiernos  de  los 

estados el principal poder político  de la  federación.  En  cambio, el federalismo  mexicano  tuvo 

desde el origen el afán de crear un poder central vigoroso, que lograra homogeneizar por la vía 

de la imposición, lo que era naturalmente diferente. 

En  cuarto  lugar,  un  rasgo  no  menos  importante  que  el  presidencialismo  para  la  historia 

política mexicana es el federalismo. Durante todo el siglo diecinueve, y parte del siglo veinte la 

primera fuente de conflicto político fue la existencia de poderes regionales fuertes, frente a la 

debilidad relativa del poder central74. Este es un rasgo definitorio del ejercicio del poder y de la 



73 Vázquez, Josefina. 2013. De la independencia a la consolidación, p. 265. 

74 “El período comprendido en los dos primeros tercios del siglo XIX, llamado por los ideólogos porfiristas [...] como el 

‘periodo  de  la  anarquía'’,  contempla  un  Estado  nacional  que  lo  es  sólo  de  nombre,  sin  control  efectivo  sobre  la 

población y el territorio, sin autoridad y contendido por una miríada de poderes locales cuya autonomía era el signo 

indudable de la debilidad de los poderes centrales. Por otra parte, es también indudable que los dos grandes campos 

ideológicos, que sólo por convención se ha dado en llamar ‘partidos’, el conservador y el liberal, buscaban, cada uno 

con soluciones políticas radicalmente opuestas, el remedio a los males del país en la unificación del mismo mediante 

la  creación  de  un  verdadero  Estado  nacional”,  Córdova,  La  formación  del  poder  político,  p.  9.  En  relaci ón  a  la 

debilidad  relativa  del  gobierno  federal  frente  a  los  gobiernos  estatales  Lempérière  afirma  que  “durante  toda  la 

primera república el gobierno más débil, menos provisto de recursos y menos obedecido fue el gobierno general de 

la  nación.  Según  una  lógica  propia  del  federalismo  extremo  y  radical  que  prevaleció  en  México  en  1823  bajo  la 
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cultura política mexicana, que dio origen a un federalismo exacerbado en un primer momento, 

y  a  sucesivos  intentos  de  domesticarlo,  con  mayor  o  menor  éxito  por  parte  de  los  sucesivos 

gobiernos  centrales,  lo  que  finalmente  cristalizaría  a  medias  durante  los  gobiernos  de  Benito 

Juárez  y  de  Porfirio  Díaz.  En  ese  sentido,  federalismo  y  presidencialismo  —los  dos  rasgos 

centrales  del  régimen  de  gobierno  mexicano—  pueden  ser  vistos  como  una  solución  de 

equilibrio  frente  a  la  fragmentación  de  las  élites  —regionalismos—  y  al  caudillismo  y  su 

consiguiente riesgo de desintegración. Pese a esta caracterización, no deberíamos pensar que el 

equilibrio  resultó  estable.  Antes  bien,  se  trató  de  un  equilibrio  sumamente  inestable  pues,  a 

diferencia  del  ejemplo  estadounidense,  donde  ambas  instituciones  se  acompasaron  de  modo 

relativamente armónico  dando  lugar a un extraordinario  período  de  crecimiento  económico  y 

estabilidad  política,  en  México  el  federalismo  y  el  presidencialismo  impulsaron  dinámicas 

políticas conflictivas. El federalismo, implantado en un territorio cuya tradición regionalista se 

encontraba  desarrollada con  profundidad  durante  muchos  años  exacerbó  la reivindicación  de 

autonomía y  soberanía regional,  mientras que  el  presidencialismo  buscaba concentrar en  una 

figura el suficiente poder como para aplacar las reivindicaciones impulsadas por el federalismo. 

En consecuencia, la trayectoria política mexicana estuvo marcada fuertemente por esta tensión. 

Las concepciones liberal y conservadora que impulsaban distintas formas de presidencialismo, 

no  pudieron  imponerse  unilateralmente.  Tampoco  existió  una  solución  transaccional.  Buena 

parte  de  la  inestabilidad  que  presentó  el  siglo  diecinueve  se  debió  precisamente  a  la 

imposibilidad de cada una de estas concepciones de lograr imponer su hegemonía sobre la otra. 

Finalmente,  resulta  importante  destacar  otras  consideraciones  sobre  la  concentración  del 

poder en el presidente. Bajo las presidencias de Benito Juárez y especialmente de Porfirio Díaz 

aumentó  significativamente  la  concentración  de  poder  en  el  ejecutivo,  lo  cual  permitió  la 

consolidación  definitiva  del  poder  central,  alcanzando  finalmente  el  Estado  mexicano  su 

carácter de tal. Es decir, el proceso de concentración de poder ocurrió a la vez —en parte como 

causa, y en parte como consecuencia— del proceso de consolidación del estado mexicano, y es 

imposible  disociar  ambos  fenómenos.  Por  una  parte,  la  imposibilidad  previa  a  Juárez  de 

consolidar  un  único  proyecto  nacional  socavó  la  posibilidad  de  desarrollar  el  estado.  Pero,  al 

mismo tiempo, el escaso desarrollo relativo del estado central impidió efectivamente derrotar a 

los  poderes  locales,  lo  que  a  su  vez  impidió  lograr  la  definitiva  consolidación  de  un  proyecto 

nacional que promueva el desarrollo económico y social. A diferencia de lo ocurrido en Europa 

o  en  los  Estados  Unidos,  en  donde  el  proceso  de  unificación  territorial  y  político  había  sido 



presión  de  los  pueblos,  el  Ejecutivo  federal  quedó  paralizado  por  la  amplitud  de  los  poderes  del  congreso  y  la 

parquedad de sus propias atribuciones”, Lempérière, De la República corporativa, p. 325. 
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concurrente con la expansión del mercado como esfera independiente del estado, dando lugar 

a  verdaderos  mercados  nacionales  —antes  que  a  los  propios  Estados-nación—,  en  México  la 

falta de desarrollo económico generó un proceso diferente. Era necesario que el Estado creara 

el mercado —y el desarrollo económico—, pero para ello era indispensable crear un Estado por 

una  vía  alternativa  a  la  europea  y  norteamericana75.  En  consecuencia,  el  ritmo  de  expansión 

estatal se vio refrenado hasta tanto el estado central pudiese finalmente emerger como la única 

fuerza capaz de imponer hegemonía sobre el resto de los actores con cierto poder. Ello ocurrió 

durante  el  último  tramo  del  siglo  diecinueve  y  principios  del  veinte,  cuando  Juárez  —y 

posteriormente Díaz, y más tarde la Revolución Mexicana— logró que el estado central pueda 

imponer  sus  decisiones  sobre  los  distintos  proyectos  que  perseguían  los  poderes  locales  y 

corporativos.  Desde  luego,  para  que  este  proceso  de  expansión  estatal  se  produjese,  fue 

necesaria  una  concentración  de  poder  en  el  ejecutivo  sin  precedentes,  que  permitiese  al 

gobierno central la capacidad de imponer sus decisiones con independencia de otros poderes 

parciales.  En  definitiva,  concentración,  expansión  estatal  y  modernización  fueron  procesos 

encadenados,  que  permiten  explicar  la  trayectoria  específica  de  la  construcción  del  estado 

mexicano, y diferenciarla a su vez de las trayectorias que inspiraron su institucionalidad básica. 
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